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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Quintana Roo, 
que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto AVGM/QROO/AC04/FGE/024, que permita dar 
cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL GOBIERNO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”; A TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL 

PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, 

REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL 

ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO, REPRESENTADO POR LA GOBERNADORA DEL ESTADO DE 

QUINTANA ROO, MARÍA ELENA HERMELINDA LEZAMA ESPINOSA, ASISTIDA POR LA SECRETARIA DE GOBIERNO, 

MARÍA CRISTINA TORRES GÓMEZ; EL SECRETARIO DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, EUGENIO SEGURA VÁZQUEZ, 

Y POR EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE 

E INSTANCIA LOCAL RECEPTORA, OSCAR MONTES DE OCA ROSALES; A QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS 

EFECTOS DEL PRESENTE INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL ESTADO”; A QUIENES 

ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia (LGAMVLV), establece en su 
Título II. “Modalidades de la Violencia”, Capítulo V. "De la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia de 
Género contra las Mujeres”, que la alerta de violencia de género contra las mujeres tendrá como objetivo 
fundamental garantizar la seguridad de las mujeres, detener la violencia en su contra y eliminar las 
desigualdades producidas por una legislación que agravia sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

De conformidad con lo señalado en el artículo 25 de la LGAMVLV, corresponde al Gobierno Federal, a 
través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, al respecto notificará la declaratoria al 
Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate, con la finalidad de detenerla y erradicarla a través 
de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por “GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en 
coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

El 1 de junio de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (CONAVIM) con el objeto de ejercer las atribuciones que 
la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, atención, sanción 
y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

Que del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), publicado en 
el DOF el 28 de noviembre de 2022, se derivan los recursos asignados para la implementación de medidas 
que atiendan los estados y municipios que cuenten con la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres (DAVGM), así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario, 
los cuales ascienden a $110,998,792.50 (Ciento diez millones novecientos noventa y ocho mil setecientos 
noventa y dos pesos 50/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberán, entre otros aspectos: i) identificar con precisión la población objetivo, 
tanto por grupo específico como por región del país, entidad federativa y municipio; ii) incorporar mecanismos 
periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las modalidades de su operación o 
decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los 
informes trimestrales. 
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Aunado a lo anterior, los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), disponen que los subsidios cuyos beneficiarios sean 
los gobiernos de las Entidades Federativas y en su caso; de los municipios, se considerarán devengados a 
partir de la entrega de los recursos a dichos órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la 
Tesorería de la Federación (TESOFE) los recursos que no se destinen a los fines autorizados y aquellos que 
al cierre del Ejercicio Fiscal de que se trate, no se hayan devengado o que no se encuentren vinculados 
formalmente a compromisos y obligaciones de pago. 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará los recursos previstos en el 
PEF 2023, para que se otorguen y apliquen en las Entidades Federativas y en la Ciudad de México en las que 
se haya decretado la DAVGM, así como a las que cuenten con un Grupo Interinstitucional y Multidisciplinario; 
para atender las acciones descritas, conforme a lo establecido en los Lineamientos para la obtención y 
aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de 
Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios, para el Ejercicio Fiscal 2023 
(LINEAMIENTOS) publicados en el DOF el 03 de febrero de 2023. 

Por lo anterior, y dada la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social 
contra las mujeres en todo el país, así como coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del 
fenómeno, y en la promoción de los derechos humanos de las mujeres. De conformidad con el Formato 1. 
Solicitud de subsidio de fecha 20 de enero de 2023, suscrito por Oscar Montes de Oca Rosales, en su 
carácter de Fiscal General del Estado de Quintana Roo, del “GOBIERNO DE ESTADO”, solicitó en tiempo y 
forma a la CONAVIM recursos federales para el acceso a los subsidios destinados para el proyecto: 
AVGM/QROO/AC04/FGE/024. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los LINEAMIENTOS, el 
Comité de Evaluación de Proyectos (COMITÉ), determinó viable el proyecto presentado, por lo que se 
autorizó la cantidad de $732,000.00 (Setecientos treinta y dos mil pesos 00/100 M.N.) para la ejecución del 
proyecto AVGM/QROO/AC04/FGE/024. Dicha situación se notificó a la Entidad Federativa mediante el oficio 
número CONAVIM/CAAEVF/243/2023 de fecha 02 de febrero de 2023. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan su interés de formalizar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de los artículos 
90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN); 1o., 2o., fracción 
I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez, cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3. La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y del Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional 
para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con facultades para la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios”, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00054. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia 
Narvarte Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  El “GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN, 1, 2, 3 y 4 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo, es una Entidad Federativa que 
es parte integrante de la Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su 
régimen interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. La Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda Lezama Espinosa, cuenta 
con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en 
los artículos 78 y 90, fracción XX de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana 
Roo; 1, 2, 3, 8 y 16 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana Roo. 

II.3.  La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez, cuenta con facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los artículos 92 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, fracción I, 21, 30, 
fracción VII y 31, fracción VII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Quintana 
Roo, 8 y 9, fracción XX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 92 y 116 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 3, 4, 19, 
fracción III, 21, 30, fracción VII y 33, fracción XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Quintana Roo 2, 5, 9 y 10, Apartado B, fracción IV del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas y Planeación. 

II.5.  El Titular de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo y Titular de la instancia de la Instancia 
Local Responsable e Instancia Local Receptora, Oscar Montes de Oca Rosales, cuenta con 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en los 
artículos 96 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Quintana Roo; 2, 12, Apartado 
B, fracción XXIX y 16, fracciones IV y XIX de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de 
Quintana Roo; 13 y 14, fracción XIII del Reglamento Interior de la Ley Orgánica de la Fiscalía 
General del Estado de Quintana Roo. 

II.6.  Cuenta con la capacidad económica presupuestal para que, de ser el caso, aporte recursos en 
numerario para el cumplimiento de su coparticipación establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en los términos de las disposiciones administrativas 
y presupuestales. 

II.7.  Para los efectos del presente instrumento jurídico, tiene como su domicilio el ubicado en Calle 22 de 
enero número 01, Colonia Chetumal Centro, Código Postal 77000, Municipio Othón P. Blanco, 
Estado de Quintana Roo. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y ejecutar 
acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres. 

III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 
niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acción para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres, la 
Acción de Coadyuvancia siguiente: 4. Justicia. Son las acciones y medidas destinadas a fortalecer la 
investigación, que proporcione elementos para sancionar con perspectiva de género y de 
interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la violencia de género contra las mujeres y 
las niñas para contribuir al acceso a la justicia pronta y expedita. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de 
los Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio para el Proyecto: AVGM/QROO/AC04/FGE/024, que permita dar cumplimiento a la aplicación de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género 
contra las Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023; y que se encuadra en la siguiente 
Acción de coadyuvancia: 

Acción coadyuvante 

4. Justicia. Son las acciones y medidas destinadas a fortalecer la investigación, que proporcione elementos 
para sancionar con perspectiva de género y de interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la 
violencia de género contra las mujeres y las niñas para contribuir al acceso a la justicia pronta y expedita. 

 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia, se realizará de conformidad con lo establecido en el Anexo 
Técnico aprobado por el COMITÉ, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 
anterior, “GOBERNACIÓN” asignará la cantidad de $732,000.00 (Setecientos treinta y dos mil pesos 00/100 
M.N.), para el Proyecto: AVGM/QROO/AC04/FGE/024, aprobado por el COMITÉ en la Instalación y Primera 
Sesión Ordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/ISO/111/01022023. 

Los recursos federales se radicarán al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de la Secretaría de Finanzas 
y Planeación en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, aperturada para tal efecto, de 
conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental (LGCG), y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Nombre del Beneficiario: GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
QUINTANA ROO 

Nombre del Proyecto:  AVGM/QROO/AC04/FGE/024 

Nombre de la Institución Financiera: BANCO AZTECA S.A. INSTITUCIÓN DE BANCA 
MÚLTIPLE 

Clave Bancaria Estandarizada (CLABE) de 18 
dígitos: 

127180001265715592 

Número de Cuenta Bancaria: 01720126571559 

Tipo de Cuenta: PRODUCTIVA 

Tipo de Moneda:  MXN PESO MEXICANO 

Número de Sucursal: 0172 TSF CORPORATIVO EKT 

Número de Plaza: 0172 

Fecha de apertura de la Cuenta: 13 DE FEBRERO DE 2023 

 

Es un requisito indispensable para la transferencia de dichos recursos, que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 
establecido en el numeral Vigésimo sexto de los LINEAMIENTOS. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 
devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la LGCG. Por su parte, el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” deberá registrar en su contabilidad los recursos federales recibidos, de acuerdo a las disposiciones 
jurídicas federales y locales aplicables, así como rendir informes de su aplicación en su Cuenta Pública, con 
independencia de los que deban rendirse por conducto de “GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 
de los mismos de acuerdo al PEF 2023, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en la 
transferencia o la cancelación de los recursos asignados, derivado de las disposiciones administrativas 
presupuestarias ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente al “GOBIERNO DEL 
ESTADO” cualquier eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 
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“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 
facturación que lleve a cabo el “GOBIERNO DEL ESTADO” para la ejecución de los proyectos aprobados, por 
lo que éste se compromete a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 
cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

En términos del numeral Décimo Tercero de los LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través 
de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo, aportará la cantidad de $600,000.00 (Seiscientos mil 
pesos 00/100 M.N.). 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, “LAS 
PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 
Proyecto, en términos del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 
“GOBIERNO DEL ESTADO”. 

c. Apegarse a lo establecido en la LGCG, LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en 
materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a. Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS 
PRIMERA y SEGUNDA, habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en 
términos del numeral Vigésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

b. Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 
el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 
marco del presente instrumento. 

c. Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 
que se proporcionarán en el marco del presente instrumento. 

d. Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”; en caso de ser aplicables al Proyecto aprobado. 

QUINTA. COMPROMISOS DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 
LINEAMIENTOS, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar, por conducto de la Secretaría de Finanzas y Planeación, los recursos asignados a través 
de subsidios exclusivamente destinados para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ. 

b.  Devengar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico aprobado por el 
COMITÉ, a más tardar el 31 de diciembre de 2023. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al Proyecto en un plazo no mayor a 15 (quince) días 
naturales, contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la 
cuenta bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

d.  Realizar por conducto de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo, las acciones, 
contrataciones y adquisiciones necesarias para la consecución de los fines del Proyecto, en estricto 
apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y su respectivo 
Reglamento, así como en la demás normatividad local aplicable en la materia. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica, licencias, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para 
la realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 
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f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuente con la documentación legal y administrativa 
que resulte necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 

g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 
cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 
subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 
conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 
aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del Proyecto 
financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i.  Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 
en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de Proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente, por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 
CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto, validada 
por la Secretaría de Finanzas y Planeación, con su debido soporte documental. Dichos informes 
deberán entregarse dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 
lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos E015 promover la atención 
y prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 15 de enero de 
2024, un Acta de cierre del Proyecto, firmada por el Titular de la Fiscalía General del Estado de 
Quintana Roo y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Planeación, en la que se incluyan los 
datos generales, objetivo y descripción del Proyecto; los antecedentes de la ejecución del mismo; los 
principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES”, y el reporte de las acciones 
administrativas que la Entidad Federativa ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2023 para la 
correcta ejecución de los recursos otorgados, y demás documentos y requisitos que se establecen en 
el inciso j) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del Proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 
acciones que se realizan a partir del mismo, con el fin de que con dichos datos se puedan generar 
indicadores de proceso, de resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 
página de internet que para ese efecto se habilite. 

n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones previstas en la LFPRH y su Reglamento, el 
PEF 2023, y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Convenio de Coordinación y 
Adhesión; y Anexo Técnico correspondiente. 

ñ. Llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los LINEAMIENTOS y, en su caso, de los 
Acuerdos que emita la CONAVIM a través del COMITÉ. 

SEXTA. ENLACES. Para el adecuado desarrollo y seguimiento de las acciones del Proyecto, que deriven 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y de sus Anexos Técnicos, “LAS PARTES” designan 
como Enlaces a los siguientes servidores públicos: 

POR “GOBERNACIÓN” 

Nombre: Susana Vanessa Otero González. 

Cargo: 
Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 
Violencia Feminicida. 

Dirección: 
Dr. José María Vértiz número 852, Piso 5, Colonia Narvarte Poniente, 
Demarcación Territorial, Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de 
México. 

Teléfono institucional: 52098800 extensión 30367 

Correo electrónico 
Institucional: 

sotero@segob.gob.mx 
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POR EL “GOBIERNO DEL ESTADO” 

Nombre: Mariana Sánchez Tapia 

Cargo: Directora del Centro de Justicia para las Mujeres 

Dirección: Av. Miguel Hidalgo número 107, manzana 8, lote 3, Colonia Región 94, 

Código Postal 77517, Ciudad de Cancún, Municipio de Benito Juárez, Estado 

de Quintana Roo. 

Teléfono institucional: 998 251 3276 extensión 3002 

Correo electrónico 

Institucional: 
mariana.sanchez@fgeqroo.gob.mx, cjm.cancun@fgeqroo.gob.mx 

A través de las personas designadas como enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de 

la operación del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. Además, serán las o los responsables 

internos de las actividades encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 

a su vez, designar a las o los servidores públicos del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan 

en las funciones encomendadas o en su caso, los suplan en sus ausencias. 

SÉPTIMA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o notificación que se 

deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios señalados en las 

DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen en lo sucesivo, lo deberán 

notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con 10 (diez) días de anticipación. 

OCTAVA. INFORME DE RESULTADOS. El “GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la Fiscalía 

General del Estado de Quintana Roo informará a “GOBERNACIÓN” a través de la CONAVIM, los avances de 

la ejecución del Proyecto y del subsidio, en los cuales se deberá reportar el avance en el cumplimiento de 

objetivos y; en su caso, los resultados de las acciones que lleve a cabo de conformidad con el presente 

instrumento, y el inciso h) del numeral Cuadragésimo primero de los LINEAMIENTOS; con su debido soporte 

documental, dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la conclusión de cada bimestre, a partir de la 

fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de 

Coordinación y Adhesión. 

NOVENA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán al “GOBIERNO 

DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento y en el Anexo Técnico aprobado por el COMITÉ, no 

perderán su carácter de federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, 

comprobación, pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones 

contenidas en la legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta específica, con característica de productiva, a 

la cual se transferirá el subsidio en el Ejercicio Fiscal 2023, deberán ser reintegrados a la TESOFE, previo a la 

presentación del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las 

disposiciones aplicables. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 

conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 

a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará a cargo del “GOBIERNO DEL 

ESTADO” a través de la Fiscalía General del Estado de Quintana Roo. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 

resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA PRIMERA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 

no devengue los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 

31 de diciembre de 2023 deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo dispone el numeral Quincuagésimo 

de los LINEAMIENTOS. 
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El reintegro de los recursos a la TESOFE se deberá realizar conforme a las disposiciones legales 
federales aplicables, siendo responsabilidad del “GOBIERNO DEL ESTADO” dar aviso por escrito y solicitar a 
“GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que 
“GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la Entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM original de la 
documentación comprobatoria del reintegro realizado. 

Asimismo, el “GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que 
no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA SEGUNDA.- RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la 
contraparte podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan 
recíprocamente de cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad 
social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA TERCERA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 
detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 
cuarto de los LINEAMIENTOS, procederá a la cancelación del Proyecto aprobado y; en consecuencia, dará 
por terminado el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y ordenará al “GOBIERNO DEL ESTADO” la 
restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la TESOFE. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 
órganos fiscalizadores competentes para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA CUARTA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se 
refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 
Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la 
Secretaría de la Función Pública, realice la Auditoría Superior del Estado y/o la Secretaría de la Contraloría 
del “GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales o locales, así como los particulares que intervengan 
en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este instrumento, serán 
sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que “LAS 
PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 
de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 
interrupción en la ejecución del Proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEXTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá adicionarse o modificarse en cualquier momento durante su vigencia de común acuerdo entre “LAS 
PARTES”, mediante Convenios Modificatorios los cuales formarán parte integrante del presente instrumento, y 
surtirán efectos a partir de la fecha de su suscripción, los cuales deberán ser publicados en el DOF y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO” en un plazo no mayor a 60 (sesenta) días hábiles a 
partir de dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y; en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 
que presente el “GOBIERNO DEL ESTADO”. 
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Para tales efectos, se levantará una minuta en la que se hagan constar las circunstancias específicas que: 
i) se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros que; en su caso, procedan. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión entrará en vigor a partir 
del día de su firma y hasta el 31 de diciembre de 2023. Lo anterior, no exime al “GOBIERNO DEL ESTADO” 
de presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados 
a los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA NOVENA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe; por lo que, los conflictos y controversias que llegasen a 
presentar con motivo de su interpretación, formalización, ejecución, operación o cumplimiento, serán resueltos 
de común acuerdo entre “LAS PARTES” a través de los Enlaces a que se refiere la CLÁUSULA SEXTA de 
este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

VIGÉSIMA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones que 
establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales 
tratados; (v) suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación y Adhesión se 
publicará en el DOF y en el Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo en un plazo de 60 días hábiles a 
partir de su dictaminación por parte de la Unidad General de Asuntos Jurídicos, y entrará en vigor a partir de 
la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 28, fracción II, 
inciso a) del PEF 2023. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de Quintana Roo, María Elena Hermelinda 
Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres Gómez.- Rúbrica.- El 
Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- Rúbrica.- El Fiscal General del Estado de 
Quintana Roo y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Oscar Montes de Oca 
Rosales.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 

PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 

MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación y Adhesión de fecha 13 de marzo  
de 2023 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Estado Libre y Soberano de Quintana Roo de 
conformidad con el numeral Trigésimo segundo de los Lineamientos para la obtención y aplicación  de 
recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de  Género 
contra las mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2023 (LINEAMIENTOS),  se estipula lo 
siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado Libre y Soberano de Quintana Roo  

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/QROO/AC04/FGE/024 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio: 

Justicia. Son acciones y medidas destinadas a fortalecer la investigación, que proporcione elementos para 
sancionar con perspectiva de género y de interseccionalidad, delitos y crímenes relacionados con la violencia 
de género contra las mujeres y niñas para contribuir al acceso de justicia pronta y expedita. 

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

20 de enero de 2023 

 

Instancia Local Responsable: 

Fiscalía General del Estado de Quintana Roo 

 

Instancia Local Receptora: 

Fiscalía General del Estado de Quintana Roo 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$732,000.00 (Setecientos treinta y dos mil pesos 00/100 M.N.) 

 

Monto coparticipación:  

$600,000.00 (Seiscientos mil pesos 00/100 M.N) 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

01 de junio de 2023 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2023 

31 de diciembre de 2023 
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C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Convenio de Coordinación y Adhesión, he tenido a bien designar como 
enlace ante CONAVIM a: 

Nombre: Mariana Sánchez Tapia 

Cargo: Directora del Centro de Justicia para las Mujeres 

Dirección:  Av. Miguel Hidalgo número 1007, manzana 8 lote 3, Colonia Región 94,  Código 
Postal 77517, Ciudad de Cancún, Municipio de Benito Juárez, Estado de Quintana 
Roo. 

Teléfono 
institucional: 998 251.3276 extensión 3002 

Correo Institucional: mariana.sanchez@fgeqroo.gob.mx, cjm.cancun@fgeqroo.gob.mx 

 

D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

D.1 Justificación 

En la Declaratoria de Alerta de Violencia de Género, para los municipios de Benito Juárez, Cozumel, 
Solidaridad y la recomendación especial para el municipio de Lázaro Cárdenas, se estableció la medida de 
Justicia y Reparación 1, en la que se recomienda al Estado de Quintana Roo implementar una Unidad de 
Análisis y Contexto (UAC). 

Desde 2019, con recursos del subsidio para las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de alerta 
de violencia de género, se ha trabajado en la creación y fortalecimiento de la Unidad de Análisis y Contexto; 
obteniéndose productos como análisis generalizados de contexto por los delitos de violencia familiar, 
violación, violencia familiar en agravio de niñas, niños y adolescentes y/o desaparición de personas, además 
de que se han creado herramientas como la escala de valoración de riesgo feminicida, el modelo de entrevista 
a hombres generadores de violencia (privados de la libertad por delitos cometidos contra mujeres) y la 
metodología para las marchas exploratorias en zonas de riesgo. 

Se ha apoyado a las y los fiscales de ministerio público en análisis de casos específicos, entre los éxitos 
más destacados, se encuentra la obtención de sentencia absolutoria de una imputada por homicidio doloso en 
agravio de su pareja, en el que el análisis de contexto demostró, que la imputada había vivido de manera 
sistemática violencia de pareja. 

Con los casos de éxito, la UAC está teniendo más cargas de trabajo, por lo que se requiere la contratación 
de profesionistas que contribuyan con los análisis de contexto desde el enfoque disciplinario académico, para 
los delitos de violencia familiar, violación, desaparición de personas (haciendo énfasis en información que 
pueda ser de utilidad en la búsqueda), feminicidio y violencia contra niñas y adolescentes. 

Así mismo, se busca crear nuevas herramientas que retomen las variables obtenidas en las entrevistas a 
agresores y en el análisis de perfiles victimológicos de las carpetas de investigación, a fin de que se construya 
un instrumento que permita medir el índice de peligrosidad del agresor. 

Para coordinar las diferentes actividades, se contratará a una persona que oriente e instruya 
metodológicamente 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

Medida de Justicia y Reparación 
1.- Con base en el artículo 26, 
fracción I de la Ley General de 
Acceso, se deberán adoptar las 
medidas necesarias para 
garantizar el derecho de acceso a 
la justicia y que se investiguen y 
resuelvan con la debida diligencia y 
exhaustividad todos los casos de 
violencia contra las mujeres y 
feminicidio. […] 

así como implementar acciones 
claras para el inicio de actividades 
de la Unidad de Análisis y 
Contexto. 

Justicia. Son acciones y medidas 
destinadas a fortalecer la 
investigación, que proporcione 
elementos para sancionar con 
perspectiva de género y de 
interseccionalidad, delitos y 
crímenes relacionados con la 
violencia de género contra las 
mujeres y niñas para contribuir al 
acceso de justicia pronta y 
expedita. 

Fortalecer a la Unidad de Análisis y 
Contexto, a través de la 
contratación de personal que 
implemente metodologías de 
trabajo para la investigación de 
delitos, con perspectiva de género. 
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D.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

Coordinar las actividades 
de la Unidad de Análisis y 
Contexto, en casos de los 
delitos en agravio de 
mujeres y niñas en razón 
de género que le sean 
derivados. 

Dirigir y organizar la 
realización de los 
informes de caso que 
sean canalizados a la 
UAC.  

Porcentaje de análisis de 
contexto elaborados 

 número de análisis de 
caso realizados/número 
de análisis de caso 
solicitados*100 

Reportes mensuales de 
avances informe final de 
resultados 

 

Diseñar e implementar 
tres herramientas de 
investigación 
criminológicas con 
perspectiva de género, de 
niñez e interculturalidad 
para la investigación de 
delitos contra las mujeres, 
niñas y adolescentes en 
razón de género 
(feminicidio, desaparición 
de personas, delitos 
sexuales, trata, violencia 
familiar) que contengan 
un marco metodológico 
que permita su réplica en 
otras unidades de análisis 
y contexto.  

Porcentaje de 
herramientas de 
investigación 
implementadas = número 
de análisis de casos 
sobre los que se 
implementaron las 
herramientas/ número de 
casos derivados a la UAC 
durante el período *100 

Documento que contiene 
las herramientas 
diseñadas   informe final 
de resultados 

 

Diseñar e implementar 
actividades de formación 
con ejercicios prácticos 
en materia de 
argumentación jurídica, 
defensa de opiniones 
técnicas y planteamientos 
discursivos con 
perspectiva de género 
para la intervención en 
juicios orales. 

Porcentaje de actividades 
de formación 
implementadas  número 
de actividades 
implementadas/número 
de actividades 
programadas*100 

Ficha técnica programa 
de trabajo minutas de 
sesión reporte fotográfico 
informe final de 
resultados 

Contar con una 
herramienta que permita 
evaluar la conducta 
agresiva en hombres 
privados de la libertad por 
los delitos de feminicidio y 
violación para restablecer 
recomendaciones que 
contribuyan en la 
prevención de conductas 
violentas y atención de 
hombres generadores de 
violencia. 

Diseñar e implementar la 
herramienta de medición 
de la conducta agresiva 
en hombres generadores 
de violencia grave y 
extrema 

Porcentaje de 
implementación de la 
herramienta de medición 
de conducta violencia 

Documento que contenga 
la metodología de la 
herramienta de medición. 

Informes mensuales de 
avance de la 
implementación de la 
herramienta 

Informe final de 
resultados con 
conclusiones y 
recomendaciones 
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Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

Coadyuvar con las y los 
fiscales de minsiterio 
público en la investigación 
de delitos cometidos 
contra mujeres, niñas y 
adolescentes 

Realizar los análisis de 
contexto y/o de caso que 
sean turnados a la UAC 

Porcentaje de casos en 
los que interviene el 
personal /número de 
casos turnados a la UAC 

Informes mensuales de 
avances 

Informes finales de 
resultados 

 

D.2.1 Pasos a desarrollar 

Paso Descripción 

1 
Selección y contratación de persona física o moral con conocimientos en criminología, derecho, 
perspectiva de género, nuevas masculinidades y masculinidades alternativas que será la 
responsable de la coordinación de las actividades de la unidad de análisis y contexto. 

2 
La persona coordinadora dirigirá y organizará la realización de los informes de caso, que sean 
canalizados a la unidad de análisis de contexto 

3 

La persona coordinadora diseñará e implementará tres herramientas de investigación criminológica 
con perspectiva de género, niñez, interculturalidad e interseccionalidad, para la investigación de 
delitos contra mujeres, niñas y adolescentes, en razón de género, (feminicidio, desaparición de 
personas, delitos sexuales, trata, violencia familiar) que contenga un marco metodológico que 
permita su réplica en otras unidades de análisis y contexto. 

4 

La persona coordinadora, diseñará y gestionará la implementación de actividades de formación con 
ejercicios prácticos en estrategias de argumentación jurídica, defensa de opiniones técnicas y 
planteamientos discursivos con perspectiva de género para la intervención en juicios orales, 
incorporando ejercicios de simulación de los mismos. 

La actividad de formación deberá contemplar una evaluación inicial y final, así mismo se deberá 
presentar el material probatorio de la capacitación consistente en ficha técnica, programa de 
trabajo, minutas de sesión, memoria fotográfica y el informe final. 

5 
Selección y contratación de una persona profesionista en psicología clínica, con experiencia y 
formación en género, nuevas masculinidades o masculinidades alternativas, así como en el diseño 
y aplicación de escalas de evaluación psicométricas. 

6 
La persona profesionista en psicología clínica, diseñará un mecanismo o herramienta de medición 
de la conducta agresiva en hombres generadores de violencia grave o extrema. 

7 
La persona profesionista en psicología clínica, aplicará la herramienta en hombres privados de la 
libertad, imputados por delitos graves contra mujeres y niñas, sistematizará las entrevistas y 
realizará los reportes mensuales de avances y el informe final de resultados 

8 
Selección y contratación de 3 profesionistas con perfiles en antropología social, sociología y 
derecho penal, con conocimientos en género y experiencia en atención a víctimas 

9 

Las personas profesionistas contratadas, aplicarán el modelo de elaboración de informe de caso 
establecido en la unidad de análisis y contexto, incorporando las perspectivas de su disciplina, 
participarán en las deliberaciones, capacitaciones, asignaciones, investigaciones bibliográficas y 
hemerográficas, además de contribuir con aportaciones e intervenciones desde cada disciplina 

10 
Las personas profesionistas contratadas, elaborarán informes de caso sobre los asuntos de delitos 
contra las mujeres y niñas, derivados a la unidad de análisis y contexto, entregarán un informe 
mensual de avances y un informe final de resultados con conclusiones y recomendaciones. 

 
D.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 
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D.4 Actores estratégicos 

No. Actor Tipo de participación 

1. Fiscalía Especializada en Delitos Contra la Libertad 
Sexual y el Libre Desarrollo de la Personalidad 

Asignar casos para realizar los análisis 
multidisciplinarios 

2. Fiscalía Especializada en Desaparición Forzada de 
Personas y Desaparición Cometida por Particulares 

Asignar casos para realizar los análisis 
multidisciplinarios 

3. Fiscalía Especializada en Investigación y 
Persecución del Delito de Feminicidio 

Asignar casos para realizar los análisis 
multidisciplinarios 

4. Subsecretaría del Sistema Estatal Penitenciario Otorgar el acceso del personal de la UAC a los 
centros penitenciarios 

 

D.5 Identificación de riesgos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Vencimiento del plazo en la elaboración de los productos 
o servicios 

Ajustar el cronograma planteado y anticiparse 
dentro de lo razonablemente posible a las fechas 
de entrega 

Imposibilidad de acceder a los centros penitenciarios por 
pandemia o sucesos ajenos al proyecto 

Trabajar con otro tipo de población de hombres 
que no necesariamente se encuentre en 
reclusión, que reconozca que haya ejercido 
violencia de género y que desee participar en las 
entrevistas 

Dificultad para encontrar los perfiles establecidos en el 
proyecto 

Se elegirá a la persona con el perfil más a fin a 
las necesidades del proyecto 
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D.6 Cronograma de actividades y gasto 
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d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 

proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 

elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas. 

Tipo de perfil requerido: 

Áreas de 

especialización 

Años de experiencia 

mínima requerida 

Grado o nivel de 

especialización 

Número de personas a 

contratar 

Psicología 02 a 05 años Licenciatura 1 

Ciencias Jurídicas 02 a 05 años Licenciatura 1 

Otro No Aplica Especifique en la Siguiente Sección 

 

Otro tipo de perfil requerido: 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar las personas morales que realizarán el proyecto. 

Perfil 

Años de 

experiencia 

mínima requerida 

Grado o nivel de 

especialización 

Especifique el 

grado o nivel 

Número de 

personas a 

contratar 

Criminalística/ 

Criminología 
02 a 05 años Maestría 

Certificado/Título o 

Cédula 
1 

Antropología Social 1 año Licenciatura 
Certificado/Título o 

Cédula 
1 

 

Esquema de Contratación: 

 

 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal firman el Anexo Técnico en cuatro 

ejemplares, en términos del numeral Trigésimo segundo de los LINEAMIENTOS, para la realización del 

Proyecto AVGM/QROO/AC04/FGE/024 en la Ciudad de México el día 13 del mes de marzo de 2023.- Por 

Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 

Rodríguez.- Rúbrica.- La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma 

Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: la Gobernadora del Estado de Quintana Roo, 

María Elena Hermelinda Lezama Espinosa.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, María Cristina Torres 

Gómez.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y Planeación, Eugenio Segura Vázquez.- Rúbrica.- El Fiscal 

General del Estado de Quintana Roo y Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, 

Oscar Montes de Oca Rosales.- Rúbrica. 
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EXTRACTO de la solicitud de registro de la agrupación denominada Iglesia León de Judá Ministerios, para 
constituirse en asociación religiosa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Subsecretaría de Desarrollo Democrático, Participación Social y Asuntos 
Religiosos.- Unidad de Asuntos Religiosos, Prevención y la Reconstrucción del Tejido Social.- Dirección 
General de Asuntos Religiosos. 

EXTRACTO DE LA SOLICITUD DE REGISTRO CONSTITUTIVO COMO ASOCIACIÓN RELIGIOSA QUE PRESENTÓ 

EL C. JUAN DAVID GUTIÉRREZ RÍOS ZERTUCHE DE LA AGRUPACIÓN DENOMINADA IGLESIA LEÓN DE JUDÁ 

MINISTERIOS. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el último párrafo del artículo 7° de la Ley de Asociaciones Religiosas y 

Culto Público; en relación con los diversos 8º y 10 de su Reglamento, se publica el correspondiente extracto 

de la solicitud de registro de la agrupación denominada IGLESIA LEÓN DE JUDÁ MINISTERIOS, para 

constituirse en asociación religiosa; solicitud presentada en la Dirección General de Asuntos Religiosos, para 

su trámite respectivo; cuyos datos principales son los que a continuación se señalan: 

I.- Domicilio: Calle Francisco Serrano Número 529 y 531, Colonia Loma Bonita, Delegación Las Juntas, 

Puerto Vallarta, Estado de Jalisco, Código Postal 48291. 

II.- Bien inmueble: Se relacionó para cumplir con su objeto un inmueble ubicado en Calle Francisco 

Serrano Número 529 y 531, Colonia Loma Bonita, Delegación Las Juntas, Puerto Vallarta, Estado de Jalisco, 

Código Postal 48291, manifestado unilateralmente bajo contrato de comodato. 

III.- Estatutos: Presentó estatutos, los que contienen las bases fundamentales de su doctrina, la 

determinación de los asociados, ministros de culto y representantes, mismos que señalan como objeto, el 

siguiente: “Llevar a cabo cultos de adoración a Dios, a traves de alabanzas y la predicación de la palabra, asi 

como la enseñanza de las sagradas escrituras inscritas en la Biblia”. 

IV.- Se exhiben las pruebas suficientes que acreditan que la agrupación religiosa cuenta con notorio 

arraigo entre la población. 

V.- Representante: Juan David Gutiérrez Ríos Zertuche. 

VI.- Exhiben la Relación de asociados, para dar cumplimiento a lo dispuesto por la fracción VI del artículo 

8º del Reglamento de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público. 

VII.- Exhiben el convenio propuesto a la Secretaría de Relaciones Exteriores, para dar cumplimiento a lo 

dispuesto en la fracción I del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIII.- Órgano de Dirección o Administración: De conformidad con los estatutos exhibidos, se denomina 

“Órgano de Gobierno”, integrado por las personas y cargos siguientes: Juan David Gutiérrez Ríos Zertuche, 

Presidente; Yesenia Dionicio Salgado, Vicepresidente; Jaser David Gutierrez Dionicio, Secretario; Christian 

Huerta Ibarra, Suplente; Josue Jair Gutierrez Dionicio, Tesorero; Daniela Carvallo Muñoz, Suplente; Patricia 

del Rosario Ortega Carrillo, Primer Vocal; y Yuridia Dionicio Salgado, Segundo Vocal. 

IX.- Ministro de Culto: Juan David Gutiérrez Ríos Zertuche 

X.- Credo Religioso: Cristiano Evangélico. 

En cumplimiento a lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 11 del Reglamento de la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público, se notifica lo anterior, a efecto de que las personas físicas, 

asociaciones religiosas, agrupaciones religiosas o iglesias que pudieran considerarse afectadas en su esfera 

jurídica, comparezcan dentro del término de veinte días hábiles, contados a partir del día siguiente de esta 

publicación a presentar su oposición ante esta Dirección General. Asimismo, se comunica que el expediente 

de la solicitud de referencia, estará a la vista de los interesados para su consulta solamente durante el término 

señalado. 

Expedido en la Ciudad de México, a los cinco días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Director 

General Adjunto de la Dirección General de Asuntos Religiosos de la Secretaría de Gobernación, Lic. Jorge 

Lee Galindo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
ACUERDO por el que se suspenden los términos y plazos de los procedimientos que lleve a cabo la Comisión 
Nacional del Agua, por existir causas de fuerza mayor originadas por el incidente de seguridad informática 
ocurrido el 13 de abril de 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 9 
de la Ley de Aguas Nacionales; 4 y 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y 3, apartado B, 
fracción III y 6, fracción XXVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, y 

CONSIDERANDO 
Que el artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo ordena que los actos administrativos 

de carácter general, tales como decretos, acuerdos y circulares, entre otros, que tengan por objeto establecer 
obligaciones específicas, deben ser publicados en el Diario Oficial de la Federación para que produzcan 
efectos jurídicos; 

Que el tercer párrafo del artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, dispone que los 
términos podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente fundada y motivada por 
la autoridad competente; 

Que, derivado de la afectación en los sistemas informáticos de la Comisión Nacional del Agua en sus 
Oficinas Centrales, Organismos de Cuenca y Direcciones Locales correspondientes a su nivel Regional 
Hidrológico – Administrativo, suscitada el día 13 de abril de 2023, de manera preventiva se ha realizado el 
aislamiento de las redes y los servidores de la misma, con el objeto de que se realicen las acciones para 
restablecer la operatividad informática. Es por ello, que resulta necesario suspender los términos y plazos de 
los asuntos a cargo del citado órgano administrativo desconcentrado los días 13, 14, 17, 18, 19, 20 y 21 de 
abril de 2023; 

Que la medida señalada en el párrafo anterior se adopta dada la imposibilidad en la operación de las 
áreas administrativas de la Comisión Nacional del Agua que tienen a su cargo trámites, salvo aquellas en 
donde se llevaron a cabo procedimientos de contratación en materia de Adquisiciones, Arrendamientos y 
Servicios y en materia de Obra Pública y Servicios Relacionados con las Mismas, así como la formalización 
de los instrumentos jurídicos correspondientes, celebrados el día 13 de abril de 2023; 

Que la suspensión que se establece implica que no corran los términos de ley para efectos de los trámites, 
diligencias y actuaciones en los procedimientos que se tramitan o deban tramitarse en las Oficinas Centrales 
de la Comisión Nacional del Agua, así como en los Organismos de Cuenca y Direcciones Locales 
correspondientes a su nivel Regional Hidrológico – Administrativo, y 

Que a efecto de dar certeza y seguridad jurídica a todas aquellas personas que tienen asuntos en trámite 
en el citado órgano administrativo desconcentrado, respecto de los términos y plazos relativos a los 
procedimientos administrativos correspondientes, he tenido a bien expedir el siguiente: 
ACUERDO POR EL QUE SE SUSPENDEN LOS TÉRMINOS Y PLAZOS DE LOS PROCEDIMIENTOS QUE 
LLEVE A CABO LA COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, POR EXISTIR CAUSAS DE FUERZA MAYOR 
ORIGINADAS POR EL INCIDENTE DE SEGURIDAD INFORMÁTICA OCURRIDO EL 13 DE ABRIL DE 

2023 
Artículo Primero. Por causas de fuerza mayor, para efectos de los actos y procedimientos que en 

ejercicio de sus atribuciones realiza la Comisión Nacional del Agua, se suspenden los términos y plazos los 
días 13, 14, 17, 18, 19, 20 y 21 de abril de 2023. 

Artículo Segundo. Se consideran como inhábiles para todos los efectos legales los días comprendidos 
durante el periodo referido en el artículo anterior, por lo que en ese periodo no correrán los plazos de los 
trámites seguidos ante la Comisión Nacional del Agua. 

Artículo Tercero. Se exceptúa de lo dispuesto en el Artículo Primero, sólo por cuanto hace al día 13 de 
abril de 2023, a las áreas administrativas de la Comisión Nacional del Agua, en sus Oficinas Centrales y 
Organismos de Cuenca y Direcciones Locales correspondientes a su nivel Regional  Hidrológico – 
Administrativo que llevaron a cabo procedimientos de contratación en materia de Adquisiciones, 
Arrendamientos y Servicios, y en materia de Obra Pública y Servicios Relacionados con las Mismas, así como 
la formalización de los instrumentos jurídicos correspondientes. 

TRANSITORIO 
ÚNICO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 
Ciudad de México, a 18 de abril de 2023.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, María 

Luisa Albores González.- Rúbrica. 



 DIARIO OFICIAL Miércoles 19 de abril de 2023 

SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
CONVENIO de Coordinación para el Desarrollo Rural Sustentable, la Productividad Agropecuaria y la Seguridad 
Alimentaria, que celebran la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y el Estado de Oaxaca. 

 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE, LA PRODUCTIVIDAD 
AGROPECUARIA Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA 2023-2024 DEL ESTADO DE OAXACA 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE, LA PRODUCTIVIDAD 
AGROPECUARIA Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA, QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL PODER EJECUTIVO 
FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, EN LO SUCESIVO 
“AGRICULTURA”, REPRESENTADA POR SU TITULAR, EL DR. VÍCTOR MANUEL VILLALOBOS ARÁMBULA, ASISTIDO 
EN ESTE ACTO POR EL MC. VICTOR MANUEL JUÁREZ GUTIÉRREZ, EN SU CARÁCTER DE COORDINADOR 
GENERAL DE OPERACIÓN TERRITORIAL Y LA C. MVZ. CAROLINA OJEDA MARTÍNEZ, EN SU CARÁCTER DE 
DIRECTORA DE LA OFICINA DE REPRESENTACIÓN DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO 
RURAL, EN EL ESTADO DE OAXACA, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ COMO LA 
“REPRESENTACIÓN”; Y POR OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y 
SOBERANO DE OAXACA, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “GOBIERNO DEL ESTADO”, 
REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR CONSTITUCIONAL ING. SALOMÓN JARA CRUZ, ASISTIDO EN ESTE ACTO 
POR LOS CC. LIC. JOSÉ DE JESÚS ROMERO LÓPEZ, SECRETARIO DE GOBIERNO; MTRO. EN FISCAL FARID 
ACEVEDO LÓPEZ, SECRETARIO DE FINANZAS; ING. AGR. VÍCTOR LÓPEZ LEYVA, SECRETARIO DE FOMENTO 
AGROALIMENTARIO Y DESARROLLO RURAL, QUIENES EN FORMA CONJUNTA SERÁN REFERIDAS COMO LAS 
“PARTES”, DE CONFORMIDAD CON LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES. 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo subsecuente señalada como la 
“CONSTITUCIÓN”, establece en su artículo 4; que toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, 
suficiente y de calidad, lo cual será garantizado por el Estado; asimismo, su artículo 25; dispone que el Estado 
debe garantizar que el desarrollo nacional sea integral y sustentable y que, mediante el fomento del 
crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno 
ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales; por otro lado, en su artículo 26, 
señala la competencia del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo 
nacional, que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la Nación. 

Por otra parte, la fracción XX del artículo 27 de la “CONSTITUCIÓN”, dispone que el Estado promoverá las 
condiciones para el desarrollo rural integral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población 
campesina el bienestar y su participación e incorporación en el desarrollo nacional, y fomentará la actividad 
agropecuaria y forestal para el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, créditos, 
servicios de capacitación y asistencia técnica. 

II. La Ley de Planeación, en sus artículos 33, 34 y 35 faculta al Ejecutivo Federal para coordinar sus 
actividades de planeación con las Entidades Federativas mediante la suscripción de convenios de 
coordinación, para que coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

III. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable, en el artículo 4°, establece que para lograr el desarrollo rural 
sustentable, el Estado, con el concurso de los diversos agentes organizados, impulsará un proceso de 
transformación social y económica que reconozca la vulnerabilidad del sector y conduzca al mejoramiento 
sostenido y sustentable de las condiciones de vida de la población rural y, en su artículo 27; indica que el 
Gobierno Federal, celebrará con los Gobiernos de las Entidades Federativas con la participación de los 
Consejos Estatales correspondientes, los convenios necesarios para definir las responsabilidades de cada 
uno de los órdenes de gobierno en el cumplimiento de los objetivos y metas de los programas sectoriales. 

IV. Los recursos a convenir en la operación de los programas federales con las Entidades Federativas del 
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable serán los establecidos y que así lo 
permita el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal correspondiente, en lo 
subsecuente el “DPEF”. 

V. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable del Estado de Oaxaca, en su artículo 3 establece que, “El 
Ejecutivo Estatal a través de la Secretaría impulsará políticas, programas, proyectos y actividades productivas; 
y en lo que corresponda, acciones sociales en el medio rural que serán considerados prioritarios para el 
desarrollo y fomento al campo, orientados a inducir el desarrollo productivo, económico y social de las 
comunidades rurales, diferenciado a las regiones de alta y muy alta marginación, mediante una acción integral 
del Estado que estimule la transformación y la reconversión productiva y económica; con un enfoque 
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productivo de desarrollo rural sustentable; así como contribuir en la implementación de programas, proyectos 
y acciones orientadas a lograr la soberanía y seguridad alimentaria en el Estado mediante el impulso de la 
producción agropecuaria privilegiando los métodos de la agricultura orgánica; promover el bienestar social y 
económico de los productores, de sus comunidades, de los trabajadores del campo y, en general, de los 
agentes de la sociedad rural, con la participación de organizaciones o asociaciones, especialmente las de 
aquellas que estén integradas por sujetos que formen parte de los grupos vulnerables, mediante convenios 
con la Federación, impulsarán una adecuada integración de los factores de bienestar social como son: salud, 
seguridad social, educación, alimentación, vivienda, equidad de género, atención a los jóvenes, personas de 
la tercera edad, grupos vulnerables, jornaleros agrícolas y migrantes, los derechos de los pueblos indígenas, 
la cultura y la recreación; mismos que deberán aplicarse con criterios de equidad para el bienestar social y la 
atención prioritaria a zonas marginadas, mediante la diversificación y generación de empleos, incluyendo a 
trabajadores dedicados a otras actividades de servicio el no agropecuario en el medio rural. Así como, 
procurar el incremento del ingreso; además de contribuir en la implementación de programas, proyectos y 
acciones orientadas a lograr la soberanía y seguridad alimentaria en el Estado”. 

De la misma forma, en el artículo 7 de la Ley en comento se enuncia: “Para impulsar el desarrollo rural 
sustentable, el Estado promoverá la capitalización del sector mediante obras de infraestructura básica y 
productiva, y de servicios a la producción, así como a través de apoyos directos a los productores, que les 
permitan realizar las inversiones necesarias para incrementar la eficiencia de sus unidades de producción, 
mejorar sus ingresos y fortalecer su competitividad”. 

Por otra parte el artículo 8 de la Ley invocada refiere que: “Las acciones de desarrollo rural sustentable 
que efectúe el Estado, atenderán de manera diferenciada y prioritaria a las regiones y zonas con mayor 
rezago social y económico, mediante el impulso a las actividades del medio rural, el incremento a la inversión 
productiva, el fomento a la diversificación de oportunidades de empleo e ingreso y la promoción  de vínculos 
entre los ámbitos rural y urbano, para facilitar a los agentes de la sociedad rural el acceso a los apoyos que 
requiere su actividad productiva, así como a los servicios para su bienestar”. 

DECLARACIONES 

1. Declara “AGRICULTURA” que: 

1.1. Es una Dependencia del Poder Ejecutivo Federal, con base en las disposiciones contenidas en los 
artículos 90; de la “CONSTITUCIÓN”; 2°, fracción I; 26 y 35, fracción XIV de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. 

1.2. Entre sus atribuciones se encuentra el formular la política general de desarrollo rural, a fin de elevar el 
nivel de vida de las familias que habitan en el campo, así como, establecer programas y acciones que tiendan 
a fomentar la productividad y la rentabilidad de las actividades económicas rurales; integrar e impulsar 
proyectos de inversión, que permitan canalizar productivamente recursos públicos y privados al gasto social 
en el sector rural; coordinar y ejecutar la política nacional para crear y apoyar empresas que asocien a 
productores rurales; fomentar los programas de sanidad animal y vegetal e inocuidad agroalimentaria; 
organizar y fomentar las investigaciones agrícolas, ganaderas, avícolas y apícolas; promover el desarrollo de 
la infraestructura industrial y comercial de la producción agropecuaria; procesar y difundir la información 
estadística y geográfica referente a la oferta y demanda de las actividades del Sector Rural y de Pesca; así 
como, coordinar las acciones que el Ejecutivo Federal convenga con las Entidades Federativas para el 
desarrollo rural. 

1.3. Con fundamento en los artículos 14, 16, 17 y 17 BIS de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal; 2, 5, fracciones I y XX, 10, 18, 42, 43, 44, fracciones I, II, V, VI, VII, VIII, X, XIII, XV, XVI y XVII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, los CC. Dr. Víctor Manuel Villalobos 
Arámbula, el MC. Víctor Manuel Juárez Gutiérrez y la MVZ. Carolina Ojeda Martínez, en su respectivo 
carácter de Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Coordinador General de Operación Territorial y 
Directora de la Oficina de Representación de “AGRICULTURA” en el Estado de Oaxaca, cuentan con las 
facultades suficientes para suscribir el presente instrumento jurídico. 

1.4. En los términos de los artículos 33 y 34 de la Ley de Planeación y 27 de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable, “AGRICULTURA” celebra el presente Convenio de Coordinación con el “GOBIERNO DEL 
ESTADO”, para que colabore en la consecución de los objetivos de la planeación nacional, estableciendo los 
procedimientos de Coordinación en materia de Desarrollo Rural Sustentable, Productividad y Seguridad 
Alimentaria; así como, para propiciar la planeación del desarrollo agropecuario, acuícola y pesquero integral 
de esa Entidad Federativa. 

1.5. Señala como domicilio legal para todos los efectos de este Convenio, el ubicado en la Avenida 
Municipio Libre, número 377, colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Ciudad de México, Código 
Postal 03310. 
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2. Declara el “GOBIERNO DEL ESTADO” que: 

2.1. De conformidad con lo establecido en los artículos 40 y 43 de la “CONSTITUCIÓN”; 26, 66, 79 
fracciones V, XVI, XIX, 80 fracciones XXIV, XXV, XXIX, XXX de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Oaxaca, que forma parte integrante de la Federación, cuyo Poder Ejecutivo lo ejerce el 
Gobernador del Estado. 

2.2. Es su interés suscribir el presente Convenio de Coordinación con “AGRICULTURA”, para la 
consecución de los objetivos de la planeación nacional, establecer los procedimientos de Coordinación en 
materia de Desarrollo Rural Sustentable, Productividad y Seguridad Alimentaria y propiciar la planeación del 
desarrollo agropecuario, acuícola y pesquero integral del Estado de Oaxaca. 

2.3. Con fundamento en los artículos2, 82, 84 segundo párrafo y 85 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Oaxaca; 2; 3 fracción I, 4, 6, párrafo primero, 9, 10 y 11 de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo del Estado de Oaxaca; así como el artículo 27 fracción XI, 44 fracciones II, III, IV, XII, XII, XIV, XV y 
los artículos transitorios: primero, tercero, cuarto, noveno del Decreto mediante el cual se reforman, adicionan 
y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; publicado en 
el Tomo CIV Extra Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, de fecha 30 de noviembre del año 2022; 3, 4, 5 
inciso b), 11, 22 fracción I, 23, 40, 43, 46, 47 séptimo párrafo y 71 de la Ley Estatal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria; 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79 y 80 de la Ley Estatal de Planeación; 1, 2, 3, 7, 8, 
9, 10, 11, 132, 135, 136, 137, 147, 150, 151, 155 y 156 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable del Estado 
de Oaxaca; los CC. Ing. Salomón Jara Cruz, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
Oaxaca, en términos de lo dispuesto por los artículos 66, 79 fracciones XIX y XXVIII, 80 fracción II de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 2, 6, párrafo primero, 9 y 10 de la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; Lic. José de Jesús Romero López, Secretario de Gobierno, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca, 3 fracción I, 15, primer párrafo, 27, fracción I y 34 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del 
Estado de Oaxaca; Mtro. en Fiscal Farid Acevedo López, Secretario de Finanzas, en términos de lo dispuesto 
por los artículos 82 y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 3 fracción I, 15 
párrafo primero, 27 fracción XII y 45 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; Ing. Agr. 
Víctor López Leyva, en su carácter de Secretario de Fomento Agroalimentario y Desarrollo Rural, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 82 y 84, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca; 1, 3, fracción I, 15, 27, fracción XI y 44, fracciones II y III, de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
del Estado de Oaxaca; respectivamente, se encuentran facultados para suscribir el presente Convenio de 
Coordinación. 

2.4. Señalan como domicilio legal, en Ciudad Administrativa "Benemérito de las Américas", Carretera 
Oaxaca Istmo K.M. 11.5, Sin Número, edificio 7, nivel 1, Tlalixtac de Cabrera, C.P. 68270, Oaxaca. 

FUNDAMENTACIÓN 

Con base en lo antes expuesto y con fundamento en lo establecido en los artículos 4, 25, 26, 27, fracción 
XX; 40, 42, fracción I; 43, 90, 116, fracción VII; y 121, fracción I de la “CONSTITUCIÓN”; 2°, fracción I; 9, 14, 
16, 17, 17 Bis, 26 y 35, fracción XIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación; 1, 10, fracciones IV y V; 25, fracción VI; 75, fracción II, segundo párrafo; 78, 82, 83. 
85, 110 y 111 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 175, 176 y demás relativos de 
su Reglamento; 1, 3, fracción XIV; 4, 5, 7, 19, 23, 27, 28 y demás relativos de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable; 1, 7 y demás relativos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, 
5, 9, 11 y demás relativos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 2, 5, 
fracciones I y XX, 10,18, 42, 43, 44, fracciones I, II, V, VI, VII, VIII, X, XIII, XV, XVI y XVII del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural; artículos 2, 26, 66, 79 fracciones V, XVI, XIX, 80 
fracciones XXIV, XXV, XXIX, XXX; 82, 84 segundo párrafo, 85 y 90 fracción II de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Oaxaca; 2; 3 fracción I, 4, 6, párrafo primero, 9, 10, 11 párrafo primero, 12 párrafo 
primero de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Oaxaca; 27 fracción XI, 44 fracciones II, III, IV, 
XII, XII, XIV, XV y los artículos transitorios: primero, tercero, cuarto, noveno del Decreto mediante el cual se 
reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de 
Oaxaca; publicado en el Tomo CIV Extra Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, de fecha 30 de noviembre 
del año 2022; artículos 3, 4, 5 inciso b), 11, 22 fracción I, 23, 40, 43, 46, 47 séptimo párrafo y 71 de la Ley 
Estatal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79 y 80 de la Ley Estatal de 
Planeación; 1, 2, 3, 7, 8, 9, 10, 11, 132, 135, 136, 137, 147, 150, 151, 155 y 156 de la Ley de Desarrollo Rural 
Sustentable del Estado de Oaxaca; las “PARTES” celebran el presente Convenio de Coordinación, conforme 
a las siguientes. 
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CLÁUSULAS 

OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN 

PRIMERA. El presente Convenio tiene por objeto establecer las bases de coordinación entre las 
“PARTES”, con el fin de llevar a cabo proyectos, estrategias y acciones conjuntas para el Desarrollo Rural 
Sustentable, Productividad Agropecuaria y Seguridad Alimentaria en general; así como, las demás iniciativas 
que en materia de desarrollo agroalimentario se presenten en lo particular, para impulsar a dicho sector en el 
Estado de Oaxaca. 

ACTIVIDADES DE COORDINACIÓN 

SEGUNDA. Las “PARTES” con el fin de implementar el objeto del presente Convenio, se comprometen a 
trabajar de manera coordinada y en su caso, a conjuntar apoyos y/o inversiones en las actividades siguientes: 

I. Propiciar la planeación del desarrollo rural sustentable, con la participación de los municipios, los 
sectores social y privado, a través de sus organizaciones sociales y económicas legalmente 
reconocidas, sistemas producto y demás formas de participación que emanen de los diversos 
agentes de la sociedad rural; 

II. Concurrir de acuerdo a la disponibilidad presupuestal con apoyos adicionales, que en cada caso 
requieran los productores, para el debido cumplimiento de los proyectos o programas de fomento, 
especiales o de riesgos, con objeto de: corregir faltantes de los productos básicos destinados a 
satisfacer necesidades nacionales, estatales y municipales; así como lo concerniente a la sanidad 
vegetal, animal, acuícola y a la inocuidad agroalimentaria; 

III. Fomentar la productividad en regiones con limitantes naturales para la producción, pero con 
ventajas comparativas que justifiquen la producción bajo condiciones controladas; promoviendo la 
diversificación productiva y favoreciendo las prácticas sustentables de las culturas tradicionales; 
aunado a las actividades relacionadas con Organismos Genéticamente Modificados; 

IV. Promover las condiciones para la integración y difusión de información económica, agroalimentaria 
y de desarrollo rural sustentable que apoye la toma de decisiones; facilitando el acceso y la 
participación de los productores en su generación; 

V. Promover y coordinar acciones para vigilar el cumplimiento de las medidas adoptadas en materia 
de sanidad vegetal, animal y acuícola, así como en la movilización nacional e internacional de 
mercancías reguladas y en los sistemas de reducción de riesgos de contaminación en la 
producción primaria de origen vegetal, pecuario, acuícola y pesquero; 

VI. Vincular, de manera prioritaria, la investigación científica y desarrollo tecnológico con los programas 
de reconversión productiva de las unidades económicas y las regiones, para aumentar sus ventajas 
competitivas y mejorar los ingresos de las familias rurales; 

VII. Participar en acciones tanto de capacitación, asistencia técnica y extensionismo como de 
acreditación de éstas, que fortalezcan: el crecimiento y desarrollo de capacidades; la organización 
de las personas que viven en el sector rural; mejoren el desempeño de sus actividades 
agropecuarias, acuícolas, pesqueras, de desarrollo rural sustentable y la vigilancia en el 
cumplimiento de la normatividad en materia ambiental y de bioseguridad, con el apoyo de 
municipios, organismos auxiliares, instituciones educativas y demás particulares; 

VIII. Fortalecer las capacidades técnicas y administrativas de las unidades económicas agropecuarias, 
pesqueras y acuícolas para que mejoren sus procesos productivos y organizativos, a través de 
servicios profesionales de extensión e innovación, la asistencia, capacitación, desarrollo de 
capacidades, demostraciones de campo, entre otras, y 

IX. Proporcionar a los productores y agentes de la sociedad rural, conocimientos para acceder y 
participar activamente en los mecanismos relativos a la organización, la tecnología, administración, 
comercialización, transformación, industrialización, créditos, seguros, garantías, capital de riesgo y 
financiamiento, con el propósito de contribuir a elevar el nivel educativo, tecnológico y de 
capacidades en el medio rural. 

Las anteriores actividades, son indicadas en forma enunciativa, sin perjuicio de que las “PARTES” 
acuerden otras que contribuyan al cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

APORTACIÓN DE RECURSOS 

TERCERA. Para el cumplimiento del objeto, las “PARTES” acuerdan que con el fin de establecer las 
bases de asignación y ejercicio de los apoyos previstos en el “DPEF” del ejercicio presupuestal 
correspondiente en el Estado de Oaxaca, podrán realizar una aportación conjunta, lo que se establecerá en 
los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren necesario suscribir en cada ejercicio fiscal. 
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En los Anexos Técnicos de Ejecución las “PARTES” tendrán que establecer el calendario con las fechas 
en que se efectuarán las ministraciones de los recursos acordados, las cuales deberán de garantizar su 
aplicación oportuna, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 82, fracción III de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; y 224, fracción I; de su Reglamento. 

No obstante, la aportación federal se encontrará sujeta a la suficiencia presupuestal establecida en el 
“DPEF” del ejercicio presupuestal correspondiente, y la aportación del “GOBIERNO DEL ESTADO” dependerá 
de la suficiencia presupuestal prevista en el Decreto de Presupuesto de Egresos del Estado del Ejercicio 
Fiscal que corresponda. 

En caso de que “AGRICULTURA” y el “GOBIERNO DEL ESTADO” realicen aportaciones adicionales a los 
componentes de los Programas de “AGRICULTURA”, no implica la obligación de la contraparte de efectuar 
aportación alguna, en ese sentido se sujetarán a los criterios de las Reglas de Operación de los Programas de 
“AGRICULTURA”, en adelante las “REGLAS”, que se encuentren vigentes y demás disposiciones aplicables. 

Las aportaciones de “AGRICULTURA” y el “GOBIERNO DEL ESTADO” que realicen a los componentes 
de los Programas de “AGRICULTURA” que se efectúen al Fideicomiso de Alianza para el Campo de Oaxaca, 
en lo subsecuente el “FAPCO”, serán con el propósito de que su dispersión se realice directamente a los a los 
beneficiarios, en un plazo que no exceda de treinta días hábiles, contados a partir del día siguiente en que el 
“FAPCO” cuente con la disponibilidad de dichos recursos y expedientes integrados completos. 

Asimismo, el “FAPCO”, informará al “GOBIERNO DEL ESTADO” y a “AGRICULTURA”, respecto de 
cuantas solicitudes fueron recibidas por cada uno de los componentes, y cuantas, de estas, fueron 
debidamente atendidas; para el supuesto de que uno o varios de los componentes no tuviesen la demanda 
proyectada, las “PARTES” acordarán en el Comité Técnico del “FAPCO” el destino de los recursos que no 
hubiesen sido ejercidos, previo el cumplimiento de la normatividad aplicable. 

Por otra parte, en el supuesto de que al último día del periodo indicado en el calendario de ministración de 
recursos de los Anexos Técnicos de Ejecución, el “FAPCO” no hubiera pagado a los beneficiarios por lo 
menos el 70% (setenta por ciento) de las ministraciones ya radicadas, y que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
no hubiera depositado la aportación convenida, las “PARTES” podrán acordar la reasignación los recursos 
pendientes de ministrar para la atención de otras prioridades, previo el cumplimiento de la normatividad 
aplicable. 

El “GOBIERNO DEL ESTADO” podrá aportar y operar en el “FAPCO” sin obligación de la contraparte de 
efectuar aportación alguna, sus programas estatales con ello evitando la duplicidad en la entrega de apoyos, 
en ese sentido se sujetarán a los criterios de las Reglas de Operación de los Programas Estatales del 
Gobierno del Estado, en lo sucesivo las “REGLAS DE OPERACIÓN DE LOS PROGRAMAS ESTATALES” 
que se encuentren vigentes por el “GOBIERNO DEL ESTADO” y demás disposiciones. 

Las “PARTES” se comprometen a trabajar de manera coordinada para cumplir los objetivos y metas de 
producción y productividad que se establezcan en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 y en el Programa 
Sectorial de Agricultura y Desarrollo Rural 2020-2024. 

INSTRUMENTOS DE COORDINACIÓN 

CUARTA. Las “PARTES” se comprometen a formalizar los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren 
necesarios durante cada ejercicio fiscal, de acuerdo a la distribución de los recursos convenidos para el 
Estado de Oaxaca y estén considerados en el “DPEF” del ejercicio presupuestal correspondiente. 

En los Anexos Técnicos de Ejecución las “PARTES” deberán precisar: 

I. Los montos de los recursos públicos que se comprometen a aportar; 

II. La calendarización de entrega de los recursos públicos acordados; 

III. Los objetivos y metas que se pretenden alcanzar mediante la aplicación de los recursos públicos 
convenidos; y 

IV. Los instrumentos y mecanismos de control operativo y financiero que permitan el eficaz 
cumplimiento de las actividades convenidas. 

Las “PARTES” convienen en aplicar la mecánica operativa descrita en las Reglas de Operación de los 
Programas de “AGRICULTURA” vigentes en el año fiscal de que se trate, en lo sucesivo las “REGLAS”, así 
como la normatividad aplicable que para tal efecto emita “AGRICULTURA”. 

ADMINISTRACIÓN DE LOS RECURSOS CONVENIDOS CONCURRENTES 

QUINTA. Para que “AGRICULTURA” efectué su primera o única ministración de los recursos a su cargo, 
establecidos en los Anexos Técnicos de Ejecución, el “GOBIERNO DEL ESTADO” previamente deberá 
realizar la aportación de los recursos a su cargo en los términos en que se indique en dichos instrumentos, en 
caso contrario “AGRICULTURA” determinará la aplicación de las ministraciones subsecuentes. 
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Efectuada la primera aportación de los recursos federales y estatales que se indique en los Anexos 
Técnicos de Ejecución, para que “AGRICULTURA” pueda realizar las ministraciones subsecuentes, el 
“FAPCO” deberá de haber ejercido y pagado al menos el 70% (setenta por ciento) de las aportaciones en 
función de cada programa y componente, así como haber cumplido las metas correspondientes a dicho 
porcentaje, mismas que serán establecidas en los Anexos Técnicos de Ejecución respectivos. 

Para efectos de la comprobación del ejercicio y fiscalización de los recursos presupuestales que las 
“PARTES” destinen para los programas o componentes materia de los Anexos Técnicos de Ejecución que 
suscriban, éstos deberán ser depositados en las cuenta(s) o subcuenta(s), exclusiva(s) y específica(s) del 
“FAPCO” que se establezca para su administración cada ejercicio fiscal. 

Asimismo, al cierre del cada ejercicio fiscal el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través del “FAPCO”, 
informará a “AGRICULTURA” el resultado de la ejecución de los recursos presupuestales que se indiquen en 
los Anexos Técnicos de Ejecución. 

En el supuesto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” no acredite el ejercicio y pago de los recursos 
federales transferidos al “FAPCO”, quedará obligado a la devolución de los mismos en los términos que se 
indican en la Cláusula Decimoséptima del presente instrumento. 

PROGRAMAS CON RECURSOS CONCURRENTES 

SEXTA. Las “PARTES” acuerdan que, con el fin de fortalecer la federalización y transparencia de los 
recursos públicos transferidos al Estado de Oaxaca, en cumplimiento de la planeación agropecuaria y 
pesquera, efectuada por “AGRICULTURA”, ejercerán acciones encaminadas a desarrollar programas con 
recursos concurrentes, en términos de las “REGLAS DE OPERACIÓN DE LOS PROGRAMAS DE 
AGRICULTURA” 

El “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a impulsar que el Consejo Estatal de Desarrollo Rural 
Sustentable del Estado de Oaxaca, establezca los Sistemas Producto de mayor interés para el desarrollo de 
la Entidad y que serán los prioritariamente apoyados. 

NATURALEZA DE LOS RECURSOS FEDERALES 

SÉPTIMA. Los recursos que “AGRICULTURA” transfiera al “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través del 
“FAPCO”, conforme a los Anexos Técnicos de Ejecución, no pierden el carácter federal, aun cuando sean 
transferidos por el “FAPCO” a los beneficiarios de los programas y componentes, dado que estarán sujetos en 
todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, control, ejercicio y comprobación. 

SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DE LOS RECURSOS 

OCTAVA. Para la supervisión y seguimiento, de las obligaciones a cargo de los beneficiarios, el 
“GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a que en cada ejercicio fiscal recabará, validará y presentará 
ante la “REPRESENTACION”, la documentación comprobatoria del gasto y ejercicio de los apoyos otorgados 
a los beneficiarios, la cual deberá de cumplir con los requisitos fiscales de la legislación en la materia; así 
como la información de los avances físicos financieros de los apoyos otorgados, conforme a las disposiciones 
previstas en las “REGLAS”. 

COORDINACIÓN PARA LA ATENCIÓN DE LAS SOLICITUDES DE APOYOS 

NOVENA. Las “PARTES” convienen en instalar ventanillas de recepción en el Estado de Oaxaca, con el 
fin de orientar a la población objetivo en la presentación y recepción de las solicitudes de apoyo con respecto 
a los programas y proyectos cuyo ámbito de ejecución corresponda a la circunscripción territorial en dicha 
entidad federativa. 

Asimismo, acuerdan que dichas ventanillas deberán contar con el Sistema de Registro de Información, o 
identificado con el acrónimo “SISTEMA DE INFORMACIÓN”, que incorpora a las personas físicas y morales 
beneficiarios y usuarios de los programas y servicios, autorizado por  “AGRICULTURA” y serán instaladas en 
los lugares que determine la convocatoria respectiva; así como, en la “REPRESENTACION”, las oficinas de 
los Distritos de Desarrollo Rural (DDR) y los Centros de Apoyo al Desarrollo Rural (CADER) de  
“AGRICULTURA”, ubicadas en la Entidad Federativa. 

En este contexto, las “PARTES” convienen en constituir la Unidad Técnica Estatal como organismo auxiliar 
del “FAPCO”, la cual será integrada de forma paritaria por funcionarios de la “REPRESENTACION” y de la 
Entidad Federativa, para alinear, calificar y emitir el dictamen técnico de los proyectos presentados y 
registrados, conforme a los requisitos de elegibilidad y criterios de selección previstos en las “REGLAS” y la 
normatividad aplicable que emita “AGRICULTURA”; sin embargo, para el caso de no existir consenso deberá 
de tomarse en cuenta la opinión definitiva del titular de la “REPRESENTACIÓN” de “AGRICULTURA” en la 
entidad federativa. 
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OBLIGACIONES DE “AGRICULTURA” 

DÉCIMA. Para el eficaz cumplimiento del presente Convenio “AGRICULTURA” se compromete a: 

I. Fomentar reuniones mensuales tanto del Consejo Estatal, como de los Consejos Distritales y 
Municipales, todos para el Desarrollo Rural Sustentable; 

II. Emitir a través de las unidades responsables o autoridades administrativas que determine, la 
normatividad, los lineamientos normativos, técnicos y administrativos necesarios para el ejercicio 
de los recursos federales aportados; 

III. Proporcionar asesoría técnica y colaborar con el personal que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
designe y responsabilice de realizar las estrategias y actividades comprendidas en este Convenio; 

IV. Transferir o aportar, en la modalidad que se determine, los recursos presupuestales federales que 
se convengan en los Anexos Técnicos de Ejecución, así como, compartir la información que se 
derive, en su caso, de la operación de los mismos; 

V. Suspender durante el tiempo que comprendan las campañas electorales y hasta la conclusión de la 
respectiva jornada comicial, la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental que emita o corresponda a su competencia, salvo por los casos de excepción que 
expresamente establece la “CONSTITUCIÓN”; 

VI. En términos del contenido del artículo 134 de la “CONSTITUCIÓN” se compromete a que la 
propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difunda deberá tener carácter 
institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso ésta incluirá 
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen su promoción; 

VII. Asimismo, se compromete a que, en la entrega de los recursos, no se hará alusión a funcionarios 
públicos, partidos políticos y/o candidatos, que impliquen su promoción; 

VIII. Vigilar que los recursos que se convengan en los Anexos Técnicos de Ejecución no permanezcan 
ociosos y que se destinen para los fines autorizados; 

IX. Reportar trimestralmente en su página de Internet, el avance de los recursos ejercidos y pagados 
por el “GOBIERNO DEL ESTADO” a través del “FAPCO”, así como los saldos, y 

X. En general, dar cumplimiento con lo dispuesto en el presente instrumento, en los Anexos Técnicos 
de Ejecución, y demás normatividad aplicable. 

OBLIGACIONES DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”: 

DECIMOPRIMERA. Para el eficaz cumplimiento del presente Convenio, el “GOBIERNO DEL ESTADO” se 
obliga a través de la Secretaría de Fomento Agroalimentario y Desarrollo Rural por sí y como integrante del 
Comité Técnico del “FAPCO” o a través del “FAPCO”: 

I. Fomentar reuniones mensuales tanto del Consejo Estatal, como de los Consejos Distritales y 
Municipales, todos para el Desarrollo Rural Sustentable; 

II. Convocar al “FAPCO” en forma ordinaria al menos trimestralmente, y de forma extraordinaria, las 
necesarias; 

III. Ejecutar de manera oportuna los recursos referidos en los Anexos Técnicos de Ejecución; 

IV. Realizar la aportación de los recursos a su cargo, de conformidad a lo establecido en los Anexos 
Técnicos de Ejecución y en la normatividad aplicable; 

V. Administrar bajo su absoluta responsabilidad los recursos federales que “AGRICULTURA” le 
transfiera a través del “FAPCO”; 

VI. Aplicar exclusivamente para el cumplimiento de los objetivos y metas que se establezcan en los 
Anexos Técnicos de Ejecución, los recursos federales que “AGRICULTURA” le transfiera a través 
del “FAPCO”; 

VII. Llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y comprobación de la correcta 
aplicación de los recursos presupuestales que “AGRICULTURA” le transfiera a través del “FAPCO”; 

VIII. Entregar trimestralmente, durante cada ejercicio fiscal, a  “AGRICULTURA” a través de la 
“REPRESENTACION”, los avances los recursos ejercidos y pagados por el “FAPCO”; así como los 
saldos; 

IX. Entregar a “AGRICULTURA” a través de la “REPRESENTACION”, a más tardar el último día hábil 
del primer trimestre de cada ejercicio fiscal, la planeación de las acciones a desarrollar durante 
dicha anualidad, incorporando, en su caso, las opiniones del Consejo Estatal para el Desarrollo 
Rural Sustentable; 
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X. Utilizar el “SISTEMA DE INFORMACIÓN”, como mecanismo de registro y seguimiento en la 
atención de solicitudes de los apoyos que habrán de otorgarse; dicha información deberá 
mantenerse actualizada de manera permanente, por ser considerada como la fuente oficial para el 
flujo de información en los avances físico-financieros; 

XI. Cumplir con la normatividad, los lineamientos normativos, técnicos y administrativos que 
“AGRICULTURA” emita para el ejercicio de los recursos federales aportados; y en caso, participar 
en la emisión de los mismos cuando “AGRICULTURA” así se lo requiera; 

XII. Homologar los conceptos y montos de apoyo de todos los programas que aplique, con el propósito 
de evitar la duplicidad y competencia con los programas de “AGRICULTURA”. 

XIII. Presentar oportunamente información que les sea requerida sobre el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio y de los Anexos Técnicos de Ejecución que se suscriban; 

XIV. Como miembro propietario y/o suplente del “FAPCO”, deberá asistir a las sesiones del Comité de 
dicho Fideicomiso, de conformidad a lo dispuesto en el contrato de Fideicomiso de Administración; 

XV. Suspender durante el tiempo que comprendan las campañas electorales y hasta la conclusión de la 
respectiva jornada comicial, la difusión en los medios de comunicación social de toda propaganda 
gubernamental que emita o corresponda a su competencia. Salvo por los casos de excepción que 
expresamente establece la “CONSTITUCIÓN”; 

XVI. En términos del contenido del artículo 134 de la “CONSTITUCIÓN”, se compromete a que la 
propaganda, bajo cualquier modalidad de comunicación social, que difunda deberá tener carácter 
institucional y fines informativos, educativos o de orientación social. En ningún caso ésta incluirá 
nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen su promoción; 

XVII. Asimismo, se compromete a que, en la entrega de los recursos, no se hará alusión a funcionarios 
públicos, partidos políticos y/o candidatos, que impliquen su promoción; 

XVIII. Publicar listados de beneficiarios conforme a lo previsto en la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, el “DPEF”, las “REGLAS” y demás normatividad aplicable en la 
materia; 

XIX. Remitir a “AGRICULTURA” a más tardar el último día hábil del mes de noviembre del ejercicio fiscal 
correspondiente, los listados de beneficiarios, identificando a las personas físicas con clave o 
número de registro que le será asignado por el “GOBIERNO DEL ESTADO” y en el caso de las 
personas morales con la clave de registro federal de contribuyentes. En ambos casos deberá incluir 
actividad productiva; ciclo agrícola; eslabón de la cadena de valor, concepto de apoyo y monto 
fiscal otorgado. Asimismo, deberá presentar la información desagregada por sexo, grupo de edad, 
región del país, entidad federativa, municipio, y localidad; y la correspondiente a los criterios y/o las 
memorias de cálculo mediante los cuales se determinaron los beneficiarios; 

XX. Brindar las facilidades y apoyos que sean necesarios al personal de la Auditoría Superior de la 
Federación y demás instancias fiscalizadoras, para efectuar las revisiones que consideren 
necesarias de acuerdo a sus programas de trabajo; así como cumplir y atender los requerimientos 
de información que estas les realicen en relación al presente Convenio y a los Anexos Técnicos de 
Ejecución, en términos de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables; 

XXI. Instruir al fiduciario del “FAPCO” para que transparente y rinda cuentas sobre el manejo de los 
recursos públicos federales que  “AGRICULTURA” aporte al fideicomiso; así como para que 
proporcione los informes que permitan su vigilancia y fiscalización, así como para que otorgue las 
facilidades al personal de la Auditoría Superior de la Federación y demás instancias fiscalizadoras, 
para realizar las auditorías y visitas de inspección que consideren necesarias; 

XXII. Contar con la autorización de “AGRICULTURA”, en el caso de los contratos de sustitución y/o 
modificación fiduciaria, respetando en todo momento el “DPEF” del ejercicio fiscal correspondiente, 
las “REGLAS” y las disposiciones en la materia; 

XXIII. Reportar durante cada ejercicio fiscal de manera trimestral en su página de Internet, el avance de 
los recursos ejercidos y pagados por el “FAPCO”, así como los saldos; 

XXIV. Presentar al cierre del ejercicio fiscal el finiquito de las acciones materia de los Anexos Técnicos de 
Ejecución, de conformidad con la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su 
Reglamento; 
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XXV. Instaurar los Procedimientos Administrativos de Cancelación que correspondan a los beneficiarios 
a fin de reintegrar a la TESOFE los recursos convenidos y aprobados, que no hayan sido utilizados 
para lo que fueron autorizados. 

XXVI. En general, dar cumplimiento con lo dispuesto en el presente instrumento, en los Anexos Técnico 
de Ejecución, y demás normatividad aplicable. 

REPRESENTANTES DE LAS “PARTES” 

DECIMOSEGUNDA. Para la adecuada ejecución de las actividades previstas en el presente Convenio y el 
logro de su objeto, las “PARTES”, en el ámbito de sus respectivas competencias, acuerdan designar como 
representantes a los Servidores Públicos que se indican a continuación: 

Por “AGRICULTURA”, al Representante de dicha Dependencia en el Estado de Oaxaca al momento de 
celebración de los Anexos Técnicos de Ejecución; precisando que a la firma del presente instrumento dicho 
cargo lo ostenta la C. MVZ. Carolina Ojeda Martínez, Directora de la Oficina de Representación de la 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, en el Estado de Oaxaca. 

Por el “GOBIERNO DEL ESTADO”, al Titular de la SECRETARIA DE FOMENTO AGROALIMENTARIO Y 
DESARROLLO RURAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE OAXACA, al momento de celebración de los 
Anexos Técnicos de Ejecución; precisando que a la firma del presente instrumento dicho cargo lo ostenta el 
ING. VÍCTOR LÓPEZ LEYVA. 

Los representantes de las “PARTES”, serán los encargados de dar y supervisar el estricto cumplimiento 
del objeto del presente Convenio y los Anexos Técnicos de Ejecución que se deriven de este, así como 
realizar la evaluación periódica de los alcances y resultados de acciones conjuntas de este instrumento 
jurídico y, en su caso, acordar y promover las medidas que se requieran al efecto. 

Por otra parte, serán los responsables de suscribir los Anexos Técnicos de Ejecución y los instrumentos 
modificatorios a los mismos, con sujeción al cumplimiento de las disposiciones jurídicas y presupuestales 
aplicables. 

CONCORDANCIA EN MATERIA DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 

DECIMOTERCERA. A fin de que el Estado de Oaxaca, cuente con los instrumentos que contribuyan a la 
planeación para el desarrollo rural sustentable, el “GOBIERNO DEL ESTADO” conviene con “AGRICULTURA” 
implementar las acciones de política de desarrollo rural sustentable y se comprometan con pleno respeto a la 
soberanía estatal a que su política se encuentre en concordancia con el Programa Sectorial y en su caso, del 
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural Sustentable 2020-2024. 

PLANEACIÓN DEL DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE 

DECIMOCUARTA. - El “GOBIERNO DEL ESTADO” procurará que, en la formulación de la política de 
desarrollo rural sustentable de su entidad, se prevea una visión de largo plazo para atender las actividades de 
coordinación señaladas en la Cláusula Segunda de este Convenio, así como la formulación de instrumentos 
que permitan su evaluación y actualización y la participación incluyente de los sectores público, privado y 
social. 

COORDINACIÓN EN MATERIAS ESPECÍFICAS 

DECIMOQUINTA. Sin perjuicio de lo establecido en la Cláusula Tercera, las “PARTES” podrán suscribir 
los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren oportunos para el cumplimiento del objeto del presente 
instrumento en relación con las materias que a continuación se indican, las cuales no son limitativos: 

I. Salud Animal: Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” colabore con “AGRICULTURA” 
en el desempeño de sus atribuciones en la ejecución y operación de establecimientos y prestación 
de servicios públicos y de buenas prácticas pecuarias de bienes de origen animal, conforme a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Sanidad Animal; 

II. Sanidad Vegetal: Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” colabore con 
“AGRICULTURA” en el desempeño de sus atribuciones en la ejecución y operación de obras y 
prestación de servicios públicos, conforme a lo dispuesto en la Ley Federal de Sanidad Vegetal; 

III. Inocuidad Agroalimentaria: Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” colabore con 
“AGRICULTURA” en las acciones encaminadas a la promoción y regulación de los Sistemas de 
Reducción de Riesgos de Contaminación en la producción primaria de productos de origen vegetal 
y animal, en las empresas de acuerdo con las políticas y actividades que persiguen dicho fin; 

IV. Inspección de la Movilización Nacional: Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO” 
colabore con “AGRICULTURA” en las acciones encaminadas a la movilización de mercancías de 
origen agropecuario, acuícola y pesquero para la inspección y cumplimiento de la normatividad 
federal en materia sanitaria; 
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V. Pesca y Acuacultura Sustentables: Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL ESTADO”, asuma las 
funciones previstas en la Ley General de Pesca y Acuacultura Sustentables; participe 
coordinadamente en las acciones previstas en el Programa Integral de Inspección y Vigilancia 
Pesquera, y Acuícola para el Combate a la Pesca ilegal, o colabore en las acciones orientadas a: 
sanidad acuícola, ordenamiento pesquero y fomento acuícola; 

VI. Producción, Certificación y Comercio de Semillas y Material Vegetativo: Con el objeto de fomentar y 
promover el uso de semillas de calidad y material vegetativo, la investigación en materia de 
semillas, así como, la realización de acciones para la vigilancia del cumplimiento de la Ley Federal 
de Producción, Certificación y Comercio de Semillas; 

VII. Bioseguridad: Con el objeto de establecer la colaboración concurrente en el monitoreo de los 
riesgos que pudieran ocasionar las actividades de liberación de organismos genéticamente 
modificados al ambiente conforme a la Ley de Bioseguridad de Organismos Genéticamente 
Modificados; 

VIII. Productos Orgánicos: Con el objeto de promover la producción agropecuaria y alimentaria bajo 
métodos orgánicos, coadyuvar a la conservación de la biodiversidad y al mejoramiento de la 
calidad de los recursos naturales; entre otras; 

IX. Información Estadística y Estudios (SNIDRUS): Con el objeto de que el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” colabore con “AGRICULTURA” en la captación, integración, procesamiento, validación, 
análisis y difusión de la información de mercados nacionales e internacionales, relativos a la 
producción y comercialización, inventarios existentes, expectativas de producción nacional e 
internacional y precios de productos agropecuarios estratégicos. 

Asimismo, el Servicio de Información Agroalimentaria y Pesquera emitirá los Lineamientos y 
Criterios para el ejercicio de los recursos en las Entidades Federativas en materia de Información, 
para el adecuado desarrollo y cumplimiento de los proyectos, en los que el “GOBIERNO DEL 
ESTADO” se compromete a colaborar con dicho órgano administrativo desconcentrado y la 
“REPRESENTACIÓN” en todas las acciones necesarias para la consecución de metas y 
entregables de los proyectos de monitoreo e integración de información agropecuaria y 
aplicaciones geoespaciales; 

X. Cambio Climático: con el objeto de contar con mecanismos de intercambio de información que 
faciliten la coordinación para la planeación agrícola que permitan el impulso, la adopción de una 
agricultura sostenible y resiliente ante los efectos adversos del cambio climático y contribuyan a 
mantener o incrementar la productividad, el abasto suficiente y el acceso de alimentos para la 
población. 

XI. Atención a Desastres Naturales: Con el objeto de proteger y apoyar en coparticipación con el 
“GOBIERNO DEL ESTADO” a productores de bajos ingresos afectados en sus actividades 
productivas agrícolas, pecuarias, pesqueras y acuícolas por la presencia de desastres naturales a 
través del otorgamiento de asesoría en la contratación de esquemas de seguro agropecuario, 
pesquero o acuícola catastrófico. 

Toda vez que la coparticipación para la atención de desastres naturales entre “AGRICULTURA”  y 
“GOBIERNO DEL ESTADO” se encuentra condicionada a que estos se verifiquen, y dada la 
mecánica operativa para la debida atención de sus efectos, es que se considera jurídicamente 
oportuno que puedan celebrarse durante un mismo ejercicio fiscal diversos Anexos Técnicos al 
amparo del presente instrumento, tomando en consideración en todo momento el “DPEF” del 
ejercicio fiscal correspondiente, las “REGLAS” y la normatividad vigentes en la materia, 
instrumentos que serán diversos a los Anexos Técnicos de Ejecución que se indican en la Cláusula 
Tercera. 

EVALUACIÓN DE LOS PROGRAMAS SUJETOS A REGLAS DE OPERACIÓN DE LOS PROGRAMAS 
DE AGRICULTURA 

DECIMOSEXTA. Con el propósito de dar cumplimiento a lo establecido en los artículos 134 de la 
“CONSTITUCIÓN”; 78, 85, 110 y 111 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
referentes a la evaluación de los programas sujetos a “REGLAS”, y en el “DPEF” del ejercicio presupuestal 
correspondiente, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, conjuntamente con la “REPRESENTACIÓN” deberán definir 
en el seno del Comité Técnico Estatal de Evaluación o de la institución que se determine, en su carácter de 
organismo auxiliar, las acciones y estrategias necesarias para dar cumplimiento a los Lineamientos que en 
materia de evaluación emita “AGRICULTURA” . 
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REINTEGRO DE LOS RECURSOS FEDERALES 

DECIMOSÉPTIMA. El “GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a reintegrar a la Tesorería de la 
Federación sin excepción alguna, los recursos de origen federal que “AGRICULTURA”  le hubiera transferido 
en el marco de este Convenio y de los Anexos Técnicos de Ejecución, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, y que no se encuentren efectivamente devengados al 31 de diciembre del ejercicio 
fiscal que corresponda, en los términos de los artículos 54 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, y 85, 174, 175 y 176 de su Reglamento. 

COORDINACION CON LOS DISTRITOS DE DESARROLLO RURAL 

DECIMOCTAVA. Para la operación de los programas y actividades materia de este Convenio, la 
coordinación de los Distritos de Desarrollo Rural con el “GOBIERNO DEL ESTADO”, se dará en los niveles 
necesarios para el logro de las metas establecidas. 

DE LAS RELACIONES LABORALES 

DECIMONOVENA. El personal de cada una de las “PARTES” que sea designado para la realización de 
cualquier actividad relacionada con este Convenio, permanecerá en forma absoluta bajo la dirección y 
dependencia de la entidad con la cual tiene establecida su relación laboral, mercantil, civil, administrativa o 
cualquier otra, por lo que no se creará una subordinación de ninguna especie con la parte opuesta, ni operará 
la figura jurídica de patrón sustituto o solidario; lo anterior, con independencia de estar prestando sus servicios 
fuera de las instalaciones de la entidad por la que fue contratada o realizar labores de supervisión de los 
trabajos que se realicen. 

DE LAS MODIFICACIONES 

VIGÉSIMA. Las situaciones no previstas en el presente Convenio y, en su caso, las modificaciones o 
adiciones que se realicen, serán pactadas de común acuerdo entre las “PARTES”, y se harán constar por 
escrito mediante la celebración del Convenio Modificatorio respectivo, el cual surtirá los efectos a que haya 
lugar, a partir del momento de su suscripción, mismo que formará parte integrante del presente instrumento.” 

INTERPRETACIÓN, JURISDICCION Y COMPETENCIA 

VIGESIMOPRIMERA. Las “PARTES” manifiestan que las obligaciones y derechos contenidos en este 
instrumento jurídico, son producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones necesarias para su 
debido cumplimiento; en ese sentido, manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, y resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del 
presente Convenio, así como a sujetar todo lo no previsto en el mismo a lo dispuesto en la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las demás disposiciones jurídicas 
aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio 
conocerán los tribunales federales competentes en la Ciudad de México, de conformidad con el artículo 104 
fracción V de la “CONSTITUCIÓN”. 

VIGENCIA 

VIGESIMOSEGUNDA. El presente Convenio entrará en vigor el día de su firma y tendrá vigencia hasta el 
30 de septiembre de 2024. 

PUBLICACIÓN Y DIFUSIÓN 

VIGESIMOTERCERA. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 de la Ley de 
Planeación, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación y en el 
órgano de difusión oficial del “GOBIERNO DEL ESTADO”, así como en las páginas institucionales de las 
“PARTES”, a través del sistema electrónico Internet. 

Enteradas las partes de sus términos y alcances legales del presente Convenio de Coordinación, lo firman 
por quintuplicado en la Ciudad de México, a los 31 días del mes de enero de 2023.- Por Agricultura: el 
Secretario de Agricultura y Desarrollo Rural, Dr. Víctor Manuel Villalobos Arámbula.- Rúbrica.- El 
Coordinador General de Operación Territorial, Mc. Victor Manuel Juárez Gutiérrez.- Rúbrica.- La Directora 
de la Oficina de Representación de Agricultura en el Estado de Oaxaca, MVZ. Carolina Ojeda Martínez.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Oaxaca, 
Ing. Salomón Jara Cruz.- Rúbrica.- El Secretario de Gobierno, Lic. José de Jesús Romero López.- 
Rúbrica.- El Secretario de Finanzas, Mtro. en Fiscal Farid Acevedo López.- Rúbrica.- El Secretario de 
Fomento Agroalimentario y Desarrollo Rural, Ing. Víctor López Leyva.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 
URBANO 

CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público 
para el ejercicio fiscal 2021, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano y el Estado de 
Baja California Sur. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Baja California Sur 
CMC/UAPIEP/ACT/002/2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios modalidad Equipamiento Urbano y 
Espacio Público para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el 
ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido 
por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos y la ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de 
Desarrollo Regional, el Gobierno del Estado de Baja California Sur, en lo sucesivo “EL ESTADO” 
representado por la ciudadana Bertha Montaño Cota, Secretaria de Finanzas y Administración; a quienes en 
conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y  cláusulas 
siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 
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7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. “LAS REGLAS”, establecen que la vertiente Mejoramiento Integral de Barrios consiste en asignar y, 
en su caso, dotar recursos federales en proyectos de equipamiento urbano y espacio público a través 
de la dotación de Mobiliario y Equipo para el acondicionamiento y equipamiento de espacios físicos 
para su correcto funcionamiento. 

12. Mediante oficio STDS/208/2021, de fecha 01 de septiembre del 2021, el Estado de Baja California 
Sur, hizo del conocimiento de “LA SEDATU” la solicitud para el efecto de que el estado de Baja 
California Sur sea beneficiado con recursos del Programa de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente 
de Mejoramiento Integral de Barrios, modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público, 
correspondiente al ejercicio fiscal 2021. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 
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1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 

I.5. La ciudadana Rocío Magdalena Aguilar Rodríguez, Directora General de Desarrollo Regional e 
Instancia Ejecutora del Programa, en lo sucesivo “LA DGDR” cuenta con atribuciones para suscribir 
el presente Convenio de Coordinación Específico, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11 y 24 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano  y numeral 10.7 de 
“LAS REGLAS”. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06I00, Ciudad  de 
México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1.  Forma parte integrante de la Federación, es una entidad libre y soberana en lo que se refiere a su 
régimen interior, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 1 de la Constitución Política del Estado de 
Baja California Sur. 

II.2.  Atendiendo a la instrucción del Gobernador Constitucional del Estado, Profesor Víctor Manuel Castro 
Cosío, y de conformidad con lo establecido por los artículos 20, fracción II y 22 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública del Estado de Baja California Sur, la ciudadana Bertha Montaño Cota, en 
su carácter de Secretaria de Finanzas y Administración del Poder Ejecutivo del Estado de Baja 
California Sur, se encuentra facultada para la celebración del presente instrumento jurídico. 

II.3.  Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Isabel La Católica e 
Ignacio Allende, Col. Centro, C.P. 23000, La Paz, Baja California Sur. 

II.- Declaran “LAS PARTES” que: 

III.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

III.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°,  17 Bis, 26 y 41 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, 75 y 77 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal 
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 
27, 28 y 29 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 1, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, 16, 34 y 35, fracciones III y V, del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; lo dispuesto en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, correspondiente a  la dotación de insumos, de los Proyectos de la “Vertiente 
Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público” correspondientes al 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo “LAS ACCIONES”, que se realizarán en “EL ESTADO”. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a “EL 
PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio  fiscal 
vigente. 
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SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LAS ACCIONES”. 

Para la implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de “EL 
PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco  de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de 
“EL PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”,  “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; 
“LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los 
instrumentos jurídicos específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas 
federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LAS ACCIONES”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LAS ACCIONES”, que serán apoyadas con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales en la ejecución de la dotación de insumos, de los Proyectos de la 
“Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios”, “Modalidad Equipamiento Urbano y Espacio Público”; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LAS ACCIONES”, por conducto del máximo órgano de decisión de  “EL 
PROGRAMA”; 

c) Ejercer los subsidios de “EL PROGRAMA”, conforme a lo dispuesto en “LAS REGLAS” y en la 
normatividad aplicable, y 

d) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”, 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL ESTADO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Promover que los subsidios de "EL PROGRAMA" se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la 
legislación federal aplicable, y en “LAS REGLAS"; 

c) Coadyuvar en la integración del expediente de cada acción, de acuerdo con la normatividad aplicable 
y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

d) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LAS ACCIONES” y que las mimas cumplan con los 
requisitos de elegibilidad generales y específicos de la Vertiente que corresponda, establecidos en 
“LAS REGLAS”; 

b) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

c) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

d) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LAS ACCIONES”, así como contribuir a la generación y preservación 
del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable; 
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e) En el acto jurídico en que se formalice que la administración de los Centros de Apoyo y Desarrollo 
Integral (CADIS) ubicados en las colonias Mesa Colorada y Caribe se encuentre a cargo del Sistema 
Estatal para el Desarrollo Integral de la Familia, hacer entrega de “LAS ACCIONES”, informando de 
ello por escrito a “LA SEDATU”, y 

f) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

SÉPTIMA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” estará sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

OCTAVA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento y previa notificación a “LAS PARTES”, rescindir el presente 
instrumento jurídico, sin que medie resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de 
“LAS PARTES” no cumpla en tiempo y forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de 
Coordinación o en lo establecido en “LAS REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

NOVENA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 

DÉCIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA PRIMERA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LAS ACCIONES” apoyadas con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LAS ACCIONES” 
apoyadas con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con aquella que lo 
empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún caso serán 
consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 
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DÉCIMA CUARTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable.  

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA QUINTA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código  Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA SEXTA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 
los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

DÉCIMA OCTAVA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, el uno de diciembre de 2021.- Por la SEDATU: el Titular de la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular de la 
Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- La Directora General de Desarrollo Regional, C. Rocío Magdalena Aguilar 
Rodríguez.- Rúbrica.- Por el Estado: la Secretaria de Finanzas y Administración, C. Bertha Montaño  Cota.- 
Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2022, que celebran la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Baja California y el Municipio de Ensenada. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Baja California/Municipio de Ensenada 
CMC/UAPIEP/PMU/031/2022 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2022, 
que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos y el ciudadano 
Francisco Josué Cortés Enríquez, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano; el 
Gobierno del Estado de Baja California, en lo sucesivo “EL ESTADO” representado por el ciudadano Catalino 
Zavala Márquez, Secretario General de Gobierno; y el Ayuntamiento de Ensenada, Estado de Baja California, 
en lo sucesivo “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, representado por el ciudadano Armando Ayala Robles, 
Presidente Municipal del XXIV Ayuntamiento de Ensenada, Estado de Baja California; a quienes en conjunto 
se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(CPEUM), establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática 
del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural  de 
la nación. 

2. Que el artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. Que el artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 



  DIARIO OFICIAL Miércoles 19 de abril de 2023 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el día 31 de diciembre de 2021, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2022, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU”, promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda el 
promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas, federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. De conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS”, con fecha 31 de mayo de 2022, en la Décima 
Cuarta Sesión Extraordinaria del Comité de Validación de “EL PROGRAMA” se autorizó el Plan de 
Acciones Urbanas, concerniente al Municipio de Ensenada en el Estado de Baja California mismo 
que contiene la definición de polígonos de atención prioritaria, así como la cartera de acciones y/o 
proyectos susceptibles a recibir recursos de “EL PROGRAMA”, y sus montos máximos de asignación 
presupuestal por intervención. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM, y 1°, 2°, fracción I, 26 y 41, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII, y 9, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2, 
fracción VII, de “LAS REGLAS”, a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde 
suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento 
jurídico, para la operación y ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y 
normatividad aplicable. 

I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
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con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16, del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones CXI y CXII, 
11.3 y 11.4, de “LAS REGLAS”. 

I.5. Francisco Josué Cortés Enríquez, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo 
Urbano, en lo sucesivo “LA UPEDU” e Instancia Ejecutora del Programa, cuenta con atribuciones 
para coadyuvar y suscribir el presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 11, 
fracciones IV y VI, y 15, fracciones I, III, IV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano y numerales 1.4, fracción CXIV y 11.7, fracciones II y VI de 
“LAS REGLAS”. 

I.6. Para efectos de este Convenio, señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León 
número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad  de 
México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1. El Estado de Baja California, es una entidad libre y soberana en todo lo concerniente a su régimen 
interior y es parte integrante e inseparable de la Federación constituida por los Estados Unidos 
Mexicanos, de conformidad con los artículos 115 y 116 de la CPEUM; 1 y 4, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Baja California. 

II.2. El ciudadano Catalino Zavala Márquez, en su carácter de Secretario General de Gobierno, se 
encuentra facultado para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad con lo establecido 
por los artículos 40, 50 y 52 fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Baja California; 27 fracción XI, 30 fracción I y 31 fracciones I y XXXIX de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo del Estado de Baja California, así como los artículos 5 y 6 fracciones I, II y XLI del 
Reglamento Interno de la Secretaria General de Gobierno. 

II.3. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Calzada 
Independencia 994, Centro Cívico, C.P. 21000 Mexicali, B.C. 

III.- Declara “LA INSTANCIA SOLICITANTE” por conducto de su representante, que: 

III.1. Es una Institución de Derecho Público, jurídica, política y social, de carácter autónomo, con 
autoridades propias, atribuciones específicas y libre administración de su hacienda, que posee 
personalidad jurídica y patrimonio propio, de conformidad con los artículos 115, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 3, 11, 76 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Baja California. 

III.2. El ciudadano Armando Ayala Robles, Presidente Municipal del XXIV Ayuntamiento de Ensenada, 
Baja California; cuenta con atribuciones para celebrar los contratos y convenios necesarios para el 
beneficio del Municipio de conformidad con los artículos 77, 78, 79, 82, 83 y 84 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Baja California, y 4, 7, 8, 48 y 49 de la Ley del Régimen 
Municipal para el Estado de Baja California, así como el numeral 11.6 de “LAS REGLAS”. 

III.3. Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en Carr. Transpeninsular 
6500A, Ex-Ejido Chapultepec, C.P. 22785 Ensenada, B.C. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES”, es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41, de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33, de la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 
77, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179, del Reglamento de la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16, del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas 
en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, correspondientes al ejercicio fiscal 
2022, así como coadyuvar en el ámbito de sus respectivas competencias de “LAS PARTES”, para que se 
ejecuten proyectos que deriven de las modalidades y tipos de apoyo de dicho programa, a los cuales, en lo 
sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, mismos que se realizarán en el Municipio de 
Ensenada, integrante del Estado de Baja California. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU”, son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA”. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA” se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, por lo cual, en su oportunidad se 
llevará a cabo la formalización de los Convenios de Coordinación Específicos o instrumentos jurídicos 
específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán los datos de 
“LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el 
contenido de los apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y conforme a la 
normativa aplicable. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de 
“EL PROGRAMA”, se realizará desde la firma de los Convenios de Coordinación Específicos y hasta la 
suscripción del Acta de Entrega-Recepción de las Obras o acciones, obligándose a realizar las acciones que 
resulten necesarias para recibirlas y, en su caso, activarlas, conforme a la normativa aplicable. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y su 
Reglamento; el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; “LAS 
REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los Convenios de Coordinación Específicos o los 
instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, así como a las 
demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS”, que serán apoyados con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS” y 
demás normativa aplicable. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales la ejecución de "EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de  “EL 
PROGRAMA”; 

c) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras 
conformando y capacitando a los Comités de Contraloría Social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por "EL 
PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que corresponde de 
“LAS PARTES”, y 

d) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás  normativa 
aplicable. 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar en el ámbito de sus atribuciones, en el cumplimiento de los objetivos y metas de "EL 
PROGRAMA"; 
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b) Apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, en el ámbito de su competencia, en lo relativo a la 
obtención u otorgamiento de permisos, licencias, autorizaciones y demás actos que se requieran 
para la realización de las obras o acciones que se contengan en “LOS PROYECTOS” aprobados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”; 

c) Promover en el ámbito de su competencia, la verificación respecto a que los subsidios aportados a 
"EL PROGRAMA" se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la normativa aplicable, y en “LAS 
REGLAS"; 

d) Apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en el ámbito de su competencia con aquellas acciones que 
resulten necesarias para salvaguardar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como 
contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos 
de la normativa aplicable; 

e) Apoyar, en caso de ser necesario, para que las obras o acciones contenidas en “LOS PROYECTOS” 
se reciban y, en su caso, se activen por el Municipio o instancias competentes; 

f) Coadyuvar en el ámbito de su competencia, en el cumplimiento de los objetivos de "EL PROGRAMA" 
de conformidad a lo dispuesto en "LAS REGLAS", y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, en 
términos de la normativa aplicable y las atribuciones que le competen. 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “LA INSTANCIA SOLICITANTE”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE”, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Acreditar y proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los 
inmuebles susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, 
continuar con los trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS 
PROYECTOS”, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Coadyuvar en la integración del expediente de cada obra o acción, de acuerdo con la normativa 
aplicable y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

c) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

d) Facilitar que se cumpla con la normativa aplicable en materia de protección civil, reglamentos de 
construcción, Normas Oficiales Mexicanas o cualquier otra relacionada con “LOS PROYECTOS” que 
correspondan; 

e) En su caso emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad entre otros, 
de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la normativa aplicable, así como cubrir la 
totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

f) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con “EL 
PROGRAMA”; 

g) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

h) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y 
preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa aplicable, y 

i) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 
que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 
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“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan, dichas modificaciones 
deberán constar por escrito. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2022, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, e 
incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, a 
todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponderán a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para 
su realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA CUARTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA” se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
esquema o esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA QUINTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de  “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SEXTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 
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“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable.  

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar que lo 
hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su influencia 
significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2022. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 
los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, al primero de junio de 2022.- Por la SEDATU: el Titular de la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular de la 
Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. 
Francisco Josué Cortés Enríquez.- Rúbrica.- Por el Estado: el Secretario General de Gobierno, C. Catalino 
Zavala Márquez.- Rúbrica.- Por la Instancia Solicitante: el Presidente Municipal del XXIV Ayuntamiento de 
Ensenada, C. Armando Ayala Robles.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de Mejoramiento 
Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 2021, que celebran 
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Campeche y el Municipio de Carmen. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Campeche / Municipio de Carmen 
CMC/UAPIEP/PMU/025/2021 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa de 
Mejoramiento Urbano de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios correspondiente al ejercicio fiscal 
2021, que celebran el Gobierno Federal a través de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, 
en lo sucesivo “LA SEDATU”, representada en este acto por el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular 
de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, asistido por la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos y por el 
ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo 
Urbano;  y por otra parte, el Estado Libre y Soberano de Campeche representado por la Secretaría de 
Desarrollo Urbano, Obras Públicas e Infraestructura, a través de su titular el ingeniero Edilberto Buenfil 
Montalvo, asistido por el arquitecto Álvaro Buenfil Bermúdez, Subsecretario de Desarrollo Urbano de la 
Secretaría de Desarrollo Urbano, Obras Públicas e Infraestructura, en lo sucesivo “EL ESTADO”, y por otra 
parte, el H. Ayuntamiento de Carmen, Estado de Campeche, en lo sucesivo “EL MUNICIPIO”, representado 
por el ciudadano Óscar Román Rosas González, Presidente Municipal, quien actúa en compañía de la 
Ciudadana Elia Fabiola Zavala Díaz, en su carácter de Síndica Jurídica, a quienes en conjunto se les 
denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la 
obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional 
que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la 
economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la nación. 

2. El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que los 
recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, 
economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados internacionales suscritos por 
México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir  gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deben especificar las acciones que serán 
objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos del 
artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales y la participación que 
corresponda a los municipios, la coordinación que se requiera a efecto de que participen y 
coadyuven a la consecución de los objetivos de la planeación nacional. 
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6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir del 
Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que la finalidad de “EL 
PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación, del día 31 de diciembre de 2020, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2021, en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “12.5 Coordinación institucional”, establecen que con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
específicos correspondientes; siendo obligación de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda 
el promover que los “Polígonos de Atención Prioritaria del Programa” sean utilizados como referencia 
para la ejecución de acciones de otras instituciones públicas federales o locales. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11 denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

DECLARACIONES 

I.- Declara “LA SEDATU” que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 1°, 2°, 
fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal. 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41 fracciones X, XIII y XX de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaria de Desarrollo 
Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de Coordinación. 

I.3. Su representante, el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento, de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 7, fracciones XI y XII y 9 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. Asimismo, conforme a lo establecido en el 
numeral 10.2 fracción VIII de “LAS REGLAS”, la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le 
corresponde suscribir los acuerdos de colaboración, coordinación y concertación para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 
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1.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable del 
Programa, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; así como en los numerales 1.4, fracciones LXXVIII y 
LXXIX y 10.3 de “LAS REGLAS”. 

I.5. El ciudadano Luis Felipe Soliz Miranda, Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el 
Desarrollo Urbano, en lo sucesivo “LA UPEDU”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo en lo señalado en los artículos 11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones 
I, III, IV y XVI, del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

I.6. Para efectos de este Convenio de Coordinación Específico, señala como su domicilio legal el ubicado 
en Avenida Nuevo León número 210, Colonia Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código 
Postal 06I00, Ciudad de México. 

II.- Declara “EL ESTADO” por conducto de su representante, que: 

II.1.  Que es una Entidad libre y soberana, en todo lo concerniente a su régimen interior, que forma parte 
integrante de la Federación denominada Estados Unidos Mexicanos y tiene la calidad de persona 
moral oficial, facultada para ejercer todos los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de 
su institución, de conformidad con los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 1 y 23 de la Constitución Política del Estado de Campeche; 25 
fracción I y 26 del Código Civil Federal; 29 fracción I y 30 del Código Civil del Estado de Campeche. 

II.2.  Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Campeche, tiene entre sus atribuciones las de celebrar convenios y acuerdos de 
coordinación, colaboración, concertación y demás actos afines con la Federación, con otras 
Entidades Federativas, con los Municipios del  Estado, con las Entidades Paraestatales, Federales, 
Estatales y Municipales, con las Empresas Productivas del Estado, de propiedad del  Gobierno 
Federal o de la Administración  Pública Estatal, y con los Organismos Públicos Autónomos Federales 
y Estatales. 

II.3.  Que el ingeniero Edilberto Jesús Buenfil Montalvo, Secretario de Desarrollo Urbano, Obras Públicas 
e Infraestructura del Estado de Campeche, cuenta con las atribuciones para suscribir el presente 
instrumento jurídico de conformidad con lo dispuesto en los artículos, 71, fracción XV, inciso a) y 72 
de la Constitución Política del Estado de Campeche; y 3, 4, 10, 12, 16 fracción XV y 35 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Campeche; 6 y 8 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Desarrollo Urbano Obras Públicas e Infraestructura. Asimismo, acredita su cargo con 
nombramiento expedido por el Gobernador Constitucional del Estado de Campeche, el Lic. Carlos 
Miguel Aysa González, con fecha 13 de junio de 2019.     

II.4 Que, para efectos del presente Convenio de Coordinación, se hace acompañar en su firma del 
arquitecto Álvaro Buenfil Bermúdez, Subsecretario de Desarrollo Urbano y Planeación de la 
Secretaría de Desarrollo Urbano Obras Públicas e Infraestructura del Poder Ejecutivo del Estado de 
Campeche, quien acredita su cargo con nombramiento expedido por el entonces Gobernador 
Constitucional del Estado de Campeche, Lic. Alejandro Moreno Cárdenas, con fecha 1 de octubre de 
2015, cargo que a la fecha no le ha sido revocado ni modificado. 

II.5.  Que, para efectos del presente Convenio de Coordinación, señala como su domicilio el ubicado en 
calle 8 número exterior 149, entre calle 61 y 63, Colonia Centro, C.P. 24000, San Francisco de 
Campeche, Campeche. 

III.- Declara “EL MUNICIPIO” por conducto de su representante, que: 

III.1.  Es una institución de derecho público, con personalidad jurídico-política y territorio determinado, de 
conformidad con los artículos 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y el 
artículo 102 de la Constitución Política del Estado de Campeche. 

III.2.  De conformidad con los artículos 102, fracción I, inciso b) de la Constitución Política del Estado de 
Campeche, así como el 69 de la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Campeche el 
Presidente Municipal es el responsable de ejecutar las decisiones del Ayuntamiento en su carácter 
de representante legal, así como de celebrar a nombre del Ayuntamiento y por acuerdo de este, 
todos los actos y contratos necesarios para el despacho de los asuntos administrativos y la atención 
de los servicios públicos municipales. 
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III.3. El Ciudadano Óscar Román Rosas González, Presidente Municipal del Ayuntamiento de Carmen, 
Estado de Campeche, acredita su personalidad con la constancia de mayoría y validez de la elección 
para los ayuntamientos, emitida por el consejo municipal electoral, de fecha 11 de julio de 2018, para 
la elección del ayuntamiento de carmen, por el principio de mayoría relativa para el periodo 2018-
2021, así como el acta de la sesión solemne de instalación de cabildo 2018-2021, de fecha 01 de 
octubre de 2018, donde se le autoriza en la suscripción de convenios y contratos con todas las 
formalidades de Ley, cuenta con facultades en términos de los artículos 105 fracción V de la 
Constitución Política del Estado de Campeche; 14 de la Ley de Ingresos del Municipio de Carmen 
para el ejercicio fiscal 2019, publicado en el Periódico Oficial el 26 de diciembre de 2018; 3, 69 
fracciones XII, XVI y XXII y 102 fracciones IV, VI y VII de la Ley Orgánica de los Municipios del 
Estado de Campeche; 1, 2, 4, 5, 14 y 16, 17 del Reglamento de la Administración Pública Municipal 
de Carmen, por lo que cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio. 

III.4. La Ciudadana Elia Fabiola Zavala Díaz, en su carácter de Síndica Jurídica, asiste al Presidente 
Municipal de Carmen, Campeche, en la firma del presente Convenio, y acredita su personalidad con 
copia certificada de la constancia de mayoría y validez de la elección para los ayuntamientos, emitida 
por el consejo municipal electoral, de fecha 11 de julio de 2018, para la elección del ayuntamiento de 
carmen, por el principio mayoría relativa para el periodo 2018-2021, quien está facultada, para la 
firma del presente Convenio de acuerdo con lo establecido en el artículo 73 fracciones III, VI, VII y XI 
de la Ley Orgánica de los Municipios del Estado de Campeche. 

III.5.  Para efectos del presente Convenio, señala como su domicilio, el ubicado en: Calle 22 x 31 Número. 
91, Palacio Municipal, Colonia Centro, C.P. 24100, Cd. del Carmen, Campeche. 

IV.- Declaran “LAS PARTES” que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado de 
manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus respectivos 
representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada una 
de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

Con base en los antecedentes y declaraciones de este instrumento y con fundamento en los artículos 26, 
apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas 
en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco de Coordinación es conjuntar voluntades, acciones y capacidades 
donde se establezcan las bases y los mecanismos para la distribución y ejercicio de subsidios del Programa 
de Mejoramiento Urbano, de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios, correspondientes al ejercicio 
fiscal 2021, los cuales coadyuvarán para que “LAS PARTES” en el ámbito de sus respectivas competencias 
ejecuten proyectos, en lo sucesivo “LOS PROYECTOS”, que se realizarán en “EL MUNICIPIO” integrante del 
Estado de Campeche. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU” son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA” en el ejercicio  fiscal 
vigente. 
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SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

Para la implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con su mecánica de 
operación, por lo cual en su oportunidad se llevará a cabo la formalización de los convenios de coordinación 
específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”, en 
donde se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de  “EL 
PROGRAMA”; y en los cuales aplicará el contenido de todos los apartados de este Convenio Marco  de 
Coordinación. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de los proyectos que serán apoyados con subsidios de  “EL 
PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2021. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  “LAS 
PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público y su 
Reglamento; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2021; “LAS REGLAS”; este 
Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos 
específicos aplicables a cada Vertiente, así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales 
aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de los proyectos que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, la 
cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS”. 

QUINTA. RESPONSABILIDADES DE “LA SEDATU”. 

a) Apoyar con subsidios federales la ejecución de "EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de  “EL 
PROGRAMA”; 

c) Efectuar oportunamente, el seguimiento de avances y resultados físicos y financieros de  “LOS 
PROYECTOS”, con base en la información de los expedientes técnicos, la registrada en el Sistema 
de Información de "LA SEDATU" y la obtenida en las verificaciones que realice en campo, en los 
términos establecidos por "LAS REGLAS”; 

d) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras 
conformando y capacitando a los comités de contraloría social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por  "EL 
PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública; 

e) Otorgar a las instancias ejecutoras, acceso al sistema de información de "LA SEDATU", con la 
finalidad de obtener simultáneamente información relativa a los avances y resultados físicos y 
financieros de “LOS PROYECTOS”, y 

f) Las demás que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS". 

SEXTA. RESPONSABILIDADES DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar el cumplimiento de los objetivos y las metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Apoyar a “EL MUNICIPIO”, en el ámbito de su competencia, en lo relativo al otorgamiento  de 
permisos, licencias, autorizaciones y demás actos que se requieran para la realización de  “LOS 
PROYECTOS” que serán aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA” 

SÉPTIMA. RESPONSABILIDADES DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO”, en su 
carácter de Instancia Solicitante, tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Elaborar la justificación técnica y social de “LOS PROYECTOS” para lo cual deberán cumplir con los 
criterios de equidad, inclusión, integralidad, desarrollo urbano y sustentabilidad; en términos de la 
legislación y normatividad en la materia; 
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b) Acreditar la propiedad del predio o inmueble —municipal, estatal o federal—, en los que se realizarán 
“LOS PROYECTOS” de “EL PROGRAMA”, acorde a lo establecido en “LAS REGLAS”. El predio o 
inmueble deberá estar debidamente identificado en el documento con su georreferencia, medidas 
perimetrales y colindancias; 

c) Coadyuvar en la integración del expediente de cada obra o acción, de acuerdo con la normatividad 
aplicable y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

d) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

e) Facilitar que se cumpla con la normatividad aplicable a nivel local y/o federal en materia de 
protección civil, reglamentos de construcción, Normas Oficiales Mexicanas o cualquier otra 
relacionada con “LOS PROYECTOS” que correspondan; 

f) En su caso emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad entre otros, 
de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la legislación y normatividad municipal 
aplicable, así como cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

g) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  “EL 
PROGRAMA”; 

h) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

i) Promover en el ámbito de su competencia las acciones que resulten necesarias para salvaguardar y 
vigilar la correcta ejecución de “LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación  y 
preservación del orden público y la paz social de las mismas, en términos de la normativa  aplicable, 
y 

j) Las demás que establezcan la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA” está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables y podrán ser auditados por las siguientes instancias, conforme a la legislación vigente y en el 
ámbito de sus respectivas competencias: el Órgano Interno de Control en “LA SEDATU”, la Secretaría de la 
Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría Superior de la Federación y demás 
instancias que en el ámbito de sus respectivas atribuciones resulten competentes. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA Y RESCISIÓN DEL CONVENIO. 

“LAS PARTES” acuerdan que, al basarse el presente instrumento en el principio de la buena fe, de común 
acuerdo, podrán convenir la terminación anticipada del mismo. Asimismo, el presente Convenio se podrá dar 
por terminado de manera anticipada por la existencia de alguna de las siguientes causas: a) De presentarse 
caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; b) Por fuerza mayor, entendiéndose 
un hecho humanamente inevitable, y c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o en lo establecido en  “LAS 
REGLAS” o en la legislación federal aplicable. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

De considerarse procedente, el presente Convenio Marco de Coordinación se podrá modificar de común 
acuerdo por “LAS PARTES”, conforme a los preceptos y lineamientos que lo originan; dichas modificaciones 
deberán constar por escrito en el instrumento jurídico que determine la Unidad Responsable del Programa. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 
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DÉCIMA SEGUNDA. CONFIDENCIALIDAD. 

“LAS PARTES” se obligan a mantener bajo la más estricta confidencialidad, la información relacionada o 
resultante que sea intercambiada, con motivo de la ejecución de las acciones materia del presente Convenio, 
debiendo proteger y resguardar dicha información, durante toda su vigencia e incluso posterior a ella, en 
términos de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás legislación aplicable. 

DÉCIMA TERCERA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2021, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas deberá 
identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera y el 
Himno Nacionales, y el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2021, e 
incluir la siguiente leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el 
uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA CUARTA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de los proyectos apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, a 
todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponderán a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para 
su realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA QUINTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA” se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA SEXTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que el personal aportado por cada una para la realización de “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES” acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia. 

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables, en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 



Miércoles 19 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia se obligan a realizar los avisos de privacidad 

correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 

transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable.  

“LAS PARTES” en sus respectivos ámbitos de competencia serán responsables del manejo, 

almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 

motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA OCTAVA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 

honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 

servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código  Penal 

Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 

ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 

otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 

instrumento o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar  que lo 

hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que este sujeto a su control o a su  influencia 

significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 

los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 

causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 

otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 

involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto de la presente Convenio se limita al necesario para cumplir con 

los fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 

notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 

respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 

dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 

a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 

no válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 

diciembre de 2021. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a 

los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 

en seis tantos, en la Ciudad de México, a los 26 días del mes de febrero de 2021.- Por la SEDATU: el Titular 

de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- La Titular 

de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 

Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Luis 

Felipe Soliz Miranda.- Rúbrica.- Por el Estado: Ing. Edilberto Buenfil Montalvo.- Rúbrica.- Subsecretario de 

Desarrollo Urbano y Planeación de la Secretaría de Desarrollo Urbano, Obras Públicas e Infraestructura, Arq. 

Álvaro Buenfil Bermúdez.- Rúbrica.- Por el Municipio: el Presidente Municipal, C. Óscar Román Rosas 

González.- Rúbrica.- Síndica Jurídica, Elia Fabiola Zavala Diaz.- Rúbrica. 
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INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
CONVENIO de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de 
subsidios para llevar a cabo acciones para el fortalecimiento preferentemente del primer nivel de atención en el 
ejercicio fiscal 2022, con cargo a los recursos del Programa Presupuestario E023 Atención a la Salud, que celebran 
el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de Guerrero. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría  de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO: GO-E023-2022-GRO-12 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS 

FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO 

PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, EN LO SUCESIVO  “EL 

PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN LO 

SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “INSABI”, REPRESENTADO POR EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, 

EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL, ASISTIDO POR EL DR. CÉSAR ALEJANDRO ARCE SALINAS, TITULAR 

DE LA UNIDAD DE COORDINACIÓN NACIONAL MÉDICA, Y POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE 

GUERRERO, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR  EL C.P. 

RAYMUNDO SEGURA ESTRADA, SECRETARIO DE FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN Y POR LA DRA. AIDÉ IBAREZ 

CASTRO, SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL DE LOS SERVICIOS ESTATALES DE SALUD DEL 

ESTADO DE GUERRERO, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO "LAS PARTES", AL 

TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o, párrafo cuarto, 
el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, disponiendo 
que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así como un 
sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y 
cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I y II del artículo 2o de la Ley General de Salud, 
ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades, así como la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana. 

3. Conforme a lo señalado en el apartado II. Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019, al abordarse el tema de salud 
para toda la población, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que 
hacia 2024 todas y todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria 
gratuita, haciéndose énfasis en que la atención se brindará de conformidad con los principios de 
participación social, competencia técnica, calidad médica, pertinencia cultural, trato no 
discriminatorio, digno y humano, para lo cual se impulsaría la creación del “INSABI”, a través del 
cual, se realizarían tales acciones, incluidos el suministro de los medicamentos, materiales de 
curación y exámenes clínicos que requieran para tal fin. 

4. El Programa Sectorial de Salud 2020-2024, publicado el 17 de agosto de 2020 en el Diario Oficial de 
la Federación, que parte de la necesidad de disponer de un sistema único, público, gratuito y 
equitativo de salud que garantice el acceso efectivo de toda la población a servicios de salud de 
calidad; establece entre sus objetivos prioritarios, garantizar los servicios públicos de salud a toda la 
población que no cuente con seguridad social y, el acceso gratuito a la atención médica y 
hospitalaria, así como exámenes médicos y suministro de los medicamentos incluidos en el 
Compendio Nacional de Insumos para la Salud. 

5. En este contexto, dentro de “EL PROGRAMA” se prevén como objetivos en los que tiene 
intervención el “INSABI”, los relativos a (i) servicios de atención médica dirigidos a las personas sin 
seguridad social que asisten al primer nivel de atención médica, y (ii) acciones para la prestación de 
los servicios de atención médica dirigidos a las personas sin seguridad social que asisten al primer 
nivel de atención médica. 
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DECLARACIONES 

I. El “INSABI” declara que: 

I.1. De conformidad con los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o, párrafo tercero, 3o, fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y 77 bis 35 de la Ley General de Salud es un Organismo Descentralizado de la 
Administración Pública Federal sectorizado en la Secretaría de Salud, cuyo objeto es proveer y 
garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados a las personas sin seguridad social, así como impulsar, en coordinación con la 
Secretaría de Salud en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a lograr una 
adecuada integración y articulación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de 
Salud. 

I.2. De conformidad con el artículo 77 bis 35, fracción II de la Ley General de Salud, tiene entre sus 
funciones celebrar y proponer convenios y demás instrumentos jurídicos de coordinación y 
colaboración con las instituciones de salud públicas, entidades federativas y municipios, para 
asegurar el cumplimiento de su objeto. 

I.3. El Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar, en su carácter de Director General, cargo que acredita 
con copia de su nombramiento, cuenta con las facultades necesarias para la celebración del 
presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 77 bis 
35 B, fracción II y 77 bis 35 G, párrafo segundo de la Ley General de Salud y 22, fracción I y 
59, fracción I de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. 

I.4. Participa en la celebración del presente instrumento jurídico, en asistencia del Director General 
de “INSABI”, el Dr. César Alejandro Arce Salinas, Titular de la Unidad de Coordinación 
Nacional Médica, en virtud de las atribuciones que se le confieren en el artículo Trigésimo 
octavo del Estatuto Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar, quien acredita su cargo 
con copia del nombramiento respectivo. 

I.5. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como 
domicilio el ubicado en calle Gustavo E. Campa número 54, colonia Guadalupe Inn, 
Demarcación Territorial Álvaro Obregón, Ciudad de México. C.P. 01020. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. El Estado de Guerrero, es una Entidad Libre y Soberana que forma parte integrante de la 
Federación, de conformidad con lo establecido en los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, 
fracción I, 43 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 1 y 
22 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

II.2. El C.P. Raymundo Segura Estrada, Secretario de Administración y Finanzas, cargo que 
acredita con copia del nombramiento del 15 de octubre de 2021 expedido por la Maestra 
Evelyn Cecia Salgado Pineda, Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero, cuenta con las facultades necesarias para suscribir el presente Convenio de 
Colaboración, de conformidad con los artículos 87, 88 y 90, numeral 2 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 3, 7, 11, 18, apartado A, fracción III y 22 de 
la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Guerrero número 08, así como 8 y 
9, fracciones LXIV y LXXIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas y 
Administración. 

II.3. La Dra. Aidé lbarez Castro, Secretaria de Salud y Directora General de los Servicios Estatales 
de Salud del Estado de Guerrero, quien acredita sus cargos mediante los nombramientos de 
fecha 15 de octubre de 2021, expedidos por la Maestra Evelyn Cecia Salgado Pineda, 
Gobernadora Constitucional del Estado Libre y Soberano de Guerrero, tiene la competencia y 
legitimidad suficiente y necesaria para suscribir el presente Convenio de Colaboración, según 
se desprende de lo previsto en los artículos 87, 88 y 90, numeral 2 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 3, 7, 11, 18, apartado A, fracción IX y 28 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Guerrero número 08; 7, fracción II, 8, 11, 
fracción I y 11 BIS, fracciones I y VI, 17 QUINQUIES y 17 SEXIES de la Ley número 1212 de 
Salud del Estado de Guerrero; 3, 9, fracciones XXIV y XXIX y 59, fracción VI del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Salud y de los Servicios Estatales de Salud del Estado del Estado 
de Guerrero, así como Segundo del Decreto Número 425 por el que se reforman y adicionan 
diversas disposiciones de la Ley Número 1212 de Salud del Estado de Guerrero, publicado en 
el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guerrero, No. 103 Alcance VIII, el 23 de 
diciembre de 2016. 
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II.4. Sus prioridades para alcanzar los objetivos pretendidos a través del presente instrumento 
jurídico son contribuir, en el marco de “EL PROGRAMA”, a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud correspondientes preferentemente al 
primer nivel de atención, dirigidos a las personas sin seguridad social. 

II.5. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como su 
domicilio el ubicado en Avenida Ruffo Figueroa número 6, Colonia Burócratas, Código Postal 
39090, de la ciudad de Chilpancingo, capital del Estado de Guerrero. 

Una vez expuesto lo anterior, y en virtud de que la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, dispone en sus artículos 74 y 75, que el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, autorizará la ministración de los subsidios y transferencias con cargo en el 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; los cuales se ejercerán conforme a las 
disposiciones generales aplicables, están de acuerdo en celebrar el presente Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el desarrollo 
de acciones correspondientes a “EL PROGRAMA”, conforme a las estipulaciones que se contienen en las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” y con la 
finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación gratuita de servicios de 
salud correspondientes preferentemente al primer nivel de atención, dirigidos a las personas sin seguridad 
social, los destine a contribuir a sufragar el gasto de operación de las unidades médicas de “LA ENTIDAD”, en 
los términos estipulados en este instrumento jurídico y sus anexos. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se transfieran en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley de Disciplina Financiera de las 
Entidades Federativas y los Municipios, el Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, y en las estipulaciones de este Convenio de Colaboración. 

SEGUNDA. TRANSFERENCIA. Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, 
el “INSABI” transferirá a “LA ENTIDAD”, en una ministración, recursos presupuestarios federales con el 
carácter de subsidios hasta por la cantidad de $32,218,338.71 (treinta y dos millones doscientos dieciocho mil 
trecientos treinta y ocho pesos 71/100 M.N.), conforme al capítulo de gasto y partida que se señalan en el 
Anexo 1 del presente Convenio de Colaboración. 

Los recursos presupuestarios federales a que se refiere el párrafo anterior serán transferidos por el 
“INSABI” a “LA ENTIDAD”, dentro del periodo que para tal efecto se precisa en el Anexo 1 del presente 
Convenio de Colaboración. 

Para los efectos anteriores, en términos de lo dispuesto por el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, "LA ENTIDAD", a través de su Secretaria de Finanzas y Administración, deberá 
abrir, en forma previa a la radicación de los recursos, una cuenta bancaria productiva, única y específica para 
este Convenio de Colaboración, en la institución bancaria que determine, con la finalidad de que dichos 
recursos y sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Una vez radicados los recursos presupuestarios federales en la Secretaria de Finanzas y Administración 
ésta se obliga a ministrarlos íntegramente junto con los rendimientos financieros que se generen, dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a su recepción, a los Servicios Estatales de Salud del Estado de 
Guerrero, que tendrá el carácter de Unidad Ejecutora para efectos del presente Convenio de Colaboración. 

La Unidad Ejecutora, deberá informar al "INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, 
adscrita a la Unidad de Coordinación Nacional Médica, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a aquél 
en que concluya el plazo a que se refiere el párrafo anterior, la recepción de los recursos transferidos, 
señalando el monto y fecha de la misma, así como el importe de los rendimientos financieros generados que 
le hayan sido ministrados. Para efecto de que la Unidad Ejecutora pueda verificar el cumplimiento de esta 
obligación, el "INSABI” le dará aviso de la transferencia de recursos que realice a la Secretaria de Finanzas y 
Administración de “LA ENTIDAD”. En caso de advertirse algún incumplimiento a lo anterior, el “INSABI” lo 
informará a la Auditoría Superior de la Federación, a la Secretaría de la Función Pública y al órgano de control 
interno estatal, para los efectos legales y administrativos que procedan. 
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Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora deberá, previamente a la 
ministración de los recursos por parte de la Secretaria de Finanzas y Administración, abrir una cuenta 
bancaria productiva, única y específica para la recepción, ejercicio, comprobación y cierre presupuestario de 
los recursos referidos, a fin que éstos y sus rendimientos financieros estén en todo momento debidamente 
identificados. 

La no ministración de estos recursos y sus rendimientos financieros por parte de la Secretaria de Finanzas 
y Administración a la Unidad Ejecutora en el plazo establecido en el párrafo cuarto de esta cláusula, se 
considerará incumplimiento de este instrumento jurídico, por lo que de actualizarse dicho supuesto, el 
“INSABI” podrá solicitar que se reintegren a la Tesorería de la Federación los recursos transferidos, así como 
los rendimientos financieros generados, obligándose “LA ENTIDAD” a realizar dicho reintegro dentro de los 
quince días naturales siguientes a la fecha en que sea requerida para tal efecto. 

Secretaria de Finanzas y Administración y la Unidad Ejecutora, deberán remitir al “INSABI” la 
documentación correspondiente a la apertura de las cuentas a que se refiere esta cláusula, en la que se 
especifique que el destino final de los recursos que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Colaboración, es para el desarrollo de las acciones que corresponden a “EL PROGRAMA”, de conformidad 
con los anexos de este instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en los términos de este Convenio de 
Colaboración no pierden su carácter federal, por lo que en su asignación, ejercicio y comprobación deberán 
observarse las disposiciones jurídicas federales aplicables. 

Asimismo, se acuerda que el monto de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del 
presente Convenio de Colaboración no es susceptible de presupuestarse en los ejercicios siguientes, por lo 
que no implica el compromiso de transferencias posteriores ni en ejercicios fiscales subsecuentes con cargo al 
Ejecutivo Federal, para complementar cualquier otro gasto administrativo o de operación vinculado con el 
objeto del mismo, que no esté expresamente considerado en sus anexos. 

Los recursos presupuestarios federales que el “INSABI” se compromete a transferir a “LA ENTIDAD” en 
virtud del presente Convenio de Colaboración, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

TERCERA. VERIFICACIÓN DEL DESTINO DE LOS RECURSOS FEDERALES. Para asegurar la 
transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos federales ministrados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro del marco de sus 
atribuciones y a través de los mecanismos que esta última implemente para tal fin, verificará (i) el 
cumplimiento del objetivo e indicadores a que se refiere la cláusula Cuarta de este Convenio de 
Colaboración, y (ii) que los recursos presupuestarios federales señalados en su cláusula Segunda 
sean destinados únicamente para cumplir el objeto del presente instrumento jurídico, de conformidad 
con su Anexo 2, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

II. Las acciones de verificación de la aplicación de los recursos que el "INSABI" realice en los términos 
estipulados en el presente instrumento jurídico, no implicará en modo alguno que éste pueda 
participar en los procesos de aplicación de los mismos, en virtud de lo cual deberá abstenerse de 
intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de cualquier otro instrumento jurídico 
que formalice la Unidad Ejecutora para cumplir con el objeto de este instrumento jurídico, así como 
de interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión externo que defina  
“LA ENTIDAD” durante la aplicación de los recursos presupuestarios destinados a su ejecución y 
demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través de “LA ENTIDAD”. 

III. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar visitas de supervisión y verificación, a efecto de 
observar la correcta aplicación y seguimiento de los recursos federales transferidos para la operación 
y objeto del “PROGRAMA”, y el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente 
instrumento jurídico, incluyendo la presentación de los informes que deba rendir “LA ENTIDAD” en 
los términos previstos en el presente instrumento jurídico. Los resultados derivados de las visitas de 
supervisión y verificación, se notificarán a la Unidad Ejecutora para que proceda conforme a sus 
atribuciones. 

 Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, la Unidad Ejecutora estará obligada a otorgar al 
“INSABI”, a través de su personal que designe; todas las facilidades que resulten necesarias. 
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IV. Para los efectos de las acciones de supervisión y verificación referidas en las fracciones I y III de la 
presente cláusula, “LA ENTIDAD” al rendir los informes del ejercicio presupuestario, deberá exhibir 
en medio electrónico la documentación escaneada de su original que sustente la correcta aplicación 
de los recursos a que se refiere la cláusula Segunda del presente instrumento jurídico. 

V. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, podrá en todo momento verificar en 
coordinación con “LA ENTIDAD” la documentación que permita observar el ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, así como los rendimientos financieros 
generados y podrá solicitar a esta última que exhiba el original de los documentos que justifiquen y 
comprueben el ejercicio de dichos recursos. 

VI. En caso de presentarse (i) la falta de comprobación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos a “LA ENTIDAD”, así como de sus rendimientos financieros o, (ii) no sean ejercidos en 
los términos estipulados en el presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” podrá solicitar  a “LA 
ENTIDAD” su reintegro a la Tesorería de la Federación. En estos supuestos, “LA ENTIDAD” estará 
obligada a efectuar dicho reintegro dentro de los quince días naturales siguientes a la fecha en que el 
“INSABI” se lo requiera. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Los recursos a que se refiere la Cláusula Segunda del 
presente Convenio de Colaboración tendrán el objetivo, meta e indicadores que a continuación se mencionan: 

OBJETIVO: los recursos que se transfieran a “LA ENTIDAD” en virtud del presente Convenio de 
Colaboración deberán destinarse a contribuir a sufragar el gasto de operación de las unidades médicas  de 
“LA ENTIDAD” que prestan servicios a las personas sin seguridad social, correspondientes preferentemente al 
primer nivel de atención, exclusivamente con cargo a las partidas de gasto del Clasificador por Objeto del 
Gasto de la Administración Pública Federal que se incluyen en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

META: Aplicación de la totalidad de los recursos transferidos en términos de lo estipulado en el presente 
instrumento jurídico y su Anexo 2. 

INDICADORES: En el Anexo 3 del presente instrumento jurídico se describen los indicadores aplicables al 
presente instrumento jurídico. 

QUINTA. APLICACIÓN. Los recursos presupuestarios federales a que alude la cláusula Segunda de este 
instrumento jurídico serán destinados por “LA ENTIDAD” en forma exclusiva a contribuir a sufragar el gasto de 
operación, preferentemente de las unidades médicas correspondientes al primer nivel de atención, que 
prestan servicios a las personas sin seguridad social, durante el periodo comprendido entre el 1 de marzo y el 
31 de diciembre de 2022, con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la 
prestación gratuita de los mismos,. Dichos recursos no podrán destinarse a conceptos de gasto distintos a los 
previstos en el Anexo 2 de este instrumento jurídico. 

Los recursos presupuestarios federales que se transfieran en virtud del presente Convenio de 
Colaboración se devengarán conforme a lo establecido en el artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal  
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; se registrarán por “LA ENTIDAD” en su contabilidad de 
acuerdo con las disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan 
su carácter federal. 

La Unidad Ejecutora podrá ejercer los rendimientos financieros generados en la cuenta bancaria 
productiva, única y específica en la que haya recibido los recursos presupuestarios federales objeto del 
presente instrumento jurídico, debiéndose sujetar para ello a los conceptos de gasto señalados en el Anexo 2 
del presente instrumento jurídico. 

“LA ENTIDAD” presentará un reporte de los rendimientos financieros que generen los recursos 
presupuestarios federales transferidos en virtud del presente instrumento jurídico, conforme al Anexo 4 de 
este Convenio de Colaboración. 

El seguimiento del ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente 
instrumento, así como de los rendimientos financieros que éstos generen deberá hacerse a través del 
Formato para Certificación de Gasto, del Formato de Reporte de Acciones y del Formato de Cierre  del 
Ejercicio Presupuestario que se incluyen como Anexos 5, 6 y 7 del mismo, con base en los conceptos de 
gasto previsto en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración. 

Los remanentes de los recursos presupuestarios federales transferidos a “LA ENTIDAD”, junto con los 
rendimientos financieros generados o los remanentes de éstos, según corresponda, deberán ser reintegrados 
a la Tesorería de la Federación en los términos y plazos previstos en el artículo 17 de la Ley de Disciplina 
Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, debiendo informarlo a “EL INSABI”, por conducto de 
la Coordinación de Atención a la Salud, de manera escrita y con los documentos soportes correspondientes. 
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SEXTA. GASTOS ADMINISTRATIVOS. Los gastos administrativos y demás erogaciones no previstas en 
el Anexo 2 del presente instrumento jurídico, deberán ser realizados por “LA ENTIDAD” con cargo a sus 
recursos propios. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, “LA ENTIDAD” se obliga a: 

I. Vigilar el estricto cumplimiento de las disposiciones jurídicas aplicables al ejercicio del gasto público 
federal, obligándose, en consecuencia, a dar aviso a las instancias competentes, respecto de 
cualquier anomalía detectada. 

II. Garantizar en todo momento, a través de la Unidad Ejecutora, que las contrataciones que efectúe en 
cumplimiento del objeto del presente Convenio de Colaboración, cumplan con las disposiciones 
jurídicas aplicables. 

III. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que proporcione para 
el cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, 
particularmente, de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de 
cuentas y transparencia de los recursos presupuestarios federales transferidos, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

IV. Aplicar los recursos federales transferidos y sus rendimientos financieros conforme al objetivo, meta 
e indicadores previstos en el presente instrumento jurídico. 

V. Remitir por conducto de la Unidad Ejecutora al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la 
Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la transferencia de 
los recursos presupuestarios federales referidos en la cláusula Segunda del presente Convenio  de 
Colaboración, los comprobantes que acrediten la recepción de dicha transferencia, conforme a la 
normativa aplicable. La documentación comprobatoria a que se refiere éste párrafo, deberá remitirse 
en archivo electrónico con el Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

 Así mismo, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a 
la Salud, en un plazo no mayor a diez (10) días hábiles posteriores a la recepción de la ministración 
realizada por parte de la Secretaria de Finanzas y Administración, el comprobante que acredite la 
recepción de la ministración, conforme a la normativa aplicable. 

VI. Integrar la información financiera relativa a los recursos federales transferidos para la ejecución del 
objeto del presente Convenio de Colaboración, en los términos previstos en el artículo 70 de la Ley 
General de Contabilidad Gubernamental. 

VII. Rendir al “INSABI”, por conducto de la Unidad Ejecutora, los informes (i) del ejercicio del gasto y de 
las acciones realizadas de manera mensual, a más tardar los días quince (15) de noviembre y 15 de 
diciembre de 2022, y (ii) de cierre del ejercicio, dentro de los (30) días siguientes a que ocurra el 
mismo, conforme a los Anexos 5, 6 y 7 de este Convenio de Colaboración, respectivamente. 

VIII. Verificar, a través de la Unidad Ejecutora, que la documentación comprobatoria del gasto de los 
recursos presupuestarios federales objeto de este Convenio de Colaboración, cumpla con los 
requisitos fiscales establecidos en las disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que 
determinan los artículos 29 y 29-A del Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a 
nombre de la Unidad Ejecutora. Conforme a lo anterior, dicha documentación deberá contar con el 
archivo electrónico CFDI correspondiente, salvo en los casos de excepción previstos por las leyes 
aplicables, en los que se deberán atender las disposiciones especiales para su comprobación. En tal 
virtud, la Unidad Ejecutora deberá remitir al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la 
Salud, el archivo electrónico con la Verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, 
emitido por el Servicio de Administración Tributaria (SAT). 

 En consecuencia, la autenticidad de la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos 
federales erogados, será responsabilidad de la Unidad Ejecutora. 

IX. Mantener bajo su custodia, a través de la Unidad Ejecutora, la documentación justificatoria y 
comprobatoria original que sustente la erogación de los recursos presupuestarios federales 
transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, obligándose a exhibirla en cualquier 
momento que le sea requerida por “EL INSABI” y, en su caso, por los órganos fiscalizadores 
competentes, además de proporcionar la información adicional que estos últimos le requieran. 

X. Cancelar, conforme a lo señalado en la fracción II del artículo 70 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental, la documentación justificatoria y comprobatoria de los recursos presupuestarios 
federales transferidos en virtud del presente Convenio de Colaboración, con la leyenda “Operado con 
recursos presupuestarios federales del programa E023 “Atención a la Salud” del ejercicio  fiscal 
2022”. 
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XI. Reportar al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, y dar seguimiento mensual, 
por conducto de la Unidad Ejecutora, dentro de los primeros quince (15) días de los meses de 
noviembre y diciembre, el avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores y el resultado 
de las acciones que lleve a cabo, en cumplimiento del objeto de este Convenio de Colaboración. 

XII. Mantener actualizada la información relativa al cumplimiento del objetivo, metas e indicadores para 
los que se destinen los recursos presupuestarios federales transferidos. 

XIII. Proporcionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la información y documentación que el “INSABI” 
le solicite en las visitas de supervisión y verificación que este último opte por realizar, para observar 
el cumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente instrumento jurídico, así como que 
los recursos federales transferidos con motivo del mismo, sean destinados únicamente para el 
cumplimiento de su objeto. 

XIV. Informar sobre la suscripción de este Convenio de Colaboración a los órganos de control y de 
fiscalización de “LA ENTIDAD” y entregarles copia del mismo. 

XV. Difundir en la página de Internet de la Unidad Ejecutora el presente Convenio de Colaboración, así 
como los conceptos financiados con los recursos federales transferidos en virtud del mismo, 
incluyendo los avances y resultados financieros, en los términos de las disposiciones aplicables. 

XVI. Gestionar, por conducto de la Unidad Ejecutora, la publicación del presente instrumento jurídico en el 
órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

OCTAVA. OBLIGACIONES DE EL “INSABI”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” se obliga a: 

I. Transferir, por conducto de la Coordinación de Programación y Presupuesto, a “LA ENTIDAD”, con el 
carácter de subsidios, los recursos presupuestarios federales a que se refiere el presente Convenio 
de Colaboración, dentro del periodo previsto en su Anexo 1. 

II. Verificar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, que los recursos presupuestarios 
federales que en virtud de este instrumento jurídico se transfieran, sean aplicados únicamente para la 
realización del objeto del mismo, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a 
otras instancias competentes de la Federación y/o de “LA ENTIDAD”. 

III. Practicar periódicamente, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dependiendo de 
su disponibilidad de personal y presupuestaria, visitas de supervisión y verificación de acuerdo al 
programa que para tal efecto se establezca. 

IV. Dar seguimiento, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, al ejercicio de los recursos 
presupuestarios federales transferidos y rendimientos financieros generados, con base en los 
informes que la Unidad Ejecutora rinda a través de los formatos establecidos en los Anexos 4, 5, 6 y 
7 de este Convenio de Colaboración. 

V. Solicitar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, la documentación justificatoria y 
comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales transferidos, que la Unidad 
Ejecutora debe presentar en términos de lo estipulado en el presente Convenio de Colaboración, a 
través de los formatos establecidos en sus Anexos 4, 5, 6 y 7. 

VI. Verificar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, que “LA ENTIDAD” efectúe el 
reintegro de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud del presente Convenio de 
Colaboración, cuando (i) después de radicados a la Secretaria de Finanzas y Administración  de “LA 
ENTIDAD”, no hayan sido ministrados a la Unidad Ejecutora en el plazo convenido en este 
instrumento jurídico; (ii) una vez ministrados a la Unidad Ejecutora, el “INSABI” lo requiera por su 
falta de comprobación, o por no haber sido ejercidos en los términos del presente Convenio de 
Colaboración, (iii) al cierre del ejercicio fiscal, en los términos dispuestos en el artículo 17 de la Ley 
de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y de los Municipios. 

VII. Presentar el Informe de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal y los demás informes que sean 
requeridos, sobre la aplicación de los recursos transferidos con motivo del presente Convenio de 
Colaboración. 

VIII. Realizar, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, en el ámbito de su competencia, la 
supervisión, verificación, seguimiento y evaluación de los recursos presupuestarios federales que en 
virtud de este instrumento sean ministrados a “LA ENTIDAD”, de conformidad con las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia del ejercicio del gasto público federal. 
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IX. Realizar las gestiones necesarias para la publicación del presente instrumento jurídico en el Diario 
Oficial de la Federación. 

X. Difundir, en la página de Internet del “INSABI”, el presente Convenio de Colaboración y los recursos 
presupuestarios federales transferidos mediante el presente instrumento jurídico, en los términos de 

las disposiciones aplicables. 

NOVENA. ACCIONES DE VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL Y 
FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del ejercicio de los 
recursos presupuestarios federales transferidos por el “INSABI” a “LA ENTIDAD” con motivo del presente 
instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos estipulados en el mismo y de 
conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando los servidores públicos que participen en la ejecución del presente 
Convenio de Colaboración detecten que los recursos presupuestarios federales transferidos han sido 
destinados a fines distintos a los estipulados en este instrumento jurídico, lo harán del conocimiento de 
manera inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la 
Secretaría de Contraloría y Transparencia Gubernamental de “LA ENTIDAD” y, en su caso, del ministerio 

público que resulte competente. 

DÉCIMA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por "LAS PARTES", que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

DÉCIMA PRIMERA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del 
objeto del presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y 
Seguimiento integrada por un representante del “INSABI” y uno de “LA ENTIDAD”, cuyas funciones serán las 
siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “INSABI” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular de 
la Coordinación de Atención a la Salud. 

“LA ENTIDAD” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a la persona Titular 
de la Secretaría de Salud y de la Dirección General de los Servicios Estatales de Salud del Estado de 

Guerrero. 

DÉCIMA SEGUNDA. VIGENCIA. El presente Convenio de Colaboración surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2022, sin perjuicio de las 
acciones de comprobación del ejercicio del gasto que se realicen con posterioridad en los términos 
convenidos en el mismo y de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables. 

DÉCIMA TERCERA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Colaboración podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Colaboración obligarán a sus signatarios a partir de la fecha de 
su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial  de “LA 
ENTIDAD”. 
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DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico,  “LAS 
PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Décima Primera de este instrumento jurídico, mismas que 
de ser necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se 
señalan en la cláusula que antecede. 

DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Colaboración 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de "LAS PARTES". 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere  "EL 
INSABI". 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA SEXTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Colaboración podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Colaboración se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Décima Primera del presente instrumento 
jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA OCTAVA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que las partes cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, con 
quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario se 
tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para el 
caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada por 
“LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente convenio de colaboración no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

VIGÉSIMA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Colaboración los Anexos que a continuación se indican. Dichos Anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente Convenio de Colaboración. 

ANEXOS 

Anexo 1. MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO DE TRANSFERENCIA 

Anexo 2 PARTIDAS PRESUPUESTARIAS AUTORIZADAS 

Anexo 3.  INDICADORES 

Anexo 4.  REPORTE DE RENDIMIENTOS FINANCIEROS 

Anexo 5.  FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

Anexo 6.  FORMATO DE REPORTE DE ACCIONES 

Anexo 7. FORMATO DE CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 

Leído el presente Convenio de Colaboración, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por sextuplicado, en la Ciudad de México, al día 12 del mes de octubre de 2022.-  Por 
el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce Salinas.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario  de 
Finanzas y Administración, C.P. Raymundo Segura Estrada.- Rúbrica.- Secretaria de Salud y Directora 
General de los Servicios Estatales de Salud del Estado de Guerrero, Dra. Aidé Ibarez Castro.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 

MONTO DE LOS RECURSOS Y CALENDARIO 

DE TRANSFERENCIA 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Partida de Gasto Importe Total Periodo de Transferencia 

43401 
$32,218,338.71 (treinta y dos millones 
doscientos dieciocho mil trecientos 

treinta y ocho pesos 71/100 M.N.) 
Octubre-Diciembre 

 

ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL 
FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO 
ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2022. 

 

ANEXO 2 

PARTIDAS PRESUPUESTARIAS AUTORIZADAS 

No. Partida Descripción 

1 21101 Materiales y útiles de oficina 

2 21601 Material de limpieza 

3 22102 Productos alimenticios para personas derivado de la prestación de servicios públicos en 
unidades de salud 

4 25101 Productos químicos básicos 

5 25301 Medicinas y productos farmacéuticos 

6 25401 Materiales, accesorios y suministros médicos 

7 25501 Materiales, accesorios y suministros de laboratorio 

8 25901 Otros productos químicos 

9 27201 Prendas de protección personal 

10 27501 Blancos y otros productos textiles, excepto prendas de vestir 

11 29501 Refacciones y accesorios menores de equipo e instrumental médico y de laboratorio 

12 33901 Subcontratación de servicios con terceros 

13 33903 Servicios integrales 

14 35401 Instalación, reparación y mantenimiento de equipo de instrumental médico y de 
laboratorio 

15 35701 Mantenimiento y conservación de maquinaria y equipo 

16 35801 Servicios de lavandería, limpieza e higiene 

17 35901 Servicios de jardinería y fumigación 

 

ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 
PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL 
FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON 
CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO 
ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE 
OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 5 

FORMATO PARA CERTIFICACIÓN DE GASTO 

(INSTRUCTIVO) 

 Se deberá anotar lo siguiente: 

1 Nombre de la Entidad Federativa. 

2 Fecha en que se elaboró en formato de certificación de gasto. 

3 Mes que reporta. 

4 Partida de gasto ejercida. 

5 Número del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI). 

6 Monto erogado por CFDI. 

7. Concepto específico del monto erogado. 

8 Número de Póliza Cheque y/o Transferencia Electrónica del pago efectuado. 

9 Fecha de elaboración de la Póliza de Cheque y/o Transferencia Electrónica. 

10 Clave de la CLUES de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

11 Nombre de la unidad médica en la que se ejerció el concepto de gasto. 

12 Observaciones: Aclaración o señalamiento por parte de la Entidad Federativa. 

13 Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

14 Nombre, cargo y firma del Director de Administración (o equivalente). 

15 Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora. 

ANEXO 5 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 6 

FORMATO DE REPORTE DE ACCIONES 

(INSTRUCTIVO) 

Se deberá anotar lo siguiente: 

1. Nombre de la Entidad Federativa. 

2. Nombre del Programa que reporta. 

3. Mes que reporta. 

4. Registrar las Claves conforme a INEGI, ejemplo: “Localidad - Aguascalientes – Clave 010010001” 

- Entidad Federativa: Registrar clave a dos dígitos: 01 Aguascalientes 

- Municipio: Registrar clave a tres dígitos: 001 Municipio de Aguascalientes 

- Localidad: Registrar clave a cuatro dígitos: 0001 Aguascalientes 

5. Nombre de la Localidad 

6. Clave de la CLUES 

7. Nombre de la unidad médica 

8. Registrar el presupuesto ejercido por unidad médica para acciones del programa a reportar 

9. Registrar la acción realizada por unidad médica. 

10. Registrar aclaraciones o señalamientos adicionales por parte de la Entidad Federativa. 

11. Registrar el total del presupuesto ejercido en la Entidad Federativa. 

12. Nombre, cargo y firma del Responsable de la elaboración del formato. 

13. Nombre, cargo y firma del Director de Administración o equivalente. 

14. Nombre, cargo y firma del Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 

ANEXO 6 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 

RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL 

ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 
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ANEXO 7 
FORMATO DE CIERRE PRESUPUESTARIO DEL EJERCICIO FISCAL 

(INSTRUCTIVO) 
 Se deberá anotar lo siguiente: 
1. Nombre de la Entidad Federativa. 
2. Fecha en que se elaboró el cierre presupuestario del ejercicio fiscal 2022 
3. Registrar la clave de la partida de gasto autorizada para la operación del programa 
4. Registrar el importe total autorizado para la operación del Programa E023. 
5. Registrar el importe total modificado autorizado, resultado de las adecuaciones presupuestarias (aumentos y reducciones por transferencia de recursos entre 

partidas de gasto, por aumentos y reducciones liquidas al presupuesto y por reintegros a la Tesorería de la Federación), por partida de gasto al cierre del 
ejercicio fiscal 2022 

6. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas y respaldadas por los documentos comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas 
con cargo al presupuesto 2022 por partida de gasto 

7. Registrar el importe de las provisiones de recursos para atender los compromisos derivados de la operación del Programa E023 – 2022 (contratos de 
servicios o cualquier otra figura que signifique una obligación de realizar una erogación), siempre que se hubieren contabilizado debida y oportunamente las 
operaciones correspondientes y hayan sido contemplas en su presupuesto. 

8. Registrar el importe del reintegro de los recursos financieros a la Tesorería de la Federación, derivado de la transferencia de recursos federales que, al 31 de 
diciembre del ejercicio fiscal presente, no fueron ejercidos y devengados por la Unidad Ejecutora 

9. Registrar el importe total que resulte de la sumatoria por cada columna de presupuesto y reintegro de recursos financieros 
10. Registrar el importe total de los rendimientos financieros generados al cierre del ejercicio fiscal, tanto para la Secretaría de Finanzas (o su equivalente), como 

para los Servicios Estatales de Salud y/o Unidad Ejecutora. 
11. Registrar el Importe de las erogaciones realizadas por la Unidad Ejecutora con rendimientos financieros generados y respaldadas por los documentos 

comprobatorios, CFDI (PDF y XML), una vez autorizadas y pagadas con cargo al programa 
12. Registrar el importe del reintegro de los rendimientos financieros que no fueron comprometidos y devengados al 31 de diciembre del presente ejercicio fiscal 
13. Registrar el importe que resulte de la sumatoria de las columnas de los rendimientos financieros generados y ejercidos durante el presente ejercicio fiscal, 

así como los reintegros correspondientes 
14. Nombre y cargo del Responsable de la elaboración del formato  
15. Nombre del Director Administrativo (o equivalente). 
16. Titular de la Unidad Ejecutora (o su equivalente). 
ANEXO 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS 

PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO FISCAL 2022, CON CARGO A LOS 
RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL 
ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 

FIRMAS DE LOS ANEXOS 1 A 7 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL 
CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA LLEVAR A CABO ACCIONES PARA EL FORTALECIMIENTO PREFERENTEMENTE DEL PRIMER NIVEL DE ATENCIÓN EN EL EJERCICIO 
FISCAL 2022, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD”, CELEBRADO ENTRE EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL 
BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE GUERRERO, EL 12 DE OCTUBRE DE 2022. 

Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Coordinación Nacional Médica, Dr. César Alejandro Arce 
Salinas.- Rúbrica.- Por la Entidad: Secretario de Finanzas y Administración, C.P. Raymundo Segura Estrada.- Rúbrica.- Secretaria de Salud y Directora General de 
los Servicios Estatales de Salud del Estado de Guerrero, Dra. Aidé Ibarez Castro.- Rúbrica. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL 
ACUERDO número ACDO.SA2.HCT.281122/339.P.DA, dictado por el H. Consejo Técnico en sesión ordinaria de 
28 de noviembre de 2022, por el que se aprobaron las modificaciones y adiciones al documento normativo interno 
denominado Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las 
Mismas del Instituto Mexicano del Seguro Social (POBALINES), clave 1000-001-029. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Mexicano del Seguro Social.- Coordinación de Infraestructura 
Inmobiliaria de la Unidad de Infraestructura, Proyectos Especiales y Cartera de Inversión dependiente de la 
Dirección de Administración. 

El H. Consejo Técnico, en la sesión ordinaria celebrada el día 28 de noviembre del presente año, dictó el 
Acuerdo ACDO.AS2.HCT.281122/339.P.DA, en los siguientes términos: 

“Este Consejo Técnico, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 263 y 264, fracción XVII, de la Ley 
del Seguro Social, 31, fracciones XVI y XX, del Reglamento Interior del Instituto Mexicano del Seguro Social, y 
conforme a la propuesta que presenta la persona Titular de la Dirección de Administración, mediante oficio 
1028 de fecha 17 de noviembre de 2022, así como del dictamen del Comité del mismo nombre del propio 
Órgano de Gobierno, emitido en reunión celebrada el día 23 del mismo mes y año, Acuerda: Primero.- 
Aprobar las modificaciones y adiciones propuestas al documento normativo interno denominado 'Políticas, 
Bases y Lineamientos en Materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Instituto 
Mexicano del Seguro Social' (POBALINES), clave 1000-001-029. Segundo.- Instruir a la persona Titular de la 
Dirección Jurídica, para que realice los trámites necesarios ante las instancias competentes, a fin de publicar 
este Acuerdo y las respectivas modificaciones a las ‘Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras 
Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Instituto Mexicano del Seguro Social’ en el Diario Oficial 
de la Federación, mismas que entrarán en vigor al día siguiente de la aprobación del Acuerdo con 
independencia del día en que se realice la publicación correspondiente. Tercero.- A partir de la entrada en 
vigor de las presentes POBALINES, se dejan sin efectos las Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de 
Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del Instituto Mexicano del Seguro Social, clave 
1000-001-029 aprobadas por el propio Órgano de Gobierno en sesión del 31 de mayo de 2021, mediante el 
Acuerdo ACDO.SA2.HCT.310521/139.P.DA". 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 28 de noviembre de 2022.- Secretario General, Lic. Marcos Bucio Mújica.- Rúbrica. 

En cumplimiento a lo anterior, se emiten las siguientes modificaciones al documento: 

POLÍTICAS, BASES Y LINEAMIENTOS EN MATERIA DE OBRAS PÚBLICAS Y SERVICIOS 
RELACIONADOS CON LAS MISMAS DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, CLAVE 1000-

001-029 

2.10 CII: Coordinación de Infraestructura Inmobiliaria de la UIPECI. 

2.11 CIM: Coordinación de Investigación de Mercados de la UADQS. 

2.15 Conflicto de interés: Concepto legal establecido en la fracción VI del artículo 3 de la LGRA. 

2.17 CPECI: Coordinación de Proyectos Especiales y Cartera de Inversión de la UIPECI. 

2.48 OLI: Documento presupuestario que autoriza ejercer los recursos de programas y proyectos de 
inversión, requerido para convocar, adjudicar y formalizar los compromisos que le permitan iniciar y continuar 
con su ejecución, el cual es emitido por la persona titular de la Coordinación de Presupuesto e Información 
Programática o por el servidor público autorizado en el Manual de Organización de la Dirección de Finanzas a 
las Unidades Responsables del Gasto adquirientes. 

2.53 PEF: Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal correspondiente. 

2.67 UADQS: Unidad de Adquisiciones de la DA. 

2.68 UIPECI: Unidad de Infraestructura, Proyectos Especiales y Cartera de Inversión de la DA. 

4.3 ... 

a.1 La CEPI – Médica aprobada para unidades médicas sujetándose a lo establecido en el “Procedimiento 
para la planeación y evaluación de proyectos de inversión física en unidades médicas” que para tal efecto 
emita la DPM por conducto de la Coordinación de Planeación de Servicios Médicos de Apoyo. 

... 
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a.3 La CEPI-OP la cual deberá contar con la documentación de trabajo elaborada con base a la  CEPI-
Medica aprobada, al Programa Médico y la propuesta de Anteproyecto arquitectónico conceptual, que 
sustente los metros cuadrados de la acción obra de que se trate, así como el presupuesto requerido para 
llevarla a cabo, integrando la información requerida conforme a lo que establece el procedimiento vigente de 
la CII. 

... 

4.4 La DA, por conducto de la CII y de la CCSG, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
deberán realizar las acciones necesarias para conformar el POE del ejercicio fiscal que corresponda, a efecto 
de cumplir con lo dispuesto por los artículos 21 y 22, de la Ley¸ siendo responsabilidad de la CII por conducto 
de la DESF, su integración final, así como de su difusión en CompraNet. 

4.6 ... 

... 

c. En el caso de obra nueva, el terreno debe estar libre de cualquier interferencia aérea, superficial o 
en el subsuelo y cumplir con las normas de derecho de vía municipal, estatal, federal y de cualquier otra 
autoridad competente en las materias antes señaladas de acuerdo con lo establecido en el “Procedimiento 
para la selección y evaluación de terrenos, mediante el uso del Sistema Integral de Control y Seguimiento de 
la Infraestructura Inmobiliaria (SICSII)”, debiéndose identificar y estimar en el Oficio de validación técnica de 
terrenos el costo de obras accesorias, inducidas y de mitigación de impacto ambiental. 

... 

f. Sólo podrán ser incluidas dentro de Programa de Inversión Física aquellas obras nuevas y/o 
ampliaciones, que cumplan con lo dispuesto por los párrafos anteriores, y cuenten con la evaluación y el 
Oficio de opinión técnica favorable del terreno, debiéndose sujetar para tales efectos al procedimiento que 
emita la DA por conducto de la CII. 

... 

4.7 ... 

... 

El EAO se integrará con base en los modelos continuos para cada servicio de atención médica, 
considerando el Programa Médico, la Guía de Dotación, los planos de mobiliario, así como las guías 
mecánicas de equipamiento por local y servicio, detalladas y aprobadas por la Coordinación de Planeación de 
Servicios Médicos de Apoyo de la DPM y la Unidad Médica, en tanto cuente con suficiencia presupuestal, 
registro vigente en la cartera de inversión de la SHCP y calendario del ejercicio actual prevista en la 
normatividad vigente. 

4.13 Las ARET que pretendan contratar o realizar estudios o proyectos, previamente harán la consulta 
mediante oficio a su respectivo Órgano Normativo, sobre la existencia de trabajos de la materia que se trate, 
quien contará con un plazo de 3 (tres) días hábiles a partir de su recepción para dar atención a la solicitud, en 
el entendido de que, de no recibir pronunciamiento alguno, se procederá a la contratación. 

... 

4.14 ... 

a. En los Órganos Normativos: 

En los proyectos de inversión física a cargo de la CII: La DESF gestionará a través de la CPECI el registro 
de Inversión física de los Programas y Proyectos de Inversión en la Cartera de la SHCP. 

En los proyectos de inversión física a cargo de los Centros Vacacionales: el Gerente de Conservación; el 
Gerente de Mantenimiento y Servicios Generales; el Gerente de Conservación y Servicios Generales, o bien 
aquel que de acuerdo con la estructura se encuentre autorizado, gestionará a través de la CPECI el registro 
de Inversión Física de los Programas y Proyectos de Inversión en la Cartera de la SHCP. 

En los proyectos de inversión física a cargo de la CCSG: La DIC gestionará a través de la CPECI el 
registro de Inversión Física de los Programas y Proyectos de Inversión en la Cartera de la SHCP. 

b. En los OOAD: 

En los proyectos de inversión física a cargo de los OOAD Estatal/Regional, el DCPI o el DCSG, este último 
cuando así lo determine el titular del OOAD Estatal/Regional, gestionará a través de la CPECI el registro de 
Inversión Física de los Programas y Proyectos de Inversión en la Cartera de la SHCP. 

En las UMAE: En los proyectos de inversión física, el DCSG gestionará a través de la CPECI el registro de 
Inversión Física de los Programas y Proyectos de Inversión en la Cartera de la SHCP. 
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4.15 La CEPI-OP se elaborará e integrará con base en las políticas y procedimiento que al efecto 
establezca la CII, que se sustentará con la CEPI-Médica, Programa médico arquitectónico y el Anteproyecto 
arquitectónico conceptual y en su caso el Oficio de validación normativa. Será el documento que aportará 
información para poder solicitar el registro de un Programa o Proyecto de Inversión o para actualizar su 
vigencia en caso de que se requiera. 

... 

Emitida la procedencia técnica de la CEPI-OP, se enviará a la DESF y considerando el estatus de 
prioridad en el que se haya clasificado por el Órgano Normativo correspondiente, se determinará su inclusión 
y asignación de recursos presupuestales en el POE, a efecto de obtener la autorización del CT. 

... 

4.26 ... 

a. En los Órganos Normativos: 

 •Los titulares de la DA, la UA, la UIPECI, la CII, la CPECI, la CCSG, CIM, la CTPCI, la DCC, la 
DESF, la DC, la DP y la DIC. 

... 

4.27 El IMSS a través de la DA, de la UIPECI, de la CII y las unidades administrativas que la integran 
establecen el compromiso institucional de prevenir los conflictos de interés que pudieran presentarse en los 
procedimientos de contratación. 

... 

5.10 Los Órganos Normativos o los OOAD, previo a cualquier solicitud de acción de obra, deberán 
obtener de la CII la evaluación técnica normativa del terreno de acuerdo con lo establecido en el 
“Procedimiento para la selección y evaluación de terrenos, mediante el uso del Sistema Integral de Control y 
Seguimiento de la Infraestructura Inmobiliaria (SICSII)”, dicha evaluación estará a cargo de la DP. 

5.12 ... 

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 2, fracción XVI, 15 Bis, 15 Ter y 15 Quater del 
Reglamento, y numerales 4.2.1.1.3, 4.2.2.1.3 y 4.2.2.2.3 del MAAGMOPSRM, la CIM a través de la DIMOP 
realizará la investigación de mercado verificando la existencia y costo de materiales, mano de obra, 
maquinaria y equipo, así como de contratistas a nivel nacional e internacional, susceptibles de cumplir legal, 
técnica y económicamente, determinando el precio de los conceptos de trabajo o actividades a ejecutar y el 
precio total estimado de los trabajos. 

5.12.1 ... 

• Términos de referencia debidamente autorizados. 

• Presupuesto histórico de la última contratación para obras públicas/servicios similares. 

• Catálogo de conceptos, con desglose de actividades, unidades de medida correspondientes y 
valorizadas en moneda nacional. 

(se eliminó) 

• Planos de plantas arquitectónicas y cortes indicando ubicación de los trabajos a ejecutar, 
metros cuadrados de la obra/ampliación/reparación/mantenimiento. 

• Indicar el tiempo en días de ejecución de obra. 

• Si se considera necesario: notas generales, fichas técnicas del equipo requerido y fotografías 
del inmueble. 

... 

De manera paralela a la investigación de mercado, las ARC elaborarán un documento previo con la 
información que tengan en sus archivos, el cual remitirán a la CIM dentro de los 10 días hábiles siguientes a la 
solicitud que alude el numeral 5.12, a fin de que sirva como una referencia para la determinación del precio 
total estimado de los trabajos. 

5.12.6 La DIMOP realizará la investigación de mercado con información obtenida de cuando menos dos de 
las fuentes referidas en el artículo 15 Bis del Reglamento, y de acuerdo con ese orden de prelación. 

5.16 Previo al inicio del procedimiento de contratación para el desarrollo del proyecto ejecutivo o la 
ejecución de un proyecto integral, para la construcción de Unidad Médica o no Médica (nueva o ampliación), 
el Área Requirente deberá obtener del área usuaria del OOAD y del Órgano Normativo correspondiente, la 
aprobación y validación del Programa médico o arquitectónico, considerando lo siguiente: 

... 
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5.22 ... 

... 

b.3 Las acciones de obra que requieran iniciar la contratación en el ejercicio fiscal previo al inicio de los 
trabajos, deberán cumplir con las disposiciones establecidas en el numeral 7.4.10 de la Norma Presupuestaria 
del IMSS. 

5.29 El Área Requirente deberá adjuntar a su solicitud la documentación mínima, requerida por el 
Órgano Normativo de que se trate, considerando la complejidad, magnitud y características de las obras o 
servicios a contratar. 

5.30 ... 

... 

a. En los Órganos Normativos: 

•Como representante del IMSS: el titular de la UIPECI o el titular de la CII. 

... 

•Como apoderados del IMSS: el titular de la UIPECI o el titular de la CCSG. 

... 

5.31 ... 

.... 

a. ... 

... 

• Como Área Responsable de la Supervisión y Control de la ARC: El titular de la UIPECI, para obras y 
servicios del ámbito de la competencia de la CII. 

.... 

Para los contratos que se celebren en el ámbito de la competencia de la CCSG, no aplica la firma del 
titular de la UIPECI. 

... 

5.32 ... 

... 

c.3 Una vez recabadas las firmas en su totalidad, deberá devolverse un ejemplar a la CLC, para integrarse 
a los archivos de ese Órgano Normativo, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 77, fracción IX, del 
RIIMSS. 

5.56 ... 

b.2 En los OOAD: 

En los OOAD Estatal/Regional: El titular del OOAD Estatal/Regional, cuando intervenga como 
representante legal del IMSS. 

En las UMAE: El titular de la Dirección de la UMAE, cuando intervenga como representante legal del 
IMSS. 

b.3 En los Órganos Operativos: 

En los Centros Vacacionales: El Gerente o Administrador General del Centro Vacacional, como represente 
legal del IMSS. 

5.77 El IMSS podrá otorgar anticipos en las contrataciones de obras públicas y de servicios relacionados 
con las mismas, de conformidad en lo previsto en el artículo 50 de la Ley. 

El titular del Área Requirente será el servidor público responsable de determinar para que obras o 
servicios se otorgarán anticipos y su porcentaje, debiendo fundar y motivar la necesidad técnica y económica 
que justifique su otorgamiento, previamente a que se lleve a cabo el procedimiento de contratación. Dicho 
escrito de justificación deberá adjuntarse a la solicitud de contratación. 

... 

Una vez determinado por el Área Requirente otorgar anticipo para una obra o servicio, deberá comunicarlo 
por escrito en su solicitud de contratación a la ARC, a efecto de que dicha circunstancia sea incluida en la 
convocatoria o en la solicitud de cotización, según sea el caso, acompañando a dicha solicitud un original del 
escrito referido en el párrafo anterior. 
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5.79 El otorgamiento del anticipo se realizará en términos de lo establecido en los artículos 50 de la Ley, 
y 138, 139, 140, 141 y 142, de su Reglamento. 

a. Eliminó 

b. Eliminó 

5.80 La amortización del anticipo se realizará en términos de lo establecido en el artículo 143 del 
Reglamento, y conforme a lo siguiente: 

Los ajustes que se determinen no darán lugar a la aplicación de cargos financieros, cuando éstos se 
apliquen de inmediato y se den dentro del plazo de ejecución convenido, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 55, de la Ley. 

5.82 ... 

a. ... 

• Los titulares de la DA, la UIPECI, la CII, la CCSG, la CTPCI, la DC, la DP, la DESF, la DCC, la División 
de Conservación y la DIC. 

Las propuestas de modificación a las POBALINES serán dirigidas al titular de la CII, a efecto de que, los 
titulares de la DCC, de la SDAN y de la División de Dictamen Jurídico de Contratos y Convenios de la CLC, 
analicen las propuestas de modificaciones y de ser procedente su inclusión a las POBALINES, el asunto será 
presentado al titular de la DA para su revisión a través de la COEE, una vez autorizados, el asunto será 
presentado por el titular de la DCC al Comité Institucional de Obras Públicas, para su aprobación y en su 
caso, someterlas a consideración del CT, por conducto del titular de la DA. 

Transitorios 

Primero. Las presentes POBALINES, entrarán en vigor de conformidad con lo establecido en el segundo 
punto de acuerdo del ACDO.SA2.HCT.281122/339.P.DA. 

Segundo. A partir de la entrada en vigor de las presentes POBALINES, se dejan sin efectos las Políticas, 
Bases y Lineamientos en Materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas del IMSS, clave 
1000-001-029 aprobadas por el CT en sesión del 31 de mayo de 2021, mediante el Acuerdo 
ACDO.SA2.HCT.310521/139.P.DA 

Tercero. ... 

En tanto no se emitan las disposiciones normativas a que se refiere el párrafo anterior en el plazo 
mencionado de 180 días naturales, continuarán aplicándose las disposiciones vigentes, en lo que no se 
opongan a las presentes POBALINES. 

Anexo único 

a) Conocer el “Protocolo de actuación en materia de contrataciones públicas, otorgamiento y prórroga 
de licencias, permisos, autorizaciones y concesiones” contenido en el Acuerdo por el que se expidió el mismo, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de agosto de 2015, modificado mediante los similares de 
fecha 19 de febrero de 2016 y 28 de febrero de 2017, así como las “Directrices del IMSS para evitar el 
conflicto de interés” contenidas en las “Políticas, Bases y Lineamientos en Materia de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas del IMSS” (POBALINES) por lo cual entiendo su contenido y alcance, 
que estoy consciente que mi calidad como servidor público me obliga a actuar de manera ética en 
cumplimiento a la fracción IX, del artículo 7, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en 
atención al principio de imparcialidad previsto en el artículo 9, del Código de Ética de la Administración Pública 
Federal, en relación con lo dispuesto en el Código de Conducta y de Prevención de Conflictos de Interés de 
las Personas Servidoras Públicas del Instituto Mexicano del Seguro Social 

Se comunica para todos los efectos legales y administrativos a que haya lugar, la dirección electrónica 
donde se encuentran disponibles para consulta el documento completo con sus respectivas modificaciones de 
las Políticas, Bases y Lineamientos en materia de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas 
del Instituto Mexicano del Seguro Social, siendo las siguientes: 

www.dof.gob.mx/2023/IMSS/Pobalines-Obra_1000-001-029.pdf 

Ciudad de México, a los 3 días del mes de abril de dos mil veintitrés.- El Titular de la Coordinación de 
Infraestructura Inmobiliaria, Jesús Acosta Rodríguez.- Rúbrica. 

(R.- 535044) 
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PODER JUDICIAL 
CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Juan 
Gonzaga Sandoval. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO JUAN GONZAGA SANDOVAL 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 
noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del veintinueve de marzo de dos mil 
veintitrés, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 
Juan Gonzaga Sandoval. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, 
contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido 
inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 
que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 
2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000, o bien, al correo 
electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de abril de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 
Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 534916) 

 

 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Iván Ojeda 
Romo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO IVÁN OJEDA ROMO 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del veintinueve de marzo de dos mil 

veintitrés, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito 

Iván Ojeda Romo. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a 

partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con dicho procedimiento; escrito 

que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 

2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000, o bien, al correo 

electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de abril de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 

Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 534917) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de Distrito Edges 
Haydeé de Santiago Wong. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DE LA JUEZA DE DISTRITO EDGES HAYDEÉ DE SANTIAGO WONG 

Con fundamento en los artículos 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de 

noviembre de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo del veintinueve de marzo de dos mil 

veintitrés, dio inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgadora federal de la jueza de 

Distrito Edges Haydeé de Santiago Wong. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 

días hábiles, contados a partir del siguiente al día en que se haya publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de 

manera respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes en relación con 

dicho procedimiento; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial,  con 

domicilio en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro Obregón,  Ciudad de México, 

Código Postal 01000, o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría Ejecutiva 

secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 19 de abril de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 

Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 534922) 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $18.0630 M.N. (dieciocho pesos con seiscientos treinta diezmilésimos 
moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 18 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5370 y 11.6490 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander (México), S.A., HSBC México, S.A., Banco Nacional de 
México, S.A., Banca Mifel, S.A., Banco Invex, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A. y ScotiaBank Inverlat, S.A. 

Ciudad de México, a 18 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.22 por ciento. 

Ciudad de México, a 17 de abril de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de Banca 
Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Director de Operaciones Nacionales, Lic. Juan 
Rafael García Padilla.- Rúbrica. 
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CIRCULAR que contiene el Extracto de la resolución de fecha veintiocho de diciembre de dos mil veintidós, 
mediante la cual la persona titular de la Subgerencia de Control de Procedimientos Administrativos y de Legalidad 
Interna, en ausencia de la persona titular de la Gerencia de Control Normativo del Banco de México, resolvió 
imponer a la persona moral Elecin de México, S.A. de C.V., la sanción administrativa consistente en multa e 
inhabilitación temporal para participar de manera directa, individual o conjunta, incluso con otras personas físicas 
o morales, o por interpósita persona, en cualquier procedimiento de contratación pública o celebrar contratos 
regulados por las Normas del Banco de México en materia de adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles, 
así como de servicios, y por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

CIRCULAR QUE CONTIENE EL EXTRACTO de la resolución de fecha veintiocho de diciembre de 

dos mil veintidós, mediante la cual la persona titular de la Subgerencia de Control de Procedimientos 

Administrativos y de Legalidad Interna, en ausencia de la persona titular de la Gerencia de Control 

Normativo del Banco de México, resolvió imponer a la persona moral ELECIN DE MÉXICO, S.A. DE 

C.V., la sanción administrativa consistente en multa e inhabilitación temporal para participar de 

manera directa, individual o conjunta, incluso con otras personas físicas o morales, o por interpósita 

persona, en cualquier procedimiento de contratación pública o celebrar contratos regulados por las 

Normas del Banco de México en materia de adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles, así 

como de servicios, y por la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Mediante resolución de fecha veintiocho de diciembre de dos mil veintidós, emitida por la persona titular de 

la Subgerencia de Control de Procedimientos Administrativos y de Legalidad Interna, en ausencia de la 

persona titular de la Gerencia de Control Normativo del Banco de México, en autos del expediente del 

procedimiento sancionatorio número S-01/22, resolvió que la persona moral ELECIN DE MÉXICO, S.A. DE 

C.V., incurrió en la conducta infractora prevista en el artículo 60, fracción IV, de la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, aplicable por remisión expresa del 

artículo 57 de las Normas del Banco de México en materia de adquisiciones y arrendamientos de 

bienes muebles, así como de servicios, en virtud de que dicha persona moral proporcionó información 

falsa a Banco de México durante la vigencia del contrato No. BM-SAIG-20-0701-2, relativo a la prestación 

de servicios de mantenimiento preventivo, correctivo y correctivo de emergencia a los equipos e instalaciones 

de las puertas y barreras de seguridad de los inmuebles del Banco de México, celebrado entre la referida 

empresa y este Instituto Central, por lo que con fundamento en los artículos 14, segundo párrafo, 28, sexto y 

séptimo párrafos y 134, párrafos primero y tercero de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 1o., 46, fracción XII, 57, 62, fracción IV, y 68 de la Ley del Banco de México; 1 y 57 de las Normas 

del Banco de México en materia de adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles, así como de 

servicios, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el treinta de enero de dos mil quince; 1, párrafo 

segundo, 59, 60, fracción IV, segundo párrafo, 61 y 63 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios 

del Sector Público, aplicable por remisión expresa del artículo 57 de las citadas Normas del Banco de México; 

1o., 4o., párrafos primero, tercero y cuarto, 10 y 30 Bis 1, fracción VII, del Reglamento Interior del Banco de 

México; Primero y Segundo, fracción II del Acuerdo de Adscripción de las Unidades Administrativas del Banco 

de México, se resolvió imponer a la persona moral ELECIN DE MÉXICO, S.A. DE C.V., la sanción 

administrativa consistente en la multa económica equivalente a la cantidad de $136,222.50 (ciento 

treinta y seis mil, doscientos veintidós pesos 50/100 M.N.), así como la sanción administrativa 

consistente en inhabilitación temporal por el plazo de TRES MESES para participar de manera directa, 

individual o conjunta, incluso con otras personas físicas o morales, o por interpósita persona, en 

cualquier procedimiento de contratación o celebrar contratos regulados por las Normas del Banco de 

México en materia de adquisiciones y arrendamientos de bienes muebles, así como de servicios, y por 

la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Ciudad de México, a doce de abril de dos mil veintitrés.- El Gerente de Control Normativo del Banco de 

México, Eduardo Castro Silva.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se determina viable la incorporación 
del dato en la credencial para votar que reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las sentencias 
dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación; así como, que se identifique en la Credencial para Votar como 
persona no binaria solo en el apartado de sexo, a quienes manifiesten su deseo de que se les reconozca con ese 
carácter sin presentar documento de identidad. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG123/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE DETERMINA 

VIABLE LA INCORPORACIÓN DEL DATO EN LA CREDENCIAL PARA VOTAR QUE RECONOZCA A LAS PERSONAS 

NO BINARIAS, EN ACATAMIENTO A LAS SENTENCIAS DICTADAS EN LOS EXPEDIENTES SM-JDC-396/2020 Y SM-

JDC-1011/2021 POR LA SALA REGIONAL MONTERREY DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 

FEDERACIÓN; ASÍ COMO, QUE SE IDENTIFIQUE EN LA CREDENCIAL PARA VOTAR COMO PERSONA NO BINARIA 

SOLO EN EL APARTADO DE SEXO, A QUIENES MANIFIESTEN SU DESEO DE QUE SE LES RECONOZCA CON ESE 

CARÁCTER SIN PRESENTAR DOCUMENTO DE IDENTIDAD 

GLOSARIO 

CADH Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

CNV Comisión Nacional de Vigilancia.  

Corte IDH Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

CPV Credencial(es) para Votar. 

CPEUM/ Constitución Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

CRFE Comisión del Registro Federal de Electores. 

CURP Clave Única de Registro de Población. 

DERFE Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores. 

DOF Diario Oficial de la Federación. 

JDC Juicio para la Protección de los Derechos Político-Electorales del Ciudadano.  

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral. 

INEGI Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

JLE-AGS Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el Estado de 
Aguascalientes. 

LFPED Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación. 

LGBTTTIQ+ Comunidad o grupo cuya orientación sexual, identidad de género, expresión de 
género y/o características sexuales corresponden a personas lesbianas, gais, 
bisexuales, trans (transgénero, travesti, transexual), queer y otras, como no 
binarias, intersexuales, etc. 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

LGP Ley General de Población. 

OPL Organismo Público Local. 

Principios de 
Yogyakarta 

Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos 
en relación con la orientación sexual y la identidad de género. 

RENAPO Registro Nacional de Población e Identidad. 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación.  

TEEA Tribunal Electoral del Estado de Aguascalientes. 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.  
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ANTECEDENTES 

1. Actualización del modelo de la CPV. El 19 de diciembre de 2018, este Consejo General aprobó, 
mediante Acuerdo INE/CG1499/2018, actualizar el modelo de la CPV en territorio nacional y desde el 
extranjero. 

 Entre los elementos de presentación, información, control, compuestos y de seguridad de la CPV que 
fueron actualizados, se acordó lo siguiente para el elemento de información referente al sexo de la 
persona ciudadana: 

ELEMENTO ANVERSO REVERSO 

Sexo 
Opcional de manera 

visible 
Se integra en el código bidimensional QR de alta densidad 

 

2. Petición ciudadana formulada por Kevin “N”. El 28 de octubre de 2020, Kevin “N” acudió ante la 
JLE-AGS a efecto de solicitar que se le expidiera una CPV que contenga un casillero que le 
reconozca como persona no binaria. 

3. Resolución del TEEA en relación con medidas afirmativas en el proceso de designación de 
Consejerías Distritales y Municipales. El 3 de noviembre de 2020, el TEEA dictó la resolución del 
expediente TEEA-JDC-018/2020, dentro del juicio interpuesto en contra de la Convocatoria para 
integrar los Consejos Distritales y Municipales en la entidad. 

 En la resolución se ordenó, entre otras determinaciones, que, en los formatos empleados para la 
inscripción al procedimiento de conformación de autoridades electorales locales, en cuanto a los 
datos de identificación de la ciudadanía, se deberán incluir tres casilleros, uno para hombres, otro 
para mujeres y uno que corresponda al no binario. Este último en el entendido que las personas que 
así se identifican son parte de grupos vulnerables. 

 Cabe señalar que la resolución aludida fue confirmada por la Sala Regional Monterrey y la Sala 
Superior, ambas del TEPJF, a través de las resoluciones dictadas en los expedientes  SM-JDC-
349/2020, SM-JDC-350/2020 y SUP-REC-277/2020, respectivamente. 

4. Respuesta a la petición ciudadana. El 10 de diciembre de 2020, el Vocal Ejecutivo de la JLE-AGS 
emitió el oficio INE/JLE/VE/0751/2020, a través del cual informó a Kevin “N” la imposibilidad de 
expedirle una CPV con un casillero que le reconociera como persona no binaria. 

5. Interposición de la demanda de JDC. El 16 de diciembre de 2020, Kevin “N” interpuso una 
demanda de JDC, con la finalidad de impugnar el oficio INE/JLE/VE/0751/2020 del Vocal Ejecutivo 
de la JLE-AGS. 

6. Sentencia SM-JDC-396/2020. El 15 de enero de 2021, la Sala Regional Monterrey del TEPJF emitió 
la sentencia recaída en el expediente SM-JDC-396/2020, en la que se determinaron, entre otros, los 
siguientes efectos: 

a) Revocar el oficio INE/JLE/VE/0751/2020, expedido por el Vocal Ejecutivo de la JLE-AGS; 

b) Vincular a la JLE-AGS para que remitiera a este Consejo General la solicitud presentada 
Kevin “N”, referente a la inclusión del dato de persona no binaria en su CPV, e 

c) Instruir a este Consejo General para que analizara la viabilidad de la incorporación del dato 
solicitado por Kevin “N”, en la CPV. 

7. Petición ciudadana formulada por Jesús “N”. El 13 de octubre de 2021, Jesús “N” acudió ante la 
JLE-AGS a efecto de solicitar que se le expidiera una CPV que contuviera un casillero que le 
reconozca como persona no binaria. 

8. Respuesta a petición ciudadana. El 3 de noviembre de 2021, mediante oficio 
INE/DERFE/STN/20447/2021, el Secretario Técnico Normativo de la DERFE, dio respuesta a la 
petición de Jesús “N”, en el sentido de que, conforme a la normativa vigente, no era posible expedirle 
una CPV que le reconociera como persona no binaria. 

9. Interposición de la demanda de JDC. El 8 de noviembre de 2021, Jesús “N” interpuso una 
demanda de JDC, con la finalidad de impugnar el oficio INE/DERFE/STN/20447/2021 emitido por el 
Secretario Técnico Normativo de la DERFE. 

10. Sentencia SM-JDC-1011/2021. El 8 de diciembre de 2021, la Sala Regional Monterrey del TEPJF 
emitió la sentencia recaída en el expediente SM-JDC-1011/2021, en la que se determinaron, entre 
otros, los siguientes efectos: 
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a) Revocar el oficio INE/DERFE/STN/20447/2021, emitido por el Secretario Técnico Normativo de 
la DERFE; 

b) Vincular a la JLE-AGS para que, de inmediato, remitiera a este Consejo General la solicitud 
presentada Jesús “N”, referente a la inclusión del dato de persona no binaria en su CPV, e 

c) Instruir a este Consejo General para que, en breve plazo, se pronunciara sobre la viabilidad de la 
incorporación del dato solicitado por Jesús “N”, en la CPV. 

11. Recomendación de la CNV. El 12 de diciembre de 2022, la CNV recomendó a este Consejo 
General, mediante Acuerdo INE/CNV70/DIC/2022, considere viable la incorporación del dato en la 
CPV que reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los 
expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF. 

12. Presentación del Informe sobre la viabilidad de incorporar en la CPV el dato que reconozca a 
las personas no binarias. El 18 de enero de 2023, en la primera sesión extraordinaria de la CRFE, 
se presentó el Informe sobre la viabilidad de incorporar en la CPV el dato que reconozca a las 
personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes  SM-JDC-
396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF. 

 En la sesión referida de la CRFE, se acordó solicitar a las personas integrantes de la CNV que 
analicen la posibilidad de que las personas que no cuenten con un medio de identidad en la que se 
les reconozca la identidad de género no binaria, tengan la posibilidad de solicitar su CPV con el dato 
que las identifique como tal, con las implicaciones técnicas que ello conllevaría. 

13. Análisis de la CNV. El 10 de febrero de 2023, en sesión ordinaria, las personas integrantes de la 
CNV revisaron y analizaron la propuesta de que las personas que no cuenten con un medio de 
identidad en la que se les reconozca la identidad de género no binaria, tengan la posibilidad de 
solicitar su CPV con el dato que las identifique como tal. 

 Sin embargo, la propuesta no fue aprobada por la CNV, con tres votos a favor y cinco votos en 
contra. 

14. Aprobación del proyecto de acuerdo por la CRFE. El 23 de febrero de 2023, la CRFE aprobó 
someter a la consideración de este órgano superior de dirección, mediante Acuerdo 
INE/CRFE07/01SO/2023, el proyecto de acuerdo del Consejo General por el que se determina viable 
la incorporación del dato en la CPV que reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las 
sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala 
Regional Monterrey del TEPJF; así como, que se identifique en la credencial como persona no 
binaria solo en el apartado de sexo, a quienes manifiesten su deseo de que se les reconozca con ese 
carácter sin presentar documento de identidad. 

 Dicho proyecto de acuerdo fue aprobado por unanimidad en lo general, y aprobado por mayoría en lo 
particular, por tres votos a favor y dos votos en contra, en lo relativo a la propuesta de expedir la CPV 
con el identificador “X” únicamente en el campo de sexo que aparece visible en el anverso de la 
credencial, a las personas ciudadanas que la soliciten y manifiesten que se les reconozca como no 
binarias y no presenten su documento de identidad en el que se les identifique con ese carácter. 

CONSIDERANDOS 

PRIMERO. Competencia. 

Este Consejo General es competente para determinar lo conducente respecto de los mandatos 
judiciales que impliquen un pronunciamiento por parte del propio órgano superior de dirección del 
Instituto, en el caso, para determinar la viabilidad de la incorporación del dato en la CPV que 
reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes 
SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF; así como, que 
se identifique en la credencial como persona no binaria solo en el apartado de sexo, a quienes 
manifiesten su deseo de que se les reconozca con ese carácter sin presentar documento de 
identidad, conforme a lo previsto en los artículos 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafos 
primero y segundo de la CPEUM; 29; 30, párrafos 1, incisos c) y d), así como 2; 31, párrafo 1; 32, 
párrafo 1, inciso a), fracción III; 34, párrafo 1, inciso a); 35; 36; 44, párrafo 1, incisos l), ñ) y jj) de la 
LGIPE; 4, párrafo 1, fracción I, apartado A, inciso a); 5, párrafo 1, incisos g) y x) del Reglamento 
Interior del INE. 
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SEGUNDO. Disposiciones normativas que sustentan la determinación. 

I. Marco normativo internacional de derechos humanos 

 De la obligación de todas las autoridades del Estado mexicano para proteger y garantizar los 
derechos humanos 

Acorde con lo establecido en el artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM, todas las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su 
protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las 
condiciones que la misma establece. 

En términos del párrafo segundo de la disposición aludida, las normas relativas a los derechos 
humanos se interpretarán de conformidad con la CPEUM y con los tratados internacionales de la 
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

El párrafo tercero del artículo referido dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Asimismo, el párrafo quinto señala que está prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de 
salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente 
contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 

Cada una de las categorías expresadas en la disposición anterior, tiene por objetivo señalar la 
existencia de características o atributos de las personas por las que sistemáticamente se les ha 
excluido o marginado. Sin ser limitativas, sino más bien enunciativas, advierten de la necesidad de 
llevar a cabo revisiones exhaustivas de aquellas disposiciones que, siendo neutras, pueden tener 
efectos diferenciados en el ejercicio y goce de derechos humanos frente a otros grupos en situación 
de vulnerabilidad, atentando contra su dignidad o libertades. 

En este sentido, el principio de igualdad y no discriminación constituye un pilar de cualquier sistema 
democrático, así como de las bases fundamentales del sistema de protección de derechos humanos. 

Por su parte, el artículo 4, párrafo 8 de la CPEUM, señala que toda persona tiene derecho a la 
identidad y a ser registrado de manera inmediata a su nacimiento, es por ello que el Estado 
garantizará el cumplimiento de estos derechos y, la autoridad competente expedirá gratuitamente la 
primera copia certificada del acta del registro de nacimiento. 

En ese contexto, el artículo 34 de la CPEUM, establece que son ciudadanas y ciudadanos de la 
República, las mujeres y los varones que, teniendo la calidad de mexicanas y mexicanos, hayan 
cumplido 18 años y tengan un modo honesto de vivir. 

Por su parte, el artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, párrafo primero, de la CPEUM, así 
como los diversos 29; 30, párrafo 2 y 31, párrafo 1, de la LGIPE, señalan que el INE es un organismo 
público autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, en cuya integración 
participan el Poder Legislativo de la Unión, los Partidos Políticos Nacionales y las ciudadanas y los 
ciudadanos, en los términos que ordene la ley. Todas las actividades del Instituto se regirán por los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, 
paridad, y se realizarán con perspectiva de género. 

Por su parte, el artículo 133 de la CPEUM, advierte que la propia Constitución, las leyes del 
Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la 
Ley Suprema de toda la Unión. 

En consecuencia, los tratados internacionales tienen fuerza de ley y son de observancia obligatoria 
porque forman parte de nuestro sistema jurídico; en esa medida, deben ser cumplidos y aplicados a 
las personas o todas y todos quienes se encuentren bajo su tutela. En particular, es preciso señalar 
el marco convencional y nacional de los derechos de igualdad y no discriminación, identidad y libre 
desarrollo de la personalidad en que se enmarca el presente acuerdo. 



Miércoles 19 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

Del derecho de igualdad y no discriminación, identidad, reconocimiento de la personalidad 
jurídica y libre desarrollo de la personalidad 

El artículo 2 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, dispone que toda persona tiene 
todos los derechos y libertades proclamados en la propia Declaración, sin distinción alguna de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, 
posición económica, nacimiento o cualquier otra condición. Además, no se hará distinción alguna 
fundada en la condición política, jurídica o internacional del país o territorio de cuya jurisdicción 
dependa una persona, tanto si se trata de un país independiente, como de un territorio bajo 
administración fiduciaria, no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía. 

En ese sentido, el artículo 6 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, determina que 
todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

La Declaración sobre el Derecho y el Deber de los Individuos, los Grupos y las Instituciones de 
Promover y Proteger los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales Universalmente 
Reconocidos, en su artículo 2, dispone que los Estados tienen la responsabilidad primordial y el 
deber de proteger, promover y hacer efectivos todos los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; entre otras cosas, adoptando las medidas necesarias para crear las condiciones 
sociales, económicas, políticas y de otra índole, así como las garantías jurídicas requeridas para que 
toda persona sometida a su jurisdicción, individual o colectivamente, pueda disfrutar en la práctica de 
todos esos derechos y libertades. 

En esa tesitura, el artículo 1° de la CADH, indica que los Estados parte en esa Convención se 
comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno 
ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 
social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 

Acorde a lo previsto por el artículo 2, párrafos 1 y 2 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y 
Civiles, los Estados parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos 
que se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en dicho 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así 
también, a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del Pacto 
referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

Al respecto, la jurisprudencia de los distintos sistemas de protección de derechos humanos, 
reconocen que el principio de igualdad y no discriminación se desprende directamente de la 
naturaleza humana y resulta inseparable de la dignidad esencial de la persona, razón por la cual “es 
incompatible con toda situación que, por considerar superior a un determinado grupo, conduzca a 
tratarlo con privilegio; o que, a la inversa, por considerarlo inferior, lo trate con hostilidad o de 
cualquier forma lo discrimine del goce de derechos que sí se reconocen a quienes no se consideran 
inmersos en tal situación de inferioridad.”1 

En consecuencia, los Estados se encuentran obligados a abstenerse de realizar acciones que de 
manera directa o indirecta creen situaciones de discriminación y, por el contrario, deben adoptar 
medidas positivas encaminadas a revertir o modificar situaciones discriminatorias existentes. 

La CIDH ha sido enfática en señalar que, a la luz del principio de igualdad y no discriminación, es 
fundamental dar especial atención a personas, comunidades o grupos en situación de discriminación 
histórica. Es decir, que no todas las sociedades discriminan a las mismas personas ni de la misma 
manera, razón por la cual cada Estado debe definir cuáles son esos grupos para formular en su caso 
políticas de inclusión apropiadas que les garantice el ejercicio pleno de sus derechos. 

En esta tesitura, en noviembre de 2006 fueron proclamados en Indonesia los Principios de 
Yogyakarta,2 que constituyen un referente esencial en la aplicación de los más altos estándares 
internacionales para la protección y defensa de los derechos humanos de las personas LGBTTTIQ+. 

El principio 2 de los Principios de Yogyakarta, dispone lo siguiente (énfasis añadido): 

                                                 
1 CIDH. Compendio sobre la igualdad y no discriminación, Organización de los Estados Americanos, pág. 12, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Compendio-IgualdadNoDiscriminacion.pdf.  
2 Principios de Yogyakarta. Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación 
sexual y la identidad de género, http://yogyakartaprinciples.org/wp-content/uploads/2016/08/principles_sp.pdf.  
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Principio 2. Los derechos a la igualdad y a la no discriminación 

Todas las personas tienen derecho al disfrute de todos los derechos humanos, 
sin discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género. 
Todas las personas tienen derecho a ser iguales ante la ley y tienen, sin distinción, 
derecho a igual protección de la ley, ya sea que el disfrute de otro derecho humano 
también esté afectado o no. La ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas 
las personas protección igual y efectiva contra cualquier forma de discriminación de 
esta clase. 

La discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género incluye toda 
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en la orientación sexual o 
la identidad de género que tenga por objeto o por resultado la anulación o el 
menoscabo de la igualdad ante la ley o de la igual protección por parte de la ley, 
o del reconocimiento, o goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. La discriminación por motivos 
de orientación sexual o identidad de género puede verse y por lo común se ve 
agravada por la discriminación basada en otras causales, incluyendo el género, raza, 
edad, religión, discapacidad, estado de salud y condición económica. 

Los Estados: 

A. Si aún no lo hubiesen hecho, consagrarán en sus constituciones nacionales o en 
cualquier otra legislación relevante, los principios de la igualdad y de la no 
discriminación por motivos de orientación sexual o identidad de género, inclusive 
por medio de enmienda e interpretación, y garantizarán la efectiva realización de 
estos principios; 

B. Derogarán todas las disposiciones penales y de otra índole jurídica que prohíban, 
o de hecho sean empleadas para prohibir, la actividad sexual que llevan a cabo 
de forma consensuada personas del mismo sexo que sean mayores de la edad a 
partir de la cual se considera válido el consentimiento, y garantizarán que se 
aplique la misma edad de consentimiento para la actividad sexual entre personas 
del mismo sexo y de sexos diferentes; 

C. Adoptarán todas las medidas legislativas y de otra índole que resulten apropiadas 
para prohibir y eliminar la discriminación por motivos de orientación sexual e 
identidad de género en las esferas pública y privada; 

D. Adoptarán todas las medidas apropiadas a fin de garantizar el desarrollo 
adecuado de las personas de diversas orientaciones sexuales e identidades de 
género, según sean necesarias para garantizarles a estos grupos o personas el 
goce o ejercicio de los derechos humanos en igualdad de condiciones. Dichas 
medidas no serán consideradas discriminatorias; 

E. En todas sus respuestas a la discriminación por motivos de orientación sexual o 
identidad de género, tendrán en cuenta la manera en que esa discriminación 
puede combinarse con otras formas de discriminación; 

F. Adoptarán todas las medidas apropiadas, incluyendo programas de educación y 
capacitación, para alcanzar la eliminación de actitudes y prácticas prejuiciosas o 
discriminatorias basadas en la idea de la inferioridad o superioridad de cualquier 
orientación sexual, identidad de género o expresión de género. 

Asimismo, el principio 3 de los Principios de Yogyakarta, señala lo siguiente (énfasis añadido): 

Principio 3. El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica 

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 
personalidad jurídica. Las personas en toda su diversidad de orientaciones sexuales o 
identidades de género disfrutarán de capacidad jurídica en todos los aspectos de la 
vida. La orientación sexual o identidad de género que cada persona defina para 
sí, es esencial para su personalidad y constituye uno de los aspectos 
fundamentales de su autodeterminación, su dignidad y su libertad. Ninguna 
persona será obligada a someterse a procedimientos médicos, incluyendo la cirugía de 
reasignación de sexo, la esterilización o la terapia hormonal, como requisito para el 
reconocimiento legal de su identidad de género. Ninguna condición, como el 
matrimonio o la maternidad o paternidad, podrá ser invocada como tal con el fin de 
impedir el reconocimiento legal de la identidad de género de una persona. Ninguna 
persona será sometida a presiones para ocultar, suprimir o negar su orientación sexual 
o identidad de género. 
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Los Estados: 

A. Garantizarán que a todas las personas se les confiera capacidad jurídica en 
asuntos civiles, sin discriminación por motivos de orientación sexual o identidad 
de género, y la oportunidad de ejercer dicha capacidad, incluyendo los derechos, 
en igualdad de condiciones, a suscribir contratos y a administrar, poseer, adquirir 
(incluso a través de la herencia), controlar y disfrutar bienes de su propiedad, 
como también a disponer de estos. 

B. Adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier 
otra índole que sean necesarias para respetar plenamente y reconocer 
legalmente el derecho de cada persona a la identidad de género que ella 
defina para sí; 

C. Adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas y de cualquier otra 
índole que sean necesarias a fin de asegurar que existan procedimientos 
mediante los cuales todos los documentos de identidad emitidos por el Estado 
que indican el género o el sexo de una persona — incluyendo certificados de 
nacimiento, pasaportes, registros electorales y otros documentos — reflejen la 
identidad de género profunda que la persona define por y para sí; 

D. Garantizarán que tales procedimientos sean eficientes, justos y no 
discriminatorios y que respeten la dignidad y privacidad de la persona 
concernida; 

E. Asegurarán que los cambios a los documentos de identidad sean reconocidos en 
todos aquellos contextos en que las leyes o las políticas requieran la 
identificación o la desagregación por sexo de las personas; 

F. Emprenderán programas focalizados cuyo fin sea brindar apoyo social a todas 
las personas que estén atravesando una transición o reasignación de género. 

Una década después, los Principios de Yogyakarta fueron reforzados con un conjunto de nueve 
principios adicionales y 111 obligaciones estatales que surgieron como consecuencia del desarrollo 
del derecho internacional de los derechos humanos y el mejor entendimiento de las violencias que 
sufren las personas con base en su orientación e identidad de género. 

Los principios adicionales, proclamados en septiembre de 2017 y conocidos como Principios de 
Yogyakarta Más 10,3 retoman el derecho al reconocimiento legal en los siguientes términos (énfasis 
añadido): 

Principio 31. Derecho al reconocimiento legal 

Toda persona tiene el derecho al reconocimiento legal sin referencia a, o sin requerir o 
revelar, el sexo, género, orientación sexual, identidad de género, expresión de género 
o características sexuales. Toda persona tiene el derecho de obtener documentos de 
identidad, incluyendo certificados de nacimiento, con independencia de la orientación 
sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales. Toda 
persona tiene derecho a cambiar la información respecto de su género en tales 
documentos cuando dicha información se consigne en los mismos. 

Los Estados deben: 

A. Garantizar que los documentos de identidad oficiales incluyan únicamente 
información personal que sea pertinente, razonable y necesaria de conformidad 
con la ley para cumplir un propósito legítimo; y, por lo tanto, deben poner fin al 
registro del sexo y género de las personas en documentos de identidad tales 
como certificados de nacimiento, cédulas de identidad, pasaportes y licencias de 
conducir; y como parte de su personalidad jurídica; 

B. Garantizar el acceso a un mecanismo rápido, transparente y accesible para el 
cambio de nombre, incluyendo a nombres de género neutral, basado en la 
autodeterminación de cada persona; 

C. Mientras el sexo y el género continúen siendo registrados: 

                                                 
3 Principios de Yogyakarta Más 10. Principios y obligaciones estatales adicionales sobre la aplicación de la legislación internacional de 
derechos humanos en relación con la orientación sexual, la identidad de género, la expresión de género y las características sexuales que 
complementan los Principios de Yogyakarta, adoptados el 20 de septiembre de 2017, http://yogyakartaprinciples.org/wp-
content/uploads/2022/02/021522-Principios-de-Yogyakarta-mas-10.pdf. 
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i. Garantizar un mecanismo rápido, transparente y accesible que reconozca 
legalmente y afirme la identidad de género con la que cada persona se 
identifica; 

ii. Tener disponibles múltiples opciones de marcadores de género; 

iii. Garantizar que ningún criterio de elegibilidad, tal como intervenciones 
médicas o psicológicas, diagnósticos médico-psicológicos, edad mínima o 
máxima, condición económica, salud, condición marital o parental, o la 
opinión de cualquier tercero; sea un prerrequisito para que una persona 
pueda cambiar su nombre, sexo legal o género; 

iv. Garantizar que el registro criminal de una persona, su estatus migratorio o 
cualquier otro estatus no sea usado para evitar un cambio de nombre, sexo 
legal o género. 

Asimismo, en noviembre de 2017, se presentó la Opinión Consultiva OC-24/17 en materia de 
reconocimiento de derechos de la comunidad LGBTTTIQ+, solicitada por la República de Costa Rica 
a la Corte IDH sobre “Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo 
sexo”,4 misma que realiza la interpretación de los derechos de ese colectivo a la luz de la CADH, 
destacando lo siguiente: 

a) La obligación general del artículo 1.1 de la CADH refiere que los Estados parte deben 
respetar y garantizar sin discriminación los derechos contenidos en la Convención, entre los 
cuales destaca la “igual protección de la ley”. Esto implica que, si un Estado discrimina en el 
respeto o garantía de un derecho convencional, incumpliría la obligación establecida en el 
artículo 1.1 y el derecho sustantivo en cuestión; 

b) Que los tratados internacionales de derechos humanos son instrumentos vivos cuya 
interpretación debe acompañar la evolución de los tiempos y las condiciones de vida 
actuales, debiendo siempre elegirse la tutela más amplia de los derechos reconocidos por la 
CADH; 

c) El Comité de Derechos Humanos califica la orientación sexual, así como la identidad y la 
expresión de género como una de las categorías de discriminación prohibida consideradas 
en el artículo 2.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 

d) La vida privada comprende la forma en que la persona se ve a sí misma y cómo decide 
proyectarse hacia los demás, siendo esto una condición indispensable para el libre 
desarrollo de la personalidad, que tiene su origen en el derecho a la identidad; 

e) El derecho a la identidad es el conjunto de atributos y características que permiten la 
individualización de la persona en sociedad. Este derecho se encuentra estrechamente 
relacionado con la dignidad humana, con el derecho a la vida privada y con el principio de 
autonomía de la persona; 

f) El derecho a la identidad está íntimamente ligado a la persona en su individualidad 
específica y vida privada, sustentadas ambas en una experiencia histórica y biológica, así 
como en la forma en que se relaciona con otras personas, lo que puede implicar que 
experimenten la necesidad de que se les reconozca como entes diferenciados. En este 
tenor, es ineludible que el Estado y la sociedad, respeten y garanticen la individualidad de 
cada una de ellas, así como el derecho a ser tratado de conformidad con los aspectos 
esenciales de su personalidad; 

g) El reconocimiento de la identidad de género se encuentra ligada necesariamente con la idea 
según la cual el sexo y el género deben ser percibidos como parte de una construcción 
identitaria que es resultado de la decisión libre y autónoma de cada persona, sin que deba 
estar sujeta a su genitalidad; 

h) De esa forma, el sexo, así como las identidades, las funciones y los atributos construidos 
socialmente que se atribuye a las diferencias biológicas en torno al sexo asignado al nacer, 
lejos de constituirse en componentes objetivos e inmutables del estado civil que 
individualiza a la persona, por ser un hecho de la naturaleza física o biológica, terminan 
siendo rasgos que dependen de la apreciación subjetiva de quien lo detenta y descansan en 
una construcción de la identidad de género autopercibida relacionada con el libre desarrollo 
de la personalidad, la autodeterminación sexual y el derecho a la vida privada. Por ende, 
quien decide asumirla, es titular de intereses jurídicamente protegidos; 

                                                 
4 https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_24_esp.pdf. 
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i) La falta de reconocimiento de la identidad de género o sexual podría resultar en una 
censura indirecta a las expresiones de género que se aparten de los estándares 
cisnormativos,5 o heteronormativos,6 con lo cual, se envía un mensaje generalizado de que 
aquellas personas que se aparten de dichos estándares “tradicionales” no contarán con la 
protección legal y el reconocimiento de sus derechos en igualdad de condiciones respecto 
de aquellas personas que no se aparten de los mismos; 

j) El Comité Jurídico Interamericano sostiene que el derecho a la identidad posee “un valor 
instrumental para el ejercicio de determinados derechos civiles, políticos, económicos, 
sociales y culturales, de tal manera que su plena vigencia fortalece la democracia y el 
ejercicio de los derechos y libertades fundamentales”. Por consiguiente, el mismo se 
constituye en “un medio para el ejercicio de derechos en una sociedad democrática, 
comprometida con el ejercicio efectivo de la ciudadanía y los valores de la democracia 
representativa, facilitando así la inclusión social, la participación ciudadana y la igualdad de 
oportunidades”, y 

k) Que el derecho de las personas a definir de manera autónoma su propia identidad sexual y 
de género se hace efectiva garantizando que tales definiciones concuerden con los datos de 
identificación consignados en los distintos registros, así como en los documentos de 
identidad. Lo anterior se traduce en la existencia del derecho de cada persona a que los 
atributos de la personalidad anotados en esos registros y otros documentos de identificación 
coincidan con las definiciones identitarias que tienen de ellas mismas y, en caso de que no 
exista tal correspondencia, debe existir la posibilidad de modificarlas. 

II. Marco normativo nacional 

 Del INE y la facultad para expedir la CPV 

El artículo 30, párrafo 1, incisos a), d), g) y h) de la LGIPE, señala que son fines del INE, entre otros, 
contribuir al desarrollo de la vida democrática; asegurar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos 
político-electorales y vigilar el cumplimiento de sus obligaciones; llevar a cabo la promoción del voto y 
coadyuvar a la difusión de la educación cívica y la cultura democrática; así como, garantizar la 
paridad de género y el respeto de los derechos humanos de las mujeres en el ámbito político y 
electoral. 

A su vez, el artículo 43, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, dispone que este Consejo General ordenará la 
publicación en el DOF de los acuerdos y resoluciones de carácter general que pronuncie.  El 
Secretario Ejecutivo del INE establecerá los acuerdos para asegurar su oportuna publicación en 
dicho medio oficial. 

Con fundamento en el artículo 54, párrafo 1, incisos b), c) y d) de la LGIPE, la DERFE tiene, entre 
otras atribuciones, la de formar, revisar y actualizar el Padrón Electoral, así como expedir la CPV 
conforme al procedimiento establecido en el Libro Cuarto de la propia ley. 

Conforme el artículo 126, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, el INE prestará por conducto de la DERFE y de 
sus Vocalías en las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas, los servicios inherentes al Registro 
Federal de Electores, mismo que es de carácter permanente, de interés público y tiene por objeto 
cumplir con lo previsto en el artículo 41 de la CPEUM sobre el Padrón Electoral. 

El artículo 127 de la LGIPE establece que el Registro Federal de Electores será el encargado de 
mantener actualizado el Padrón Electoral. 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 128 de la LGIPE, en el Padrón Electoral constará la 
información básica de las mujeres mexicanas y los varones mexicanos mayores de 18 años que han 
presentado la solicitud a que se refiere el párrafo 1 del artículo 135 de ese mismo ordenamiento 
legal, agrupados en dos secciones, una correspondiente a ciudadanas y ciudadanos residentes en 
México y la otra a residentes en el extranjero. 

El artículo 130 de la LGIPE, ordena que las personas ciudadanas están obligadas a inscribirse en el 
Registro Federal de Electores y a informar a éste de su cambio de domicilio dentro de los treinta días 
siguientes a que ello ocurra; asimismo, las ciudadanas y los ciudadanos participarán en la formación 
y actualización del Padrón Electoral en los términos de las normas reglamentarias correspondientes. 

                                                 
5 Expectativa de que todas las personas son cisgénero, “que aquellas personas a las que se les asignó masculino al nacer siempre crecen 
para ser hombres y aquellas a las que se les asignó femenino al nacer siempre crecen para ser mujeres”. 
6 Es un término utilizado para definir que existe un régimen impuesto en la sociedad, en ámbito político y económico que impone las 
relaciones sexual-afectivas heterosexuales mediante diversos mecanismos médicos, artísticos, educativos, religiosos, jurídicos, etc. 
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Igualmente, con base en el artículo 131 de la LGIPE, el INE debe incluir a la ciudadanía en las 
secciones del Registro Federal de Electores y expedirles la CPV, toda vez que es el documento 
indispensable para que ésta pueda ejercer su derecho de voto. 

Además, el artículo 132, párrafo 1 de la LGIPE, indica que la técnica censal es el procedimiento que 
el INE instrumentará para la formación del Padrón Electoral. Esta técnica se realiza mediante 
entrevistas casa por casa, a fin de obtener la información básica de las mexicanas y los mexicanos 
mayores de 18 años de edad, consistente en: apellido paterno, apellido materno y nombre completo; 
lugar y fecha de nacimiento; edad y sexo; domicilio actual y tiempo de residencia; ocupación y, en su 
caso, el número y fecha del certificado de naturalización. 

El párrafo 2 del artículo en mención, prevé que la información básica contendrá la entidad federativa, 
el municipio, la localidad, el distrito electoral uninominal y la sección electoral correspondiente al 
domicilio, así como la fecha en que se realizó la visita y el nombre y la firma de la persona 
entrevistadora. En todos los casos se procurará establecer el mayor número de elementos para 
ubicar dicho domicilio geográficamente. 

De conformidad con el artículo 134 de la LGIPE, se prevé que, con base en el Padrón Electoral, la 
DERFE expedirá en su caso la CPV. 

En ese contexto, el artículo 135, párrafo 2 de la LGIPE, señala que, para solicitar la CPV, la persona 
ciudadana deberá identificarse con su acta de nacimiento, además de los documentos que determine 
la CNV; para tal efecto, dicho órgano de vigilancia aprobó los acuerdos INE/CNV28/AGO/2020 e 
INE/CNV2-ORD/12: 14/12/2017, a efecto de determinar los medios de identificación para obtener la 
CPV en territorio nacional y en el extranjero, respectivamente. La DERFE conservará copia 
digitalizada de los documentos presentados. 

Siguiendo ese orden de ideas, el artículo 136, párrafo 1 de la LGIPE, indica que la ciudadanía tendrá 
la obligación de acudir a las oficinas o módulos que determine el Instituto, a fin de solicitar y obtener 
su CPV. 

Acorde a lo dispuesto en el artículo 156, párrafos 1 y 2 de la LGIPE, la CPV deberá contener, 
cuando menos, los siguientes datos de la persona electora: 

a) Entidad federativa, municipio y localidad que corresponden al domicilio. En caso de las y los 
ciudadanos residentes en el extranjero, el país en el que residen y la entidad federativa de 
su lugar de nacimiento. Aquellas y aquellos que nacieron en el extranjero y nunca han vivido 
en territorio nacional, deberán acreditar la entidad federativa de nacimiento de la o del 
progenitor mexicano. Cuando ambos progenitores sean mexicanos, señalará la de su 
elección, en definitiva; 

b) Sección electoral en donde deberá votar la o el ciudadano. En el caso de las y los 
ciudadanos residentes en el extranjero no será necesario incluir este requisito; 

c) Apellido paterno, apellido materno y nombre completo; 

d) Domicilio; 

e) Sexo; 

f) Edad y año de registro; 

g) Firma, huella digital y fotografía de la o del elector; 

h) Clave de registro, y 

i) CURP. 

Además, la CPV tendrá los siguientes elementos: 

a) Espacios necesarios para marcar año y elección de que se trate; 

b) Firma impresa del Secretario Ejecutivo del INE; 

c) Año de emisión; 

d) Año en el que expira su vigencia, y 

e) En el caso de la credencial que se expida a la ciudadanía residente en el extranjero, la 
leyenda “PARA VOTAR DESDE EL EXTRANJERO”. 

El párrafo 4 de dicho precepto legal señala que, en lo relativo al domicilio, las ciudadanas y los 
ciudadanos podrán optar entre solicitar que aparezca visible en el formato de su CPV o bien, de 
manera oculta, conforme a los mecanismos que determine este Consejo General. 
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Del reconocimiento de derechos en la legislación y jurisprudencia mexicana 

Ahora bien, a nivel nacional también existe el reconocimiento de los derechos de igualdad y no 
discriminación, identidad y libre desarrollo de la personalidad. Respecto al primero de éstos, los 
artículos 2 y 9 de la LFPED, prevén en términos generales que, corresponde al Estado promover la 
condiciones para que la libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas; quedando 
prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por objeto impedir o anular el reconocimiento o 
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades. 

El artículo Cuarto Transitorio del Decreto que reformó y adicionó diversas disposiciones de la LGP, 
publicado en el DOF el 22 de julio de 1992, señala que en el establecimiento del Registro Nacional 
de Ciudadanos se utilizará la información que proporcionare el otrora Instituto Federal Electoral, 
proveniente del Padrón Electoral y de la base de datos e imágenes obtenidas con motivo de la 
expedición y entrega de la CPV prevista en el artículo 164 del entonces Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, que ahora corresponde al INE conforme al artículo 131 de 
la LGIPE. En tanto no se expida la cédula de identidad ciudadana, esta credencial podrá servir como 
medio de identificación personal en trámites administrativos de acuerdo con los convenios que para 
tal efecto suscriba la autoridad electoral. 

Ahora bien, la Tesis P. LXVI/2009 de la SCJN,7 determina lo siguiente: 

DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. ASPECTOS QUE 
COMPRENDE. De la dignidad humana, como derecho fundamental superior 
reconocido por el orden jurídico mexicano, deriva, entre otros derechos 
personalísimos, el de todo individuo a elegir en forma libre y autónoma su proyecto de 
vida. Así, acorde a la doctrina y jurisprudencia comparadas, tal derecho es el 
reconocimiento del Estado sobre la facultad natural de toda persona a ser 
individualmente como quiere ser, sin coacción ni controles injustificados, con el fin de 
cumplir las metas u objetivos que se ha fijado, de acuerdo con sus valores, ideas, 
expectativas, gustos, etcétera. Por tanto, el libre desarrollo de la personalidad 
comprende, entre otras expresiones, la libertad de contraer matrimonio o no hacerlo; 
de procrear hijos y cuántos, o bien, decidir no tenerlos; de escoger su apariencia 
personal; su profesión o actividad laboral, así como la libre opción sexual, en tanto que 
todos estos aspectos son parte de la forma en que una persona desea proyectarse y 
vivir su vida y que, por tanto, sólo a ella corresponde decidir autónomamente. 

Igualmente, la Tesis P. LXVII/2009 de la SCJN,8 expone la determinación que se cita a continuación: 

DERECHOS A LA INTIMIDAD, PROPIA IMAGEN, IDENTIDAD PERSONAL Y 
SEXUAL. CONSTITUYEN DERECHOS DE DEFENSA Y GARANTÍA ESENCIAL 
PARA LA CONDICIÓN HUMANA. Dentro de los derechos personalísimos se 
encuentran necesariamente comprendidos el derecho a la intimidad y a la propia 
imagen, así como a la identidad personal y sexual; entendiéndose por el primero, el 
derecho del individuo a no ser conocido por otros en ciertos aspectos de su vida y, por 
ende, el poder de decisión sobre la publicidad o información de datos relativos a su 
persona, familia, pensamientos o sentimientos; a la propia imagen, como aquel 
derecho de decidir, en forma libre, sobre la manera en que elige mostrarse frente a los 
demás; a la identidad personal, entendida como el derecho de todo individuo a ser uno 
mismo, en la propia conciencia y en la opinión de los demás, es decir, es la forma en 
que se ve a sí mismo y se proyecta en la sociedad, de acuerdo con sus caracteres 
físicos e internos y sus acciones, que lo individualizan ante la sociedad y permiten 
identificarlo; y que implica, por tanto, la identidad sexual, al ser la manera en que cada 
individuo se proyecta frente a sí y ante la sociedad desde su perspectiva sexual, no 
sólo en cuanto a sus preferencias sexuales sino, primordialmente, en cuanto a cómo 
se percibe él, con base en sus sentimientos y convicciones más profundos de 
pertenencia o no al sexo que legalmente le fue asignado al nacer y que, de acuerdo a 
ese ajuste personalísimo en el desarrollo de cada individuo, proyectará su vida en 
todos los ámbitos, privado y público, por lo que al ser la sexualidad un elemento 
esencial de la persona y de su psique, la autodeterminación sexual forma parte de ese 

                                                 
7 Tesis P. LXVI/2009. Disponible en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165822.  
8 Tesis P. LXVII/2009. Disponible en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165821.  
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ámbito propio y reservado de lo íntimo, la parte de la vida que se desea mantener 
fuera del alcance de terceros o del conocimiento público. Por consiguiente, al constituir 
derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de los demás, se configuran 
como derechos de defensa y garantía esencial para la condición humana, ya que 
pueden reclamarse tanto en defensa de la intimidad violada o amenazada, como exigir 
del Estado que prevenga la existencia de eventuales intromisiones que los lesionen 
por lo que, si bien no son absolutos, sólo por ley podrá justificarse su intromisión, 
siempre que medie un interés superior. 

Aunado a lo anterior, en las tesis aisladas 1ª. CXXI/2018 (10a.),9 y P. LXXI/2009,10 la SCJN 
estableció que se deben atender factores contextuales y estructurales en normas o políticas públicas 
para analizar casos de discriminación indirecta o no explícita, así como el carácter preeminente del 
género respecto del sexo para respectar plenamente los derechos de identidad sexual y de género, 
al ser aspectos que definen tanto la visión que la persona tiene frente a sí misma como su proyección 
ante la sociedad: 

DISCRIMINACIÓN INDIRECTA O NO EXPLÍCITA. SU DETERMINACIÓN REQUIERE 
EL ANÁLISIS DE FACTORES CONTEXTUALES Y ESTRUCTURALES. El parámetro 
de regularidad constitucional del derecho a la igualdad y a la no discriminación 
reconoce que esta última ocurre no sólo cuando las normas, las políticas, las prácticas 
y los programas invocan explícitamente un factor prohibido de discriminación –
categoría sospechosa–, sino también cuando éstas son aparentemente neutras, pero 
el resultado de su contenido o aplicación genera un impacto desproporcionado en 
personas o grupos en situación de desventaja histórica, sin que exista para ello una 
justificación objetiva y razonable. Ahora bien, para poder establecer que una norma o 
política pública que no contempla una distinción, restricción o exclusión explícita sí 
genera un efecto discriminatorio en una persona, por el lugar que ocupa en el orden 
social o al pertenecer a determinado grupo social –con el consecuente menoscabo o 
anulación del reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos o libertades 
fundamentales–, es necesario introducir factores contextuales o estructurales en el 
análisis de la discriminación, ubicándose entre estos factores las relaciones de 
subordinación en torno al género, la identidad sexo-genérica, la orientación sexual, la 
clase o la pertenencia étnica; las prácticas sociales y culturales que asignan distinto 
valor a ciertas actividades en tanto son realizadas por grupos históricamente 
desaventajados, y las condiciones socioeconómicas. Estos factores pueden 
condicionar que una ley o política pública –aunque se encuentre expresada en 
términos neutrales y sin incluir una distinción o restricción explícita basada en el sexo, 
el género, la orientación sexual, la raza, la pertenencia étnica, entre otros– finalmente 
provoque una diferencia de trato irrazonable, injusta o injustificable de acuerdo con la 
situación que ocupen las personas dentro de la estructura social. 

REASIGNACIÓN SEXUAL. PREEMINENCIA DEL SEXO PSICOSOCIAL FRENTE 
AL MORFOLÓGICO PARA RESPETAR A PLENITUD LOS DERECHOS DE 
IDENTIDAD SEXUAL Y DE GÉNERO DE UNA PERSONA TRANSEXUAL. Ante los 
factores objetivos y subjetivos que definen a una persona, se advierte que tratándose 
de su identidad sexual y de género, se presenta en la realidad una prelación o 
preeminencia del factor subjetivo (sentimientos, proyecciones, ideales), sobre sus 
caracteres físicos o morfológicos (factor objetivo), de manera que derivado de la 
compleja naturaleza humana, que lleva a cada individuo a desarrollar su propia 
personalidad con base en la visión particular que respecto de sí mismo tenga, debe 
darse un carácter preeminente al sexo psicosocial frente al morfológico, a fin de 
respetar plenamente los derechos de identidad sexual y de género de una persona 
transexual, al ser aspectos que, en mayor medida, definen tanto la visión que la 
persona tiene frente a sí misma como su proyección ante la sociedad. 

                                                 
9 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; Gaceta S.J.F.; 28 de septiembre de 2018; Materia Constitucional; 1a. CXXI/2018 (10a.).  
10 Tesis P. LXXI/2009. Disponible en: https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/165693.  
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Por otra parte, a través de la sentencia SUP-JDC-304/2018 y acumulados, la Sala Superior del 
TEPJF consideró lo siguiente: “[…] partiendo de que la identidad sexo-genérica de las personas es 
una de las manifestaciones fundamentales de la libertad de conciencia, del derecho a la vida privada 
y del libre desarrollo de la personalidad, la tesis de la que parte esta Sala Superior es que la 
autoadscripción es el único elemento para determinar la identidad de las personas y el Estado no 
puede cuestionarla ni solicitar prueba alguna al respecto […] En términos electorales, la 
autoadscripción sexo-genérica –como sucede con la indígena– tiene que hacérsele saber a la 
autoridad respectiva con una manifestación que denote claramente la voluntad de la persona en 
cuestión. […]” 

Además, en la aludida sentencia, la Sala Superior del TEPJF consideró que, en materia del 
cumplimiento del principio de paridad de género, las autoridades no pueden ni deben verificar el sexo 
de las personas, sino que lo que se debe tomar en cuenta es el género al que se autoadscriban, tal 
como se indica a continuación (énfasis añadido): 

Ni la autoridad electoral local ni alguna otra del Estado Mexicano se encuentran 
legitimadas para verificar, a través de un procedimiento, la adscripción sexo-genérica 
de una persona. 

Así, partiendo de que la identidad sexo-genérica de las personas es una de las 
manifestaciones fundamentales de la libertad de conciencia, del derecho a la vida 
privada y del libre desarrollo de la personalidad, la tesis de la que parte esta Sala 
Superior es que la autoadscripción es el único elemento para determinar la identidad 
de las personas y el Estado no puede cuestionarla ni solicitar prueba alguna al 
respecto. 

Este órgano jurisdiccional considera que la manifestación de pertenencia a un 
género es suficiente para justificar la autoadscripción de una persona. Por lo 
que, bajo un principio de buena fe y presunción de la condición, la autoridad 
electoral debe llevar a cabo el registro conforme a la autoadscripción manifiesta. 

Se considera lo anterior, porque si bien es cierto que el Estado Mexicano se encuentra 
obligado a facilitar el acceso no solo a la justicia sino a condiciones dignas de vida que 
permita el ejercicio pleno de sus derechos y, entre ellos, los derechos político- 
electorales, el Estado se encuentra obligado a preservar los principios constitucionales 
que rigen en la renovación de los órganos de representación nacional, y, de manera 
particular, el principio de paridad de género. 

En este sentido, se considera que el Estado debe garantizar que los lugares sean 
ocupados por personas que de forma auténtica se autoadscriban a tal condición, pues 
ello es lo que fortalece la irradiación del principio de representatividad y composición 
pluricultural. 

En esa medida, la autoadscripción de una persona resulta suficiente para que la 
autoridad administrativa electoral la registre como persona postulada a un cargo de 
elección popular dentro del segmento previsto para el género en el que se autopercibe. 

Tomando en consideración lo anterior, este Consejo General aprobó el Acuerdo INE/CG1499/2018, 
en donde se estimó conveniente que el dato relativo al sexo en la CPV fuese integrado al código 
bidimensional QR de alta densidad ubicado al reverso de la credencial. Un aspecto central de este 
código es la posibilidad que le brinda a la persona propietaria de los datos personales, encriptar 
diversos datos, de manera que, a libre determinación de la persona, puede decidir qué datos sí y qué 
datos no serían visibles en su CPV. 

Al respecto, al aprobar la actualización del modelo de la CPV –en sus versiones para territorio 
nacional y para votar desde el extranjero– en ese acuerdo, este Consejo General determinó lo 
siguiente con relación al dato de sexo: 

[…] Ahora bien, con relación al dato de sexo, se considera oportuno que éste sea 
integrado al código bidimensional QR de alta densidad en el reverso de la credencial 
por las mismas razones expuestas con antelación [en referencia a elementos de 
información de la CPV como el domicilio, respecto del cual la ley no especificaba o 
precisaba la forma en que debería incorporarse] y, de manera opcional, si es deseo de 
la ciudadana o el ciudadano, se podrá incluir de forma visible en el anverso de la 
misma. 
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En este punto resulta conveniente señalar que, en conjunto con las Organizaciones de 
la Sociedad Civil y personas que trabajan por la garantía y respeto de los derechos 
humanos de las personas trans, en respuesta a sus demandas y en cumplimiento a 
nuestras obligaciones como autoridad, desde el INE se han impulsado diversas 
acciones para asegurar el ejercicio de los derechos político-electorales de las 
personas trans, entre ellas, el Protocolo para adoptar las medidas tendientes a 
garantizar a las personas trans el ejercicio del voto en igualdad de condiciones y sin 
discriminación en todos los tipos de elección y mecanismos de participación 
ciudadana, así como una campaña para invitar a esta población a que cambien la 
fotografía de su Credencial para Votar con la finalidad de que sea acorde con su 
identidad y expresión de género. […] 

Asimismo, la Sala Superior del TEPJF determinó que, si bien es cierto que la 
ciudadanía, así como las instituciones públicas y privadas suelen utilizar la Credencial 
para Votar para realizar diversos trámites, ese no es un fin constitucionalmente válido 
de la misma y por lo tanto no puede justificar la limitación de un derecho fundamental 
como el de la protección de datos personales sin consulta previa. 

En este sentido, aunado a la protección de datos personales, el dato referente al sexo 
se encuentra ligado con el derecho a la intimidad, la vida privada y al libre desarrollo 
de la personalidad, por lo tanto, las personas tienen el derecho de decidir ocultar esta 
información, máxime cuando no aporta ningún elemento adicional para acreditar su 
identidad. […] 

Es pertinente señalar que, a partir de la aplicación de las actualizaciones al actual modelo de la CPV, 
derivadas del Acuerdo INE/CG1499/2018, desde 2020 hasta el 23 de febrero de 2023, la DERFE ha 
registrado 134,894 trámites en los que las personas ciudadanas solicitaron que no aparezca visible el 
dato de sexo en el anverso de su credencial. 

ESTADÍSTICO DE TRÁMITES POR ENTIDAD Y AÑO DE TRÁMITE, DONDE SE SOLICITÓ UNA CPV CON 
SEXO NO VISIBLE 

ENTIDAD 2020 2021 2022 2023 TOTAL 

Aguascalientes 630 823 734 139 2,326

Baja California 731 965 1,176 169 3,041

Baja California Sur 52 150 295 49 546

Campeche 68 256 363 42 729

Coahuila 339 448 1,305 225 2,317

Colima 124 766 883 169 1,942

Chiapas 309 632 2,626 230 3,797

Chihuahua 205 532 354 87 1,178

Ciudad de México 7,469 11,043 12,286 1,949 32,747

Durango 114 87 362 40 603

Guanajuato 573 2,006 1,992 250 4,821

Guerrero 255 655 1,674 264 2,848

Hidalgo 685 870 732 111 2,398

Jalisco 1,061 4,027 6,158 804 12,050

México 2,648 8,617 8,483 1,217 20,965

Michoacán 528 1,787 2,328 431 5,074

Morelos 172 334 259 50 815

Nayarit 61 285 251 48 645

Nuevo León 382 1,042 1,032 161 2,617

Oaxaca 294 458 603 115 1,470

Puebla 1,433 4,251 3,566 606 9,856
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ESTADÍSTICO DE TRÁMITES POR ENTIDAD Y AÑO DE TRÁMITE, DONDE SE SOLICITÓ UNA CPV CON 
SEXO NO VISIBLE 

ENTIDAD 2020 2021 2022 2023 TOTAL 

Querétaro 279 1,585 1,578 218 3,660

Quintana Roo 555 1,459 1,537 302 3,853

San Luis Potosí 230 550 345 40 1,165

Sinaloa 33 97 635 81 846

Sonora 103 464 472 90 1,129

Tabasco 21 58 589 51 719

Tamaulipas 221 732 587 91 1,631

Tlaxcala 104 406 488 80 1,078

Veracruz 488 1,163 1,140 221 3,012

Yucatán 37 112 946 485 1,580

Zacatecas 297 1,366 1,570 203 3,436

TOTAL 20,501 48,026 57,349 9,018 134,894

Fuente: DERFE, Coordinación de Procesos Tecnológicos, Dirección de Operaciones del CECyRD. 
Corte al 23 de febrero de 2023. 

Por otra parte, cabe destacar lo sostenido por la Sala Regional Ciudad de México del TEPJF, al 
resolver el expediente SCM-JDC-1050/2019, en el cual se destaca que, si bien la CPV es el medio 
con el cual la ciudadanía puede ejercer su derecho al voto, ésta se fue consolidando y aceptando 
hasta que se volvió un documento indispensable en la vida cotidiana de las mexicanas y los 
mexicanos hasta convertirse en un medio de identificación oficial, aceptado por dependencias 
públicas, privadas y actos entre particulares, indispensable para las personas en su vida cotidiana. 

De las personas no binarias 

La CIDH ha documentado que existe un universo de identidades y expresiones de género entre las 
que se encuentra la de las personas que se identifican como “no binarias” o bien “personas de 
género no binario”, entre muchas otras posibilidades. Así, la identidad de género hace referencia a la 
vivencia interna e individual que cada persona siente y define, misma que podría o no corresponder 
con el género asignado al nacer. En esa línea, el término "persona trans" resulta ser un concepto 
paraguas frecuentemente utilizado por aquellas personas cuyas identidades de género no se 
condicen con las socialmente establecidas para el género que les fue asignado. 

Al respecto, la CIDH reconoce que, sea cual sea su configuración biológica de nacimiento, “[…] 
existen personas no binarias que se identifican con una única posición fija de género distinta de 
hombre o mujer. Otras personas no binarias no se identifican con ningún género en particular, en 
ocasiones denominándose personas ‘agénero’. En ocasiones, estas personas se consideran a sí 
mismas personas sin género, o bien disienten con la idea misma de género Por su parte, las 
personas de “género fluido” vivencian el género de manera fluctuante, sin un género fijo y 
permanente.” 11 

En otras palabras, se trata de personas que desafían a las normas o categorías convencionales o 
bien, que las trascienden. Si el Estado ha construido gran parte de sus procesos a través de la 
heteronormatividad, es decir con la asignación de roles binarios hombre/mujer a las que ha dado 
pleno reconocimiento, las personas de la comunidad LGBTTTIQ+ han expandido la comprensión de 
las categorías de sexo, género, identidad de género y orientación sexual sobre cómo las personas 
pueden identificarse a sí mismas. 

En este sentido, de acuerdo con la CIDH, las identidades no binarias reúnen, entre otras categorías 
identitarias, a personas que no se identifican con una única posición fija de género como mujer u 
hombre, personas que se identifican parcialmente como tales, personas que deciden fluir entre los 
géneros por periodos de tiempo, que no se identifican con ningún género o que disienten de la idea 
misma del género. 

                                                 
11 CIDH, Informe sobre Personas Trans y de Género Diverso y sus derechos económicos, sociales, culturales y ambientales, 7 de agosto de 
2020, pp. 43-46, https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/PersonasTransDESCA-es.pdf. 
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En todo caso, cada una de estas expresiones forman parte de categorías que deben ser protegidas 

contra la discriminación a la luz de los estándares internacionales que ya han sido expuestos, a fin de 

que puedan ejercer de manera plena sus derechos, entre ellos los de identidad y personalidad 

jurídica. 

En relación con estos derechos, la CIDH ha sido consistente en recomendar a los Estados parte a 

“admitir y reconocer las identidades no binarias, tales como las identidades de género que no son ni 

‘hombre’ ni ‘mujer’, y ofrecer diversas opciones de marcadores de género en los procesos legales de 

reconocimiento de la identidad de género.”12 

En México, de acuerdo con el INEGI, existen alrededor de 5 millones de personas de 15 años o más 

que se autoidentifican con una orientación o identidad de género LGBTTTIQ+; es decir, una de cada 

20 personas o el 5.1% de la población. El 81.8% se asume parte de esta población por su orientación 

sexual, mientras que 7.6% se asume por su identidad de género y 10.6 % por ambas.13 

 

Fuente: INEGI, Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021. 

De entre aquellas personas que se identifican en este colectivo con motivo de su identidad de 
género, 34.8% son transgénero o transexual y 65.2% se identifica con otra (entre las que se 
encuentra la no binario, género fluido, agénero, etc.). 

 

Fuente: INEGI, Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021. 

                                                 
12 Asamblea General, Informe del Experto Independiente sobre la protección contra la violencia y la discriminación por motivos de orientación 
sexual o identidad de género, A/73/152, 12 de julio de 2018, párr. 81(d)(v). 
13 INEGI, Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021, https://www.inegi.org.mx/programas/endiseg/2021/. 
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No obstante, el reconocimiento jurídico de la identidad de esta población ha dado apenas pasos 
incipientes en nuestro país. En febrero de 2022, la Dirección General del Registro Civil en el Estado 
de Guanajuato expidió la primera acta de nacimiento que reconoce a una persona como no binaria, 
producto de una sentencia de amparo dictada por el Juez Cuarto de Distrito con sede en León, 
Guanajuato. 

En el mismo sentido, existen casos en Ciudad de México y Nuevo León, ambos como consecuencia 
de procesos judiciales que han otorgado protección a la esfera de derechos de este colectivo. 

A nivel legislativo, en noviembre de 2022, el Congreso del Estado Libre y Soberano de Hidalgo se 
convirtió en la primera entidad federativa en dar un paso más en el reconocimiento de la identidad de 
género de las personas no binarias, al aprobar modificaciones a la Ley para la Familia del Estado de 
Hidalgo y a la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Hidalgo, con el objetivo de que el Registro 
Civil de dicha entidad permita en adelante la rectificación de documentos. 

La reforma consistió en adicionar un nuevo artículo 214 Ter a la Ley para la Familia del Estado de 
Hidalgo, en los siguientes términos: 

Artículo 214 Ter. Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su identidad de 
género. 

Se entenderá por identidad de género la convicción personal e interna, tal como cada 
persona se percibe a sí misma, la cual puede corresponder o no, al sexo asignado en 
el registro primario. En ningún caso será requisito acreditar intervención quirúrgica, 
terapia, diagnóstico u otro procedimiento para el reconocimiento de la identidad de 
género. 

Las personas cuya autopercepción de género no se enmarque en las categorías de 
masculino o femenino, tendrán el derecho al reconocimiento e inscripción de su género 
no binario. 

El reconocimiento respectivo se llevará a cabo en la Dirección del Registro del Estado 
Familiar del Poder Ejecutivo del Estado o ante el Oficial del Registro del Estado 
Familiar del municipio de su residencia cumpliendo todas las formalidades que exige la 
normatividad. 

Los efectos de esta nueva acta de nacimiento serán oponibles a terceros desde su 
registro. 

Los derechos y obligaciones contraídas con anterioridad al reconocimiento de 
identidad de género y a la expedición de la nueva acta, no se modificarán ni se 
extinguirán con la nueva identidad jurídica de la persona; incluidos los provenientes de 
las relaciones propias del derecho de familias en todos sus órdenes y grados, los que 
se mantendrán inmodificables. 

Al tratarse de un hecho histórico en favor de las personas no binarias, esta reforma constituye una 
referencia indispensable para este Instituto, tomando en cuenta que los avances tanto judiciales 
como legislativos apuntan hacia el pleno reconocimiento de las personas trans y de la diversidad 
sexo-genérica, sin dejar de observar que de las 32 entidades del país solo una lo ha establecido en 
ley para las personas no binarias. 

Con base en las consideraciones normativas expuestas, este Consejo General válidamente puede 
realizar el análisis de viabilidad sobre la incorporación del dato en la CPV que reconozca a las 
personas como no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-
396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF; así como, que se 
identifique en la credencial como persona no binaria solo en el apartado de sexo, a quienes 
manifiesten su deseo de que se les reconozca con ese carácter sin presentar documento de 
identidad. 

TERCERO. Motivos para determinar viable la incorporación del dato en la CPV que reconozca a las 
personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y 
SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF; así como, que se identifique en la 
credencial como persona no binaria solo en el apartado de sexo, a quienes manifiesten su deseo de 
que se les reconozca con ese carácter sin presentar documento de identidad. 

La CPEUM y la LGIPE revisten al INE de atribuciones para la formación y administración del Padrón 
Electoral y la Lista Nominal de Electores, que incluye la expedición de la CPV como instrumento para 
que la ciudadanía ejerza sus derechos político-electorales y como documento oficial de identificación, 
dada la importancia que cobra la CPV en la vida cotidiana de la ciudadanía. 
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El modelo de la CPV se ha venido actualizando, contribuyendo a mejorar la seguridad en el 
tratamiento y protección de los datos personales que contiene y atender los estándares 
internacionales de los documentos de identificación, logrando que este instrumento electoral continúe 
siendo un documento seguro y confiable. 

Igualmente, resulta oportuno destacar que este Instituto, de la mano de las mejoras tecnológicas y de 
seguridad, ha establecido por medio de acciones afirmativas una variedad de directrices y orientado 
las acciones conducentes a garantizar que la ciudadanía vote y pueda identificarse con la CPV en 
igualdad de condiciones y sin discriminación alguna. 

Ahora bien, respecto de la materia del presente acuerdo, a través de sendas peticiones ciudadanas, 
se formuló a la JLE-AGS la solicitud de la emisión de la CPV en la que contenga un casillero que 
reconozca a las personas requirentes como no binarias. 

No obstante, ante la negativa de dichas peticiones ciudadanas por parte del INE, se interpusieron 
dos demandas de JDC, cuyos juicios ciudadanos fueron resueltos mediante las sentencias dictadas 
en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021, en las cuales la Sala Regional 
Monterrey del TEPJF, entre otras determinaciones, instruyó a este Consejo General para que analice 
la viabilidad de la incorporación del dato en la CPV que permita a las personas que así lo soliciten, 
ser identificadas como no binarias. 

Dicho lo anterior, con la finalidad de dar cumplimiento a lo ordenado por la Sala Regional Monterrey 
del TEPJF, en los expedientes previamente citados, a través del Acuerdo INE/CNV70/DIC/2022, la 
CNV recomendó a este Consejo General considerar como viable la incorporación del dato en la CPV 
que reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los 
expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Monterrey del TEPJF, de acuerdo 
con lo siguiente: 

[…] En esa tesitura, en concordancia con el artículo 135, de la LGIPE, y los Acuerdos 
INE/CNV28/AGO/2020 e INE/CNV2-ORD/12:14/12/2017 de esta CNV, para solicitar la 
CPV, la o el ciudadano deberá identificarse con su acta de nacimiento o documento 
análogo expedido de conformidad con la normatividad de las diferentes entidades 
federativas en materia de registro civil o, en su caso, documento que acredite la 
nacionalidad mexicana por naturalización. 

En este sentido, se reconoce al acta de nacimiento como el documento origen o 
fundacional de la identidad jurídica de las y los ciudadanos, por lo que resulta el 
documento que debe ser modificado para que como consecuencia se emitan otros 
documentos con dicha adecuación, como es el caso de la CPV emitida por el INE. 

Por lo tanto, las personas interesadas en que se les reconozca su identidad de género 
no binaria en la CPV, presentarán su acta de nacimiento o documento que las 
identifique como tal, considerando que existen diferentes formatos de actas de 
nacimiento a nivel nacional, dentro de las cuales algunas hacen mención del género o 
identidad de género como sinónimo del sexo de la persona que se registra; razón por 
la cual, se considera viable realizar los ajustes en la CPV, a efecto de incorporar el 
dato o elemento que reconozca a las personas no binarias, en acatamiento a las 
sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la 
Sala Monterrey del TEPJF. 

Ahora bien, es de señalar que mediante oficios INE/DERFE/1230/2022 e 
INE/DERFE/1129/2022, la DERFE consultó a la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad (RENAPO), si esa dependencia tiene considerado 
realizar cambios en la conformación de la Clave Única de Registro de Población 
(CURP), derivado de la existencia de actas de nacimiento con dato de sexo “no 
binario”; sin embargo, ante la espera de la respuesta que emita dicha entidad, se tiene 
conocimiento que el RENAPO ya ha emitido la CURP con un elemento que reconoce a 
las personas no binarias, derivado de sendas resoluciones jurisdiccionales. Dicho 
elemento se representa con una “X” en la conformación de la clave, en lugar de la “H” 
o “M” que representaban el dato del sexo binario. 

Lo anterior, implica que la DERFE deberá realizar los ajustes necesarios a los 
sistemas informáticos del INE, a los procedimientos técnico-operativos y a la 
capacitación de la estructura operativa involucrada en la operación de los Módulos de 
Atención Ciudadana, con la finalidad de que el INE esté en condiciones de expedir las 
CPV con el dato que reconozca a las personas no binarias, siempre y cuando así lo 
soliciten con el soporte oficial respectivo. 
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De esta manera, se considera conveniente que el elemento que se incorpore en la 
CPV para identificar a las personas como no binarias, sea la letra “X”, la cual sería 
acorde con la conformación de la CURP, toda vez que, como se mencionó 
previamente, las claves que ha emitido RENAPO en las que se reconoce la identidad 
de género no binaria, se ha utilizado la letra “X”. […] 

Posteriormente, en la primera sesión extraordinaria de la CRFE, celebrada el 18 de enero de 2023, 
se presentó el Informe sobre la viabilidad de incorporar en la CPV el dato que reconozca a las 
personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes  SM-JDC-
396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF. 

En dicho informe, se retomaron los antecedentes de Guanajuato y Ciudad de México, como 
entidades en donde ya el registro civil expidió actas de nacimiento que reconocen a una persona 
como no binaria. El primer caso ocurrió en Guanajuato el 11 de febrero de 2022 en favor del activista 
Fausto Martínez.14 

Sin embargo, reconociendo el rezago que existe a nivel nacional sobre las modificaciones en 
las legislaciones estatales respecto al reconocimiento del derecho a la identidad de las 
personas no binarias, así como la posibilidad de conseguir la modificación en el acta de 
nacimiento (reiterando que solo existen hasta antecedentes en Guanajuato, Ciudad de México y 
Nuevo León), se acordó analizar la posibilidad de que las personas que no cuenten con un medio de 
identidad en la que se les reconozca la identidad de género no binaria, tengan la posibilidad de 
solicitar su CPV con el dato que las identifique como tal, con las implicaciones técnicas que ello 
conlleva. 

En este orden de ideas, como fue expuesto en el considerando anterior, el artículo 1° de la CPEUM 
establece que en los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
propia CPEUM y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

Esta modificación sentó un nuevo paradigma en el reconocimiento de los derechos humanos: el 
principio pro persona. Dicho principio es definido como un criterio hermenéutico que informa todo el 
derecho de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la 
interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a 
la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones 
permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.15 

Aunado a lo anterior, el 11 de junio de 2003, se publicó en el DOF la LFPED. Este instrumento 
normativo sentó las bases del derecho a la igualdad y no discriminación, así como la obligatoriedad 
de todas las instituciones del Estado para adoptar las medidas que estén a su alcance, tanto por 
separado como coordinadamente, para que toda persona goce, sin discriminación alguna, de todos 
los derechos y libertades consagrados en la CPEUM, en las leyes y en los Tratados Internacionales 
de los que México sea parte. 

En este contexto, la identidad de género se reconoce como una de las categorías protegidas contra 
la discriminación, pues se encuentra estrechamente relacionada con el derecho al libre desarrollo de 
la personalidad. 

De igual manera, se debe destacar que la autopercepción de la persona juega un papel 
indispensable en términos de la construcción de la identidad de género. 

Al respecto, y de acuerdo con consideraciones normativas expuestas en el considerando anterior, se 
resalta que el derecho de cada persona a definir de manera autónoma su identidad sexual y de 
género, así como a que los datos que figuran en los registros oficiales y en los documentos de 
identidad sean acordes o correspondan a la definición que tiene de sí mismas, se encuentra 
protegido por el desarrollo del derecho internacional de derechos humanos a través de las 
disposiciones que garantizan el derecho de igualdad y no discriminación, identidad, libre desarrollo 
de la personalidad y reconocimiento de la personalidad jurídica. 

                                                 
14 Existe también un antecedente en Nuevo León, con el caso de Edie Galván Villareal en marzo de 2022. Se considera que, con los 
ejemplos de estos estados, el resto de las entidades del país podrá ir tomando como referencia estos avances para realizar modificaciones, 
pero el rezago sigue siendo mayor. 
15 Mireya Castañeda. (2014). “El principio pro persona. Experiencias y expectativas”, 
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/10/4894/1.pdf. 
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En este sentido, los Estados parte están obligados a desplegar sus esfuerzos para que se reconozca 
la identidad de género autopercibida en los registros oficiales y en los documentos de identidad de 
las personas que así lo deseen. 

Al respecto, en palabras del magistrado Felipe de la Mata Pizaña:16 

[…] la dicotomía hombre/mujer se refuerza por el hecho de que casi todas las 
sociedades hablan y piensan binariamente, y así elaboran sus representaciones 
sociales, como construcciones simbólicas atribuidas a la conducta objetiva y subjetiva 
de las personas. 

Sin embargo, la construcción cultural de la identidad de género, en la actualidad, ha 
encontrado un replanteamiento, en la apertura de una negación hacia la existencia de 
otras formas de asumirse en los roles de la sociedad, más allá del sistema binario 
planteado por la humanidad en la realidad social de la historia. 

Así, el repaso hacia lo que significa el género, traza el acto diario de interpretación de 
cada persona, que no se trata de un concepto dado por sentado, estático sin cambio 
alguno. Elegir el propio género es un acto volitivo, y si éste se elige solo en términos 
binarios, entonces se renueva una historia cultural prestablecida, que impide la 
posibilidad de existir fuera de las normas de género dadas, y, que a su vez interpreta 
una realidad cultural cargada de sanciones, tabúes y prescripciones. 

Para superar las restricciones binarias debe encontrarse su disolución en la creación 
de nuevas formas culturales, en mejorar las condiciones de una construcción de 
nuevas realidades sociales, en donde, cuando se trata de derechos humanos de las 
personas “no binarias”, las autoridades del estado estén para reconocérselos sin 
prejuzgar condiciones establecidas que implican categorizar lo femenino/masculino, 
sin abrirse a las múltiples posibilidades de hacer género. 

Así, a los tribunales constitucionales como entes de protección y tutela de derechos, 
les corresponde a través de sus respectivas determinaciones, favorecer la 
reconstrucción de estructuras arraigadas del sistema binario de género, rechazar la 
calidad fija y permanente de la oposición binaria, lograr una historicidad y una 
deconstrucción genuinas de otras identidades de género. […] 

En efecto, a partir de estas consideraciones y tomando en cuenta las determinaciones de la SCJN y 
del TEPJF, no solo corresponde a los órganos jurisdiccionales sino también a las autoridades 
administrativas, máxime cuando se les confiere constitucionalmente la protección y promoción de los 
derechos humanos en su esfera de actuación, aprobar acuerdos y ejecutar acciones orientadas a 
maximizar el ejercicio de los derechos de todas las personas, incluyendo acciones afirmativas y 
medidas progresivas que favorezcan a personas no binarias, entre otros colectivos, comunidades y 
poblaciones de la diversidad sexual y de género, a fin de prevenir actos discriminatorios en su contra. 

En relación con este tema, es oportuno mencionar que la Sala Superior del TEPJF emitió la 
sentencia recaída en el expediente SUP-REC-277/2020, en la que se confirmó una decisión de la 
Sala Regional Monterrey del TEPJF, que consideró válida la implementación de la reserva del 10% 
del total de Consejerías Distritales y Municipales del Instituto Electoral de Aguascalientes, para 
personas en situación de desventaja; en concreto, al grupo LGBTTTIQ+, personas adultas mayores, 
personas indígenas y personas con discapacidad, pero que debía diferenciarse a las personas 
femeninas/masculinas respecto de las personas no binarias. 

Ello, derivado de una solicitud que un colectivo planteó ante el TEEA, respecto que no era suficiente 
que el OPL incorporara un criterio orientador para incluir a las personas trans (transgénero, 
transexuales y travestis) a través de la autoadscripción para determinar la identidad de género de las 
personas trans, porque excluía a las personas no binarias. 

Así, se confirmó que era constitucional y convencional la armonización de la paridad de género y la 
acción afirmativa ordenadas a favor de grupos desventajados. El OPL debía distribuir el 90% de los 
cargos de los Consejos Distritales y el 90% de los Consejos Municipales bajo el mandato paritario, y 
el 10% restante de cada uno de ellos, atendiendo a la medida afirmativa de los otros grupos. 

De tal forma que, se materializaría la igualdad sustantiva de la identidad de género dentro de los 
procesos para integrar órganos electorales, en tres listas: mujeres, hombres y personas en situación 
de desventaja, en la que, en esta última se incluiría a las personas no binarias en el grupo de las 
personas LGBTTTIQ+. 

                                                 
16 Felipe de la Mata Pizaña, “Personas no binarias en la integración de órganos electorales”, 
https://www.te.gob.mx/blog/delamata/front/articles/article/206#_ftn1. 



Miércoles 19 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

Esta decisión implicó un criterio novedoso por dos razones: 1) se reconocen los derechos de las 
personas no binarias para integrar órganos electorales locales; y, 2) la paridad y las acciones 
afirmativas no se contraponen, ninguna tiene más peso que la otra, sino que se armonizan para 
hacer a estos entes del estado, mayormente incluyentes. 

Igualmente, se cumplió con el mandato legal y constitucional de “paridad en todo” y el principio de 
igualdad de los derechos humanos. Se estimó, además, que el derecho de cada persona a definir  de 
manera autónoma su identidad sexual y de género, que se le reconozca “no binaria”, y que esta 
representación de sí misma se materializarse en el ejercicio de sus derechos, está protegido 
constitucional y convencionalmente, y que las autoridades son las que tienen el deber de efectuar las 
medidas para garantizar y respetar ese derecho. 

Por su parte, los Principios de Yogyakarta, relativos a los principios sobre la aplicación de la 
legislación internacional de derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de 
género, son un referente obligado para la interpretación y alcance en el reconocimiento de derechos 
de la comunidad LGBTTTIQ+ en las dimensiones formal y material. 

Estos principios plantean las obligaciones de los Estados de implementar medidas de carácter 
legislativo, jurídico y administrativo para reconocer legalmente la identidad de género que cada 
persona defina para sí, así como para que se establezcan procedimientos mediante los cuales todos 
los documentos de identidad emitidos por el Estado que indican el género o el sexo de una persona 
—incluyendo certificados de nacimiento, pasaportes, registros electorales y otros documentos— 
reflejen esa identidad. 

En conclusión, la identidad de género es uno de los elementos que constituye la personalidad jurídica 
y no puede ser motivo de discriminación. El derecho al libre desarrollo de la personalidad comprende 
todos aquellos aspectos de la vida en que la persona desea proyectarse. En consecuencia, la 
identidad sexo-genérica se integra como un elemento de autodeterminación y autonomía, que se 
encuentra protegido por las instituciones jurídicas internacionales y nacionales. 

De conformidad con la Corte IDH, los Estados que han ratificado la CADH están obligados a 
asegurar el reconocimiento de la identidad jurídica de las personas, sea real o autopercibida, por lo 
que deben implementar las medidas, preferentemente de carácter administrativo, para que dicha 
identidad verse en los registros de identificación oficiales. 

De esta manera, las directrices a considerar para el reconocimiento de la identidad de género 
implican: 

1. No menoscabar el principio de seguridad jurídica. 

2. Que cualquier modificación se base solo en el consentimiento libre e informado de la 
persona. 

3. Para reconocer cualquier modificación en este marco basta la autodeterminación. 

4. Se debe evitar someter a la persona a cargas burocráticas irrazonables para modificar sus 
documentos de identidad. 

5. Se debe establecer un mecanismo sencillo, trasparente y coordinado para que se reconozca 
legalmente la identidad de la persona. 

Por tanto, es preciso dar un paso más en la garantía y protección de los derechos de las personas no 
binarias, para que a partir de su sola autoadscripción pueda ser reconocida su identidad en la CPV, 
sin necesidad de haber modificado antes su acta de nacimiento. 

La implementación de esta medida de carácter progresivo se convierte además en la única 
posibilidad de que el INE pueda brindar protección y garantía de sus derechos a las dos personas 
peticionarias cuyas sentencias dieron origen al presente acuerdo. 

En efecto, tanto en el caso del expediente SM-JDC-396/2020, como SM-JDC-1011/2021, Kevin “N” y 
Jesús “N” acudieron a este Instituto a fin de que pudiera reconocer su identidad en los datos de su 
CPV, tomando en cuenta solo su autopercepción como personas no binarias. 

En ambos casos, la petición fue dirigida además para hacer visible su identidad, no así que se 
variara u ocultara su sexo, razón por la cual las opciones que hoy ofrece este Instituto resultan no 
solo insuficientes, sino incluso, posiblemente discriminatorias. 

La visibilización de la identidad de género como parte de los datos expuestos en la CPV constituye 
en sí misma una medida que atiende al principio de progresividad de los derechos humanos, más 
aún si este paso puede darse sin afectar la conformación de los datos registrales del Padrón 
Electoral, sino solo como abrir la oportunidad de que toda aquella persona que se considere no 
binaria pueda ver esa decisión reflejada en su CPV, sin efectos adicionales. 
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Por el contrario, exigir que sea posible el reconocimiento de la identidad no binaria solo previa 
modificación al acta de nacimiento o los registros oficiales de las personas, es dejar en el mismo 
estado de indefensión a gran parte de esta comunidad ante los avances normativos mínimos a nivel 
nacional o la necesidad de iniciar un proceso judicial con efectos individuales, como sería el caso de 
los dos peticionarios ante este Instituto. 

Es así que, a fin de garantizar el derecho a la identidad y expresión de género de las personas no 
binarias, son las autoridades quienes se encuentran obligadas en el alcance de sus posibilidades a 
implementar mecanismos legales, sencillos y expeditos que posibiliten registrar o cambiar 
componentes esenciales de su identidad en los registros públicos y en sus documentos de 
identificación, en este caso de la CPV. 

En este sentido, el INE, como parte de las autoridades del Estado mexicano, fortalece su actuar 
como autoridad garantista de derechos contribuyendo a la promoción, protección y garantía de los 
derechos de las personas no binarias, dando paso a la expansión y reconocimiento pleno de sus 
derechos al adoptar medidas de carácter progresivo en favor de su libre desarrollo y personalidad, 
permitiendo que su identidad sea visible y manifiesta con base en la autoadscripción de las personas. 

Para reforzar lo anterior, es preciso señalar que ha sido criterio de la Sala Superior del TEPJF,17 que 
la manifestación de pertenencia a un género es suficiente para justificar la autoadscripción de una 
persona. Por lo que, bajo un principio de buena fe y presunción de la condición, la autoridad electoral 
debe llevar a cabo el registro conforme a la autoadscripción manifiesta. 

En tal virtud, resulta viable la incorporación del identificador “X” en la CPV que reconozca a las 
personas no binarias, en acatamiento a las sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-
396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Regional Monterrey del TEPJF, mediante las siguientes 
dos vías: 

1. A las personas que soliciten su CPV en la que se les reconozca como no binarias y 
presenten su documento de identidad en el que se les identifique como tal, ya sea acta de 
nacimiento o carta de naturalización, se le expedirá la credencial con el identificador “X”, tanto en 
el campo del sexo, como en los datos de información y control que se localizan en la misma. 

2. A las personas que soliciten su CPV en la que se les reconozca como no binarias y no 
presenten su documento de identidad, ya sea acta de nacimiento o carta de naturalización 
en los que se les identifique como tal, se les expedirá la credencial con el identificador “X” 
únicamente en el campo de sexo, sin que se modifiquen los datos de información y control que 
se localizan en la CPV, tales como la clave de elector, la CURP, la zona de lectura mecánica, 
entre otras; puesto que, para ello, deviene necesario contar con dicho documento de identidad 
que refleje esa identidad de género, a fin de que haya concordancia entre ambos registros. 

 

Mediante estas vías se facilitará a la ciudadanía elegir su identidad de género no binaria en la CPV, 
dando cumplimiento a la normatividad internacional y nacional en materia de derechos humanos 
antes expuesta, en el sentido de que es obligación de los Estados asegurar el reconocimiento de la 
identidad jurídica de las personas, sea real o autopercibida, sin comprometer la certeza de los 
instrumentos registrales que administra esta autoridad electoral. 

Aunado a lo anterior, este Consejo General considera procedente que, a través de la DERFE, se 
elabore un estudio para analizar la viabilidad para que las personas trans que soliciten su CPV en la 
que se les reconozca como mujer u hombre no presenten su documento de identidad, ya sea acta de 
nacimiento o carta de naturalización en los que se les identifique como tal, se les expedirá la 

                                                 
17 Sentencia SUP-JDC-304/2018 y acumulados. Sala Superior del TEPJF. 
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credencial con el identificador “M” o “H” acorde con su identidad de género únicamente en el campo 
de sexo, sin que se modifiquen los datos de información y control que se localizan en la CPV, tales 
como la clave de elector, la CURP, la zona de lectura mecánica, entre otras; puesto que, para ello, 
deviene necesario contar con dicho documento de identidad que refleje esa identidad de género, a fin 
de que haya concordancia entre ambos registros. La DERFE deberá presentar a la CRFE dicho 
estudio para los efectos conducentes. 

Por otra parte, resulta conveniente instruir a la DERFE para que proceda a la realización de las 
adecuaciones técnicas en sus sistemas a efecto de que modifique el modelo de la CPV, para que 
contenga el dato de género no binario que se propone tanto en la clave de elector como en los datos 
visibles asociados de dicha credencial. 

En este sentido, resulta procedente que, hasta en tanto se realicen los ajustes conducentes a los 
sistemas informáticos, a los procedimientos técnico-operativos, así como a la capacitación de la 
estructura operativa involucrada en la operación de los Módulos de Atención Ciudadana, los trámites 
que solicite la ciudadanía con el dato en la CPV que las reconozca como personas no binarias, se 
atenderán de manera particular mediante un mecanismo de excepción no automatizado que impacte 
en el dato de sexo que se imprime en la credencial, pero que no considere cambios en la clave de 
elector y otros datos de información y control. 

Con base en las consideraciones anteriormente vertidas, a fin de dar cumplimiento a las sentencias 
dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Monterrey del 
TEPJF; así como, hacer posible que se identifique en la CPV como persona no binaria solo en el 
apartado de sexo, a quienes manifiesten su deseo de que se les reconozca con ese carácter sin 
presentar documento de identidad, este Consejo General determina que es viable la incorporación 
del dato en la CPV que reconozca a las personas no binarias, en los términos precisados en el 
presente considerando. 

En razón de lo expuesto en las consideraciones de hecho y de derecho, este Consejo General en ejercicio 
de sus facultades emite los siguientes: 

ACUERDOS 

PRIMERO. Se determina viable la modificación de los datos que contiene la Credencial para Votar, para 
efecto de incorporar el identificador que corresponde a las personas no binarias, en acatamiento a las 
sentencias dictadas en los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021 por la Sala Monterrey del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; así como, que se identifique en la credencial como 
persona no binaria solo en el apartado de sexo, a quienes manifiesten su deseo de que se les reconozca con 
ese carácter sin presentar documento de identidad, de conformidad con el considerando tercero del presente 
acuerdo, en los siguientes términos: 

1. A las personas que soliciten su Credencial para Votar en la que se les reconozca como no 
binarias y presenten su documento de identidad, ya sea acta de nacimiento o carta de 
naturalización en el que se les identifique como tal, se le expedirá la credencial con el 
identificador “X”, tanto en el campo del sexo, como en los datos de información y control que se 
localizan en la misma. 

2. A las personas que soliciten su Credencial para Votar en la que se les reconozca como no 
binarias y no presenten su documento de identidad, ya sea acta de nacimiento o carta de 
naturalización en los que se les identifique como tal, se les expedirá la credencial con el 
identificador “X” únicamente en el campo de sexo, sin que se modifiquen los datos de 
información y control que se localizan en la credencial, tales como la clave de elector, la Clave Única 
del Registro de Población, la zona de lectura mecánica, entre otras; puesto que, para ello, deviene 
necesario contar con dicho documento de identidad que refleje esa identidad de género, a fin de que 
haya concordancia entre ambos registros. 

SEGUNDO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a realizar un estudio 
para analizar la viabilidad para que las personas trans que soliciten su Credencial para Votar en la que se les 
reconozca como mujer u hombre no presenten su documento de identidad, ya sea acta de nacimiento o carta 
de naturalización en los que se les identifique como tal, se les expedirá la credencial con el identificador “M” o 
“H” acorde con su identidad de género únicamente en el campo de sexo, sin que se modifiquen los datos de 
información y control que se localizan en la Credencial para Votar, tales como la clave de elector, la Clave 
Única del Registro de Población, la zona de lectura mecánica, entre otras; puesto que, para ello, deviene 
necesario contar con dicho documento de identidad que refleje esa identidad de género, a fin de que haya 
concordancia entre ambos registros. El estudio deberá ser presentado en la Comisión del Registro Federal de 
Electores para los efectos conducentes. 
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TERCERO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a realizar los ajustes 
necesarios a los sistemas informáticos, a los procedimientos técnico-operativos, a la capacitación de la 
estructura operativa involucrada en la operación de los Módulos de Atención Ciudadana, así como evaluar la 
necesidad de aprobar ajustes al modelo de la Credencial para Votar en territorio nacional y desde el extranjero 
con la finalidad de que el Instituto Nacional Electoral esté en condiciones de expedir la misma con el dato que 
reconozca a las personas no binarias. 

CUARTO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, a informar mensualmente 
a la Comisión Nacional de Vigilancia y a la Comisión del Registro Federal de Electores sobre los avances de 
los ajustes realizados a los sistemas informáticos, a los procedimientos técnico-operativos, así como a la 
capacitación de la estructura operativa involucrada en la operación de los Módulos de Atención Ciudadana. 

QUINTO. Se aprueba que, hasta en tanto se realicen los ajustes conducentes a los sistemas informáticos, 
a los procedimientos técnico-operativos, así como a la capacitación de la estructura operativa involucrada en 
la operación de los Módulos de Atención Ciudadana, los trámites que solicite la ciudadanía con el dato en la 
Credencial para Votar que las reconozca como personas no binarias, se atenderán de manera particular 
mediante un mecanismo de excepción no automatizado que impacte en el dato de sexo que se imprime en la 
credencial, pero que no considere cambios en la clave de elector y otros datos de información y control. 

SEXTO. Se instruye a la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores, por conducto de la Junta 
Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el Estado de Aguascalientes, a notificar personalmente a las 
personas solicitantes en el domicilio que señalaron para dichos efectos; y, por conducto de la Dirección 
Jurídica de este Instituto, a informar a la Sala Regional Monterrey del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación el cumplimiento dado a los expedientes SM-JDC-396/2020 y SM-JDC-1011/2021. 

SÉPTIMO. El presente acuerdo entrará en vigor a partir de su aprobación por parte de este Consejo 
General. 

OCTAVO. Publíquese el presente acuerdo en la Gaceta Electoral, en el portal electrónico del Instituto 
Nacional Electoral y en el Diario Oficial de la Federación. 

El presente Acuerdo fue aprobado en lo general en sesión ordinaria del Consejo General celebrada el 27 
de febrero de 2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz 
Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín 
Fernando Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola 
Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia 
Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

Se aprobó en lo particular el numeral 2 del Punto de Acuerdo Primero, en los términos del Proyecto de 
Acuerdo originalmente circulado, por nueve votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De 
La Cruz Magaña, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla 
Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime 
Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova 
Vianello, y dos votos en contra de los Consejeros Electorales, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona y Doctor José 
Roberto Ruiz Saldaña. 

Se aprobó en lo particular el Punto de Acuerdo Segundo, por ocho votos a favor de las y los Consejeros 
Electorales, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid 
Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera 
Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova 
Vianello, y tres votos en contra de los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-
kib Espadas Ancona y Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

 

El Acuerdo y el anexo pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://www.ine.mx/sesion-ordinaria-del-consejo-general-27-de-febrero-de-2023/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2023/INE/CGord202302_27_ap_24.pdf 

_______________________________ 
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RESOLUCIÓN del Consejo General del Instituto Nacional Electoral sobre la procedencia constitucional y legal de 
las modificaciones a los documentos básicos del Partido Verde Ecologista de México, en cumplimiento al artículo 
transitorio segundo de los Lineamientos aprobados mediante Acuerdo INE/CG517/2020, así como lo relativo a los 
acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022 y en el ejercicio de su libertad de autoorganización. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG163/2023. 

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LOS DOCUMENTOS BÁSICOS DEL PARTIDO VERDE 
ECOLOGISTA DE MÉXICO, EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO SEGUNDO DE LOS LINEAMIENTOS 
APROBADOS MEDIANTE ACUERDO INE/CG517/2020, ASÍ COMO LO RELATIVO A LOS ACUERDOS INE/CG583/2022 
E INE/CG832/2022 Y EN EL EJERCICIO DE SU LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN 

GLOSARIO 

CDMX Ciudad de México 

CEN  Comité Ejecutivo Nacional del Partido Verde Ecologista de México 

CG/Consejo General  Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

CNHJ 
Comisión Nacional de Honor y Justicia del Partido Verde Ecologista de 
México 

Comisión Redactora 
Comisión Redactora de la Reforma a los Estatutos del Partido Verde 
Ecologista de México 

CPEUM/Constitución  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

CPPP Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos 

Decreto en materia de VPMRG 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley 
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley 
General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas en materia de violencia política contra 
las mujeres en razón de género 

DEPPP Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

Documentos Básicos Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos 

DOF  Diario Oficial de la Federación 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral 

LGAMVLV Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

LGIPE  Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

LGPP Ley General de Partidos Políticos 

Lineamientos  

Lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su caso, los 
partidos políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y 
erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de género, 
aprobados a través del Acuerdo identificado con la clave INE/CG517/2020, 
publicados en el DOF el diez de noviembre de dos mil veinte. 

PEF Proceso Electoral Federal 2020-2021 

PPN  Partido(s) Político(s) Nacional(es) 

Reglamento de Registro 

Reglamento sobre modificaciones a Documentos Básicos, Registro de 
integrantes de órganos directivos y cambio de domicilio de Agrupaciones y 
Partidos Políticos Nacionales; así como respecto al registro de 
Reglamentos internos de éstos últimos y la acreditación de sus 
representantes ante los Congresos del Instituto Nacional Electoral, 
aprobado mediante Acuerdo INE/CG272/2014, el diecinueve de noviembre 
de dos mil catorce. 
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SCJN  Suprema Corte de Justicia de la Nación 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

UTIGyND Unidad Técnica de Igualdad de Género y No Discriminación 

VPMRG Violencia política contra las mujeres en razón de género 

 

ANTECEDENTES 

I. Registro del “Partido Ecologista de México” como PPN. En sesión ordinaria celebrada el 
trece de enero de mil novecientos noventa y tres, el Consejo General del otrora Instituto Federal 
Electoral otorgó el registro definitivo como PPN a la asociación política denominada “Partido 
Ecologista de México”, toda vez que cumplió con los requisitos de ley y con el procedimiento 
establecido en el Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, vigente al 
momento de la solicitud de registro. 

II. Modificaciones a los Documentos Básicos del entonces “Partido Ecologista de México”. El 
Consejo General del otrora Instituto Federal Electoral, en sesiones ordinarias celebradas en 
fechas ocho de junio y veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y tres, resolvió sobre la 
procedencia constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos Básicos del 
mencionado partido, destacando en la primera de las mencionadas, el cambio de su 
denominación por la de “Partido Verde Ecologista de México”. 

III. Modificaciones previas a los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México. 
En las siguientes sesiones, el Consejo General del otrora Instituto Federal Electoral, así como del 
INE, aprobaron diversas modificaciones a los Estatutos y a la Declaración de Principios del 
Partido Verde Ecologista de México, a saber: 

# Fecha Resolución 

1 08/06/1993 S/N 

2 23/12/1993 S/N 

3 29/09/1995 S/N 

4 18/04/1996 S/N 

5 09/10/1997 S/N 

6 29/04/1998 S/N 

7 09/08/1999 CG92/99 

8 07/10/1999 CG125/99 

9 13/02/2004 CG35/2004 

10 21/09/2005 CG178/2005 

11 29/04/2008 CG48/2008 

12 29/09/2008 CG406/2008 

13 21/10/2009 CG526/2009 

14 27/10/2011 CG347/2011 

15 19/11/2014 INE/CG276/2014 

S/N: Sin número de acuerdo 

 

IV. Derechos y obligaciones. El Partido Verde Ecologista de México se encuentra registrado como 
PPN en pleno goce de sus derechos y sujeto a las obligaciones previstas en la Constitución, 
LGIPE, LGPP y demás normativa aplicable. 

V. Campaña internacional HeForShe. El veinte de octubre de dos mil diecisiete, los entonces 
nueve PPN (Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional, Partido de la 
Revolución Democrática, Partido del Trabajo, Partido Verde Ecologista de México, Movimiento 
Ciudadano, Nueva Alianza, Morena y Encuentro Social) firmaron cinco compromisos en adhesión 
a la campaña HeForShe, promovida por ONU Mujeres. 
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VI. Reforma en materia de paridad transversal. El seis de junio de dos mil diecinueve, fue 
publicado en el DOF el Decreto por el que se reforman los artículos 2º, 4º, 35°, 41°, 52°, 53°, 56°, 
94° y 115° de la CPEUM, en materia de paridad entre géneros, conocida como paridad en todo o 
paridad transversal. 

VII. Reforma en materia de VPMRG. El trece de abril de dos mil veinte, fue publicado en la edición 
vespertina del DOF el Decreto en materia de VPMRG, mismo que entró en vigor al día siguiente 
de su publicación. Dentro de las reformas realizadas se destacan para la presente Resolución, la 
realizada en los artículos 23, numeral 1, inciso e); 25, numeral 1, incisos s), t), v) y w); 37, 
numeral 1, incisos f) y g); 38, numeral 1, incisos d) y e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, 
numeral 1, incisos d) y e) de la LGPP. 

VIII. Escrito de solicitud de incorporación de criterios de “3 de 3 Contra la Violencia”. El 
diecinueve de octubre dos mil veinte, la Cámara de Diputadas y Diputados y las Constituyentes 
CDMX dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación del INE un escrito 
signado por diversas legisladoras del ámbito federal, local, regidoras, organizaciones feministas, 
activistas de derechos humanos y ciudadanas de las entidades federativas del país para solicitar 
la inclusión de un mecanismo que velara por la implementación de la propuesta 3 de 3 contra la 
violencia, consistente en que las personas aspirantes a una candidatura no se encuentren en 
ninguno de los supuestos: no haber sido condenada o sancionada mediante resolución firme por 
violencia familiar y/o doméstica, por cualquier agresión de género en el ámbito privado o público, 
violencia sexual o por el incumplimiento de las obligaciones alimentarias. 

IX. Lineamientos en materia de VPMRG. El veintiocho de octubre de dos mil veinte, en sesión 
ordinaria del Consejo General, se aprobaron los “Lineamientos para que los Partidos Políticos 
Nacionales y, en su caso, los Partidos Políticos Locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen 
y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de género”, a través del Acuerdo 
identificado con la clave INE/CG517/2020, publicados en el DOF el diez de noviembre de dos mil 
veinte. 

X. Aprobación del Acuerdo INE/CG583/2022. El veinte de julio de dos mil veintidós, el Consejo 
General aprobó el Acuerdo por el que se ordena a los PPN adecuar sus Documentos Básicos 
para establecer los criterios mínimos ordenados por la Sala Superior del TEPJF, al emitir las 
sentencias en los juicios de la ciudadanía identificados con los expedientes SUP-JDC-91/2022 y 
SUP-JDC-434/2022; y garantizar así, la paridad sustantiva en la postulación de candidaturas a 
las gubernaturas, en cuyo punto CUARTO se vinculó, entre otros PPN, al Partido Verde 
Ecologista de México para que, a más tardar el treinta y uno de octubre de dos mil veintidós, y 
por conducto del órgano competente, realizara las modificaciones a sus Documentos Básicos en 
cumplimiento a lo ordenado en el Acuerdo INE/CG517/2020, en relación con el Decreto en 
materia de VPMRG e informara a esta autoridad dentro del plazo contenido en el artículo 25, 
numeral 1, inciso l) de la LGPP. 

XI. Notificación sobre la celebración de la Asamblea Nacional del Partido Verde Ecologista de 
México. El once de octubre de dos mil veintidós, mediante oficio PVEM-INE-207/2022, el Partido 
Verde Ecologista de México informó a esta autoridad que, con la finalidad de dar cumplimiento a 
la reforma en materia de VPMRG, realizaría adecuaciones a sus Documentos Básicos en su 
siguiente Asamblea Nacional, programada para celebrarse el diecinueve de diciembre de dos mil 
veintidós. 

XII. Sentencia del TEPJF por la que modifica el Acuerdo INE/CG583/2022. En sesión del 
veintisiete de octubre de dos mil veintidós, el Pleno de la Sala Superior del TEPJF resolvió los 
recursos de apelación SUP-RAP-220/2022 y acumulados, mediante los cuales modificó los 
puntos de acuerdo PRIMERO y SEGUNDO del Acuerdo INE/CG583/2022, a efecto de establecer 
que los PPN tienen un plazo de hasta noventa días antes de que inicie el próximo proceso 
electoral federal para modificar sus Documentos Básicos, respecto al tema de paridad sustantiva. 

XIII. Publicación de la Convocatoria. El siete de noviembre de dos mil veintidós, a través del oficio 
PVEM-INE-218/2022, el Partido Verde Ecologista de México notificó a esta autoridad sobre la 
publicación de la Convocatoria a su Asamblea Nacional, el pasado cinco de noviembre de dos mil 
veintidós. 

XIV. Suspensión de labores institucionales. Mediante las circulares INE/DEA/036/2022 e 
INE/DEA/037/2022 emitidas por la Dirección Ejecutiva de Administración de este Instituto, se 
determinó la suspensión de labores institucionales relacionadas con cualquier procedimiento, 
salvo aquellas vinculadas con algún proceso electoral, del diecinueve al treinta de diciembre de 
dos mil veintidós y el dos de enero de dos mil veintitrés, debido al segundo periodo vacacional 
institucional y el día de descanso obligatorio en conmemoración del día del personal del Instituto. 
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XV. Acatamiento a la sentencia dictada por la Sala Superior del TEPJF en el expediente SUP-
RAP-220/2022 y acumulados. El veintinueve de noviembre de dos mil veintidós, el Consejo 
General aprobó el Acuerdo INE/CG832/2022, por el que se acata lo ordenado por el TEPJF en la 
referida sentencia y se modifican los puntos de acuerdo del similar INE/CG583/2022 requiriendo 
a los PPN para que, a más tardar el treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés, y por conducto de 
su órgano competente, realicen las adecuaciones a fin de incorporar en sus Documentos Básicos 
los criterios mínimos descritos en el mencionado Acuerdo. 

XVI. Celebración de la Asamblea Nacional del Partido Verde Ecologista de México. El diecinueve 
de diciembre de dos mil veintidós, se celebró la Asamblea Nacional del Partido Verde Ecologista 
de México, en la cual, entre otras cuestiones, se aprobaron las modificaciones a sus Documentos 
Básicos, materia de la presente Resolución. 

XVII. Notificación al INE. El trece de enero de dos mil veintitrés, se recibió en la Oficialía de Partes 
Común del INE, el oficio PVEM-INE-007/2023, signado por el Representante Suplente del Partido 
Verde Ecologista de México ante el Consejo General, mediante el que comunicó la celebración 
de la Asamblea Nacional, durante la cual fue aprobada la modificación a los Documentos Básicos 
del partido político referido, al tiempo que remitió la documentación soporte de su realización y 
solicitó la declaración de procedencia constitucional y legal de dichas modificaciones. 

XVIII. Presentación de documentación en alcance. El veinticinco de enero de dos mil veintitrés, el 
Partido Verde Ecologista de México, mediante oficio PVEM-INE-011/2023, signado por su 
Representante Suplente ante el Consejo General remitió, en alcance a su oficio PVEM-INE-
007/2023, diversa documentación relacionada con la celebración de su Asamblea Nacional 
Ordinaria y con la modificación a sus Documentos Básicos. 

XIX. Remisión de los Documentos Básicos modificados del Partido Verde Ecologista de México 
a la UTIGyND. Una vez integrado el expediente correspondiente y verificado el cumplimiento al 
procedimiento estatutario respectivo para la modificación de los Documentos Básicos del Partido 
Verde Ecologista de México, el primero de febrero de dos mil veintitrés, la DEPPP, mediante 
oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00316/2023, solicitó la colaboración de la UTIGyND, para que se 
pronunciara sobre el cumplimiento a lo ordenado en los artículos Transitorios Segundo, Tercero y 
Cuarto de los Lineamientos dentro de las modificaciones al texto de los Documentos Básicos del 
Partido Verde Ecologista de México. 

XX. Dictamen de la UTIGyND. El tres de febrero de dos mil veintitrés, la UTIGyND, mediante oficio 
INE/UTIGyND/137/2023, remitió el dictamen correspondiente al texto de los Documentos Básicos 
modificados del Partido Verde Ecologista de México, en el que concluyó que cumplen totalmente 
con los Lineamientos. 

XXI. Segunda remisión de los Documentos Básicos modificados del Partido Verde Ecologista 
de México a la UTIGyND. El tres de febrero de dos mil veintitrés, mediante oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00404/2023, la DEPPP solicitó la colaboración de la UTIGyND, con la 
finalidad de que se pronunciara respecto del cumplimiento dado al principio de Paridad 
Sustantiva, por parte del Partido Verde Ecologista de México en las modificaciones al texto de los 
Documentos Básicos. 

XXII. Segundo dictamen de la UTIGyND. El ocho de febrero de dos mil veintitrés, la UTIGyND, 
mediante oficio INE/UTIGyND/141/20221, remitió el dictamen correspondiente al texto de los 
Documentos Básicos modificados del Partido Verde Ecologista de México, en el que concluyó 
que cumplían parcialmente con lo ordenado en los Acuerdos INE/CG583/2022 e 
INE/CG832/2022. 

XXIII. Requerimiento al Partido Verde Ecologista de México. El trece de febrero de dos mil veintitrés, 
la DEPPP, mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00467/2023, requirió al Partido Verde 
Ecologista de México a fin de que, en un plazo de cinco días hábiles, manifestara lo que a su 
derecho conviniera y/o remitiera documentación complementaria sobre diversas observaciones 
relativas al cumplimiento del principio de Paridad Sustantiva en las modificaciones al texto de sus 
Documentos Básicos. 

                                                 
1 Derivado de un error involuntario, el oficio emitido por la UTIGyND señala como número de identificación INE/UTIGyND/141/2022, sin 
embargo, se trata del oficio INE/UTIGyND/141/2023.  
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XXIV. Desahogo del requerimiento formulado mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00467/2023. El 
veinte de febrero de dos mil veintitrés, la Oficialía de Partes Común del INE recibió el oficio 
PVEM-INE-021/2023, por medio del cual el Representante Suplente del Partido Verde Ecologista 
de México ante el Consejo General, desahogó el requerimiento realizado mediante el diverso 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00467/2023 y remitió la documentación soporte para acreditar las 
modificaciones a los Documentos Básicos realizadas por la Comisión Redactora, de acuerdo con 
la facultad que le fue concedida por la Asamblea Nacional de dicho partido político, señalando las 
precisiones que consideró pertinentes. 

XXV. Alcance al oficio PVEM-INE-021/2023. El veintiuno de febrero de dos mil veintitrés se recibió de 
manera electrónica una comunicación por medio de la cual el Partido Verde Ecologista de México 
remitió el oficio PVEM-INE-023/2023, en alcance al diverso PVEM-INE-021/2023, a través del 
cual presentó una fe de erratas del Acuerdo CR-01/2023 aprobado por la Comisión Redactora. 

XXVI. Tercera remisión de los Documentos Básicos modificados del Partido Verde Ecologista de 
México a la UTIGyND. El veintiuno de febrero de dos mil veintitrés, mediante oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00610/2023, la DEPPP solicitó la colaboración de la UTIGyND, con la 
finalidad de que se pronunciara respecto del cumplimiento dado al principio de Paridad 
Sustantiva, por parte del Partido Verde Ecologista de México en las modificaciones al texto de los 
Documentos Básicos. 

XXVII. Reforma a leyes secundarias en materia electoral. El veintidós de febrero de dos mil veintitrés, 
el Senado de la República aprobó el proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones de la LGIPE, de la LGPP, de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación y se expide la Ley General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
El dos de marzo de dos mil veintitrés, en uso de las facultades que le otorga la Constitución al 
Presidente de la República, se promulgó la reforma legal en materia político-electoral. 

XXVIII. Dictamen de la UTIGyND. El veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, la UTIGyND, mediante 
oficio INE/UTIGyND/179/20222, remitió el dictamen definitivo al texto de los Documentos Básicos 
modificados del Partido Verde Ecologista de México, en el que concluyó que cumplen totalmente 
con lo ordenado en los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022. 

XXIX. Creación del Comité Técnico para la implementación de la reforma electoral. Acorde con lo 
señalado en el antecedente sobre la reforma a leyes secundarias en materia electoral y debido al 
impacto institucional que implica el Decreto de referencia, en sesión extraordinaria celebrada el 
tres de marzo de dos mil veintitrés, el CG mediante Acuerdo INE/CG135/2023 creó el Comité 
Técnico para la Implementación de la Reforma Electoral 2023, con el propósito de dar 
cumplimiento a los mandatos que derivan de las leyes anteriormente referidas, en cuyo punto de 
acuerdo SEXTO, se estableció que de conformidad con el párrafo segundo del artículo 
transitorio Tercero del Decreto, las disposiciones generales emitidas por el Instituto con 
antelación a su entrada en vigor seguirían vigentes hasta en tanto este Consejo General 
emitiera aquellas disposiciones que deban sustituirlas. 

XXX. Aprobación del Plan de Trabajo y Cronograma para la realización de las actividades 
necesarias para el cumplimiento de la Reforma Electoral 2023. En sesión extraordinaria de 
dieciséis de marzo de dos mil veintitrés, mediante Acuerdo INE/CG136/2023, el CG aprobó el 
Plan de Trabajo y Cronograma para la realización de las actividades necesarias para el 
cumplimiento de la reforma electoral 2023. 

XXXI. Integración de expediente. La DEPPP integró el expediente con la documentación presentada 
por el Partido Verde Ecologista de México, tendente a acreditar la celebración de su Asamblea 
Nacional. 

XXXII. Sesión de la CPPP. En sesión extraordinaria privada, efectuada el veintitrés de marzo de dos mil 
veintitrés, la CPPP del Consejo General conoció el anteproyecto de Resolución sobre la 
procedencia constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos Básicos del Partido 
Verde Ecologista de México, en cumplimiento al artículo Transitorio Segundo de los Lineamientos 
aprobados mediante Acuerdo INE/CG517/2020, así como lo relativo a los Acuerdos 
INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022 y en el ejercicio de su libertad de autoorganización. 

                                                 
2 Derivado de un error involuntario, el oficio emitido por la UTIGyND señala como número de identificación INE/UTIGyND/179/2022, sin 
embargo, se trata del oficio INE/UTIGyND/179/2023. 
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Al tenor de los antecedentes que preceden y de las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

I. Marco convencional, constitucional, legal y normativo interno 

Instrumentos convencionales 

1. La Declaración Universal de Derechos Humanos, en sus artículos 2, 7, 19, 20 y 21, prevé que los 
Estados tienen la responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales, adoptando las medidas necesarias 
para crear las condiciones sociales, económicas, políticas, así como las garantías jurídicas y de 
cualquier otra índole, para que toda persona pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos 
y libertades, entre ellos, a reunirse o manifestarse pacíficamente, formar organizaciones, 
asociaciones o grupos no gubernamentales, a afiliarse o participar en ellos y participar en el 
gobierno y la gestión de los asuntos públicos. 

El artículo 2, numerales 1 y 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece 
que los Estados Parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos que 
se encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en dicho 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así, 
también a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del 
Pacto referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter 
que fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

El propio Pacto invocado, en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que todas las personas ciudadanas gocen, sin ninguna distinción -de las antes 
referidas- y sin restricciones indebidas, del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de personas representantes libremente elegidas y, 
consecuentemente, del derecho a votar y ser elegidas en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad 
de las personas electoras. 

En condiciones similares, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 1 
dispone que los Estados Parte de la Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. Entre los derechos humanos que salvaguarda se 
encuentran los de asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, 
laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole, así como los político-
electorales de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de 
personas representantes libremente elegidas, de votar y ser elegidas en elecciones periódicas 
auténticas, realizadas por sufragio universal e igual, por voto secreto y acceder, en condiciones 
generales de igualdad, a las funciones públicas, conforme con los correlativos 16, apartado 1; y 23, 
apartado 1, incisos a), b) y c); del precitado instrumento convencional. 

El artículo 5 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra la mujer (Convención de Belém Do Pará) prevé que toda mujer podrá ejercer libre y 
plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total 
protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos. Los Estados Parte reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el 
ejercicio de esos derechos. 

El artículo 7 de la citada Convención señala que los Estados Parte condenan todas las formas de 
violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia. 

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano se regulan en cuanto a su 
protección y formas de ejercicio de los derechos político-electorales en la legislación electoral 
nacional. 
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Constitución 

2. El artículo 41, párrafo tercero, Base I, de la Constitución, preceptúa que los partidos políticos son 
entidades de interés público, que tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y, como 
organizaciones de la ciudadanía, hacer posible el acceso de ésta al ejercicio del poder público, de 
acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan, mediante el sufragio universal, libre, 
secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas 
a los distintos cargos de elección popular. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, de la Constitución, en relación con los artículos 
29, numeral 1, 30, numeral 2, y 31, numeral 1, de la LGIPE, disponen que el INE es un organismo 
público autónomo que tiene como función estatal la organización de las elecciones, autoridad en la 
materia y cuyas actividades se rigen por los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, paridad de género, y se realizarán con perspectiva 
de género. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base I, penúltimo párrafo, de la Constitución, establece que las 
autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos 
en los términos que señala la propia Constitución y la ley de la materia. 

Los artículos 1º, último párrafo, y 4º, primer párrafo, de la Constitución, establecen que queda 
prohibida toda discriminación que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas; y que la mujer y el hombre son iguales ante 
la ley. 

LGIPE 

3. El artículo 44, numeral 1, inciso j), de la LGIPE, determina que es atribución de este Consejo 
General, entre otras, vigilar que los partidos políticos cumplan con las obligaciones a que están 
sujetos y que sus actividades se desarrollen con apego a la citada ley, a la LGPP, así como a los 
lineamientos que emita, en su momento, este Consejo General, para que los partidos políticos 
prevengan, atiendan y erradiquen la VPMRG. 

El artículo 442 de la LGIPE determina que los PPN, las agrupaciones políticas nacionales, las 
personas aspirantes, precandidaturas, candidaturas y candidaturas independientes a cargos de 
elección popular y la ciudadanía en general, entre otros, son sujetos de responsabilidad por 
infracciones cometidas a las disposiciones electorales. Los casos de VPMRG atentan contra lo 
establecido por la Constitución, los tratados internacionales y la Ley General mencionada. 

LGPP 

4. Conforme a lo dispuesto en el artículo 23, numeral 1, inciso c), de la LGPP, es derecho de los 
partidos políticos regular su vida interna y determinar su organización interior y los procedimientos 
correspondientes sin la intervención de ninguna autoridad electoral o de cualquier otra índole. 

En el artículo 34, numeral 1, de la LGPP, se dispone que los asuntos internos de los partidos 
políticos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y 
funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en esa Ley y en la 
normativa interna que aprueben sus órganos de dirección. 

Los artículos 3, numeral 4, 23, numeral 1, inciso e); 25, numeral 1, incisos s) a x); 37, numeral 1, 
incisos e) a g); 38, numeral 1, inciso e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, numeral 1 de la LGPP 
establecen que los PPN deberán: 

 Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y respetar 
los derechos políticos y electorales de las mujeres, establecidos en la Constitución 
Federal y en los tratados internacionales firmados y ratificados por México, y determinar 
los mecanismos de sanción aplicables a quien o quienes ejerzan VPMRG, acorde a lo 
estipulado en la LGIPE y la LGAMVLV y demás leyes aplicables; 

 Determinar en su Programa de Acción medidas para promover la participación política 
de las militantes y establecer mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la 
actividad política del partido político, así como la formación de liderazgos políticos; 

 Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar 
la integración de liderazgos políticos de mujeres al interior del partido político, así como 
aquellos que garanticen la prevención, atención y sanción de la VPMRG; 
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 Establecer criterios para garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas; 

 Garantizar en igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres en sus 
órganos internos de dirección y espacios de toma de decisiones; 

 Garantizar la no discriminación por razón de género en la programación y distribución 
de tiempos del Estado; 

 Garantizar a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de 
violencia política, en los términos de la LGAMVLV; 

 Sancionar por medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que se 
cuente todo acto relacionado con la VPMRG; 

 Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a 
su información les impone; 

 Elaborar y entregar los informes de origen y uso de recursos a que se refiere esa misma 
ley, dentro de los cuales deberán informar trimestralmente de manera pormenorizada y 
justificada sobre la aplicación de los recursos destinados para la capacitación, 
promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; y 

 Aplicar los recursos destinados para la capacitación, promoción y el desarrollo del 
liderazgo político de las mujeres al rubro de la creación, así como para el fortalecimiento 
de mecanismos para prevenir, atender, sancionar y erradicar la VPMRG. 

LGAMVLV 

5. El artículo 20 Bis de la LGAMVLV define a la VPMRG como toda acción u omisión, incluida la 
tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que 
tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 
inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 
decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, 
tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

Asimismo, señala que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se 
dirijan a una persona por su condición de mujer, le afecten desproporcionadamente o tengan un 
impacto diferenciado en ella; que puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia 
reconocidos en la referida ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 
superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, 
simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los partidos 
políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, por un 
particular o por un grupo de personas particulares. 

El artículo 48 Bis de la LGAMVLV señala que corresponde al INE, en el ámbito de su competencia, 
promover la cultura de la no violencia en el marco del ejercicio de los derechos políticos y 
electorales de las mujeres y sancionar, de acuerdo con la normatividad aplicable, las conductas 
que constituyan VPMRG. 

Reglamento de Registro 

6. Los artículos 5 al 18 del Reglamento de Registro prevén el procedimiento que debe seguir este 
Consejo General, a través de la DEPPP, para determinar, en su caso, si la modificación a los 
Documentos Básicos se apega a los principios democráticos establecidos en la CPEUM y la LGPP. 

Lineamientos 

7. Los artículos Transitorios Segundo, Tercero y Cuarto de los Lineamientos, aprobados por el 
Consejo General el veintiocho de octubre de dos mil veinte, mediante Acuerdo INE/CG517/2020, 
establecen la obligación de los PPN de adecuar sus Documentos Básicos a los parámetros legales 
en ellos establecidos: 

“Segundo. Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos básicos, a 
fin de dar cumplimiento a lo establecido en los presentes Lineamientos, una vez que 
termine el Proceso Electoral; en tanto esto ocurra, se ajustarán a lo previsto en los 
presentes Lineamientos en la tramitación de las quejas y denuncias que se 
presenten en esta temporalidad. Las adecuaciones estatutarias de los partidos 
políticos para atender lo dispuesto en estos Lineamientos deberán llevarse a cabo 
una vez que termine el Proceso Electoral 2020-2021. 
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Tercero. La Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación y la Unidad 
Técnica de Fiscalización darán seguimiento a los programas de trabajo de los 
partidos políticos conforme a lo establecido en los presentes Lineamientos a partir 
del año 2021. 

Cuarto. Los presentes Lineamientos serán aplicables para los Partidos 
Políticos Nacionales y, en su caso, para los partidos políticos locales. Si los 
Organismos Públicos Locales Electorales emiten Lineamientos en esta materia los 
mismos serán aplicables siempre y cuando no se contrapongan con los presentes.” 

Ahora bien, de acuerdo con lo señalado en el artículo 12 de los Lineamientos, corresponde a la 
DEPPP analizar que las modificaciones realizadas por los PPN a sus Documentos Básicos se 
apeguen a los principios democráticos de dicha materia y elaborará el proyecto de Resolución que 
será sometida para su aprobación al Consejo General. 

Acuerdo INE/CG583/2022 

8. Los puntos de acuerdo PRIMERO, SEGUNDO y CUARTO del Acuerdo INE/CG583/2022, aprobado 
por el Consejo General el veinte de julio de dos mil veintidós, establecen la obligación de los PPN 
de adecuar sus Documentos Básicos para garantizar la paridad sustantiva, en los términos 
siguientes: 

“PRIMERO. Se ordena a los PPN adecuar sus Documentos Básicos, para que 
incluyan los criterios mínimos señalados en las sentencias dictadas por la Sala 
Superior del TEPJF en los juicios de la ciudadanía identificados con los expedientes 
SUP-JDC-91/2020 y SUP-JDC-434/2022, en el plazo y conforme a los requisitos 
señalados en los Considerandos del presente Acuerdo, y garanticen así la paridad 
sustantiva a partir del próximo proceso electoral para gubernaturas en que participen 
ya sea de manera individual, en coalición o candidatura común. 

SEGUNDO. Se requiere a los PPN para que, a más tardar el treinta y uno de octubre 
de dos mil veintidós, y por conducto del órgano competente, realicen las 
adecuaciones a fin de incorporar en sus Documentos Básicos los criterios mínimos 
descritos en el Considerando 19 del presente Acuerdo sobre paridad sustantiva, y los 
remitan a esta autoridad, a efecto de proceder conforme a lo señalado por el artículo 
25, numeral 1, inciso l), de la LGPP. 

Ante la eventualidad de que los PPN no estén en posibilidad de realizar la 
modificación a sus documentos básicos en la fecha señalada, deberán emitir, a 
través de su órgano competente, las reglas ordenadas por el presente acuerdo, las 
cuales deberán ser sometidas a la valoración de este Consejo General a más tardar 
el treinta y uno de octubre de dos mil veintidós, con la obligación de que en la 
siguiente asamblea general u órgano equivalente competente que celebren, a la 
brevedad posible, estas reglas serán incorporadas a los documentos básicos. 

(…) 

CUARTO. Se vincula a los PPN, Revolucionario Institucional, Acción Nacional, Verde 
Ecologista de México, y Morena, para que, a más tardar el treinta y uno de octubre 
de dos mil veintidós, y por conducto del órgano competente, realicen las 
modificaciones a sus Documentos Básicos en cumplimiento a lo ordenado en el 
Acuerdo INE/CG517/2020, en relación con el Decreto en materia de VPMRG e 
informen a esta autoridad dentro del plazo contenido en el artículo 25, numeral 1, 
inciso l), de la LGPP.” 

Sentencia dictada en los expedientes SUP-RAP-220/2022 y acumulados 

9. La Sala Superior del TEPJF, en sesión del veintisiete de octubre de dos mil veintidós, emitió 
sentencia que modifica el Acuerdo INE/CG583/2022, por medio del cual se ordenó a los PPN 
adecuar sus Documentos Básicos para garantizar la paridad sustantiva, determinando los 
siguientes efectos: 

“I. Se debe modificar el punto de acuerdo PRIMERO, únicamente para establecer 
que el plazo con que cuentan los partidos políticos para modificar sus documentos 
básicos será máximo hasta noventa días antes de que inicie el próximo proceso 
electoral federal. En ese sentido, se deberá entender que esa exigencia debe 
cumplirse, como máximo, noventa días antes del inicio del próximo proceso electoral 
federal. 
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II. Se debe modificar el punto de acuerdo SEGUNDO, a efectos de suprimir que el 
plazo otorgado para que los PPN puedan incorporar de forma adecuada los criterios 
exigidos debe ser el treinta y uno de octubre. El plazo que deberán observar es 
hasta noventa días antes del inicio del proceso electoral federal. 

III. Se debe suprimir el punto de acuerdo TERCERO. 

IV. Se deben confirmar el resto de los puntos de acuerdo.” 

Acatamiento a la Sentencia dictada en los expedientes SUP-RAP-220/2022 y acumulados 
(INE/CG832/2022) 

10. El veintinueve de noviembre de dos mil veintidós el Consejo General, en acatamiento a la sentencia 
mencionada, mediante Acuerdo INE/CG832/2022, suprimió el punto TERCERO, así como los 
considerandos aplicables y modificó los puntos PRIMERO y SEGUNDO. 

Por lo anterior, los puntos del Acuerdo INE/CG583/2022 quedaron en los términos siguientes: 

“PRIMERO. Se ordena a los PPN adecuar sus Documentos Básicos, para que 
incluyan los criterios mínimos señalados en las sentencias dictadas por la Sala 
Superior del TEPJF en los juicios de la ciudadanía identificados con los expedientes 
SUP-JDC-91/2022 y SUP-JDC-434/2022, en el plazo y conforme a los requisitos 
señalados en los Considerandos del presente Acuerdo, y garanticen así la 
paridad sustantiva en los procesos electorales para gubernaturas en que participen 
ya sea de manera individual, en coalición o candidatura común. 

SEGUNDO. Se requiere a los PPN para que, a más tardar el treinta y uno de 
mayo de dos mil veintitrés, y por conducto del órgano competente, realicen las 
adecuaciones a fin de incorporar en sus Documentos Básicos los criterios mínimos 
descritos en el Considerando 19 del Acuerdo INE/CG583/2022 sobre paridad 
sustantiva, y los remitan a esta autoridad, a efecto de proceder conforme a lo 
señalado por el artículo 25, numeral 1, inciso l), de la LGPP. 

TERCERO. (Se suprime) 

CUARTO. Se vincula a los PPN, Revolucionario Institucional, Acción Nacional, Verde 
Ecologista de México, y Morena, para que, a más tardar el treinta y uno de octubre 
de dos mil veintidós, y por conducto del órgano competente, realicen las 
modificaciones a sus Documentos Básicos en cumplimiento a lo ordenado en el 
Acuerdo INE/CG517/2020, en relación con el Decreto en materia de VPMRG e 
informen a esta autoridad dentro del plazo contenido en el artículo 25, numeral 1, 
inciso l), de la LGPP. 

QUINTO. Infórmese dentro de las siguientes veinticuatro horas a la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación sobre el proceso de 
cumplimiento que se está dando a las sentencias dictadas en los expedientes  SUP-
JDC-91/2020 y SUP-JDC-434/2022.” 

II. Competencia del Consejo General 

11. La competencia de este Consejo General para pronunciarse sobre la constitucionalidad y legalidad 
de las modificaciones a los Documentos Básicos de los PPN, a través de la resolución que emita al 
respecto, dentro de los plazos establecidos en la normatividad aplicable, tiene su fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 25, numeral 1, inciso l), 34 y 36, de la LGPP. 

Así, en el artículo 36, numeral 1, de la LGPP, se establece que, para la declaratoria de procedencia 
constitucional y legal de los Documentos Básicos de los PPN, este Consejo General atenderá el 
derecho de éstos para dictar las normas y procedimientos de organización que les permitan 
funcionar de acuerdo con sus fines. 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 3, numerales 1 y 3, y 10, numeral 2, inciso a), 
relacionados con el 35, de la LGPP, los PPN deben disponer de Documentos Básicos, los cuales 
deberán cumplir con los extremos que al efecto precisan los artículos 37, 38 y 39 de la Ley en cita. 

12. Ahora bien, es de relevancia señalar que el veintidós de febrero de dos mil veintitrés, el Senado de 
la República aprobó el proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la LGIPE, de la LGPP, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y se 
expide la Ley General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral. El dos de marzo de dos 
mil veintitrés, en uso de las facultades que le otorga la Constitución al Presidente de la República, 
se promulgó la reforma legal en materia político-electoral. 
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Acorde con lo anterior y en razón del impacto institucional que implica el Decreto de referencia, en 
sesión extraordinaria celebrada el tres de marzo de dos mil veintitrés, el CG mediante acuerdo 
INE/CG135/2023 creó el Comité Técnico para la Implementación de la Reforma Electoral 2023, con 
el propósito de dar cumplimiento a los mandatos que derivan de las leyes anteriormente referidas. 

Este Comité Técnico presentará en las sesiones ordinarias del CG, informes donde se dé cuenta 
de los avances realizados de acuerdo con sus atribuciones. Sin embargo, conforme al párrafo 
segundo del artículo transitorio Tercero del Decreto, las disposiciones generales emitidas por el 
Instituto con antelación a su entrada en vigor seguirán vigentes hasta en tanto el CG emita aquellas 
disposiciones que deban sustituirlas. 

A partir de lo anterior, la CPPP del Consejo General, la cual presenta esta Resolución ante el 
mismo, continua en funcionamiento en tanto se lleve a cabo la reestructura a la que está obligada 
el Instituto y sin menoscabo del cumplimiento de la normatividad vigente aplicable a las 
modificaciones a los documentos básicos de los partidos políticos y la determinación de la 
procedencia constitucional y legal de las mismas por parte de este Consejo General. 

Plazo para realizar las modificaciones a los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de 
México 

13. El veintiocho de octubre de dos mil veinte, fue aprobado por el Consejo General el Acuerdo 
INE/CG517/2020, mediante el cual aprobó los Lineamientos, publicado en el DOF el diez de 
noviembre del mismo año, en cuyo punto resolutivo Segundo ordenó a los PPN, lo siguiente: 

“Segundo. Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos básicos, a 
fin de dar cumplimiento a lo establecido en los presentes Lineamientos, una 
vez que termine el Proceso Electoral; en tanto esto ocurra, se ajustarán a lo 
previsto en los presentes Lineamientos en la tramitación de las quejas y denuncias 
que se presenten en esta temporalidad. Las adecuaciones estatutarias de los 
partidos políticos para atender lo dispuesto en estos Lineamientos deberán llevarse a 
cabo una vez que termine el Proceso Electoral 2020-2021”. 

[Énfasis añadido] 

En consecuencia, dichos Lineamientos no señalan un plazo perentorio para que los PPN realicen 
las adecuaciones a sus Documentos Básicos, el único parámetro que se estableció es que dichas 
modificaciones debían realizarse una vez concluido el PEF, ello en consideración a lo establecido 
en el artículo 34, párrafo 2, inciso a), de la LGPP, y así otorgar certeza y legalidad a los actos 
partidistas correspondientes. 

Ahora bien, el acto por el cual se dio por culminado el PEF, fue aprobado en sesión extraordinaria 
de treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, del Consejo General, al emitir el Acuerdo 
INE/CG1474/2021, en acatamiento a las sentencias dictadas por el TEPJF en los expedientes 
SUP-REC-1410/2021 y acumulados, así como SUP-REC-1414/2021 y acumulados, por el que se 
modificó la asignación de las diputaciones federales que les correspondían a los PPN Acción 
Nacional y Verde Ecologista de México, aprobada mediante Acuerdo INE/CG1443/2021. 

No obstante, mediante Acuerdo INE/CG583/2022, se vinculó, entre otros, al Partido Verde 
Ecologista de México, para que, a más tardar el treinta y uno de octubre de dos mil veintidós, y por 
conducto del órgano competente, realizara las modificaciones a sus Documentos Básicos en 
cumplimiento a lo ordenado en el Acuerdo INE/CG517/2020, en relación con el Decreto en materia 
de VPMRG e informara a esta autoridad dentro del plazo contenido en el artículo 25, numeral 1, 
inciso l), de la LGPP. Asimismo, mediante Acuerdo INE/CG832/2022, se dio como plazo a los PPN 
para modificar sus documentos básicos en materia de paridad sustantiva, el treinta y uno de mayo 
de dos mil veintitrés. 

En consecuencia, y toda vez que, como quedó señalado en el apartado de antecedentes, el Partido 
Verde Ecologista de México informó el once de octubre de dos mil veintidós que las adecuaciones 
a su normativa interna las realizaría en su Asamblea Nacional a celebrarse el diecinueve de 
diciembre de ese año, que el siete de noviembre de dos mil veintidós, notificó que la convocatoria a 
dicha Asamblea fue publicada el cinco de noviembre del mismo año y que la modificación a los 
Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México se llevó a cabo durante su Asamblea 
Nacional Ordinaria, celebrada el diecinueve de diciembre de dos mil veintidós, se desprende que 
las modificaciones relativas a VPMRG si bien se realizaron cuarenta y nueve días después del 
plazo señalado en el Acuerdo INE/CG583/2022, el partido acreditó haber realizado actividades en 
vías de cumplimiento; asimismo, en cuanto a las relativas a Paridad Sustantiva, las modificaciones 
las realizó dentro del plazo establecido en el Acuerdo INE/CG832/2022. 
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III. Comunicación de las modificaciones al INE 

14. De conformidad con el artículo 25, numeral 1, inciso l), de la LGPP, una vez aprobada cualquier 
modificación a los Documentos Básicos de los PPN, éstos deberán comunicarlo al INE dentro de 
los diez días (hábiles) siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo correspondiente por el 
partido político. 

Sentado lo anterior, y tal como se ha referido con antelación, el diecinueve de diciembre de dos mil 
veintidós, el Partido Verde Ecologista de México celebró su Asamblea Nacional Ordinaria, en la 
cual, entre otros asuntos, se aprobaron modificaciones a sus Estatutos, Programa de Acción y 
Declaración de Principios, documentos normativos que rigen su vida interna. 

En consecuencia, se advierte que, el término establecido en los artículos 4, numeral 1 y 8, numeral 
1 del Reglamento, transcurrió del tres al dieciséis de enero de dos mil veintitrés, ya que el periodo 
del diecinueve al treinta de diciembre de dos mil veintidós y el dos de enero de dos mil veintitrés no 
debe computarse para efectos del plazo legal antes mencionado, debido a la suspensión de 
labores institucionales conforme a las circulares INE/DEA/036/2022 e INE/DEA/037/2022 emitidas 
por la Dirección Ejecutiva de Administración de este Instituto. 

En ese sentido, el Partido Verde Ecologista de México presentó el oficio mediante el cual informó al 
INE sobre las modificaciones a sus Documentos Básicos el trece de enero de dos mil veintitrés, por 
tanto, dicho PPN dio observancia a la disposición reglamentaria señalada, tal como se muestra a 
continuación: 

DICIEMBRE 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

19 

Asamblea 

Nacional 

Ordinaria 

20 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

21 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional INE 

22 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

23 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

24 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

25 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

26 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional INE 

27 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

28 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional INE 

29 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

30 

(Inhábil) 

2º periodo 

vacacional 

INE 

31 

(Inhábil) 

 

 

ENERO 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

      1 

(Inhábil) 

2 

(Inhábil) 

Conmemoración 

del día del 

personal del INE 

3 

(día 1) 

4 

(día 2) 

5 

(día 3) 

6 

(día 4) 

7 

(Inhábil) 

 

8 

(Inhábil) 

9 

(día 5) 

10 

(día 6) 

11 

(día 7) 

12 

(día 8) 

13 

(día 9) 

NOT** 

14 

(Inhábil) 

 

15 

(Inhábil) 

 

16 

(día 10) 

      

** Notificación al INE de la celebración de la Asamblea Nacional Ordinaria. 
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IV. Plazo para emitir la Resolución que en derecho corresponde 

15. El artículo 25, numeral 1, inciso l) de la LGPP, en relación con el artículo 13 del Reglamento, 
establece que este órgano colegiado cuenta con treinta días naturales para resolver sobre la 
constitucionalidad y legalidad de los cambios aprobados a los Documentos Básicos de los partidos 
políticos. 

Por su parte, el artículo 17 del Reglamento de Registro, señala que, una vez desahogado el último 
requerimiento, la DEPPP deberá elaborar el Proyecto de Resolución sobre la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos Básicos, el cual será sometido a 
consideración de la CPPP a fin de que ésta, a su vez, lo someta a consideración del Consejo 
General. 

No obstante, la DEPPP tuvo la posibilidad de integrar el expediente correspondiente hasta en tanto 
la UTIGyND emitiera su opinión técnica a los textos definitivos de modificaciones a los Documentos 
Básicos del Partido Verde Ecologista de México, presentados mediante oficios  PVEM-INE-
021/2023 y PVEM-INE-023/2023 de veinte y veintiuno de febrero de dos mil veintitrés, dada la 
relevancia que implica el cumplimiento por parte de éste a los Lineamientos y a lo establecido en 
los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022. 

Sentado lo anterior, el término se contabiliza a partir del veinticuatro de febrero de dos mil 
veintitrés, para concluir, el veinticinco de marzo del mismo año; considerando que el veintitrés de 
febrero de dos mil veintitrés la UTIGyND, mediante oficio INE/UTIGyND/179/2022 emitió dictamen 
final sobre los textos definitivos de modificaciones a los documentos básicos presentados. Por lo 
que, el plazo se contabilizó de la siguiente forma: 

Febrero 2023 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

   
23* 

24 

(día 1) 

25 

(día 2) 

26 

(día 3) 

27 

(día 4) 

28 

(día 5) 

     

 

Marzo 2023 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

  

 

1 

(día 6) 

2 

(día 7) 

3 

(día 8) 

4 

(día 9) 

5 

(día 10) 

6 

(día 11) 

7 

(día 12) 

8 

(día 13) 

9 

(día 14) 

10 

(día 15) 

11 

(día 16) 

12 

(día 17) 

13 

(día 18) 

14 

(día 19) 

15 

(día 20) 

16 

(día 21) 

17 

(día 22) 

18 (día 23) 19 (día 24) 

20 (día 25) 21 (día 26) 22 (día 27) 23 (día 28) 24 (día 29) 25 

(día 30)** 

 

*Dictamen de la UTIGyND 

**Fecha límite para emitir la resolución. 

 Ahora bien, el plazo para que este Consejo General determine lo conducente sería el veinticinco de 
marzo del año en curso. Sin embargo, siendo aprobado por la CPPP el veintitrés de marzo del 
presente año, el proyecto es del conocimiento de las personas integrantes del Consejo General 
previo al término de los treinta días para su discusión y, en su caso, aprobación en la siguiente 
sesión a celebrarse el mismo mes. 

V. Normatividad partidista aplicable 

Estatutos del Partido Verde Ecologista de México 

16. Para la declaración de constitucionalidad y legalidad de las modificaciones presentadas por el 
Representante Suplente del Partido Verde Ecologista de México ante el Consejo General, esta 
autoridad electoral debe analizar que el procedimiento de modificación de los Documentos Básicos 
del Partido Verde Ecologista de México se haya llevado a cabo en términos de lo establecido en los 
artículos 11; 12; 13, fracción II; 18, fracción XVII y 22, fracción I, inciso b) de los Estatutos del 
referido partido político. 
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VI. Análisis de procedencia constitucional y legal de las modificaciones a los documentos básicos 
presentadas 

17. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 55, numeral 1, incisos m) y t), de la LGIPE, en 
relación con el artículo 46, numeral 1, inciso e), del Reglamento Interior del INE, la DEPPP auxilió a 
la CPPP en el análisis de la documentación presentada por el Partido Verde Ecologista de México, 
a efecto de verificar el apego de la instalación, desarrollo y determinaciones tomadas en la 
Asamblea Nacional Ordinaria, conforme a la normativa estatutaria y reglamentaria aplicable. 

En este sentido, la Sala Superior del TEPJF, al resolver el juicio de la ciudadanía identificado con la 
clave SUP-JDC-670/2017, estableció que la autoridad electoral, nacional o local, debe 
verificar que la modificación estatutaria o reglamentaria se apegue a lo previsto 
constitucional y legalmente, además de revisar que tanto el procedimiento de reforma como 
el contenido de la norma, se ajusten a los parámetros previstos en la normativa interna de cada 
partido político. 

Por cuestión de método, el análisis de las modificaciones a los Documentos Básicos se realizará en 
dos apartados. En el apartado A se verificará que se haya dado cumplimiento al procedimiento 
estatutario establecido para la aprobación de las modificaciones a los Documentos Básicos, 
resolviendo lo que en derecho corresponda. En el apartado B, se analizará que el contenido de las 
modificaciones se apegue a los principios democráticos establecidos en la Constitución, la LGPP, 
los Lineamientos, los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022 y demás disposiciones en 
materia electoral. 

A. Verificación del cumplimiento al procedimiento estatutario establecido para la aprobación de 
las modificaciones a los Documentos Básicos 

Documentación presentada por el Partido Verde Ecologista de México 

18. Para acreditar que las modificaciones a los Documentos Básicos se realizaron de acuerdo con las 
reglas previstas en la normativa interna del Partido Verde Ecologista de México, el referido partido 
político presentó la documentación que se detalla a continuación, clasificada en documentos 
originales, copias certificadas y otros: 

a) Copias certificadas 

- Fe de hechos respecto de la celebración de la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido 
Verde Ecologista de México, expedida el doce de enero de dos mil veintitrés, por el Notario 
Público número doscientos cuarenta y cuatro de la CDMX, Licenciado Celso de Jesús Pola 
Castillo. 

b) Originales 

- Convocatoria a las personas Delegadas de la Asamblea Nacional del Partido Verde 
Ecologista de México, de cinco de noviembre de dos mil veintidós. 

- Publicación de la convocatoria a las personas Delegadas de la Asamblea Nacional del Partido 
Verde Ecologista de México en el Diario “Excelsior”, de cinco de noviembre de dos mil 
veintidós. 

- Razones de publicación y retiro de la convocatoria para la Asamblea Nacional Ordinaria, 
fijadas en los estrados del CEN y de los Comités Ejecutivos Estatales del Partido Verde 
Ecologista de México. 

- Acta de la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde Ecologista de México, de 
diecinueve de diciembre de dos mil veintidós. 

- Acreditaciones de registro y asistencia a la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde 
Ecologista de México, celebrada el diecinueve de diciembre de dos mil veintitrés (con firma 
autógrafa de cada persona Delegada Nacional). 

- Propuestas de modificación a los Documentos Básicos aprobada por la Asamblea Nacional 
Ordinaria del Partido Verde Ecologista de México. 
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c) Otros 

- Copia simple de la convocatoria a las personas Delegadas de la Asamblea Nacional del 
Partido Verde Ecologista de México, de cinco de noviembre de dos mil veintidós. 

- Copia simple de la publicación de la convocatoria a las personas Delegadas de la Asamblea 
Nacional del Partido Verde Ecologista de México en el Diario “Excelsior”, de cinco de 
noviembre de dos mil veintidós. 

- Copia simple de la convocatoria a las personas militantes del Partido Verde Ecologista de 
México, de catorce de noviembre de dos mil veintidós. 

- Copia simple de la publicación de la convocatoria a los militantes del Partido Verde Ecologista 
de México en el Diario “Excelsior”, de catorce de noviembre de dos mil veintidós. 

- Copia simple del acta de la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde Ecologista de 
México, de diecinueve de diciembre de dos mil veintidós. 

- Copia simple de la lista de asistencia a la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde 
Ecologista de México, con firma autógrafa de las personas Delegadas Nacionales. 

- Copia simple de la fe de hechos respecto de la celebración de la Asamblea Nacional Ordinaria 
del Partido Verde Ecologista de México, expedida el doce de enero de dos mil veintitrés, por 
el Notario Público número doscientos cuarenta y cuatro de la Ciudad de México, Licenciado 
Celso de Jesús Pola Castillo. 

- Cuadro comparativo de las modificaciones a los Documentos Básicos del Partido Verde 
Ecologista de México, así como el texto aprobado en la Asamblea Nacional Ordinaria. 

- Copia simple del Acuerdo CR-01/2023 de la Comisión Redactora de la Reforma a los 
Estatutos del Partido Verde Ecologista de México, aprobado en la sesión de diecisiete de 
febrero de dos mil veintitrés. 

- Documentos Básicos modificados en medio magnético. 

Procedimiento Estatutario 

19. De lo previsto en los artículos 10; 11; 12; 13, fracción II; 18, fracción XVII y 22, fracción I, inciso b) 
de los Estatutos, se desprende lo siguiente: 

I. Las instancias y órganos directivos del Partido Verde Ecologista de México son: La Asamblea 
Nacional, el Consejo Político Nacional, el CEN, el Órgano de Administración, la CNHJ, la 
Comisión Nacional de Procedimientos Internos, la Comisión Nacional de Transparencia y 
Acceso a la Información, Asamblea Estatal, Consejo Político Estatal, Comité Ejecutivo Estatal, 
Comisión Estatal de Honor y Justicia y los Comités Ejecutivos Municipales. 

II. La Asamblea Nacional es el órgano de autoridad suprema del Partido Verde Ecologista de 
México, por lo que es el único órgano competente para conocer, decidir y aprobar lo inherente 
a las modificaciones o reformas que se consideren convenientes a los Documentos Básicos 
del partido. 

III. La Asamblea Nacional se encuentra integrada por: 

“Los delegados electos en las Asambleas Estatales para dicha Asamblea 
Nacional y por los Secretarios Generales de los Comités Ejecutivos Estatales, 
todos ellos concurrirán a la misma con voz y voto.”. 

IV. La Asamblea Nacional sesionará de manera ordinaria cada seis años; y de manera 
extraordinaria, cada vez que exista una situación extraordinaria o urgente, y podrá ser 
convocada por la mayoría de los integrantes del Consejo Político Nacional o por el treinta por 
ciento de integrantes del padrón nacional de militantes. 

V. El Consejo Político Nacional es el responsable de emitir la convocatoria a la Asamblea 
Nacional Ordinaria, lo cual realizará con cuarenta y cinco días naturales de anticipación y 
mediante el voto de la mitad más uno de las personas que lo integran. Adicionalmente, podrán 
convocar a la Asamblea Nacional Ordinaria el quince por ciento de integrantes del padrón 
nacional de militantes. 

VI. La convocatoria llevará la firma de la mayoría de los integrantes del Consejo Político Nacional 
o de los militantes que convocan. 

VII. La convocatoria será notificada a los integrantes de la Asamblea Nacional a través de un 
diario de circulación nacional, así como por los estrados de los comités y oficinas del partido a 
nivel nacional. 
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VIII. La convocatoria contendrá el lugar, fecha y hora en que se llevará a cabo la Asamblea 
Nacional Ordinaria, así como el orden del día de los asuntos a tratar; de ser el caso, 
contendrá la notificación a los Comités Ejecutivos Estatales y de la Ciudad de México, a 
efecto de que en los primeros veinte días naturales celebren Asambleas Estatales con el fin 
de elegir delegados nacionales de conformidad con los Estatutos. En el caso de que la 
convocatoria no prevea elección de nuevos delegados, se notificará a los delegados 
nacionales en funciones. 

IX. Para que la Asamblea Nacional Ordinaria se considere legalmente instalada, deberán estar 
presentes la mayoría de sus miembros (quórum legal). 

X. Las resoluciones de la Asamblea Nacional Ordinaria serán válidas con el voto aprobatorio de 
la mitad más uno de sus miembros presentes, salvo disposición en contrario señalada en los 
Estatutos. 

XI. Las modificaciones o reformas a los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de 
México serán aprobadas por el voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de 
la Asamblea Nacional Ordinaria. 

 Una vez establecidos los elementos a verificar, del análisis de la documentación presentada por el 
Partido Verde Ecologista de México se obtiene lo siguiente: 

Órgano competente para la aprobación de las modificaciones a los Documentos Básicos 

20. En el caso concreto, la Asamblea Nacional es la autoridad superior del Partido Verde Ecologista de 
México y tiene la facultad exclusiva de decidir sobre la reforma a sus Documentos Básicos: 

“CAPÍTULO V 

De la Asamblea Nacional 

Artículo 11.- La Asamblea Nacional será el órgano de autoridad suprema del Partido 
(…) 

Artículo 13.- Facultades de la Asamblea Nacional Ordinaria: 

(…) 

II.- Conocer y decidir lo inherente a las modificaciones o reformas de los documentos 
básicos del Partido como lo son los Estatutos, su Declaración de Principios y su 
Programa de Acción (…)” 

 En tal virtud, es válido que la Asamblea Nacional Ordinaria haya realizado las modificaciones a los 
Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México, pues ha ejercido la facultad 
establecida en el artículo 13, fracción II de los Estatutos, disposición que lo faculta como el único 
órgano competente. 

Convocatoria 

Emisión de la Convocatoria 

21. De acuerdo con lo previsto en el artículo 12, párrafo segundo de los Estatutos, la Asamblea 
Nacional Ordinaria deberá ser convocada con cuarenta y cinco días naturales antes del día de su 
celebración, por la mitad más una de las personas consejeras que conforman el Consejo Político 
Nacional o por el quince por ciento de integrantes del padrón nacional de militantes. 

 Del análisis de la documentación presentada por el Partido Verde Ecologista de México, se advierte 
que el pasado cinco de noviembre de dos mil veintidós, la mayoría de las personas integrantes del 
Consejo Político Nacional (dieciocho de veintiséis) expidieron, en tiempo y forma, la convocatoria 
para celebrar la Asamblea Nacional Ordinaria el diecinueve de diciembre de dos mil veintidós. En 
virtud de lo cual, se cumple con los requisitos establecidos en el artículo citado. 

Contenido de la convocatoria. Establecimiento del orden del día 

22. Para acreditar este requisito, el Consejo Político Nacional determinó el orden del día bajo el cual 
sesionaría la Asamblea Nacional Ordinaria el diecinueve de diciembre de dos mil veintidós, en 
cuyos puntos 4 y 5, estableció: 

“4. Discusión y en su caso aprobación, de las reformas y adecuaciones legales y 
normativas a los Estatutos del Partido. 

5. Discusión y en su caso aprobación, de la reforma a la Declaración de Principios y 
Programa de Acción.” 
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 Es decir, se determinó que, en la Asamblea Nacional Ordinaria se llevaría a cabo el análisis, 
discusión y, en su caso, aprobación, de la propuesta de reforma de los Documentos Básicos que 
rigen la vida interna del Partido Verde Ecologista de México. 

 Asimismo, en atención a lo dispuesto por el artículo 12, párrafo segundo de los Estatutos, se 
constató que la convocatoria estableciera: a) Notificación a los Comités Ejecutivos Estatales, a 
efecto de que en los primeros veinte días naturales celebraran Asambleas Estatales con el fin de 
elegir delegados nacionales de conformidad con los Estatutos; o bien, b) En el caso de que la 
convocatoria no prevea elección de nuevos delegados se notificará a los delegados 
nacionales en funciones. 

 En el presente caso, la convocatoria no prevé la elección de nuevos delegados nacionales, motivo 
por el cual la Base Cuarta del documento en cita señala: 

“CUARTA. Participarán en esta Asamblea Nacional Ordinaria, los Delegados 
Nacionales electos durante el proceso de renovación de dirigencias 2021 en cada 
una de las Entidades Federativas.” 

[Énfasis añadido] 

Publicación de la Convocatoria 

23. El artículo 12, párrafo sexto de los Estatutos, prevé que la convocatoria sea notificada a los 
integrantes de la Asamblea Nacional a través de un diario de circulación nacional, así como por los 
estrados de los comités y oficinas del Partido a nivel nacional. 

 En el presente caso, la Convocatoria a la Asamblea Nacional Ordinaria fue publicada en un diario 
de circulación nacional (Excelsior), el cinco de noviembre de dos mil veintidós, y en los estrados del 
CEN y de los Comités Ejecutivos Estatales del Partido Verde Ecologista de México, con lo que se 
cumple con el requisito establecido en el artículo citado. 

De la instalación y quórum de la Asamblea Nacional Ordinaria 

24. Para acreditar el cumplimiento de este requisito, en términos del artículo 12, último párrafo de los 
Estatutos, para la instalación y funcionamiento de la Asamblea Nacional Ordinaria, se requiere 
contar con: 

• El quórum legal establecido, es decir, la mitad más una de las personas delegadas 
nacionales. 

• Las personas delegadas nacionales a la Asamblea Nacional Ordinaria son aquellas 
electas en las Asambleas Estatales y las personas que ocupen las Secretarías Generales 
de los Comités Ejecutivos Estatales. 

• En el caso de que la convocatoria no prevea elección de nuevas personas delegadas 
nacionales, se notificará a quienes se encuentren en funciones. 

 Por tanto, a efecto de verificar el cumplimiento de este requisito, del Acta de la Asamblea Nacional 
Ordinaria del Partido Verde Ecologista de México se observa que se contó con la asistencia de 
ciento sesenta y seis (166) personas delegadas Nacionales, de un total de doscientas doce (212), 
lo que significa una asistencia del setenta y ocho punto tres por ciento (78.3%) que, según el 
registro del partido político, son las personas acreditadas para asistir. 

 Ahora bien, esta autoridad tomó en consideración la lista de asistencia presentada por el Partido 
Verde Ecologista de México, misma que se integró al inicio de la sesión, sin embargo, de 
conformidad con el artículo 55, numeral 1, inciso i), de la LGIPE, la DEPPP tiene la atribución de 
“llevar el libro de registro de los integrantes de los órganos directivos de los partidos políticos y de 
sus representantes acreditados ante los órganos del Instituto a nivel nacional, local y distrital (…)”; 
y, en razón de ello, la verificación de la lista de asistencia se realizó tomando en consideración el 
registro de las personas integrantes de los órganos directivos que obra en los archivos de este 
Instituto, de la cual se concluye lo siguiente: 

 Asistieron ciento sesenta y tres (163) personas delegadas nacionales, de las doscientas 
cinco (205) que debieron asistir, por lo que la sesión se llevó a cabo con el setenta y 
nueve punto cincuenta y uno por ciento (79.51%) de las personas integrantes acreditadas 
ante este Instituto. 

 Es decir, el quórum legalmente válido para sesionar se logró, al contar con la presencia 
del setenta y nueve punto cincuenta y uno por ciento (79.51%) de las y los delegados a la 
Asamblea Nacional Ordinaria, conforme lo establece el artículo 12, último párrafo de los 
Estatutos. 
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Conducción de la instalación 

25. El artículo 22, fracción I, inciso b) de los Estatutos, señala que es facultad de la Secretaría Técnica 
y de la Secretaría Ejecutiva del CEN, coordinar la Asamblea Nacional Ordinaria. En tal sentido, la 
Base Quinta de la Convocatoria establece que dirigirá el desarrollo de la Asamblea Nacional, la 
Vocera Nacional del Partido Verde Ecologista de México y fungirá como Secretaria de la Asamblea 
la Secretaria Técnica del CEN. 

 En tal virtud, del acta presentada se desprende que la Vocera Nacional del Partido Verde 
Ecologista de México se encargó de dirigir los trabajos de la Asamblea, siendo auxiliada por el 
Representante de la Comisión Nacional de Procedimientos Internos, el Maestro Arturo Escobar y 
Vega y por el Maestro Fernando Garibay Palomino como secretario de la asamblea. 

De la votación y toma de decisiones 

26. El artículo 12, último párrafo de los Estatutos señala que las resoluciones que tome la Asamblea 
Nacional Ordinaria serán válidas con el voto aprobatorio de la mitad más uno de sus miembros 
presentes, salvo disposición en contrario señalada en los propios Estatutos. 

 En ese sentido, el artículo 13, fracción II de los Estatutos, establece lo siguiente: 

“Artículo 13.- Facultades de la Asamblea Nacional Ordinaria: 

(…) 

II.- Conocer y decidir lo inherente a las modificaciones o reformas de los documentos 
básicos del Partido como lo son los Estatutos, su Declaración de Principios y su 
Programa de Acción, para su aprobación, se requerirá el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes;” 

[Énfasis añadido] 

 Es decir, la normatividad estatutaria aplicable señala que las determinaciones de la Asamblea 
Nacional Ordinaria serán válidas con el voto de la mayoría de sus miembros presentes, salvo en 
tratándose de las modificaciones a los Documentos Básicos del Partido, en cuyo caso se establece 
que se requiere el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes para su aprobación. 

De la aprobación de modificaciones a los Documentos Básicos 

27. De acuerdo con la Convocatoria a la Asamblea Nacional Ordinaria, los puntos cuatro y cinco del 
orden del día correspondieron a la discusión y aprobación, en su caso, de las reformas a los 
Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México. 

 En tal virtud, del cuerpo del acta de la Asamblea Nacional Ordinaria, se tiene que la modificación a 
los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México fue aprobada por unanimidad de 
votos de las y los miembros presentes. 

 Lo anterior fue corroborado por esta autoridad electoral mediante la revisión del contenido del Acta 
de la Asamblea Nacional Ordinaria y la Fe de hechos de doce de enero de dos mil veintitrés, 
mediante la cual el Notario Público número doscientos cuarenta y cuatro de la CDMX, Licenciado 
Celso de Jesús Pola Castillo, dio constancia de todos y cada uno de los hechos ocurridos durante 
el desarrollo de la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde Ecologista de México. 

De los responsables de acatar observaciones 

28. Cabe señalar que durante el desarrollo de la Asamblea Nacional Ordinaria (punto sexto del orden 
del día), el referido órgano aprobó por unanimidad la designación de una Comisión Redactora, la 
cual fue facultada para atender las observaciones y realizar las adecuaciones que, en su caso, 
realizara esta autoridad administrativa electoral respecto a las modificaciones a los Documentos 
Básicos del Partido Verde Ecologista de México. 

Conclusión del Apartado A 

29. En virtud de lo expuesto en los considerandos 17 al 27, se advierte que el Partido Verde Ecologista 
de México dio cumplimiento a sus disposiciones estatutarias, específicamente a lo previsto en los 
artículos 11; 12; 13, fracción II; 18, fracción XVII; 22, fracción I, inciso b), ya que para llevar a cabo 
la aprobación de las modificaciones a sus Documentos Básicos convocó en tiempo y forma a las 
personas integrantes de su Asamblea Nacional Ordinaria, órgano de autoridad suprema facultado 
para tal efecto; y dichas modificaciones fueron aprobadas por unanimidad de votos de las y los 
miembros presentes, elementos que dan certeza jurídica a los actos celebrados. 
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B. Análisis del contenido de las modificaciones, a efecto de verificar su apego a los principios 
democráticos establecidos en la Constitución y en la LGPP, así como en lo mandatado por 
este Consejo General mediante los Acuerdos INE/CG517/2020, INE/CG583/2022 e 
INE/CG832/2022. 

30. Al respecto, es preciso referir, como criterio orientador, el sostenido por la Sala Superior del TEPJF 
en su sesión celebrada el uno de marzo de dos mil cinco, en la cual aprobó la Tesis VIII/2005, 
vigente y obligatoria, de rubro “ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE 
SU CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN DE LOS CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN DE LOS 
INSTITUTOS POLÍTICOS”, la cual establece el análisis que debe seguir la autoridad electoral en el 
ejercicio de la supervisión de la constitucionalidad y legalidad de las normas estatutarias de los 
partidos políticos, para armonizar la libertad de autoorganización de los mismos y el derecho 
político-electoral fundamental de asociación, así como de otros derechos fundamentales de la 
ciudadanía afiliada, miembros o militantes, misma que a la letra señala: 

“ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN DE LOS CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE 
AUTOORGANIZACIÓN DE LOS INSTITUTOS POLÍTICOS. Los partidos políticos 
son el resultado del ejercicio de la libertad de asociación en materia política, previsto 
en los artículos 9o., párrafo primero, 35, fracción III, y 41, párrafo segundo, fracción I, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 22 y 25 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 16 y 23 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, lo cual conlleva la necesidad de realizar 
interpretaciones de las disposiciones jurídicas relativas que aseguren o garanticen el 
puntual respeto de este derecho y su más amplia y acabada expresión, en cuanto 
que no se haga nugatorio o se menoscabe su ejercicio por un indebido actuar de la 
autoridad electoral. En congruencia con lo anterior, desde la propia Constitución 
federal, se dispone que los partidos políticos deben cumplir sus finalidades 
atendiendo a lo previsto en los programas, principios e ideas que postulan, lo 
cual, a su vez, evidencia que desde el mismo texto constitucional se establece 
una amplia libertad o capacidad autoorganizativa en favor de dichos institutos 
políticos. Esto mismo se corrobora cuando se tiene presente que, en los artículos 
25, 26 y 27 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales se 
prevén las disposiciones normativas mínimas de sus documentos básicos, sin que se 
establezca, en dichos preceptos, un entero y acabado desarrollo de los aspectos 
declarativos, ideológicos, programáticos, orgánicos, procedimentales y sustantivos, 
porque se suprimiría o limitaría indebidamente esa libertad autoorganizativa para el 
ejercicio del derecho de asociación en materia político-electoral que se establece en 
favor de los ciudadanos. Sin embargo, esa libertad o capacidad autoorganizativa de 
los partidos políticos, no es omnímoda ni ilimitada, ya que es susceptible de 
delimitación legal, siempre y cuando se respete el núcleo básico o esencial del 
correspondiente derecho político-electoral fundamental de asociación, así 
como de otros derechos fundamentales de los propios ciudadanos afiliados, 
miembros o militantes; es decir, sin suprimir, desconocer o hacer nugatoria dicha 
libertad gregaria, ya sea porque las limitaciones indebidamente fueran excesivas, 
innecesarias, no razonables o no las requiera el interés general, ni el orden público. 
De lo anterior deriva que en el ejercicio del control sobre la constitucionalidad 
y legalidad respecto de la normativa básica de los partidos políticos, la 
autoridad electoral (administrativa o jurisdiccional), ya sea en el control 
oficioso o en el de vía de acción, deberá garantizar la armonización entre dos 
principios o valores inmersos, por una parte, el derecho político-electoral 
fundamental de asociación, en su vertiente de libre afiliación y participación 
democrática en la formación de la voluntad del partido, que ejercen 
individualmente los ciudadanos miembros o afiliados del propio partido 
político, y, por otra, el de libertad de autoorganización correspondiente a la 
entidad colectiva de interés público constitutiva de ese partido político. En 
suma, el control administrativo o jurisdiccional de la regularidad electoral se 
debe limitar a corroborar que razonablemente se contenga la expresión del 
particular derecho de los afiliados, miembros o militantes para participar 
democráticamente en la formación de la voluntad partidaria (específicamente, 
en los supuestos legalmente previstos), pero sin que se traduzca dicha 
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atribución de verificación en la imposición de un concreto tipo de organización 
y reglamentación que proscriba la libertad correspondiente del partido político, 
porque será suficiente con recoger la esencia de la obligación legal 
consistente en el establecimiento de un mínimo democrático para entender que 
así se dé satisfacción al correlativo derecho de los ciudadanos afiliados, a fin 
de compatibilizar la coexistencia de un derecho individual y el que atañe a la 
entidad de interés público creada por aquéllos.” 

[Énfasis añadido] 

 Los artículos 34, 35, 36, 37 y 38, de la LGPP, en relación con los artículos 29, 39 al 41, 43 y 46 al 
48 de la misma ley, así como las Jurisprudencias 3/2005 y 20/2018, sostenidas por el TEPJF, 
establecen los Documentos Básicos con los que deben contar los partidos políticos, así como sus 
contenidos mínimos. 

Contexto normativo de las reformas legales que dan origen a las modificaciones de Documentos 
Básicos. 

31. El trece de abril de dos mil veinte, fue publicado en la edición vespertina del DOF el Decreto en 
materia de VPMRG, mismo que entró en vigor al día siguiente de su publicación; mediante el cual, 
se reforman diversas disposiciones, de las que se destacan las señaladas en los artículos 23, 
numeral 1, inciso e); 25, numeral 1, incisos s), t), v) y w); 37, numeral 1, incisos f) y g); 38,  numeral 
1, incisos d) y e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, numeral 1, incisos d) y e) de la LGPP. 

 Dichas reformas obligan a los PPN y locales a establecer, dentro de sus Documentos Básicos, los 
mecanismos para evitar la VPMRG. Por lo que, con el objetivo de establecer referentes y criterios 
para facilitar la creación de dichas herramientas, el veintiocho de octubre de dos mil veinte, en 
sesión ordinaria del Consejo General, se aprobaron los Lineamientos, a través del Acuerdo 
identificado con la clave INE/CG517/2020, publicados en el DOF el diez de noviembre de dos mil 
veinte; instrumento que constituye un mandato, así como también un referente normativo para la 
consecución de los fines del Decreto y por ende de la vida interna partidaria en un ambiente libre 
de violencia en razón de género. Los referidos Lineamientos, ordenan a los PPN adecuar sus 
Documentos Básicos en cumplimiento a los mismos, una vez terminado el PEF. 

 Lineamientos que tienen como fin armonizar la normativa de los PPN y locales con las 
disposiciones, mecanismos y herramientas para prevenir, atender, sancionar, reparar y 
erradicar la VPMRG; mismas que de conformidad con lo establecido en su considerando 83, del 
Acuerdo INE/CG517/2020, atienden cinco (5) temas fundamentales, los cuales son: 

I Generalidades, 

II Capacitación, 

III Candidaturas, 

IV Radio y Televisión, y, 

V Órganos Estatutarios. 

                                                 
3 “(…) los artículos 25, numeral 1, incisos s) a w); 37, numeral 1, incisos e) a g); 38, numeral 1, inciso e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, 
numeral 1 de la LGPP se establece que los partidos políticos deberán:  
a) Garantizar en igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres en sus órganos internos de dirección y espacios de toma de 

decisiones;  
b) Garantizar a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de violencia política, en los términos de la LGAMVLV;  
c) Sancionar por medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que se cuente todo acto relacionado con la violencia política 

contra las mujeres en razón de género;  
d) Elaborar y entregar los informes de origen y uso de recursos a que se refiere esa misma ley, dentro de los cuales deberán informar 

trimestralmente de manera pormenorizada y justificada sobre la aplicación de los recursos destinados para la capacitación, promoción y 
el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; 

e) Garantizar la no discriminación por razón de género en la programación y distribución de tiempos del Estado;  
f) Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a su información les impone;  
g) Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y respetar los derechos políticos y electorales de las mujeres, 

establecidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y ratificados por México, así como los mecanismos de 
sanción aplicables a quien o quienes ejerzan violencia política contra las mujeres en razón de género, acorde a lo estipulado en la LGIPE 
y la LGAMVLV y demás leyes aplicables;  

h) Determinar en su Programa de Acción las medidas para promover la participación política de las militantes y establecer mecanismos de 
promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del partido, así como la formación de liderazgos políticos;  

i) Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la integración de liderazgos políticos de mujeres 
al interior del partido, así como aquellos que garanticen la prevención, atención y sanción de la violencia política contra las mujeres en 
razón de género; y  

j) Aplicar los recursos destinados para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres al rubro de la creación 
o fortalecimiento de mecanismos para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de 
género.” 
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 Lo anterior, considerando que la VPMRG afecta el derecho humano que tienen las mujeres para 
ejercer el voto y ser electas en los procesos electorales, así como en su desarrollo en la escena 
política o pública, ya sea como militantes en los partidos políticos, aspirantes a candidatas a un 
cargo de elección popular, a puestos de dirigencia al interior de sus partidos políticos o en el propio 
ejercicio de un cargo público. 

 Por su parte, los artículos 10, 11 y 12, párrafos primero y segundo de los Lineamientos  establecen 
que: 

“Artículo 10. La declaración de principios de los partidos políticos deberá 
establecer la obligación de promover, proteger y respetar los derechos 
humanos de las mujeres, reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales firmados y ratificados por el Estado mexicano, así como los 
mecanismos de sanción y reparación aplicables a quien o quienes ejerzan 
violencia política contra las mujeres en razón de género, acorde con lo previsto en 
las leyes aplicables. 

Artículo 11. El programa de acción de los partidos deberá contar con planes de 
atención específicos y concretos que estén dirigidos a erradicar la violencia política 
contra las mujeres en razón de género, estableciendo aquellos destinados a 
promover la participación política de las militantes, así como los mecanismos de 
promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del partido garantizando la 
paridad de género. 

Artículo 12. Los partidos políticos deberán establecer en sus Estatutos los 
mecanismos y procedimientos que permitirán la prevención, atención, sanción y 
reparación de la violencia política contra las mujeres en razón de género, además de 
garantizar la integración paritaria de los liderazgos políticos de las mujeres al 
interior de los mismos. 

Asimismo, deberán incorporar disposiciones para garantizar la no 
discriminación de las mujeres en razón de género en la programación y 
distribución de los tiempos del Estado en radio y televisión que les 
correspondan y de las prerrogativas para las precampañas y campañas políticas, 
incluidas aquellas ejercidas en coalición, así como los mecanismos mediante los 
cuales se rendirán cuentas en este sentido. 

(…)” 

 Acorde con lo anterior, dichos preceptos determinan que tanto los PPN como los partidos políticos 
locales deberán adecuar sus Documentos Básicos, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en 
los Lineamientos, los cuales tienen su andamiaje jurídico en el Decreto a través del cual se 
reformaron y adicionaron disposiciones de diversos ordenamientos, entre ellos, la LGIPE, 
LGSMIME, LGPP y la Ley General en Materia de Delitos Electorales, con el que se establecieron 
previsiones significativas y sin precedentes en materia de VPMRG. 

 Por otra parte, de conformidad con el considerando 19 del Acuerdo INE/CG583/2022, los PPN 
deberán incluir en sus Documentos Básicos los criterios mínimos siguientes: 

“a) Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y 
respetar el principio de paridad sustantiva tanto en los cargos intrapartidarios como 
en la postulación de candidaturas a cargos de elección popular, conforme a lo 
establecido en la Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y 
ratificados por México, acorde a lo estipulado en la LGIPE y la LGPP y demás leyes 
aplicables, así como lo ordenado por el TEPJF. 

b) Determinar en su Programa de Acción medidas para promover la participación 
política de las militantes y establecer mecanismos de promoción y acceso de las 
mujeres a la actividad política del partido y su postulación a candidaturas, así como 
la formación de liderazgos políticos, garantizando en todo momento la paridad 
sustantiva. 
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c) Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán 
garantizar la paridad sustantiva en la postulación de candidaturas a las gubernaturas 
a través del criterio de competitividad, para lo cual deberán incorporar como criterios 
mínimos, los siguientes: 

I. Al aprobar, emitir y publicar sus convocatorias a candidaturas a gubernaturas a 
celebrarse a partir de los próximos comicios electorales locales, deberán precisar 
tales mecanismos y procedimientos, determinando cómo aplicarán la 
competitividad en la postulación de mujeres a las candidaturas, bajo los criterios 
básicos siguientes: 

i) Las reglas relativas al criterio de competitividad en la definición de las candidaturas 
a cargos de elección popular; 

a) Emitirse, previo a las convocatorias. 

b) Establecer el contexto de los procesos electorales a llevarse a cabo, a través de 
análisis que permitan definir la fuerza política del PPN en cada entidad federativa; 
para lo cual deberán señalarse criterios cualitativos y cuantitativos que den certeza 
sobre el análisis referido; 

c) Determinar el género de las candidaturas, esto es, establecer en qué entidades 
habrán de postular candidaturas de mujeres y hombres, y estableciendo cuáles y 
cuántas convocatorias serán exclusivamente para mujeres, garantizando la 
distribución paritaria en las entidades; 

d) Garantizar que las mujeres compitan en las entidades federativas con mayor 
posibilidad de triunfo y así evitar sesgos políticos que obstruyan la participación de 
éstas en las contiendas electorales, lo que se traduce en evitar postularlas en 
entidades con menor posibilidad de triunfo; y 

e) Asegurar que la postulación de candidaturas se realizará en todo momento 
dependiendo del o los géneros definidos, y señalar que, en caso de sustitución, se 
realizará por el mismo género, salvo que con la sustitución se incremente la 
participación política de las mujeres. 

ii) Reglas que establezcan la publicidad de las etapas de los 
procesos de selección de las candidaturas, que tiene como 
finalidad: 

a) Determinar de manera clara la participación de los órganos estatutarios internos 
responsables del proceso de selección de candidaturas, señalando sus facultades; 

b) Señalar las etapas, fechas de inicio y conclusión, y los plazos del proceso de 
selección de candidaturas; 

c) Determinar las fechas en las que se deberán emitir las determinaciones por cada 
órgano estatutario que participa en el proceso de selección de candidaturas; 

d) Establecer fechas concretas para la publicación de las determinaciones por cada 
órgano estatutario que participa en el proceso de selección de candidaturas; 

e) Señalar los medios de notificación y publicación de las determinaciones adoptadas 
por los órganos estatutarios facultados; y 

f) Definir los plazos para la interposición de los medios de impugnación. 

II. Asimismo, establecer las reglas o criterios que potencialicen la competitividad de 
postulación de mujeres a las candidaturas a todos los cargos de elección popular, 
que permitan generar una verdadera paridad sustantiva en los procesos electorales 
futuros, conforme a lo establecido en el apartado I del presente considerando.(…)” 

En ese sentido, toda vez que el Acuerdo establece los criterios mínimos que se deberán prever en 
la Declaración de Principios, las medidas que se deberán determinar en el Programa de Acción, así 
como los mecanismos y procedimientos a establecerse en los Estatutos, se desprende que recaen 
en dos rubros fundamentales de análisis, que son: 

I. Generalidades; 

II. Candidaturas a todos los cargos de elección popular. 
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Por lo anterior, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de los Lineamientos, corresponde a 
la DEPPP analizar que las modificaciones realizadas por los PPN a sus Documentos Básicos se 
apeguen a dichos principios democráticos; no obstante, ante la relevancia del tema y vistas las 
facultades y responsabilidades de la UTIGyND y con el fin de dar continuidad a los asuntos en 
materia de igualdad de género, no discriminación, inclusión, paridad, así como en lo concerniente a 
la VPMRG y paridad sustantiva, con fundamento en el artículo 42, párrafo 9 de la LGIPE, se 
solicitó su colaboración, para que realizara el análisis pertinente sobre las modificaciones 
aprobadas en la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde Ecologista de México, que permita 
concluir a esta autoridad sobre el cumplimiento dado por el referido partido político en ambas 
materias. 

Derivado de dicha solicitud de colaboración, la UTIGyND, a través de los oficios 
INE/UTIGyND/137/2023 e INE/UTIGyND/141/2023, de dos y siete de febrero de dos mil veintitrés 
concluyó que los documentos básicos cumplían con lo establecimiento en los Lineamientos pero 
cumplía parcialmente con el principio de paridad sustantiva, por lo que la DEPPP procedió a 
requerir al Partido Verde Ecologista de México, mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00467/2023, 
de nueve de febrero de dos mil veintitrés, para que en un plazo de cinco días hábiles manifestara lo 
que a su derecho conviniera y/o remitiera las documentales correspondientes, para así continuar 
con el estudio de la procedencia constitucional y legal de las modificaciones presentadas a sus 
Documentos Básicos. 

De los textos definitivos de los Documentos Básicos 

32. En razón de lo anterior, el veinte y veintiuno de febrero de dos mil veintitrés, se recibieron en la 
DEPPP los oficios PVEM-INE-021/2023 y PVEM-INE-023/2023, por medio de los cuales el Partido 
Verde Ecologista de México desahogó el requerimiento realizado mediante el diverso 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00467/2023 y remitió la documentación soporte para acreditar las 
modificaciones a los Documentos Básicos realizadas por la Comisión Redactora, de acuerdo con la 
facultad que le fue concedida por la Asamblea Nacional Ordinaria y señaló las consideraciones 
pertinentes respecto a sus adecuaciones. 

También remitió los textos definitivos de los Documentos Básicos modificados en medio impreso, 
que son base de análisis de la presente Resolución. Dichos textos se encuentran como ANEXOS 
UNO, DOS y TRES de la presente Resolución. 

33. En consecuencia, la DEPPP, remitió de nueva cuenta los textos definitivos de los Documentos 
Básicos modificados a la UTIGyND, para que determinase lo correspondiente. 

En respuesta, la UTIGyND, mediante oficio INE/UTIGyND/179/2022 observó lo siguiente: 

“Hago referencia a su atento oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00610/2023 en el que se 
solicita a la Unidad a mi cargo se pronuncie sobre las modificaciones a los 
documentos básicos del Partido Verde Ecologista de México (PVEM) respecto a 
paridad sustantiva en la postulación de candidaturas. 

En atención a lo anterior, y derivado de la revisión y análisis realizada por la Unidad 
Técnica de Igualdad de Género y No Discriminación a los documentos remitidos: se 
concluyó que los documentos cumplen con lo establecido. 

Se anexa al presente, el documento denominado Cuadro de cumplimiento Paridad 
Sustantiva, para lo cual se consideró lo ordenado en el Acuerdo INE/CG583/2022.” 

Por lo expuesto, se desprende que, en materia de VPMRG y para garantizar el principio de paridad 
sustantiva en la postulación de candidaturas, en concordancia con los parámetros de la UTIGyND, 
las modificaciones realizadas por la Comisión Redactora a los Documentos Básicos de dicho 
partido político, cumplen en su totalidad con lo establecido en los Lineamientos y en lo estipulado 
en los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022, en acatamiento a la sentencia dictada por la 
Sala Superior del TEPJF en el expediente SUP-RAP-220/2022 y acumulados. 

Parámetro de control de regularidad constitucional de partidos políticos 

34. Previo al análisis del contenido de las modificaciones de fondo a los Documentos Básicos, por lo 
que hace a aquellas en el ejercicio de su libertad de autoorganización y autodeterminación, resulta 
necesario referir el parámetro de control de regularidad constitucional. 

En el artículo 41, Base I, de la Constitución, se encuentra de forma integral el principio 
constitucional de autoorganización y autodeterminación de los PPN, al señalar que éstos son 
entidades de interés público; que la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal; 
las formas específicas de su intervención en el proceso electoral; y los derechos, obligaciones y 
prerrogativas que les corresponden. Asimismo, señala que las autoridades electorales solamente 
podremos intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que señalen la 
Constitución y la ley. 
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Al respecto, el Pleno de la SCJN, al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 85/2009, en su 
sesión de once de febrero de dos mil diez, señaló que el precepto constitucional referido es 
revelador de que, en el sistema jurídico mexicano, los partidos políticos cuentan con una protección 
institucional que salvaguarda su vida interna. 

Esa protección encuentra base en los principios de autoconformación y autoorganización, los 
cuales garantizan que los PPN cuentan con un margen considerablemente abierto de actuación en 
todo lo concerniente en su régimen interior. Esto es, que cuentan con la posibilidad de tomar y 
ejecutar resoluciones en todos y cada uno de los rubros internos que les atañen. 

Asimismo, los principios referidos en el párrafo que antecede, dimanan de la voluntad de la 
ciudadanía que conforman los cuadros de los partidos políticos, quienes, en ejercicio de una 
decisión política, definen las bases, ideología, líneas doctrinarias y de acción de los institutos 
políticos, aspectos medulares que, prima facie y por virtud de la fuerza irradiadora del artículo 41 de 
la Constitución, no pueden ser alterados, influidos o anulados por agentes externos a los 
propios PPN. 

Estos principios tienden a salvaguardar que los PPN puedan, con libertad de decisión y acción, 
pero respetando el marco constitucional y legal que rige el ordenamiento jurídico, determinar 
aspectos esenciales de su vida interna. 

Así, la SCJN dejó de manifiesto que la propia Constitución establece que la garantía constitucional 
de la cual gozan los PPN con base en los principios de autoconformación y autodeterminación es 
indisponible, pero no ilimitada; esto es, ningún órgano o autoridad del Estado mexicano puede 
suprimirlas o desconocerlas (indisponibilidad). Empero, su ejercicio no puede llevarse a cabo sin 
límite alguno (no ilimitación), ya que la propia Constitución establece en su artículo 41 que las 
autoridades electorales podrán intervenir en la vida interna de los PPN, señalando como condición 
para ello, que esa intrusión esté expresamente prevista en la ley. 

La trascendencia de los principios anotados desde la perspectiva constitucional nos lleva a concluir 
lo siguiente: 

 Los PPN son entidades de interés público. 

 El ámbito de tutela constitucional se traduce en la salvaguarda de su vida interna, 
conforme a los principios de autodeterminación y autoorganización. 

 Los anotados principios dan esencia al carácter de entidades de interés jurídico a los PPN, 
porque dentro de los márgenes de libertad pueden decidir su vida interna. 

 Existe un bloque de garantía que protege la vida interna de los PPN, consistente en los 
subprincipios de indisponibilidad y no limitación, supeditado únicamente a la conformidad 
con el principio constitucional democrático y los demás aplicables a la materia electoral y 
al bloque de derechos humanos. 

 El marco constitucional de los PPN permite proteger su ámbito de desarrollo, siempre que 
ello no trastoque los fines, valores e instituciones de la Constitución. 

Disposiciones de los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México modificadas 

35. Las disposiciones de los textos definitivos de modificaciones a los Documentos Básicos, son las 
siguientes: 

 De la Declaración de Principios: Se modifican los párrafos tercero, cuarto y decimoprimero de la 
parte introductoria; los párrafos segundo, cuarto y quinto del apartado denominado “Justicia”; el 
párrafo segundo del apartado “Libertad”; los párrafos cuarto, quinto y sexto del apartado “Principios 
políticos”; y, se adiciona un apartado titulado “Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 
Género”. 

 Del Programa de Acción: Se modifica el párrafo primero del apartado “Combate Global a la 
Contaminación”; los párrafos primero y quinto del apartado “Educación Ecológica para todos, 
especialmente para la niñez”; el párrafo tercero del apartado “Cuidados y regeneración de la flora”; 
párrafo cuarto del apartado “Respeto a la fauna”; párrafo segundo del apartado “Educación 
ecológica y política a los miembros del PVEM”; el párrafo único del apartado “Actitud pacifista”; los 
incisos a), b), c), d), e), g), h) y k) del apartado “Derechos sociales”; los párrafos segundo, tercero y 
sexto en sus incisos d) y e), y se adiciona el inciso f) en el apartado “Derechos Políticos”; los 
incisos a) y d) del apartado “Organización de la acción ecologista”; así como los incisos c), d), e), f), 
g) y h) del apartado “La ecología en el Desarrollo Nacional”. 

 De los Estatutos: Se modifican los artículos 1 al 14; 16 al 20; 22 al 36; 38; 40 al 61; 63 al 87; 89; 
91 al 95; 97; 98; 101; 103 al 109; 111; 112; se adicionan los artículos 113 al 117 y se modifica el 
Único artículo Transitorio. 
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Del análisis de las modificaciones realizadas a los Documentos Básicos 

36. En este orden de ideas, para proceder al análisis de las propuestas de modificaciones presentadas 
a los Documentos Básicos del Partido Verde Ecologista de México, cabe destacar que, a lo largo 
del proyecto presentado, se puede advertir que se trata de modificaciones de forma y fondo, 
mismas que por cuestión de método y para su estudio se clasifican, de manera general, conforme a 
lo siguiente: 

I. Cambio de redacción 

II. Aquellas que se realizan para cumplir con los Lineamientos 

III. Aquellas que se realizan para cumplir con los Acuerdos INE/CG583/2022 e 
INE/CG832/2022 

IV. Lenguaje incluyente 

V. Aquellas que se refieren a su libertad de autoorganización 

 Dicha clasificación se encuentra visible como ANEXOS CUATRO, CINCO y SEIS, así como en los 
ANEXOS SIETE y OCHO elaborados de manera conjunta por la DEPPP y la UTIGyND. 

I. Cambio de redacción 

37. Cabe señalar que, del análisis a las propuestas de modificaciones a la Declaración de Principios, el 
Programa de Acción y a los Estatutos, en cada caso, se advierten cambios de redacción 
consistentes en la corrección de estilo respecto al uso de numerales y/o fracciones, incluso 
palabras que cambian la redacción sin modificar el sentido de la normativa que rige a dicho partido 
político. Dicha clasificación se encuentra visible como ANEXOS CUATRO, CINCO y SEIS de la 
presente Resolución. 

II. Aquellas que se realizan para cumplir con los Lineamientos 

38. Ahora bien, en concordancia con lo ya desarrollado, la presente Resolución tiene como finalidad 
determinar si el Partido Verde Ecologista de México ha dado cumplimiento a los Lineamientos 
aprobados por este Consejo General mediante Acuerdo INE/CG517/2020, relativos a la VPMRG. 

En ese sentido, esta autoridad administrativa electoral considera como criterio orientador, además 
de las disposiciones de la LGPP (y las demás ya desarrolladas), lo establecido por la Sala Superior 
del TEPJF en lo determinado en el Considerando Segundo de la sentencia de diecinueve de agosto 
de dos mil cuatro que resolvió el recurso de apelación identificado con el expediente SUP-RAP-
40/2004, al señalar que este Consejo General: “…debe ceñirse al análisis de aquellas 
disposiciones que sean modificadas en su sustancia y sentido, y que de los preceptos cuyo 
contenido se mantiene y que ya fueron motivo de una declaración anterior, conforme al principio de 
seguridad jurídica, no es factible que se emita un nuevo pronunciamiento respecto de ellos...”. 

Sin embargo, para tener una perspectiva más amplia del cumplimiento a los Lineamientos que nos 
ocupan, mediante un análisis integral, es necesario realizar referencia a diversas disposiciones que 
no fueron modificadas por el PPN, las cuales fueron validadas a través de la Resolución 
INE/CG276/2014 de diecinueve de noviembre de dos mil catorce. 

De la Declaración de Principios 

39. Los artículos 8, 10 y 14 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán establecer en su 
Declaración de Principios, la obligación de promover, proteger y respetar los derechos humanos 
de las mujeres y establecer los mecanismos de sanción y reparación aplicables a quienes ejerzan 
VPMRG. 

Ahora bien, por lo que hace a la Declaración de Principios, en cumplimiento a los Lineamientos, se 
modifican las disposiciones contenidas en los apartados denominados: “Justicia” y “Principios 
Políticos”; además, se agrega un apartado denominado “Violencia Política Contra las Mujeres en 
Razón de Género”. 

I. GENERALIDADES 

a. En el apartado denominado “Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de Género” del 
texto modificado de la Declaración de Principios, se establece la obligación de promover, 
proteger y respetar los derechos humanos de las mujeres, reconocidos en la Constitución y en 
los tratados internacionales firmados y ratificados por México, por lo que el Partido Verde 
Ecologista de México da cumplimiento a lo previsto en los artículos 443, numeral 1, inciso o) 
de la LGIPE; 37, numeral 1, inciso f) de la LGPP y 10 de los Lineamientos. 
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b. En el párrafo quinto del apartado “Justicia”, el Partido Verde Ecologista de México se 
compromete a cumplir con sus obligaciones generales en materia de derechos humanos, así 
como con perspectiva de género y atendiendo a la interseccionalidad, en concordancia con lo 
establecido en los artículos 2, fracciones I y IX; y 3 de los Lineamientos. 

II. CAPACITACIÓN 

c. En el párrafo cuarto del apartado denominado “Justicia”, el Partido Verde Ecologista de 
México refrenda su compromiso con la promoción de la participación política de las mujeres 
en igualdad de condiciones y oportunidades, para que puedan acceder a los diversos puestos 
de elección popular, así como también al interior del partido; ello en cumplimiento a lo previsto 
en los artículos 25, numeral 1, inciso s), y 37, numeral 1, inciso e) de la LGPP; y el artículo 14 
de los Lineamientos. 

III. CANDIDATURAS 

d. En los párrafos quinto, inciso b) y sexto del apartado denominado “Principios Políticos”, el 
Partido Verde Ecologista de México establece que garantizará procesos internos para 
seleccionar candidaturas a cargos de elección popular en igualdad de condiciones; asimismo, 
garantizará a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, libres de 
violencia, mediante mecanismos para la prevención, atención, sanción, reparación y 
erradicación de la VPMRG, y asegurará condiciones de igualdad sustantiva entre mujeres y 
hombres en el ámbito político, en cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 23, numeral 1, 
inciso e) y 25, numeral 1 inciso e), LGPP; y artículo 1, segundo párrafo de los Lineamientos. 

IV. ACCESO A PERROGATIVAS EN RADIO Y TELEVISIÓN 

e. En la modificación a la Declaración de Principios, en el párrafo quinto, inciso d) del apartado 
“Principios Políticos”, se establece que se garantizará la no discriminación por razón de 
género en la programación y distribución de los tiempos de Radio y Televisión, con lo cual el 
Partido Verde Ecologista de México cumple lo previsto en el artículo 163, numeral 3 de la 
LGIPE; los artículos 25, numeral 1, inciso w), y 37, numeral 1, inciso g) de la LGPP; y el 
artículo 14 de los Lineamientos. 

V. ÓRGANOS ESTATUTARIOS 

f. Relacionado con el órgano estatutario encargado de sancionar la VPMRG y lograr la 
reparación en favor de la víctima, en el apartado denominado “Violencia Política Contra las 
Mujeres en Razón de Género”, el PPN señala que establecerá los mecanismos de sanción y 
reparación aplicables a quien o quienes ejerzan VPMRG, acorde con lo previsto en las leyes 
aplicables en la materia, con lo cual, se da cumplimiento a lo ordenado en el artículo 37, 
numeral 1, inciso g) de la LGPP; y los artículos 6, 10, 14, 18 y 24 de los Lineamientos. 

Conclusión. Dichas modificaciones incluyen lo establecido en el artículo 37, numeral 1, incisos e), 
f) y g) de la LGPP, así como en los Lineamientos, pues contienen los elementos mínimos 
siguientes: 

 La obligación de promover la participación política en igualdad de oportunidades y equidad 
entre mujeres y hombres; 

 La obligación de promover, proteger y respetar los derechos políticos y electorales de las 
mujeres, establecidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y 
ratificados por México; y 

 Establece mecanismos de sanción y reparación aplicables a quien o quienes ejerzan VPMRG. 

Del Programa de Acción 

40. Los artículos 8, 11 y 14 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán contar en su Programa 
de Acción, con planes de atención específicos y concretos, dirigidos a erradicar la VPMRG, 
promover la participación política de las militantes y lograr su acceso a la actividad política del 
partido político, garantizando la paridad de género. 

I. GENERALIDADES 

a. En el apartado II, numeral 3 denominado “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), se da 
cumplimiento a lo establecido en los artículos 443, numeral 1, inciso o) de la LGIPE; 38, 
numeral 1, inciso e), de la LGPP; 11 y 14 de los Lineamientos, pues establece mecanismos 
de promoción y acceso de las mujeres a la vida política, y establece planes específicos para 
promover la participación política de las militantes, como son: procesos internos para la 
selección de órganos de dirección y candidaturas en igualdad de condiciones. 
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b. En la porción estatutaria citada en el inciso anterior, el Partido Verde Ecologista de México 
establece mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad política que 
garanticen que aquellas que contiendan a un cargo público lo hagan en igualdad de 
oportunidades, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de los Lineamientos. 

c. En el apartado II, numeral 3 “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), último párrafo, se 
establece la obligación del PPN de emitir la reglamentación y protocolos correspondiente para 
establecer parámetros que le permitan atender, sancionar, reparar y erradicar la VPMRG, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de los Lineamientos. 

II. CAPACITACIÓN 

d. Mediante el apartado II, numeral 3 “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), párrafo 
tercero, el Partido Verde Ecologista de México promueve la capacitación política de las y los 
militantes con la finalidad de fomentar la participación política de las mujeres y construir 
liderazgos políticos, en cumplimiento a lo señalado en el artículo 38, numeral 1, inciso d) de la 
LGPP; y 14 de los Lineamientos. 

III. CANDIDATURAS 

e. En el apartado II, numeral 3 “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), párrafo segundo del 
texto modificado, se reconoce la importancia de promover una participación política equitativa, 
en pro de la democracia y en torno al respeto y tolerancia, con la participación activa de 
hombres y mujeres en equidad e igualdad de oportunidades, promoviendo, protegiendo y 
respetando los derechos políticos y electorales de las mujeres y garantizando la paridad de 
género en la postulación de candidaturas a cargos de elección popular, con dichas 
disposiciones cumple con lo dispuesto en el artículo 38, numeral 1, incisos d) y f) de la LGPP; 
y el artículo 14 de los Lineamientos. 

IV. RADIO Y TELEVISIÓN 

f. En cumplimiento a lo establecido en los artículos 163, numeral 3 de la LGIPE; 38, numeral 1, 
inciso d) de la LGPP; y 14 de los Lineamientos, el PPN prevé, en el apartado II, numeral 3 
“Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), criterios sobre el contenido de la propaganda 
política en radio y televisión, para garantizar la no discriminación por razón de género en la 
programación y distribución de tiempos del Estado; además se señala que las mujeres 
tendrán acceso, de manera paritaria, a propaganda política-electoral en cualquier medio, ya 
sea impreso, digital o de radio y televisión. 

V. ÓRGANOS ESTATUTARIOS 

g. En el apartado II, numeral 3 “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f), último párrafo del 
texto modificado del Programa de Acción, el Partido Verde Ecologista de México establece 
que en la reglamentación y protocolos que emita, contará con planes de atención específicos 
y concretos que permitan atender, sancionar, reparar y erradicar la VPMRG. Lo anterior, en 
cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 38, numeral 1, inciso d) de la LGPP; y 11, 14 y 20 
de los Lineamientos. 

Conclusión. A través de las modificaciones al numeral tres “Derechos Políticos” del apartado II 
denominado “El Partido Verde Ecologista de México y los Derechos Humanos, Sociales y 
Políticos”, el PPN da cumplimiento a lo establecido en el artículo 41, Base I, párrafos segundo y 
tercero de la Constitución, en relación con los artículos 23, numeral 1, incisos c) y e); 25, numeral 1, 
incisos r), s) y t); 38, numeral 1, incisos d) y e) de la LGPP, en acatamiento del Decreto en materia 
de VPMRG, así como a los Lineamientos, al señalar que se promoverá la participación efectiva de 
las mujeres en la política, estableciendo mecanismos de promoción y acceso de éstas a la 
actividad política e incluir: 

 La promoción de la participación política de las militantes; 

 Mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del partido político, 
así como la formación de liderazgos políticos; y 

 Estrategias para fomentar la capacitación y lograr la participación activa de las y los militantes 
en los procesos electorales. 
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De los Estatutos 

41. Los artículos 8, 12, 14, 13, 17, 19 y 21 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán 
establecer en sus Estatutos, los mecanismos y procedimientos que permitan la prevención, 
atención, sanción y reparación de la VPMRG y garantizar la integración paritaria de los liderazgos 
políticos de las mujeres al interior de éstos. 

Del texto del proyecto de las modificaciones a los Estatutos en su versión final que fue presentado 
por el Partido Verde Ecologista de México, en cumplimiento a los Lineamientos, se desprende la 
modificación de los artículos siguientes: 7, Base Primera, fracción XVI; 7, Base Segunda, 
fracciones XVII y XVIII; 18, fracción XI; 25; 25 Bis; 27, fracciones XII y XIII; 28, fracción XV; 29; 30, 
fracción II; 41; 41 Bis, numerales 1, 2 y 3; 48, fracción I; 55, fracción IV; 58, fracción XI; 113;  114 y 
115. 

Las referidas modificaciones determinan de manera general: 

a. Los procedimientos y mecanismos para prevenir, atender y erradicar la VPMRG y se 
vinculan con: 

1. Las facultades de capacitación de la Secretaría de la Mujer, el Centro de Capacitación 
y Formación Partidista y el Organismo Nacional de Mujeres Verdes. 

2. El principio de paridad para la integración de los órganos internos y en la postulación 
de candidaturas. 

3. El requisito de elegibilidad del 3 de 3 contra la violencia. 

b. Los procedimientos y mecanismos para prevenir, atender, sancionar y erradicar los casos 
de VPMRG, de conformidad con los artículos 25, 25 Bis, 27, 28, 29, 30, 41, 113, 114 y 115 de 
los Estatutos modificados, los cuales se vinculan a dos órganos: 

1. El Organismo Nacional de Mujeres Verdes, que será el primer órgano de contacto, 
encargado de proporcionar asesoría, orientación y acompañamiento; y 

2. La CNHJ, que será competente en única instancia para conocer y resolver todo acto 
relacionado con dicha violencia dentro de su estructura partidista, a través del recurso 
de Queja. 

En virtud de lo anterior, y en concordancia con la clasificación ya mencionada en el considerando 
35 se puntualiza lo siguiente: 

I. GENERALIDADES 

Rendición de cuentas 

a. En cumplimiento a lo establecido en los artículos 25, numeral 1, incisos t) y v) de la LGPP; y 
12, segundo párrafo, 15 y 16 de los Lineamientos: 

 En el artículo 113 el Partido Verde Ecologista de México establece que el Organismo Nacional 
de Mujeres Verdes será la instancia responsable de emitir, aprobar y en su caso presentar el 
programa anual de trabajo y el informe anual sobre las acciones y medidas implementadas 
respecto de las actividades para prevenir, atender y erradicar la VPMRG, que incluirá los 
resultados del cumplimiento de los objetivos y metas de su programa de trabajo, así como los 
indicadores empleados. 

Obligaciones de la militancia 

b. En cumplimiento a los artículos 442, numeral 2, y 442 Bis, numeral 1 de la LGIPE; 25, 
numeral 1, inciso t) de la LGPP; y artículo 20, fracción IV de los Lineamientos, el artículo 7, 
Base segunda, fracción XVII establece como obligación de la militancia: 

“Abstenerse de generar o tolerar actos de intimidación, amenazas u 
hostigamiento en contra de la víctima” 

De los derechos de las víctimas de VPMRG 

c. En concordancia con lo establecido en los artículos 25, numeral 1, inciso t) de la LGPP; 20; 
21, fracciones IV, IX y XI; y 24, fracciones V, VI, VII, IX, X y XII de los Lineamientos, en el 
artículo 25, párrafo primero, se establecen como derechos de las víctimas, entre otros, los 
siguientes: 

 Garantizar que el acceso a la justicia sea pronto y expedito; 

 Ser tratadas sin discriminación, con respeto a su integridad, sin revictimización, ni 
intimidación, amenazas u hostigamiento, respeto a su privacidad y protección de sus 
datos personales; y, 

 Operará, en su caso, la suplencia de la deficiencia de la queja respetando en todo 
momento el debido proceso. 
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d. En el artículo 7, Base primera, fracción XVI, se establece como derecho el recibir información 
y asesoramiento gratuito sobre sus derechos y las vías jurídicas para acceder a ellos, a fin de 
que estén en condiciones de tomar una decisión libre e informada sobre cómo proceder. 

e. De igual manera, en el artículo 115, fracción XVII, se establece que, en caso de ser necesario, 
contarán con intérpretes, defensores y defensoras que conozcan su lengua, su cultura y que 
cuenten con capacitación adecuada, si se trata de personas indígenas o personas con 
discapacidad, o bien, se establecerán los mecanismos para garantizar este derecho. 

Del concepto de VPMRG 

f. En el artículo 25 Bis, se replica el concepto de VPMRG, establecido en el artículo 5 de los 
Lineamientos. 

De los principios para atender a las víctimas VPMRG 

g. En el artículo 25 Bis, penúltimo párrafo, se enumeran diversos principios rectores sobre la 
atención de la VPMRG, entre los que se encuentran: buena fe, debido proceso, dignidad, 
respeto y protección de las personas, coadyuvancia, confidencialidad, personal cualificado, 
debida diligencia, imparcialidad y contradicción, prohibición de represalias, progresividad y no 
regresividad, colaboración, exhaustividad, máxima protección, igualdad, no discriminación y 
profesionalismo. Ello en atención a lo dispuesto por el artículo 9 de los Lineamientos. 

De los agentes que generan VPMRG 

h. En cumplimiento a los artículos 442, numeral 2, y 442 Bis, numeral 1 de la LGIPE; 5, tercer 
párrafo; y 7 de los Lineamientos, el artículo 25 Bis, párrafo segundo de los Estatutos, señala 
de manera expresa quiénes son los agentes que pueden generar VPMRG: personas 
superiores jerárquicas, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, 
representantes, militantes o afiliadas, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, 
candidatas y candidatos postulados por los partidos políticos o coaliciones y, en general, 
cualquier persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión dentro de los PPN. 

De las conductas constitutivas de VPMRG 

i. Los artículos 442, numeral 2, 442 Bis, numeral 1 de la LGIPE; y en el artículo 6 de los 
Lineamientos, determinan que se deben señalar las conductas que son formas de expresión 
de VPMRG. 

 Por lo que, en el artículo 25 Bis, párrafo tercero, el Partido Verde Ecologista de México 
enuncia un catálogo de veintidós conductas constitutivas de VPMRG, entre las que destacan: 
incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el ejercicio 
pleno de los derechos políticos de las mujeres; restringir o anular el derecho al voto libre y 
secreto de las mujeres, u obstaculizar sus derechos de asociación y afiliación a todo tipo de 
organizaciones políticas y civiles, en razón de género; ocultar información u omitir la 
convocatoria para el registro de precandidaturas, candidaturas o para cualquier otra actividad 
que implique la toma de decisiones en el desarrollo de sus funciones y actividades. 

II. CAPACITACIÓN 

j. Los artículos 73 numeral 1, inciso d) de la LGPP; y 14 fracciones VI, VII, VIII, IX, X, XI y XII de 
los Lineamientos, señalan que se deben establecer, o bien, fortalecer los mecanismos para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la VPMRG. 

 En ese tenor, el artículo 115, fracción XV del proyecto de modificaciones a los Estatutos 
dispone que la creación o fortalecimiento de mecanismos para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la VPMRG, se dará a través de cursos, talleres de sensibilización, foros, medios 
escritos, que permitan concientizar sobre la importancia de la mujer en la vida política y lograr 
así fomentar su liderazgo político; 

III. CANDIDATURAS 

k. Los artículos 3, numeral 3, 25, numeral 1, incisos r), s) y t), de la LGPP, en relación con el 
artículo 14, fracciones I y II de los Lineamientos, señalan la obligación de los PPN de 
garantizar la integración paritaria en las candidaturas y libres de discriminación. 

 En tal virtud, en el artículo 55, fracción IV, el PPN establece que en la postulación de 
candidaturas a cargos de elección popular se garantizará el principio de paridad de género. 
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 Del 3 de 3 contra la violencia 

l. En los artículos 14, fracción XVII y 32 de los Lineamientos, con el ánimo de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de las mujeres, así como su protección, 
se señala que deberá requerirse a las personas aspirantes a una candidatura, de buena fe, el 
formato 3 de 3 contra la violencia, como requisito de elegibilidad. 

 En el artículo 58, fracción XI del proyecto de Estatutos, el PPN establece la obligación de las 
candidaturas de presentar un escrito de protesta firmado de no estar bajo algún proceso 
administrativo o jurisdiccional relativo a VPMRG, así como de violencia familiar y/o doméstica, 
por delitos sexuales o deudor alimentario. 

m. En relación con lo anterior, el mismo artículo 58, fracción XI del proyecto de Estatutos dispone 
que la Comisión Nacional de Procedimientos Internos verificará en el Registro Nacional de 
Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política Contra las Mujeres en Razón de 
Género a fin de verificar que las personas aspirantes no se encuentren condenadas por delito 
de VPMRG. 

n. Acorde con el artículo 14, fracción XIII de los Lineamientos, el PPN dispone que las 
plataformas políticas establecerán planes y acciones para prevenir, atender y erradicar la 
VPMRG, ello en el artículo 18, fracción XI de los Estatutos. 

IV. ACCESO A LA PRERROGATIVA EN RADIO Y TELEVISIÓN 

o. Los artículos 163, numeral 3 de la LGIPE; 25, numeral 1, inciso w) de la LGPP; y 12, párrafo 
segundo de los Lineamientos, establecen la obligación de garantizar la no discriminación por 
razón de género en la programación y distribución de tiempos del Estado en radio y televisión. 

 En ese tenor, el artículo 114, fracción XI del proyecto de Estatutos dispone que, en la 
programación y distribución de tiempos del Estado en radio y televisión, se garantizará la no 
discriminación. 

p. En el referido artículo 114, fracción XI, se establece que el PPN otorgará a las candidaturas 
de mujeres no menos del 40% del financiamiento público con el que cuente para las 
actividades de campaña, ello en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 25, numeral 1, 
inciso w) de la LGPP; 12, párrafo segundo y 14, fracción XIV y XV de los Lineamientos. 

q. Los artículos 25, numeral 1, inciso w) de la LGPP; y 14, fracción XVI de los Lineamientos, 
establecen que los PPN deben abstenerse de incluir en sus actividades, campañas y 
propaganda electoral, elementos basados en roles o estereotipos que puedan configurar 
VPMRG. 

 En ese tenor, el artículo 7, Base segunda, numeral XVIII del texto que nos ocupa prohíbe 
incluir en las actividades ordinarias, campañas y propaganda electoral, elementos basados en 
roles o estereotipos que puedan configurar VPMRG. 

V. ÓRGANOS ESTATUTARIOS 

 Paridad de Género 

r. En concordancia con lo previsto en los artículos 3, numerales 3 y 4; 25, numeral 1, inciso s); 
43, numeral 3; 44, numeral 1, inciso b), fracción II de la LGPP; 12 y 14, fracciones I y III de los 
Lineamientos, en la integración de los órganos intrapartidarios y comités, se deberá garantizar 
el principio de paridad de género en todos los ámbitos y niveles. 

 Al respecto, en el artículo 48, fracción I del proyecto de modificaciones a los Estatutos, el 
Partido Verde Ecologista de México señala que el proceso interno para elegir a sus dirigentes 
tiene como objetivos: 

I. Vigorizar la participación democrática de las y los afiliados del Partido en los procesos 
internos, cumpliendo siempre con la igualdad sustantiva, la paridad de género y las 
acciones afirmativas que en su caso apruebe la autoridad electoral, la cual tendrá como 
referentes inapelables los siguientes aspectos: 

a) Paridad y/o alternancia en la postulación de candidaturas; 

b) Etapas procesales de selección determinadas y publicadas en las convocatorias; y 

c) Criterios de competitividad y de perspectiva de género. 
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 Del órgano encargado del ejercicio y protección de los derechos de las mujeres 

 Organismo Nacional de Mujeres Verdes 

s. Los artículos 39, numeral 1, inciso f) de la LGPP; 8 y 14 de los Lineamientos, establecen que 
debe existir un órgano responsable de coordinar la implementación de las acciones y 
medidas, para prevenir y erradicar la VPMRG. 

 En ese sentido, el artículo 114 del proyecto de modificaciones a los Estatutos, establece que 
el Organismo Nacional de Mujeres Verdes será el encargado de implementar acciones para 
prevenir y erradicar la VPMRG. 

t. Asimismo, el artículo 39, numeral 1, inciso g) de la LGPP, señala que deben establecerse 
mecanismos que garanticen la prevención, atención y sanción de la VPMRG. En ese 
entendido, el artículo 115, fracción XV de los Estatutos, establece que corresponde al 
Organismo Nacional de Mujeres Verdes la creación o fortalecimiento de mecanismos para 
prevenir, atender, sancionar y erradicar la VPMRG, en coordinación con la Secretaría de la 
Mujer y el Centro de Capacitación y Formación Partidista. 

 Establecer o determinar un órgano de acompañamiento a las víctimas 

u. El artículo 19, primer párrafo de los Lineamientos, señala que los PPN tienen la obligación de 
determinar al órgano encargado de proporcionar asesoría, orientación y acompañamiento a 
las víctimas de VPMRG, el cual deberá ser distinto al órgano de justicia intrapartidaria. 

 En cumplimiento a lo anterior, el artículo 115, fracción I, establece que corresponderá al 
Organismo Nacional de Mujeres Verdes, proporcionar a las víctimas de VPMRG información y 
asesoría gratuita sobre sus derechos y vías jurídicas para acceder a ellos, así como la 
orientación y acompañamiento adecuados. 

v. Ahora bien, para garantizar una atención integral a las víctimas de VPMRG, en el citado 
artículo 115, fracción I, se prevé que, en caso de ser necesario, se canalizará a la víctima, 
para que sea atendida física y psicológicamente de forma inmediata, a la Comisión Ejecutiva 
de Atención a Víctimas, la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 
Mujeres, u otras instancias correspondientes. Lo anterior en atención a lo dispuesto en el 
artículo 19, párrafo segundo de los Lineamientos. 

w. En el artículo 115, fracción XVI del texto de Estatutos, se señala como facultad del Organismo 
Nacional de Mujeres Verdes brindar apoyo psicológico, médico o jurídico en los casos que así 
se requiera, a las víctimas de VPMRG, y establecer los mecanismos necesarios para 
garantizarlo. Ello de conformidad con lo establecido en los artículos 20, fracción VII y 24 
fracción VIII de los Lineamientos. 

x. El artículo 19, párrafo primero en relación con el 22 de los Lineamientos, prevé que el órgano 
de acompañamiento cuente con un presupuesto apropiado para su funcionamiento, el cual no 
podrá obtenerse del 3% destinado a la capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo 
político de las mujeres. Dicha obligación se encuentra prevista en el artículo 113, párrafo 
segundo del proyecto de modificación a los Estatutos. 

 Refrendar que no es posible aplicar el mecanismo alterno de resolución 

y. En el artículo 25 Bis, penúltimo párrafo del documento citado, se establece que en materia de 
VPMRG no procede la conciliación, ni la mediación, ello en cumplimiento a lo dispuesto en el 
artículo 26 de los Lineamientos. 

 Del órgano encargado de impartir justicia en materia de VPMRG 

 Comisión Nacional de Honor y Justicia 

z. Cabe señalar que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 25, numeral 1, inciso u); 43, 
numeral 1, inciso e), 46 numeral 3, y 48, numeral 1, inciso a) de la LGPP, el órgano 
encargado de impartir justicia intrapartidaria deberá ser un órgano de decisión colegiada 
UNIINSTANCIAL, responsable de la impartición de justicia, integrado por un número impar, 
independiente e imparcial. 

 Ahora bien, los artículos 8 y 12 de los Lineamientos, determinan que los PPN están obligados 
a conocer, investigar, sancionar, reparar y erradicar las conductas que constituyan VPMRG, 
por lo que señalan que deberán establecer en sus Estatutos mecanismos y procedimientos 
que contribuyan al referido fin. 
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 Asimismo, los artículos 13 y 17 de los Lineamientos, establecen la obligación de contar con un 
órgano de decisión colegiada, responsable de la impartición de justicia intrapartidaria de 
carácter independiente, imparcial y objetivo, que aplicará la perspectiva de género en todas 
las resoluciones que emita, encargado de conocer, investigar y resolver las quejas y 
denuncias en materia de VPMRG, en tal virtud, en el artículo 25 de los Estatutos señala: 

“Artículo 25.- La Comisión Nacional de Honor y Justicia, es un órgano de 
decisión colegiada, responsable de la impartición de justicia intrapartidaria 
de carácter independiente, imparcial y objetivo, que aplicará la perspectiva 
de género, igualdad sustantiva e interseccionalidad en todas las 
resoluciones que emita; el cual garantizará que el acceso a la justicia será 
pronta y expedita, sin discriminación, respeto a la integridad, sin revictimización, 
ni intimidación, amenazas y hostigamiento, respeto a su privacidad y protección 
de sus datos personales, y que operará, en su caso, la suplencia de la deficiencia 
de la queja respetando en todo momento el debido proceso, con independencia 
de la condición de la falta, ya sea entre militancia, de esta y el partido, y los casos 
de violencia política contra la mujer en razón de género.” 

aa. Ahora bien, para el cumplimiento de sus fines, en relación con el presupuesto necesario para 
su funcionamiento, el último párrafo del artículo 25 Bis de los Estatutos, establece que la 
CNHJ debe contar con presupuesto apropiado para los temas relativos y supervenientes de 
VPMRG, el cual no podrá obtenerse del 3% destinado a la capacitación, promoción y 
desarrollo del liderazgo político de las mujeres. Lo anterior, en atención a lo dispuesto por el 
artículo 22 de los Lineamientos. 

bb. Para la atención y sanción, en su caso, de las conductas consideradas como VPMRG, los 
artículos 17 y 18 de los Lineamientos, señalan el establecimiento de un procedimiento interno, 
mismo que se encuentra determinado en el artículo 29 del proyecto de modificaciones a los 
Estatutos, que señala que el recurso de queja es el único medio de impugnación previsto en 
los Estatutos, que procede contra los actos o determinaciones de los órganos, funcionarias o 
funcionarios partidistas a nivel nacional, estatal o municipal, contra cualquier conducta que 
vaya en contra de los Documentos Básicos del Partido que realicen sus afiliados y afiliadas, 
así como contra cualquier acto en donde se actualice VPMRG. 

cc.  En el citado artículo 29, en su párrafo quinto prevé la posibilidad de presentar las quejas o 
denuncias relacionadas con VPMRG, por medios tecnológicos y, se colocarán a disposición 
del público en general en la página web del PPN, los formatos de presentación de éstas, los 
cuales serán construidos con lenguaje claro e incluyente. Lo anterior, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 18 de los Lineamientos. 

dd.  El artículo 29, último párrafo de los Estatutos, prevé la posibilidad de que las quejas o 
denuncias en materia de VPMRG puedan ser presentadas por la víctima o víctimas, o por 
terceras personas, siempre que se cuente con el consentimiento de las mismas, lo cual es 
acorde con los artículos 2, fracción XXV y 21, fracción V de los Lineamientos. 

ee.  El artículo 30, fracción II, párrafo tercero del proyecto de modificación a los Estatutos, prevé 
que cuando las quejas y denuncias relacionadas con VPMRG se presenten ante una instancia 
distinta, ésta deberá remitirla por la vía más expedita a la instancia competente, en un plazo 
no mayor a veinticuatro horas contadas a partir de la recepción del escrito o documento que 
contenga la queja o denuncia, o de que tenga conocimiento de los hechos. Ello en 
cumplimiento a lo establecido en el artículo 21, fracción II de los Lineamientos. 

 Obligaciones del Órgano de Justicia Intrapartidaria 

ff. El artículo 27, fracción XIII del proyecto de modificaciones a los Estatutos, establece que en 
los casos de VPMRG, la CNHJ deberá llevar un registro actualizado de las quejas y 
denuncias que sobre estos casos se presenten, a fin de atender sus obligaciones ante la 
autoridad electoral o de cualquier autoridad correspondiente, de acuerdo con lo dispuesto por 
los artículos 16, tercer párrafo y 21, fracción I de los Lineamientos. 

gg. El artículo 30, fracción II, párrafo tercero establece que, si se advierte que los hechos o actos 
denunciados no son competencia de la CNHJ, ésta deberá remitirla a la autoridad 
competente, en un plazo no mayor a veinticuatro horas contadas a partir de su recepción, 
haciéndolo del conocimiento a la persona quejosa dentro de ese mismo plazo, de conformidad 
con el artículo 21, fracción III de los Lineamientos. 



Miércoles 19 de abril de 2023 DIARIO OFICIAL  

hh.  En el artículo 25, párrafo primero de la modificación a los Estatutos, se señala que las 
resoluciones que adopte la CNHJ, serán emitidas con perspectiva de género, paridad 
sustantiva e interseccionalidad, en cumplimiento a lo establecido por los artículos 3, 13 y 17, 
primer párrafo de los Lineamientos. 

ii. El artículo 27, fracción XII de la modificación a los Estatutos, señala que la CNHJ deberá 
informar a la víctima de sus derechos y alcances de su queja, así como de las otras vías con 
que cuenta, e instancias competentes que pueden conocer y, en su caso, investigar y 
sancionar los casos que se interpongan y la VPMRG, en cumplimiento al artículo 17, párrafo 
cuarto de los Lineamientos. 

 Facultades de la Comisión Nacional de Honor y Justicia en materia de VPMRG 

jj. El artículo 27, fracción XII del citado documento, prevé que, en lo que corresponde a los 
casos relacionados con VPMRG, podrá iniciarse el procedimiento de queja de manera 
oficiosa, siempre y cuando la víctima sea informada y consienta dicha acción, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 21, fracción VI y 25 de los Lineamientos. 

kk. En el artículo 28, fracción XV del proyecto de Estatutos, se establece que en la investigación 
de los hechos que realice la CNHJ, deberá allegarse de las pruebas necesarias para el 
esclarecimiento de los mismos, de acuerdo con lo establecido en el artículo 21, fracción VIII 
de los Lineamientos. 

ll. Los artículos 8; 21, fracción X; y 29, último párrafo de los Lineamientos, señalan que las 
medidas cautelares y de protección deben emitirse de forma expedita a fin de evitar daños 
irreparables y salvaguardar la integridad de las víctimas, sus familiares o equipos de trabajo y 
notificarse de forma inmediata a las partes y/o instancias involucradas para lograr su 
efectividad, las cuales podrán ser solicitadas por la víctima, las instancias de mujeres 
partidistas o dictadas de manera oficiosa por el órgano de justicia intrapartidaria. 

 En ese sentido, en el artículo 41 Bis, numerales 2 y 3 del proyecto de modificaciones a los 
Estatutos, el Partido Verde Ecologista de México establece un catálogo de medidas 
cautelares y de protección. 

mm. De acuerdo con el artículo 8 y demás correlativos aplicables de los Lineamientos, los 
procedimientos relacionados con VPMRG tendrán al menos los siguientes requisitos: 

 Instancia de acompañamiento 

 Presentación y recepción de quejas y/o denuncias 

 Procedimiento de oficio 

 Etapa de investigación de los hechos 

 Instancia de resolución 

 Sanciones y medidas de reparación 

 Medidas cautelares y de protección 

Requisitos que cumplen los Estatutos del Partido Verde Ecologista de México en los 
artículos: 

 Artículo 115, fracción I: Instancia de acompañamiento. 

 Artículos 29 y 30, fracción II: Presentación y recepción de quejas y/o denuncias. 

 Artículo 27, fracción XII. Procedimiento de oficio. 

 Artículo 28, fracción XV. Etapa de investigación de los hechos. 

 Artículo 25. Instancia de resolución. 

 Artículo 41 y 41 Bis. Sanciones y medidas de reparación. 

 Artículo 41 Bis, numerales 2 y 3. Medidas cautelares y de protección. 

Todos del proyecto de modificaciones a los Estatutos. 
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Medidas cautelares 

nn. Los artículos 463 Bis de la LGIPE; 2, fracción XV; 23, 29 y 31 de los Lineamientos, señalan 
que los procedimientos internos deberán prever las medidas cautelares y de protección a las 
víctimas para prevenir daños irreparables en cualquier momento, haciendo cesar cualquier 
acto que pudiera entrañar una violación o afectación al pleno ejercicio de los derechos 
políticos y electorales de las mujeres al interior de los PPN. 

Al respecto, en el artículo 41 Bis, numeral 2 del proyecto de Estatutos, se precisa que la 
CNHJ podrá dictar como medidas cautelares: 

2. Medidas Cautelares 

I. Análisis de riesgos y plan de seguridad conforme; 

II. Retirar la campaña violenta contra la víctima, haciendo públicas las razones, por las 
mismas vías en que fue cometida la falta; 

III. Cuando la conducta sea reiterada por lo menos en una ocasión, suspender el uso de 
las prerrogativas asignadas a la persona agresora; 

IV. Ordenar la suspensión del cargo partidista de la persona agresora cuando así lo 
determine la gravedad del acto, y 

V. Cualquier otra requerida para la protección de la mujer víctima, o víctimas indirectas 
que ella solicite. 

 Medidas de protección 

oo. Los artículos 2, fracción XVII; 30 y 31 de los Lineamientos, señalan que en el establecimiento 
de los procedimientos para la atención de quejas y denuncias en materia de VPMRG, se 
deberán prever las reglas para el otorgamiento de las medidas cautelares y de protección, así 
como los mecanismos y medidas para garantizar su cumplimiento. 

 En tal virtud, en el artículo 41 Bis, numeral 3 del documento que nos ocupa, el Partido Verde 
Ecologista de México señala que la CNHJ podrá dictar como medidas de protección: 

3. Medidas de Protección: 

I. De emergencia: 

a. Prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima; 

b. Limitación para asistir o acercarse al domicilio de la víctima o al lugar donde se 
encuentre, y 

c. La prohibición de realizar conductas de intimidación o molestia a la víctima o a personas 
relacionados con ella. 

II. Preventivas: 

a. Protección policial de la víctima, y 

b. Vigilancia policial en el domicilio de la víctima. 

III. De naturaleza Civil, y 

IV. Todas aquellas necesarias para salvaguardar la integridad, la seguridad y la vida de la 
persona en situación de violencia. 

 Sanciones 

pp. En el artículo 41 del proyecto de modificación a los Estatutos, el PPN establece que los actos 
de VPMRG, serán sancionadas por la CNHJ. Lo anterior, en cumplimiento a los dispuesto por 
los artículos 442, numeral 2, 442 Bis, numeral 1 y 456 de la LGIPE; 17; 21, fracción XII; y 27 
de los Lineamientos. Lo anterior, conforme a las sanciones establecidas en los Estatutos 
vigente, esto es: la amonestación, la suspensión temporal de derechos o de cargos 
partidistas, la inhabilitación temporal para desempeñar cargos partidistas y, en su caso, la 
destitución del cargo partidista, y la expulsión. 
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 Medidas de reparación 

qq. El artículo 41 Bis, numeral 1 del proyecto de modificaciones a los Estatutos, establece que la 
CNHJ podrá dictar como medidas de reparación: 

1. Medidas de reparación Integral: 

I. Reparación del daño de la víctima; 

II. Restitución del cargo o comisión partidista de la que hubiera sido removida; 

III. Restitución inmediata en el cargo, precandidatura o candidatura a la que fue 
obligada a renunciar por motivos de violencia; 

IV. Disculpa pública; y 

V. Medidas de no repetición. 

42. Como se ha señalado, los PPN, tienen la obligación constitucional, legal y reglamentaria, por virtud 
de los Lineamientos, de aplicar y en su caso crear mecanismos de protección de los derechos 
humanos de las mujeres y la erradicación de la VPMRG. 

En tal sentido, de acuerdo con lo establecido en los considerandos 37 al 40, el Partido Verde 
Ecologista de México cumple con dicha obligación, pues las modificaciones realizadas a sus 
Documentos Básicos de manera interrelacionada incluyen lo siguiente:4 

 Los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la integración de liderazgos 
políticos de mujeres al interior del partido político. 

 Los mecanismos que garantizan la prevención, atención y sanción de la VPMRG. 

De entre los cuales se destaca: 

 La obligación de dar atención a las víctimas de VPMRG, sujetándose a principios como el 
debido proceso, la dignidad, la debida diligencia, la máxima protección, la imparcialidad, la 
igualdad y la no discriminación y el profesionalismo. 

 Se garantizará el principio de paridad de género en la integración de los órganos del Partido 
Verde Ecologista de México. 

 Se señala como tema relevante de capacitación el de la VPMRG, como parte de una 
perspectiva transversal de igualdad de género y no discriminación con la finalidad de 
visualizarla y prevenirla. 

 La CNHJ será órgano de decisión colegiada responsable de la impartición de justicia 
intrapartidaria en los casos de VPMRG, el cual tendrá la obligación de actuar con 
independencia, imparcialidad y objetividad, así como juzgar con perspectiva de género e 
interseccionalidad. 

 Se señala al Organismo Nacional de Mujeres Verdes como el órgano encargado de brindar 
acompañamiento a las víctimas de VPMRG. 

 Se señalan las conductas que actualizan VPMRG. 

 Hace suya la obligación de investigar al interior de los órganos partidistas y, en su caso, 
sanciona a sus militantes y/o adherentes cuando sean los sujetos activos del delito. 

 Se fijan las reglas del procedimiento para investigar y sancionar la VPMRG. 

 Se establecen las sanciones en caso de incumplimiento a la obligación de prevención, 
atención y erradicación de la VPMRG. 

 Se establecen las medidas cautelares, de reparación y de protección a las víctimas, para 
garantizar se logre una efectiva protección. 

 Se compromete a realizar un uso adecuado del presupuesto destinado a la capacitación, 
promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres 

 Adopta el criterio 3 de 3 contra la violencia. 

 Se obliga a consultar el registro nacional de personas sancionadas por VPMRG. 

                                                 
4 Jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.) de rubro “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR 
CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”. Tesis: 1a. XXVII/2017 (10a.) de rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, 
APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN” 
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 Prohíbe propaganda política con contenido considerado VPMRG. 

 Garantiza que el financiamiento público de las campañas se distribuya de manera paritaria, 
al igual que los tiempos de radio y televisión. 

 La creación de protocolos de actuación. 

 Con dichas acciones, dentro de la normativa partidista de manera interrelacionada, se crea un 
marco especifico que brinda un margen de actuación detallado, por medio del cual el Partido Verde 
Ecologista de México busca acotar la brecha del impacto diferenciada que ha tenido la violencia 
que, en razón de género, han sufrido las mujeres. Y así, cumple con lo establecido en los artículos 
de la LGPP, modificados a través del Decreto, así como a los artículos 10, 11, 12, 13, 14, 21, 22, 
24, 27, 28, 29, 32, y demás relativos y aplicables de los Lineamientos. 

III. Aquellas que se realizan para cumplir con los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022 

43. De conformidad con el considerando 19, incisos a), b) y c) del Acuerdo INE/CG583/2022, los PPN 
deberán incluir en sus Documentos Básicos los criterios mínimos siguientes, a fin de garantizar el 
principio de paridad sustantiva: 

a) Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y 
respetar el principio de paridad sustantiva tanto en los cargos intrapartidarios como 
en la postulación de candidaturas a cargos de elección popular, conforme a lo 
establecido en la Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y 
ratificados por México, acorde a lo estipulado en la LGIPE y la LGPP y demás leyes 
aplicables, así como lo ordenado por el TEPJF. 

b) Determinar en su Programa de Acción medidas para promover la participación 
política de las militantes y establecer mecanismos de promoción y acceso de las 
mujeres a la actividad política del partido y su postulación a candidaturas, así como 
la formación de liderazgos políticos, garantizando en todo momento la paridad 
sustantiva. 

c) Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán 
garantizar la paridad sustantiva en la postulación de candidaturas a las gubernaturas 
a través del criterio de competitividad, para lo cual deberán incorporar como criterios 
mínimos, los siguientes: 

I. Al aprobar, emitir y publicar sus convocatorias a candidaturas a gubernaturas a 
celebrarse a partir de los próximos comicios electorales locales, deberán precisar 
tales mecanismos y procedimientos, determinando cómo aplicarán la competitividad 
en la postulación de mujeres a las candidaturas, bajo los criterios básicos siguientes: 

i. Las reglas relativas al criterio de competitividad en la definición de las candidaturas a 
cargos de elección popular; 

a) Emitirse, previo a las convocatorias. 

b) Establecer el contexto de los procesos electorales a llevarse a cabo, a través de 
análisis que permitan definir la fuerza política del PPN en cada entidad federativa; 
para lo cual deberán señalarse criterios cualitativos y cuantitativos que den certeza 
sobre el análisis referido; 

c) Determinar el género de las candidaturas, esto es, establecer en qué entidades 
habrán de postular candidaturas de mujeres y hombres, y estableciendo cuáles y 
cuántas convocatorias serán exclusivamente para mujeres, garantizando la 
distribución paritaria en las entidades; 

d) Garantizar que las mujeres compitan en las entidades federativas con mayor 
posibilidad de triunfo y así evitar sesgos políticos que obstruyan la participación de 
éstas en las contiendas electorales, lo que se traduce en evitar postularlas en 
entidades con menor posibilidad de triunfo; y 

e) Asegurar que la postulación de candidaturas se realizará en todo momento 
dependiendo del o los géneros definidos, y señalar que, en caso de sustitución, se 
realizará por el mismo género, salvo que con la sustitución se incremente la 
participación política de las mujeres. 
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ii. Reglas que establezcan la publicidad de las etapas de los procesos de selección de 
las candidaturas, que tiene como finalidad: 

a) Determinar de manera clara la participación de los órganos estatutarios internos 
responsables del proceso de selección de candidaturas, señalando sus facultades; 

b) Señalar las etapas, fechas de inicio y conclusión, y los plazos del proceso de 
selección de candidaturas; 

c) Determinar las fechas en las que se deberán emitir las determinaciones por cada 
órgano estatutario que participa en el proceso de selección de candidaturas; 

d) Establecer fechas concretas para la publicación de las determinaciones por cada 
órgano estatutario que participa en el proceso de selección de candidaturas; 

e) Señalar los medios de notificación y publicación de las determinaciones 
adoptadas por los órganos estatutarios facultados; y 

f) Definir los plazos para la interposición de los medios de impugnación. 

II. Asimismo, establecer las reglas o criterios que potencialicen la competitividad de 
postulación de mujeres a las candidaturas a todos los cargos de elección popular, 
que permitan generar una verdadera paridad sustantiva en los procesos electorales 
futuros, conforme a lo establecido en el apartado I del presente considerando. 

Para ello, los PPN deberán cumplir con lo establecido en el artículo 3, numeral 4 y 5 
de la LGPP, en relación con el artículo 282, párrafos 3, 4 y 5 del Reglamento de 
Elecciones. 

El artículo 3, numeral 4 de la LGPP establece que cada PPN determinará y hará 
públicos los criterios para garantizar la paridad de género en las candidaturas a 
legislaturas federales y locales, precisando que los criterios referidos deben ser 
objetivos y asegurar condiciones de igualdad sustantiva entre mujeres y hombres. 

Al respecto, el numeral 5 del artículo 3 de la referida Ley dispone que, en ningún 
caso, se admitirán criterios que tengan como resultado que a alguno de los géneros 
le sean asignados exclusivamente aquellos Distritos en los que el partido haya 
obtenido los porcentajes de votación más bajos en el Proceso Electoral anterior. 

En el mismo sentido, el artículo 282, párrafos 3, 4 y 5 del Reglamento de Elecciones, 
señala la manera en cómo deben considerarse los bloques de competitividad para el 
caso de candidaturas a senadurías y diputaciones federales. 

Bajo esa tesitura, del texto del proyecto de modificaciones a la Declaración de Principios, en su 
versión final presentada por el Partido Verde Ecologista de México, se desprende la modificación al 
apartado denominado “Principios Políticos”, cuyas disposiciones determinan el compromiso del 
PPN de promover, proteger y respetar el principio de paridad sustantiva tanto al interior del partido, 
como en la postulación de candidaturas a cargos de elección popular en los tres órdenes de 
gobierno, para lo cual se establecerán y aplicarán mecanismos para garantizarla, atendiendo a 
criterios de competitividad. 

Por cuanto hace al Programa de Acción, el PPN realizó ajustes en el apartado “Derechos 
Políticos”, principalmente en el párrafo sexto, inciso f), donde se prevé que el Partido Verde 
Ecologista de México establecerá medidas para promover la participación política de las militantes, 
mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del partido y su 
postulación a candidaturas, así como la formación de liderazgos políticos, garantizando en todo 
momento la paridad sustantiva. 

Referente a los Estatutos, el Partido Verde Ecologista de México realizó modificaciones a los 
artículos 29; 42; 48; 55, párrafo segundo, fracción IV; 58 último párrafo y 59, en donde se 
establecen los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la paridad sustantiva en la 
postulación de candidaturas, incorporando los criterios mínimos que habrán de observarse para tal 
efecto. 

En virtud de lo anterior, se puntualiza lo siguiente: 
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De la Declaración de Principios 

I. GENERALIDADES 

a. En cumplimiento a lo señalado en el considerando 19, inciso a), del Acuerdo 
INE/CG583/2022, así como al diverso INE/CG832/2022, en el apartado denominado 
“Principios Políticos”, el Partido Verde Ecologista de México reconoce su obligación de 
promover, proteger y respetar el principio de paridad sustantiva tanto en los cargos 
intrapartidarios como en la postulación de candidaturas a cargos de elección popular. 

b. Además, señala en el inciso c) del párrafo quinto del referido apartado “Principios Políticos”, 
que el Partido Verde Ecologista de México aplicará mecanismos y procedimientos para 
determinar la competitividad en la postulación de mujeres a las candidaturas, a través del 
análisis que permita definir la fuerza política del partido en cada entidad federativa, distrito o 
municipio, por medio de criterios cuantitativos y cualitativos para poder definir la postulación 
de candidaturas de mujeres y hombres, garantizando que las mujeres compitan en los 
espacios con mayor posibilidad de triunfo, y en caso de sustitución deberá realizarse por 
el mismo género definido inicialmente. 

 Conclusión. A través de las modificaciones al apartado “Principios Políticos”, el PPN da 
cumplimiento a lo establecido en el considerando 19, inciso a) del Acuerdo INE/CG583/2022, así 
como a lo señalado en el diverso INE/CG832/2022, al reconocer su obligación de promover, 
proteger y respetar el principio de paridad sustantiva tanto en los cargos intrapartidarios como en la 
postulación de candidaturas a cargos de elección popular, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y ratificados por México, acorde a lo 
estipulado en la LGIPE, la LGPP y demás leyes aplicables, así como lo ordenado por el TEPJF, 
señalando además: 

 La creación y aplicación de mecanismos y procedimientos para garantizar la paridad 
sustantiva; 

 Que dichos mecanismos y procedimientos atenderán a criterios de competitividad. 

Del Programa de Acción 

I. GENERALIDADES 

a. En cumplimiento a lo señalado en el considerando 19, inciso b), del Acuerdo 
INE/CG583/2022, así como en el Acuerdo INE/CG832/2022 en el apartado denominado 
“Derechos Políticos”, el Partido Verde Ecologista de México reconoce su obligación de 
promover la participación política de las militantes y establecer mecanismos de promoción y 
acceso de las mujeres a la actividad política del partido y su postulación a candidaturas, así 
como la formación de liderazgos políticos, garantizando en todo momento la paridad 
sustantiva, en los términos siguientes: 

“(…) La promoción de la paridad en la participación política es fundamental para 
consolidar la democracia; así como la equidad, la cual consiste en tomar en 
cuenta las circunstancias personales y establecer acciones concretas para 
subsanar las desventajas y obtener una posición igualitaria. 

De esta manera, en el PVEM conocemos la importancia de promover una 
participación política equitativa, en pro de la democracia y en torno al respeto y 
tolerancia, con la participación activa de hombres y mujeres en equidad e 
igualdad de oportunidades, promoviendo, protegiendo y respetando los derechos 
políticos y electorales de las mujeres y garantizando la paridad de género en la 
postulación de candidaturas a cargos de elección popular. 

En atención a ello, en el PVEM promovemos mecanismos de promoción y acceso 
de las mujeres a la actividad política que garanticen que las mujeres que 
contiendan a un cargo público lo hagan en igualdad de oportunidades. 
Mecanismos tales como procesos internos para la selección de órganos de 
dirección y candidaturas en igualdad de condiciones (…)” 

 Conclusión. A través de las modificaciones al apartado “Derechos Políticos”, el Partido Verde 
Ecologista de México da cumplimiento a lo establecido en el considerando 19, inciso b) del Acuerdo 
INE/CG583/2022, así como a lo establecido en el Acuerdo INE/CG832/2022, al determinar el 
establecimiento de medidas para fomentar la participación política de las mujeres y la creación de 
mecanismos para promover su acceso a la actividad política del partido, así como su postulación a 
candidaturas y la formación de liderazgos políticos, garantizando en todo momento la paridad 
sustantiva. 
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De los Estatutos 

I. GENERALIDADES 

a. En cumplimiento a lo señalado en el considerando 19, inciso c), del Acuerdo 
INE/CG583/2022, así como en el Acuerdo INE/CG832/2022, en el artículo 59, párrafo quinto, 
el Partido Verde Ecologista de México estableció los mecanismos y procedimientos que 
permitirán garantizar la paridad sustantiva en la postulación de candidaturas a las 
gubernaturas a través del criterio de competitividad. 

Criterios mínimos 

b. Además, en el citado artículo 59, párrafo quinto, se precisan los mecanismos y 
procedimientos para garantizar la postulación de mujeres a las candidaturas, determinando 
cómo aplicarán la competitividad. Ello, al tenor siguiente: 

“Para garantizar la paridad sustantiva de género en la selección de las 
candidaturas al senado de la República, Diputaciones Federales, Gubernaturas, 
Diputaciones Locales y Ayuntamientos que se presenten en las entidades 
federativas, distritos federales y/o locales y municipios se realizará de la siguiente 
manera: 

1.- Si en un estado, distrito o municipio acudieron al registro únicamente 
aspirantes de un mismo género, en la elección del candidato de ese estado, 
distrito o municipio se respetará el género de los interesados, siempre y cuando 
no se rebase la mitad de los estados distritos o municipios de acuerdo a la 
elección de la que se trate. 

2.-En caso de que no se registrara ningún precandidato o precandidata, se 
procederá a realizar un estudio sobre el porcentaje de votación obtenido por el 
Partido a nivel estatal, distrital o municipal según se trate en las tres últimas 
elecciones, a fin de poder determinar las candidaturas de mayor competitividad y 
privilegiar en ellas la participación de mujeres. 

3.-En caso de que se registraran un aspirante de cada género, se procederá a 
realizar un estudio sobre el porcentaje de hombres y mujeres registrados por 
estado, distrito o municipio en el Padrón Electoral, si el porcentaje de registro es 
mayoritario de mujeres, se asignará la candidatura a mujer y viceversa. 

4.- Si algún Comité Ejecutivo Estatal solicitara la candidatura de un género en 
específico para alguna de las candidaturas, deberá de realizarlo por escrito y 
señalando de manera clara las razones para así solicitarlo, las cuales deberán 
ser evaluadas por la Comisión Nacional de Procedimientos Internos, 
salvaguardado siempre la paridad en la postulación de las candidaturas que se 
vayan a elegir durante ese proceso electoral. 

5.-Una vez agotado este procedimiento en todos los estados, si de la totalidad de 
las candidaturas no se alcanza la paridad entre los géneros, se sortearán los 
estados, distritos o municipios a fin de cumplir con la paridad exigida por la ley y 
garantizar que ninguno de los géneros este siendo postulado exclusivamente en 
los estados de menor votación, privilegiando la postulación de mujeres en los 
estados, distritos y municipios de mayor competitividad.” 

Criterios de competitividad 

c. El artículo 55, párrafo segundo, fracción IV, señala que los mecanismos y procedimientos que 
se aplicarán para determinar la competitividad en la postulación de mujeres a las 
candidaturas, deberán realizarse y darse a conocer de manera previa a la publicación de 
la convocatoria al proceso de selección interno respectivo. 

d. Además, en el mismo artículo 55, párrafo segundo, fracción IV, el Partido Verde Ecologista de 
México estableció que se llevará a cabo un análisis que permita definir su fuerza política en 
cada entidad federativa, por medio de criterios cualitativos y cuantitativos, para poder definir 
en que entidades habrán de postularse candidaturas de mujeres y hombres. 

e. En el artículo 59, párrafo quinto, se establecieron los procedimientos a seguir para determinar 
el género de las candidaturas; esto es, para establecer en qué entidades habrán de 
postularse candidaturas de mujeres y en cuáles de hombres. 
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f. En el artículo 55, párrafo segundo, fracción IV, se establece que el PPN garantizará a las 
mujeres competir en las entidades federativas con mayor posibilidad de triunfo. 

g. Además, se señala que, en caso de sustitución, se realizará por el mismo género definido 
inicialmente. 

 Publicidad de las etapas 

h. El Acuerdo INE/CG583/2022 establece en el Considerando 19, inciso c), que se deberá 
determinar de manera clara la participación de los órganos estatutarios internos responsables 
del proceso de selección de candidaturas, señalando sus facultades; lo cual es cumplido por 
el Partido Verde Ecologista de México mediante las modificaciones realizadas al artículo 42 
de sus Estatutos. 

i. El artículo 48, fracción I del proyecto de Estatutos señala que los procesos de selección 
deberán cumplir siempre con la paridad sustantiva y tendrá como referentes inapelables, entre 
otros, las etapas procesales de selección, las cuales estarán determinadas y serán publicadas 
en las convocatorias respectivas. 

j. El último párrafo del artículo 59 del documento que nos ocupa establece que la Comisión 
Nacional de Procedimientos Internos publicará las convocatorias respectivas de conformidad 
a lo establecido en los propios Estatutos. 

k. De igual manera, la disposición estatutaria citada en el inciso anterior, señala que la referida 
Comisión Nacional de Procedimientos Internos hará públicas sus determinaciones. 

l. Asimismo, el último párrafo del artículo 59 del mencionado texto, dispone que las 
determinaciones de la Comisión Nacional de Procedimientos Internos se harán públicas a 
través de los Estrados del CEN o de los Comités Ejecutivos Estatales, de acuerdo al tipo de 
elección de que se trate. 

m. El artículo 29 de los Estatutos define los plazos para la interposición de los medios de 
impugnación. 

II. CANDIDATURAS A TODOS LOS CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR 

n. El artículo 59, párrafo quinto del citado texto, establece las reglas o criterios que potencialicen 
la competitividad de postulación de mujeres a las candidaturas a todos los cargos de elección 
popular, que permitan generar una verdadera paridad sustantiva. 

o. Asimismo, el artículo 59, párrafo quinto del mismo documento, determina y hace públicos los 
criterios que serán empleados para garantizar la paridad de género en las candidaturas a 
legislaturas federales y locales. 

Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos 
Básicos en cumplimiento a los Acuerdos INE/CG583/2022 e INE/CG832/2022 

44. Como se ha referido, los PPN, tienen la obligación de modificar sus Documentos Básicos, a más 
tardar el treinta y uno de mayo del presente año, para que incluyan los criterios mínimos señalados 
en las sentencias dictadas por la Sala Superior del TEPJF, en los juicios de la ciudadanía 
identificados con los expedientes SUP-JDC-91/2020 y SUP-JDC-434/2022, así como los descritos 
en el considerando 19 del Acuerdo INE/CG583/2022, para que de esa manera se garantice la 
paridad sustantiva en la postulación de candidaturas. 

En tal virtud, de acuerdo con lo establecido en el considerando 43 de la presente Resolución, el 
Partido Verde Ecologista de México cumple con dicha obligación. 

Lo anterior, toda vez que las modificaciones realizadas a sus Documentos Básicos, de manera 
interrelacionada, incluyen lo siguiente: 

 Mecanismos para garantizar la paridad sustantiva en la postulación de candidaturas, a través 
de criterios de competitividad. 

 Reglas relativas al criterio de competitividad en la definición de las candidaturas a cargos de 
elección popular, así como de la publicidad de las etapas de los procesos de selección. 

Con dichas acciones, dentro de la normativa partidista, de manera interrelacionada, se crea un 
marco especifico que brinda un margen de actuación detallado, por medio del cual el Partido Verde 
Ecologista de México potencializa la competitividad en la postulación de mujeres en las 
candidaturas a cargos de elección popular, a través de los criterios mínimos precisados. Y así, 
cumple con lo establecido en las sentencias dictadas por el TEPJF en los expedientes  SUP-JDC-
91/2020 y SUP-JDC-434/2022, así como lo dispuesto en los Acuerdos INE/CG583/2022 e 
INE/CG832/2022. 
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IV. Lenguaje incluyente 

45. Del proyecto de modificaciones a los Documentos Básicos presentado por el Partido Verde 
Ecologista de México, se advierte que su finalidad es utilizar un lenguaje incluyente. En tal virtud, 
en concordancia con el artículo 14, fracción IV de los Lineamientos, se modificaron diversos 
artículos, y toda vez que las disposiciones citadas en el considerando 34 versan en su mayoría 
sobre este rubro y se tienen claramente identificadas en los Anexos CUATRO, CINCO y SEIS, en 
obvio de repeticiones, se tienen por mencionadas. 

 Modificaciones en las que se incorpora el uso de un lenguaje libre de discriminación y sexismo, con 
miras a lograr una sociedad integrada en la que todas las personas sean tratadas con respeto y 
con igualdad de derechos. Lo que en materia de VPMRG implica la visualización de igualdad entre 
mujeres y hombres, y con ello evitar la discriminación en razón de género. 

Cabe señalar que en la Declaración de Principios, el Programa de Acción y los Estatutos se 
encuentran inmersas modificaciones con la finalidad de hacer uso de un lenguaje incluyente. Lo 
anterior, tal como se desprende de los ANEXOS CUATRO, CINCO y SEIS de la presente 
Resolución. 

V. Aquellas que se refieren a su libertad de autoorganización 

46. El presente apartado tiene la finalidad de advertir las modificaciones realizadas a los Estatutos del 
Partido Verde Ecologista de México en ejercicio de su libertad de autoorganización, siendo 
oportuno señalar que ni la Declaración de Principios ni el Programa de Acción sufrieron 
modificaciones con motivo de la libertad de autoorganización del PPN. Asimismo, si bien se deroga 
el artículo 40 de los Estatutos, su contenido se encuentra establecido en los artículos 7, 8, 9, 27 y 
41. Dicho lo cual, las propuestas de reforma se clasifican por temáticas y se desarrollan a 
continuación. 

 Restricción a la calidad de militante 

 En ejercicio de su libertad de autoorganización, el PPN, en el último párrafo del artículo 3, dispone 
que la calidad de militante solo puede ser restringida por incurrir en alguno de los supuestos 
previstos por el artículo 9 de los propios Estatutos. Asimismo, si bien del artículo 41, que regula las 
sanciones que pueden aplicarse a la militancia, se deroga la fracción V, que establece que “perderá 
la calidad de militante, aquel que no ratifique su militancia en el proceso estatutario que para tal 
efecto convoque el Consejo Político Nacional”, tal derogación no implica afectación alguna a la 
militancia, toda vez que, como se ha mencionado, en el artículo 9 de los Estatutos se establecen 
los únicos supuestos por los que puede ser restringida la calidad de militante, entre ellos la 
afiliación a otro partido, la renuncia a la militancia o la no ratificación de la misma, supuestos que 
hacen prevalecer la voluntad de la ciudadanía, sin que para ello sea necesario seguir un 
procedimiento sancionador. 

 Requisitos para ser integrante del Consejo Político Nacional 

 Se modifica el artículo 16, párrafo tercero, fracción I, inciso c) del texto de los Estatutos a fin de 
establecer que para ser integrante del Consejo Político Nacional se requiere no haber sido 
dirigente, candidata o candidato, militante o activista de otro partido político, salvo el caso de que 
se haya sido candidato por una coalición o candidatura común de la que haya formado parte el 
Partido Verde Ecologista de México. 

 Periodicidad de las sesiones del Consejo Político Nacional 

 Se reforma el primer párrafo del artículo 17 del documento que nos ocupa, para señalar que el 
Consejo Político Nacional se reunirá cada que sea necesario. 

 Facultades del Consejo Político Nacional 

o Se modifica el artículo 18, fracción I de los Estatutos, para establecer como facultad del 
Consejo Político Nacional el conocer y en su caso, aprobar o modificar la Convocatoria que le 
someta la Comisión Nacional de Procedimientos Internos para la elección de dirigentes a 
nivel nacional, estatal o municipal. 

o Se reforma la fracción VI del artículo 18 del texto en comento, para señalar que, en la 
aprobación por parte del Consejo Político Nacional de la Plataforma Electoral de la coalición, 
frente o alianza en cualquier modalidad o candidaturas comunes de uno o varios partidos 
políticos con el Partido Verde Ecologista de México, se debe observar siempre el contenido 
de planes y acciones para prevenir, atender y erradicar la VPMRG. 
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o Se modifica la fracción X del artículo 18 del documento en cuestión, para establecer que al 
Consejo Político Nacional le corresponde aprobar las propuestas que le turnen los Comités 
Ejecutivos Estatales, del registro de adherentes para cambiar de carácter a militantes. 

o Se adiciona la fracción XXXIV al artículo 18 de los Estatutos, para señalar que es facultad del 
Consejo Político Nacional la propuesta de fusión con otra entidad de interés público; para su 
aprobación, se requerirá el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes.5 

o Se adiciona la fracción XXXV al artículo 18 del multicitado texto, para establecer como 
facultad del Consejo Político Nacional, convocar a Asamblea Estatal Extraordinaria para la 
modificación de la integración de algún Consejo Político Estatal y/o Comisión Estatal de 
Honor y Justicia, previa verificación y, en su caso, ratificación del padrón de militantes de la 
entidad de que se trate. 

 Naturaleza jurídica del CEN 

 Se reforma el artículo 19, párrafo primero de los Estatutos, para modificar la naturaleza jurídica del 
CEN, pasando de ser un órgano de administración, a ser reconocido como un órgano de 
dirección del Partido Verde Ecologista de México. 

 Periodicidad de las sesiones del CEN 

 Se modifica el último párrafo del artículo 20 del documento en análisis, para señalar que el CEN se 
reunirá cada que se estime pertinente y será convocado mediante publicación en estrados por la o 
el Secretario Técnico y la o el Secretario Ejecutivo del Consejo Político Nacional, con por lo menos 
24 horas de anticipación; asimismo, se establece que se considerará legalmente instalado con la 
mitad más uno de las y los titulares de las secretarías. 

 Facultades de la Secretaría Técnica y de la Secretaría Ejecutiva del CEN 

 Se reforma el artículo 22, fracción I, inciso g), numeral 3 de los Estatutos, para adicionar que la 
Secretaría Técnica y la Secretaría Ejecutiva del CEN tendrán como facultad aperturar cuentas 
bancarias, realizar los trámites ante autoridades de seguridad social y hacendarias. 

 Medio para convocar al Órgano de Administración 

 Se añade como párrafo segundo del artículo 24 del texto de Estatutos, que el Órgano de 
Administración del Partido Verde Ecologista de México será convocado mediante estrados por la o 
el presidente, con por lo menos 24 horas de anticipación. 

 Eliminación de la obligación del Órgano de Administración de rendir un informe trianual 

 Se reforma el párrafo tercero del artículo 24 del texto en análisis, para suprimir la obligación del 
Órgano de Administración de rendir un informe trianual al Consejo Político Nacional. 

 Plazo para convocar a sesión de la CNHJ 

 Se modifica el artículo 26, primer párrafo de los Estatutos, para señalar que la CNHJ será 
convocada por la presidencia de la Comisión o por la mayoría de sus miembros, con por lo menos 
24 horas de anticipación. 

 Desechamiento de una queja 

 Se reforma el artículo 30, fracción II, párrafo segundo del texto citado, a fin de establecer que 
procede el desechamiento de la queja cuando no existan hechos y agravios expuestos o 
habiéndose señalado sólo hechos, de ellos no se pueda deducir agravio alguno, salvo las quejas 
que se presenten por VPMRG. 

 Integración del Consejo Político Estatal 

 Se modifica el artículo 65 del documento en cuestión, para señalar que el Consejo Político Estatal 
estará integrado por 15 militantes electas y electos por la Asamblea Estatal quienes durarán en su 
encargo tres años y será coordinado por la persona que ostente la titularidad de la Secretaría 
General del Comité Ejecutivo Estatal. 

                                                 
5 Esta facultad, hasta antes de la modificación a los Documentos Básicos, se encontraba establecida en el artículo 13, fracción IV de los 
Estatutos. 
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 Requisitos para ser Secretaria o Secretario General de un Comité Ejecutivo Estatal 

 Se reforma el artículo 70, párrafo primero, fracción III de los Estatutos, a fin de señalar como 
requisito para ser Secretaria o Secretario General de un Comité Ejecutivo Estatal el no haber sido 
dirigente, candidata, candidato, militante o activista de otro partido político en los últimos dos años, 
salvo el caso de que se haya sido candidato por una coalición o candidatura común de la que haya 
formado parte el Partido Verde Ecologista de México. 

 Facultades de la Secretaria o Secretario General del Comité Ejecutivo Estatal 

 Se modifica el artículo 71, párrafo primero, fracción I, inciso a) de los Estatutos, para establecer 
como facultad de la Secretaria o Secretario General de un Comité Ejecutivo Estatal, el aperturar 
cuentas bancarias, realizar los trámites ante autoridades de seguridad social y hacendarias. 

 Atribuciones de la Comisión Nacional de Trasparencia y Acceso a la Información 

 Se reforma el artículo 109, párrafo primero del documento analizado, a fin de establecer como 
atribuciones de la Comisión Nacional de Trasparencia y Acceso a la Información las siguientes: 

I. Instituir, coordinar y supervisar, en términos de las disposiciones aplicables, las 
acciones y los procedimientos para asegurar la mayor eficacia en la gestión de las 
solicitudes en materia de acceso a la información; 

II. Confirmar, modificar o revocar las determinaciones que en materia de ampliación 
del plazo de respuesta, clasificación de la información y declaración de 
inexistencia o de incompetencia realicen los enlaces de transparencia; 

III. Ordenar, en su caso, a las y los enlaces de transparencia que generen la 
información que derivado de sus facultades, competencias y funciones deban 
tener en posesión o que previa acreditación de la imposibilidad de su generación, 
exponga, de forma fundada y motivada, las razones por las cuales, en el caso 
particular, no ejercieron dichas facultades, competencias o funciones; 

IV. Establecer políticas para facilitar la obtención de información y el ejercicio del 
derecho de acceso a la información; 

V. Promover y establecer programas de capacitación y actualización en materia de 
transparencia, acceso a la información, accesibilidad y protección de datos 
personales, para todos las y los integrantes de los órganos de este instituto 
político; 

VI. Realizar las gestiones necesarias para la actualización de la página de internet 
del partido, de conformidad con la normatividad aplicable; 

VII. Recabar y enviar al organismo garante, los datos necesarios para la elaboración 
del informe anual; 

VIII. Solicitar y autorizar la ampliación del plazo de reserva de la información de 
conformidad con las leyes en la materia, y; 

IX. Las demás que se deduzcan de las anteriores o le confiera el presente Estatuto y, 
estén de acuerdo con la índole de sus funciones. 

 Conclusión. Por lo que hace a las modificaciones presentadas por el Partido Verde Ecologista de 
México a los artículos precisados en el presente punto considerativo, tal y como se muestra en los 
cuadros comparativos, anexos a la presente Resolución, esta autoridad advierte: 

I. Que los partidos políticos deben cumplir sus finalidades atendiendo a lo previsto en los 
programas, principios e ideas que postulan, lo cual, a su vez, evidencia que, desde la 
Constitución y las leyes en la materia, se establece una amplia libertad o capacidad 
autoorganizativa. Sin embargo, dicha libertad no es omnímoda ni ilimitada, ya que es 
susceptible de delimitación legal, siempre y cuando se respete el núcleo básico o esencial 
del correspondiente derecho político-electoral fundamental de asociación, así como de 
otros derechos fundamentales de las propias personas ciudadanas afiliadas, 
miembros o militantes; 

II. Que las modificaciones presentadas se refieren a cuestiones de fondo y forma; 
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III. Que dichas modificaciones no vulneran los derechos de las personas afiliadas, 
simpatizantes o adherentes del partido político, ya que no cambia las reglas de afiliación ni 
de integración de sus órganos estatutarios; 

IV. Que dicha determinación es acorde con su derecho de autoorganización y libertad de 
decisión política que otorga la Constitución y la legislación electoral a los partidos políticos 
para normar y reglamentar su forma de organización interna, por lo que las autoridades 
electorales no podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos, salvo 
disposición en contrario. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el penúltimo 
párrafo de la Base I, del artículo 41, de la Constitución, en relación con los artículos 23, 
numeral 1, inciso c), y 34, de la LGPP; 

V. Que es obligación de este Consejo General, al pronunciarse sobre la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones a los documentos básicos presentadas, atender 
el derecho de los partidos políticos para dictar las normas y procedimientos de 
organización que les permitan funcionar de acuerdo con sus fines, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 36, párrafo 1, de la LGPP. 

 Derivado de lo anterior, esta autoridad administrativa electoral considera que el Partido Verde 
Ecologista de México cumple con lo previsto en los artículos 23, numeral 1, inciso c), 34, numeral 
2, inciso e), 37, 38 y 39, de la LGPP, tomando en cuenta las consideraciones vertidas en la 
presente Resolución. 

Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de los Estatutos en ejercicio de su 
libertad de autoorganización 

47. En consecuencia, las modificaciones de forma y fondo que realizó el Partido Verde Ecologista de 
México a sus Estatutos bajo el principio de autoorganización, de acuerdo a las manifestaciones 
vertidas en el considerando 46 de la presente Resolución, a criterio de esta autoridad, no 
contradicen el marco constitucional y legal de los partidos políticos, para lo cual, en su análisis, se 
ha respetado el derecho político-electoral fundamental de asociación, en su vertiente de libre 
afiliación y participación democrática en la formación de la voluntad del partido político y que 
ejercen individualmente las personas ciudadanas afiliadas al Partido Verde Ecologista de México; 
así como la libertad de autoorganización correspondiente a esa entidad colectiva de interés público. 

Conclusión del Apartado B 

Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de los Documentos Básicos 

48. Con base en el análisis de los documentos presentados y en virtud de los razonamientos vertidos 
en los considerandos 30 a 47 de la presente Resolución, este Consejo General estima procedente 
la declaratoria de constitucionalidad y legalidad de las modificaciones a la Declaración de 
Principios, Programa de Acción y Estatutos del Partido Verde Ecologista de México 
realizadas en materia de VPMRG, para garantizar la paridad sustantiva en la postulación de 
candidaturas, así como en ejercicio de su libertad de autoorganización, al contener los 
elementos mínimos a los que se refieren los artículos 35, 37, 38, 39 y 43, de la LGPP, en relación 
con los artículos 3, numeral 3, 29, 34, 40 y 41 de la misma ley, los artículos 8, 10, 11, 12, 13, 14, 
21, 22, 24, 27, 28, 29, 32, y demás relativos de los Lineamientos, así como en las Jurisprudencias 
VIII/2005 y 20/2018 sostenidas por el TEPJF; y lo estipulado en el considerando 19 del Acuerdo 
INE/CG583/2022 y en el Acuerdo INE/CG832/2022. 

Emisión de la Reglamentación correspondiente 

49. A efecto de garantizar el principio de certeza que rige el actuar de esta autoridad, resulta pertinente 
vincular al Partido Verde Ecologista de México, a través de los órganos facultados conforme a sus 
Estatutos, para que, conozcan y aprueben las modificaciones a la reglamentación que deriven de la 
aprobación de las reformas a sus Estatutos y los remita a esta autoridad dentro de los diez días 
siguientes a su aprobación, para efectos de lo establecido en el artículo 36, numeral 2, de la LGPP, 
así como 53 al 64 del Reglamento de Registro de este Instituto. 

 Empero lo anterior y con la finalidad de continuar progresivamente con la eliminación de las 
brechas de exclusión que dificultan la plena participación y acceso de las mujeres a puestos de 
liderazgo de los distintos órganos de poder, lo que atiende a la necesidad de implementar 
mecanismos que permitan a las autoridades cumplir con sus obligaciones y garantizar el ejercicio 
de derechos humanos, así como la impartición de justicia, de manera eficaz y expedita, con 
fundamento en lo establecido en los artículos 6, numeral 2; 30, numerales 1, incisos b) y d) y 2; y 
31, numeral 1 de la LGIPE, esta autoridad considera razonable fijar un plazo máximo de seis 
meses, contados a partir del día siguiente de la publicación de la presente resolución en el 
DOF, para cumplir con lo ordenado y ajustar su normativa reglamentaria. 
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Emisión del Protocolo sobre VPMRG 

50. Como se ha referido, en el apartado denominado “Derechos Políticos”, párrafo sexto, inciso f) del 
Programa de Acción, el Partido Verde Ecologista de México establece que siempre buscará 
proponer la regulación necesaria para proteger a las mujeres en caso de VPMRG, razón por la 
cual, emitirá la reglamentación y protocolos correspondientes, los cuales contarán con planes de 
atención específicos y concretos que permitan atender, sancionar, reparar y erradicar la VPMRG. 

En tal virtud, y en cumplimiento a lo establecido en los artículos 14, fracciones IV y V; 27 y 
30 de los Lineamientos, dada la relevancia del contenido normativo de dicho instrumento, se 
requiere para que en un plazo no mayor de seis meses, contados a partir del día siguiente de 
la publicación de la presente Resolución en el DOF, sea aprobado a través de los órganos 
facultados conforme a sus Estatutos, y hecho lo anterior lo remita a esta autoridad dentro de los 
diez días siguientes a su aprobación, para efectos de lo establecido en el artículo 36, 
numeral 2, de la LGPP, así como 53 al 64 del Reglamento de Registro de este Instituto. 

Acorde con lo anterior, debe prever que la naturaleza del Protocolo a emitir es la de guiar la 
actuación de la militancia del partido, del personal que forme parte del órgano de 
acompañamiento y del órgano de justicia intrapartidaria, así como de aquellos vinculados 
con la atención de VPMRG, y establecer los ejes rectores de la atención de primer contacto y 
de la elaboración del análisis de riesgo que permita determinar la necesidad de dictar las 
medidas de protección y/o un plan de seguridad a las mujeres que presenten una queja o 
denuncia y su debido seguimiento. 

Por lo que, el Protocolo respectivo en materia de VPMRG, debe fungir como referente de 
entendimiento y acción de la norma, no como norma sustantiva o adjetiva, es decir, en este no 
pueden encontrarse reguladas ni las conductas ni las sanciones a través de las cuales se busca 
sancionar la VPMRG. 

51. En razón de los considerandos anteriores, la CPPP, en su sesión extraordinaria efectuada el 
veintitrés de marzo dos mil veintitrés, aprobó el Anteproyecto de Resolución en cuestión, y con 
fundamento en el artículo 42, párrafo 8, de la LGIPE, somete a la consideración del Consejo 
General el Proyecto de Resolución de mérito. 

Fundamentos para la emisión de la Resolución 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 

Artículos 2; 7; 19; 20 y 21. 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

Artículos 2, numerales 1 y 2; 25, incisos a) y b). 

Convención Americana sobre Derecho Humanos 

Artículos 1; 16, Apartado 1; 23, Apartado 1, incisos a), b) y c). 

Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer 
(Convención de Belém Do Pará) 

Artículos 5 y 7. 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículos 1; 2; 4; 41, párrafo tercero, Bases I y V; 60 y 99. 

Línea jurisprudencial de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Acción de Inconstitucionalidad 85/2009. 

Línea jurisprudencial del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

Tesis VIII/2005; Jurisprudencias 3/2005 y 20/2018; así como las sentencias SUP-RAP-40/2004, SUP-JDC-
670/2017, SUP-REC-1410/2021 y acumulados, SUP-REC-1414/2021 y acumulados, SUP-RAP-220/2022 y 
acumulados. 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Artículos 29, numeral 1; 30, numeral 2; 31, numeral 1; 42, numerales 6 y 8; 44, numeral 1, incisos j); 55, 
numeral 1, incisos m) y t); 163, numeral 3; 442; 443, numeral 1, inciso o) y demás correlativos aplicables. 

Ley General de Partidos Políticos 

Artículos 2, numeral 1, inciso c); 3, numerales 1, 3 y 4; 5, numeral 2; 10, numeral 2, inciso a); 23, numeral 1, 
incisos c) y e); 25, numeral 1, incisos e), l), r), s) a x); 28; 29; 34; 35; 36; 37; 38; 39, numeral 1, incisos f) y g); 
40; 41; 43; 44, numeral 1, inciso b), fracción II; 46 al 48; 73 y demás correlativos aplicables. 

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

Artículos 20; y 48 Bis. 
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Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral 

46, numeral 1, inciso e). 

Reglamento sobre modificaciones a Documentos Básicos, Registro de integrantes de órganos 
directivos y cambio de domicilio de Agrupaciones y Partidos Políticos Nacionales; así como respecto 
al registro de Reglamentos internos de éstos últimos y la acreditación de sus representantes ante los 

Congresos del Instituto Nacional Electoral, aprobado mediante Acuerdo INE/CG272/2014, el diecinueve 
de noviembre de dos mil catorce 

Artículos 5 al 18 y demás correlativos aplicables. 

Lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su caso, los partidos políticos locales, 
prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón 

de género 

Artículos 1, 3, 5 a 22, 24, 26 a 29, 32, y demás correlativos aplicables 
 

En razón de los antecedentes, consideraciones y fundamentos señalados, el Consejo General emite la 
siguiente: 

RESOLUCIÓN 

PRIMERO. Se declara la procedencia constitucional y legal de las modificaciones a la Declaración de 
Principios, Programa de Acción y Estatutos del Partido Verde Ecologista de México, conforme a los textos 
finales presentados, aprobados durante la Asamblea Nacional Ordinaria del Partido Verde Ecologista de 
México, celebrada el diecinueve de diciembre de dos mil veintidós. 

SEGUNDO. Se tiene por cumplido lo ordenado en el Acuerdo INE/CG517/2020 en relación con el Decreto 
en materia de VPMRG. Lo anterior, toda vez que el Partido Verde Ecologista de México dio cumplimiento a lo 
previsto en el artículo Transitorio Segundo de los Lineamientos. 

TERCERO. Se tiene por cumplido lo ordenado en relación con el principio de paridad sustantiva en la 
postulación de candidaturas. Lo anterior, toda vez que el Partido Verde Ecologista de México dio cumplimiento 
a lo previsto en el Considerando 19 del Acuerdo INE/CG583/2022, así como a lo establecido en el punto de 
Acuerdo Segundo del diverso INE/CG832/2022. 

CUARTO. Se requiere al Partido Verde Ecologista de México para que, en un plazo no mayor a seis 
meses, contados a partir del día siguiente de la publicación de la presente Resolución en el DOF, y por 
conducto del órgano competente, realice las adecuaciones a los reglamentos que deriven de la reforma a su 
Estatuto, y los remita a esta autoridad, a efecto de proceder conforme a lo señalado por el artículo 36,  
numeral 2, de la LGPP. 

QUINTO. Se requiere al Partido Verde Ecologista de México para que, en un plazo no mayor a seis 
meses, contados a partir del día siguiente de la publicación de la presente resolución en el DOF, y por 
conducto del órgano competente, apruebe el Protocolo respectivo en materia de VPMRG, y lo remita a esta 
autoridad, a efecto de proceder conforme a lo señalado por el artículo 36, numeral 2, de la LGPP. 

SEXTO. Notifíquese la presente Resolución al Comité Ejecutivo Nacional del Partido Verde Ecologista de 
México, para que, a partir de su publicación en el DOF, el partido político rija sus actividades al tenor de las 
resoluciones adoptadas al respecto. 

SÉPTIMO. Publíquese la presente Resolución en el DOF. 

La presente Resolución fue aprobada en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 27 de 
marzo de 2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Norma Irene De La Cruz Magaña, 
Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín Fernando 
Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola Ravel 
Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia Zavala 
Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

La Resolución y el anexo pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-27-de-marzo-de-2023/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2023/INE/CGext202303_27_rp_9.pdf 

__________________________ 
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